8
52

REPÚBLICA DE CHILE




DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 357ª
Sesión 53ª, en miércoles 30 de septiembre de 2009
Ordinaria

(De 16:15 a 17:19)

PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES JOVINO NOVOA VÁSQUEZ, PRESIDENTE,
Y CARLOS BIANCHI CHELECH, VICEPRESIDENTE
SECRETARIO, EL SEÑOR CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.....................................................................

II.
APERTURA DE LA SESIÓN.............................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS.............................................

IV.
CUENTA............................................................................
V. ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que faculta la renovación de bonificación por retiro voluntario, creada por ley Nº 20.135, y establece bonificación adicional a funcionarios municipales que indica (6541-05) (se aprueba su informe)....................

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona penalmente la colusión (6454-07) (queda para segunda discusión)............

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Tratado de Asistencia Judicial en materia penal entre Chile y Suiza (5796-10) (queda para segunda discusión)..................

VI. INCIDENTES:

Peticiones de oficios (se anuncia su envío)………………….

Señalización de tránsito imprecisa. Oficio (observaciones del Senador señor Prokurica)..............

Irregularidades en programas de capacitación en Tercera Región. Oficios (observaciones del Senador señor Prokurica)..............

Concesiones administrativas o contratos especiales de operación para exploración, explotación o beneficio del litio. Oficio (observaciones del Senador señor Núñez)..............

Programa maestro para zonas afectadas por polimetales en comunas de Arica y Putre. Oficio (observaciones de los Senadores señora Matthei y señor Orpis)..............

A n e x o s

ACTAS APROBADAS:

Sesión 48ª, especial, en martes 15 de septiembre de 2009………..………

Sesión 49ª, especial, en martes 15 de septiembre de 2009………..……

Sesión 50ª, ordinaria, en martes 15 de septiembre de 2009………..……

Sesión 51ª, ordinaria, en miércoles 16 de septiembre de 2009………..…

DOCUMENTOS:

1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre Chile y Tailandia para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a impuestos a la Renta, y su protocolo (6450-10)...................

2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre Chile y Suiza para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a impuestos a la Renta, y su protocolo (6452-10)...................

3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre Chile y Bélgica para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a impuestos a la Renta, y su protocolo (6453-10)...................

4.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (4248-06)..............

5.- Segundo informe de la Comisión de Obras Públicas recaído en el proyecto que regula servicios sanitarios rurales (6252-09)....................

6.- Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto que regula servicios sanitarios rurales (6252-09)....................

7.- Proyecto de acuerdo de diversos señores Senadores relacionado con la situación política que vive la República de Honduras (S 1200-12).............
8.- Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto que faculta la renovación de bonificación por retiro voluntario, creada por ley Nº 20.135, y establece bonificación adicional a funcionarios municipales que indica (6541-05) ................
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las  actas de las sesiones 48ª y 49ª, ambas especiales, y 50ª, ordinaria, todas en 15 de septiembre, y de la sesión 51ª, ordinaria, en 16 de septiembre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario dispuesta por la ley N° 20.135 y crea una bonificación adicional para determinados funcionarios municipales (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 6.541-05).


--Queda para tabla.



Con los tres siguientes comunica que aprobó los proyectos de acuerdo aprobatorios de los Convenios que se indican a continuación:



1.- Entre los Gobiernos de Chile y Reino de Tailandia, para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su protocolo (boletín N° 6.450-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


2.- Entre Chile y la Confederación Suiza, para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su protocolo (boletín N° 6.452-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


3.- Entre Chile y el Reino de Bélgica, para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su protocolo (boletín N° 6.453-10) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda.



Con el quinto informa que aprobó el proyecto de ley del Senado que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, con las enmiendas que indica (boletín N° 4.248-06) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de igual número de acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, de Isapres, y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, del año 2005.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a los gastos originados por los viajes que algunos funcionarios públicos han realizado a las provincias de Neuquén, Chubut y Santa Cruz, República Argentina.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que contesta dos proyectos de acuerdo adoptados por el Senado: uno a proposición de los Honorables señores Larraín, Romero, Allamand, Arancibia, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Orpis, Pérez Varela y Prokurica en cuanto al progresivo deterioro de la libertad de expresión en Venezuela, y el otro, a sugerencia de los Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag acerca del cierre de treinta y cuatro radioemisoras venezolanas.



Dos del señor Ministro de Agricultura subrogante, con los que contesta igual número de oficios enviados en nombre del Honorable señor Horvath, referidos a la morosidad en el pago de créditos de enlace para forestación otorgados por el BancoEstado y a la habilitación de viveros destinados a la forestación y programas de manejo de recursos forestales en la Undécima Región.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula los servicios sanitarios rurales (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 6.252-09) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Bianchi con la cual inicia un proyecto de ley que dispone la existencia de un seguro de vida a favor de los dirigentes de las organizaciones comunitarias constituidas y establece la forma de su financiamiento.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyecto de acuerdo



Proyecto de acuerdo de los Senadores señora Alvear y señores Ávila, Bianchi, Escalona, Frei, Gazmuri, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag relacionado con la situación política que vive la República de Honduras (boletín N° S 1.200-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Permiso constitucional



El Senador señor Girardi solicita autorización para ausentarse del territorio nacional a contar del 30 de septiembre del año en curso.



--Se accede.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, se acaba de dar cuenta de que la Cámara de Diputados aprobó el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario dispuesta por la ley N° 20.135 y crea una bonificación adicional para determinados funcionarios municipales (boletín N° 6.541-05).



Sugiero tratar sobre tabla y en primer lugar dicha iniciativa, respecto de la cual la Comisión Mixta corrigió una situación que se produjo inadvertidamente.



¿Le parece a la Sala?

El señor SABAG.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor SABAG.- Hay consenso acerca de su planteamiento, señor Presidente. 



El informe fue aprobado por unanimidad en la Comisión Mixta, organismo que sesionó esta mañana. Como Su Señoría bien dijo, la Cámara de Diputados ya lo despachó. Y si lo tratamos sobre tabla podremos hacer lo propio de inmediato.

El señor NOVOA (Presidente).- Perfecto.



Entonces, ¿lo ponemos en primer lugar,...

El señor NARANJO.- En Fácil Despacho.

El señor NOVOA (Presidente).-...para tratarlo como si fuera de Fácil Despacho?



--Así se acuerda.
)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Por otra parte, solicito autorización de la Sala para retirar de la tabla el proyecto que figura con el número 1 -prohíbe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo-, porque el Honorable señor Girardi, autor de la moción que le dio origen (Su Señoría se halla fuera del país), me pidió ver la posibilidad de tratar el veto la próxima semana para estar presente en la segunda discusión y en la votación.



¿Le parece al Senado?



--Así se acuerda.
)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi para referirse a la Cuenta.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, le solicito recabar la anuencia de la Sala a los efectos de pedir patrocinio del Ejecutivo para el proyecto de ley que durante la Cuenta fue declarado inadmisible. Es de mi autoría y dispone la existencia de un seguro de vida a favor de los dirigentes de organizaciones comunitarias constituidas.

El señor NOVOA (Presidente).- Si les parece a Sus Señorías, se oficiará con el propósito señalado a Su Excelencia la Presidenta de la República, en nombre del Senador señor Bianchi.



--Así se acuerda.
)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, pido que se abra un nuevo plazo, hasta el viernes próximo, a las 12, para formular indicaciones al proyecto que establece normas especiales para las empresas de menor tamaño.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Se fija el viernes 2 de octubre, a las 12, como plazo para presentar las indicaciones pertinentes en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.
)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra sobre la Cuenta el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- No, señor Presidente: sobre el Orden del Día.

El señor NOVOA (Presidente).- Conforme.

El señor GAZMURI.- Pido segunda discusión para la iniciativa que sanciona penalmente la colusión, signada en la tabla con el número  2.

El señor NOVOA (Presidente).- Tendremos presente la solicitud de Su Señoría cuando reiniciemos el debate general.



Entiendo que están inscritos varios Senadores, quienes deberán intervenir, por consiguiente, durante la primera discusión. Terminada esta, el proyecto quedará para segunda discusión.

)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, deseo saber cuándo se colocará en tabla el proyecto que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas.




Me parece que está...

El señor NOVOA (Presidente).- Acaba de llegar de la Cámara Baja en tercer trámite, Su Señoría, y fue remitido a la Comisión de Constitución.

El señor VÁSQUEZ.- Gracias, señor Presidente.

)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Solo deseo plantear una cuestión de forma.



Cuando el Presidente o el Vicepresidente quieren intervenir sobre aspectos no relacionados con la sesión propiamente tal, deben hacerlo desde sus bancas.

El señor NOVOA (Presidente).- Le pido disculpas, Su Señoría.

El señor NARANJO.- Es que ayer ocurrió lo mismo.

El señor NOVOA (Presidente).- Sin embargo, debo señalarle que el señor Vicepresidente, para intervenir hace algunos minutos, me preguntó si debía bajar de la testera. Le contesté que no, porque el suyo era un planteamiento formal.

El señor NARANJO.- Reitero que en la sesión de ayer sucedió lo mismo. Y a los integrantes de la Mesa -entre ellos, quien habla- se les ha llamado la atención por proceder de la manera descrita.

El señor NOVOA (Presidente).- Es malo que le hayan llamado la atención no tratándose de una cuestión reglamentaria, señor Senador.

El señor NARANJO.- Nada más, señor Presidente.

El señor GAZMURI.- Mantenga la tradición, señor Presidente. ¡Usted viene de la Derecha...!

El señor NOVOA (Presidente).- Perfecto.



En todo caso, se trata de aspectos de la Cuenta que no revisten tanta importancia.

V. ORDEN DEL DÍA

RENOVACIÓN DE BENEFICIO POR RETIRO VOLUNTARIO Y BONIFICACIÓN ADICIONAL PARA FUNCIONARIOS 

MUNICIPALES. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor NOVOA (Presidente).- Conforme a lo recién acordado por la Sala, corresponde ocuparse en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario dispuesta por la ley N° 20.135 y otorga una bonificación adicional a determinados funcionarios municipales, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 8).

--Los antecedentes sobre el proyecto (6541-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 39ª, en 5 de agosto de 2009.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 52ª, en 29 de septiembre de 2009.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 44ª, en 1° de septiembre de 2009.


Hacienda (segundo), sesión 51ª, en 16 de septiembre de 2009.


Mixta, sesión 53ª, en 30 de septiembre de 2009.


Discusión:



Sesiones 46ª, en 8 de septiembre de 2009 (se aprueba en general); 51ª, en 16 de septiembre de 2009 (se aprueba en particular).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se suscitó por el rechazo de la Cámara de Diputados a las enmiendas que introdujo el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto despachado por aquella en el primero.



La Comisión Mixta propone en su informe la forma de resolver las discrepancias, que, en síntesis, consiste en aprobar el inciso primero del artículo 1º tal como lo consideró la Cámara Baja, esto es, que la bonificación por retiro voluntario se otorgará a los funcionarios que entre el 1º de enero de este año y el 31 de diciembre del próximo tengan o cumplan 65 o más años de edad si son hombres y 60 o más años tratándose de mujeres.



Asimismo, dicho órgano técnico acordó sustituir el artículo 3º ajustando su redacción, de suerte que se establece que las mujeres podrán impetrar el beneficio de la bonificación desde que cumplan 60 años y hasta los 120 días siguientes a que cumplan 65.



La proposición de la Comisión Mixta fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes y ya fue aprobada por la Cámara de Diputados en sesión de hoy.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, la redacción del proyecto que nos ocupa, cuando salió del Senado a la Cámara de Diputados, era absolutamente idéntica a la que se dio a la iniciativa de ley que creaba condiciones especiales de retiro para los funcionarios de universidades estatales. Y por eso cuando lo despachamos teníamos la seguridad de que estaba bien.



El problema estriba en que en el proyecto sobre los funcionarios municipales debe dictarse un reglamento y, además, en que hubo una negociación previa con la ASEMUCH para que el beneficio correspondiente fuera retroactivo al 1º de enero de 2009. Por eso es indispensable que en la parte pertinente de esta iniciativa salgan las expresiones “o más” vinculadas con los 65 años.



No se trató de negligencia ni de error, sino de que sencillamente en la ya mencionada iniciativa anterior había condiciones distintas que obligaban a consignar los referidos términos.



Por ello citamos hoy a la Comisión Mixta, cuya proposición se acogió por unanimidad.



En consecuencia, solicito a la Sala aprobar el informe de dicho órgano técnico para que pueda promulgarse la ley respectiva, que es muy esperada por los funcionarios municipales.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, tanto la exposición de la Presidenta de la Comisión de Hacienda, Honorable señora Matthei, cuanto la del señor Secretario de la Corporación reflejan fielmente la controversia que se produjo entre el Senado y la Cámara de Diputados y la forma como fue solucionada.



Ya se dijo: la proposición fue aprobada por consenso. Por tanto, solicitamos a la Sala proceder de la misma forma.



Los dirigentes de los trabajadores han estado muy preocupados por este proyecto, que es de gran importancia para sus representados.



En mi concepto, esta iniciativa, por la vía de las bonificaciones que prevé, les va a hacer justicia a funcionarios, tanto hombres como mujeres, que han cumplido edad suficiente para disfrutar de una merecida jubilación y un retiro digno.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (24 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar. 



No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.

El señor NOVOA (Presidente).- Queda despachado el proyecto en este trámite.



--(Aplausos en tribunas).
SANCIÓN PENAL PARA COLUSIÓN

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde continuar la discusión general del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Cantero, Chadwick, García y Horvath, que sanciona penalmente la colusión, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6454-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Espina, Cantero, Chadwick, García y Horvath).

En primer trámite, sesión 8ª, en 8 de abril de 2009.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 40ª, en 11 de agosto de 2009.


Discusión:



Sesión 52ª, en 29 de septiembre de 2009 (queda pendiente su discusión general).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Les recuerdo a Sus Señorías que en la sesión de ayer empezó la discusión de la idea de legislar y que quedaron inscritos para hacer uso de la palabra los Honorables señores Vásquez, Gazmuri y Ruiz-Esquide.



Cabe hacer presente que el artículo 3º ter, contenido en el número 1) del artículo 1º, y el artículo 2º tienen carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos afirmativos.



Por último, debo señalar que al principio de la presente sesión el Comité Socialista pidió segunda discusión.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En la primera discusión, tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, he examinado con bastante acuciosidad esta iniciativa, fundamentalmente en razón de que hace poco tiempo aprobamos una modificación legal relativa a las facultades tanto de la Fiscalía Nacional Económica como del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, mediante la cual consignamos distintas medidas que significaban aumento de atribuciones.



Pues bien, a la luz de expresiones vertidas en la sesión de ayer por el Senador señor Espina, uno de los autores de la moción que dio origen al proyecto que ahora nos ocupa, me parece necesario hacer ciertas precisiones para concordar las normas de este con las aprobadas recientemente.



Me refiero, por ejemplo, a la interceptación y grabación de las comunicaciones. Esta medida ya se encuentra acordada como facultad para la Fiscalía Nacional Económica, previo acuerdo del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia; de manera que el fiscal puede solicitarle a un ministro de Corte de Apelaciones su aplicación en caso de colusión.



Entonces, estamos en presencia de una medida no tan excepcional. No es, contrariamente a lo que señalaba el Senador señor Espina, algo propio solo de los crímenes. Aquí estamos, incluso, aplicando una norma que dice relación a investigaciones de carácter administrativo-civil. De modo que, al revés, el no tenerla en una investigación penal constituiría una anomalía.



Por consiguiente, atendida la gravedad de las conductas de que se trata -porque afectan la libre competencia y, por tanto, el debido funcionamiento del mercado, lo que preocupa a todos los señores Senadores, según se demostró en la votación anterior-, hago presente que esta no es una medida excepcional con relación a la mecánica del sistema de investigación que tiene la Fiscalía Nacional Económica. Por el contrario, ella me parece indispensable, sobre todo en el caso de un ilícito de carácter penal.



De otra parte, señor Presidente, me llama la atención -creo que habrá que meditar bastante al respecto- que el delito de colusión se configure únicamente en el evento de que afecte a cuotas de mercado o a acuerdos relacionados vinculados con bienes o servicios de primera necesidad.



Digo lo anterior por dos razones: primero, porque no está definido qué son “bienes de primera necesidad”, y segundo, porque hoy podríamos estimar que muchos bienes de consumo habitual no revisten ese carácter.



Y pongo el caso del celular. Alguien podría afirmar que no es un bien de primera necesidad porque también es posible tener un teléfono fijo, y, en consecuencia, si mediara una colusión respecto del mercado, no cabría la posibilidad de llevar a cabo la investigación penal respectiva.



Se podría hacer referencia, por ejemplo, a los bienes de consumo habitual o a los bienes y servicios comprendidos en las tablas de cálculo que utiliza el Instituto Nacional de Estadísticas a fin de determinar el índice de precios al consumidor. 



Existen distintos medios, señor Presidente, que resultan más objetivos que una mera declaración atinente a los “bienes de primera necesidad”, expresión que me parece propia de un lenguaje un poco pasado de moda. En otra época incluso se les fijaban sus precios, pero eso ya no ocurre hace largo tiempo.



Por lo tanto, no obstante compartir el espíritu de lo que el texto plantea, que es sancionar, en casos gravísimos, la colusión o reparto de cuotas de mercado entre los grandes agentes económicos, me parece conveniente contar con un estudio sobre cuál es el tipo penal que se aplicará y, además, cuáles son las medidas de investigación pertinentes para que la Fiscalía Nacional Económica pueda perseguir debidamente los delitos que nos ocupan y seguirlos frente a los tribunales competentes y al Ministerio Público.



Finalmente, una aclaración que estimo indispensable dice relación al inciso cuarto del artículo 3° bis, norma que expresa que “La sentencia penal condenatoria pronunciada en contra de un imputado pondrá fin a la responsabilidad administrativa que en base a los mismos hechos pudiere a éste corresponderle”. 



Me parece que la disposición resulta clara, pero podría conducir a una interpretación extensiva en el sentido de que la investigación administrativa termina por el hecho de que uno de los partícipes esté siendo imputado en una colusión o en el reparto de cuotas de mercado.



Se podría exigir en la norma una mayor precisión, entonces, a fin de evitar dobles interpretaciones y la no aplicación de disposiciones que, reitero, considero esenciales para el debido funcionamiento de nuestra economía, la transparencia del mercado y la competencia.



Sin perjuicio de estos alcances, señor Presidente, por supuesto que votaré a favor de la idea de legislar.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, como pedí segunda discusión, prefiero reservar mi intervención para cuando esta se lleve a efecto.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Puede intervenir a continuación el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, seré muy breve. 



Creo que los planteamientos de los señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra van en la línea correcta. Me da la impresión de que la gravedad de estos delitos es de tal magnitud que amerita una pena grave, ya que ocasionan un daño enorme a la gente más débil. Y dejarlos solo en la aplicación de una sanción pecuniaria da una señal equívoca, porque quizás quienes se coluden para obtener un beneficio económico, con un perjuicio serio para las personas más modestas, pueden estar dispuestos a pagar la multa con el rédito que obtienen del acuerdo.



No olvidemos que, en el caso de las farmacias ocurrido hace unos meses, la confabulación les generó a las empresas involucradas una cantidad enorme de recursos, con los cuales se podrían cubrir muchas veces las multas establecidas. 



Por mi parte, felicito a los autores del proyecto, pero este es susceptible de algunas correcciones. Coincido en que ya existe una legislación sobre algunos aspectos y que podría ser perfeccionada.



Estimo que asignar una sanción de privación de libertad a quienes se coluden con el objeto de generar este tipo de beneficios es lo que corresponde y lo que sucede en los países desarrollados, cuyo ordenamiento todos decimos habitualmente que queremos emular. En consecuencia, es preciso penar en forma ejemplarizadora a quienes utilizan estos mecanismos y aprovechar todos los medios con que cuentan en la actualidad los tribunales.



Porque, en la sesión de ayer, el Honorable señor Espina, autor de la moción, y hoy día el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra planteaban que, tratándose de casos graves, la legislación vigente autoriza la utilización de todo tipo de mecanismos, como la interceptación de comunicaciones y la denuncia eficiente de involucrados que quieran ayudar a que se investigue a fondo para la determinación de los culpables. A mi juicio, aquí se debe recurrir a todos los instrumentos que puedan emplearse, para que ojalá, mediante esta notificación, no surja en adelante gente que se atreva a coludirse para beneficiarse económicamente en desmedro del colectivo, de los más débiles de nuestra sociedad.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- En el mismo sentido de lo argumentado por el Honorable señor Prokurica, señor Presidente, quiero profundizar en cuanto a que si hay algo de la esencia de una economía de mercado es la competencia. No voy a poner énfasis en el agregado de que sea “social”, pero creo que lo vigente en nuestro país no es precisamente una economía de mercado. 



Más aún, la cuestión no dice relación solo a un área, sino que también se expresa claramente en las varias que comprende la economía: existen tres o cuatro bancos, cuatro o cinco administradoras de fondos de pensiones, dos o tres -ya no sé cuántas- grandes cadenas comerciales. Y lo mismo ocurre en lo sanitario, en la producción de energía.



Claramente, la situación debería llevarnos a analizar todo el asunto con la preocupación que corresponde. Por eso, de un tiempo a esta parte he venido sosteniendo que debe corregirse la forma como se ha aplicado el modelo. Pero por el lado de las autoridades no ha habido conciencia al respecto -no sé si solo eso-, sino que se ha permitido que siga el cuadro que estamos presenciando.



Lo que se está logrando es que hoy se registre una inmensa concentración de la riqueza sobre la base de una expropiación nítida y abusiva, por intermedio del crédito, a todo el sector asalariado, que se halla endeudado por completo.



Con un proyecto como el que nos ocupa no vamos a decir, por cierto, que desaparecerá la esencia de la mala aplicación de un sistema, pero sí, como lo ha sostenido el Senador señor Prokurica, que permitirá que mañana se sancione, no la inexistencia de una economía de mercado como debe darse, sino a quienes, puestos en una posición dominante, han llegado a coludirse, a concertarse, a asociarse para sacar ventajas indebidas. Por eso, me parece que la iniciativa se orienta en la dirección que el país reclama.



Mas lo anterior no es suficiente: deben hacerse correcciones de fondo a la manera como se ha venido poniendo en práctica un modelo que, en estos tiempos, ha terminado pagando toda la ciudadanía, pero en especial los sectores medios, que ven cada día más mermados sus recursos, sus ingresos.



Sin embargo, si mañana media una colusión en situaciones como las que hemos conocido, al menos podrá aplicarse la sanción que corresponde. Y si delitos a veces prácticamente insignificantes traen aparejada la restricción de la libertad, creo que en el caso de que se trata claramente se debe fijar una pena en ese sentido. No basta una multa, y menos, a veces, que autoridades formulen declaraciones que no sirven absolutamente para nada.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente) Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, no voy a reiterar las expresiones formuladas aquí, a las cuales me sumo -soy uno de los autores de la moción-, en el sentido de que es necesario establecer, cuando exista una colusión que afecte a la libre competencia y al funcionamiento del libre mercado y que, además, ocasione a los consumidores un fuerte daño como el que hemos conocido, una legislación que contemple una sanción superior, sin duda alguna, a una falta meramente de carácter administrativo.



Pero sí deseo exponer dos puntos que considero muy importantes para seguir trabajando en la discusión particular que deberá realizarse en la Comisión de Constitución, adicionales al ya planteado por el Senador señor Vásquez.



El primero se refiere a que tenemos que seguir ocupándonos en lograr una adecuada eficacia de los dos sistemas que en nuestra legislación podrían existir para combatir la colusión: por una parte, el del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y el esquema de la delación compensada, que en otros ordenamientos ha resultado bastante eficaz para el efecto de determinar la irregularidad, y por la otra, el de la infracción penal.



Porque, obviamente, cuando se avanza en el tratamiento de ambos aspectos, es posible acercarse bastante a “la cuadratura del círculo”, o sea, a conseguir un funcionamiento equilibrado. Resulta claro que atenta contra la delación compensada ante dicho Tribunal la circunstancia de que quien la efectúe pueda enfrentar el día de mañana una situación de infracción penal. Es evidente el conflicto que se presenta.



Tendremos que seguir analizando el asunto, durante el estudio en la Comisión, para generar un buen equilibrio.



El segundo punto, señor Presidente, dice relación a una dificultad que observé al revisar con detenimiento el proyecto y que también será preciso corregir en el debate en particular. La legislación actual exige que los acuerdos de colusión impliquen el poder de interferir en el mercado, lo que no consignamos en el artículo 3° bis, que establece el tipo penal. Entonces, se daría el hecho de que la infracción administrativa contendría exigencias mayores que las de este último, que traerá aparejada la sanción respectiva. Ello, obviamente, deberemos enmendarlo en el estudio en la Comisión. Y por lo menos señalo la cuestión aquí para que no pase desapercibida, pues no podríamos aprobar una norma en esos términos.



Si bien votaré a favor de la idea de legislar, estimo que el proyecto requiere un buen y trabajado estudio en la discusión particular, para el efecto de que sea realmente eficaz.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Solo quiero solicitar que se abra la votación, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Se pidió segunda discusión, Su Señoría.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Terminada la primera discusión.



--El proyecto queda para segunda discusión.
)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Aprovecho la oportunidad para recordar que el Senador señor Cantero planteó ayer que se oficiara al Ejecutivo en cuanto al envío de un proyecto de ley que reglamentase los honores que se conceden a los ciudadanos. Entendí que se registró consenso en la Sala sobre la necesidad de legislar sobre el particular.



Su Señoría ha hecho presente que algunos aspectos requieren, según lo analizaron en la Comisión de Educación, patrocinio del Ejecutivo.



Si no existen objeciones, se enviará el oficio a que se ha hecho referencia.



--Así se acuerda.
TRATADO DE ASISTENCIA JUDICIAL EN MATERIA PENAL

CON CONFEDERACIÓN SUIZA
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Tratado de Asistencia Judicial en Materia Penal entre la República de Chile y la Confederación Suiza, suscrito en Santiago el 24 de noviembre de 2006, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5796-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En segundo trámite, sesión 34ª, en 8 de julio de 2008.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 41ª, en 12 de agosto de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal que se persigue es disponer la asistencia mutua en materia penal entre los órganos judiciales y las autoridades encargadas de la persecución en ese ámbito en Chile y en Suiza.



La Corte Suprema opinó favorablemente respecto del Tratado, en atención a que hace claridad en ciertos conceptos que deben manejar la autoridad encargada de la persecución penal pública y los tribunales competentes al cursar las solicitudes conforme a las disposiciones de los Códigos de Procedimiento Penal y Procesal Penal.



La Comisión aprobó la iniciativa tanto en general cuanto en particular por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Cabe señalar que el proyecto de acuerdo requiere, para ser aprobado, el voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, el instrumento internacional que nos ocupa es similar a otros que hemos aprobado con distintos países y, en el fondo, establece mecanismos de traspaso de información y procedimientos que los sistemas penales de las Partes podrán utilizar cuando sea necesario.



Como no se registra un quórum suficiente, propongo que la votación del proyecto se lleve a cabo al comienzo de la próxima sesión.

El señor NOVOA (Presidente).- Pero los señores Senadores que deseen intervenir podrían hacerlo ahora.

El señor GAZMURI.- De acuerdo. Y el asunto se incluiría en el primer lugar del Orden del Día para ser tratado como si fuera de Fácil Despacho.

El señor NOVOA (Presidente).- En esta oportunidad se cerraría el debate y quedaría pendiente la votación.

El señor GAZMURI.- Conforme.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero formular algunas consultas respecto de las cuales los miembros de la Comisión podrían iluminarme -lamento que el Senador señor Gazmuri se haya retirado, pero no sé si se encuentra presente algún otro integrante del órgano técnico-, porque entiendo que hace poco tiempo Chile enfrentó el problema de que un terrorista pidió asilo en Suiza, que no quiso entregarlo por considerar que en nuestro país no existían las condiciones básicas para aplicar justicia respecto de tal personaje. Entonces, me pregunto si la celebración del Tratado en examen resuelve esa dificultad, para que se entregue a dicha persona, o estamos aprobando un proyecto de acuerdo más, sin que se solucione una cuestión crucial y de fondo.



Planteo el punto a alguno de los miembros de la Comisión, de manera que podamos votar informados acerca de la iniciativa.

El señor NOVOA (Presidente).- Dado que, al parecer, ninguno de esos señores Senadores se encuentra presente, Su Señoría podría solicitar segunda discusión en representación de su Comité, al objeto de que la consulta pueda ser expuesta en la próxima sesión. Y, una vez atendida su inquietud, se abriría la votación. 

El señor PROKURICA.- De acuerdo.

El señor NOVOA (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES.

PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NOVOA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


De la señora ALVEAR:



A la señora Subsecretaria de Marina, para pedir RESOLUCIÓN ACERCA DE SOLICITUD DE SINDICATO DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES, PESCADORES ARTESANALES Y FILETEADORES DE MAITENCILLO.



Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Agricultura, con el objeto de plantear MANTENCIÓN DE CONSULTORES Y EQUIPOS EN LABORES AGROPECUARIAS DE AISÉN Y CONSIDERACIÓN DE ALTO RECHAZO DE PROYECTOS PRODUCTIVOS, y a los señores Director General de la Policía de Investigaciones y Jefe de la Undécima Región Policial de Aisén, a fin de solicitar REFUERZO DE DIRECCIONES DE POLICÍA DE INVESTIGACIONES EN REGIÓN DE AISÉN.
)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Renovación Nacional.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

SEÑALIZACIÓN DE TRÁNSITO IMPRECISA. OFICIO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, conforme al artículo 150 de la Ley de Tránsito, los límites máximos de velocidad para los vehículos livianos son los siguientes.



En zonas urbanas: 60 kilómetros por hora.



En zonas rurales: en caminos con una pista de circulación en cada sentido, 100 kilómetros por hora; en caminos de dos o más pistas de circulación en un mismo sentido, 120 kilómetros por hora.



Sin embargo, a lo largo de las vías de nuestro país han empezado a aparecer unos letreros amarillos que hacen referencia a la denominada “velocidad sugerida”, expresión -según entiendo- no utilizada por la Ley de Tránsito.



“Sugerir” significa “Proponer o dar una idea a una persona para que la tenga en consideración a la hora de hacer algo”. 



Claramente, pues, “sugerida” no indica un límite de velocidad. Los letreros de límite de velocidad señalan: “Velocidad máxima”, tanto.



Por su parte, el Manual de Señalización de Tránsito establece que estos letreros son señales de refuerzo que advierten que en determinada zona, debido a factores de diseño u operación, existe una situación peligrosa y, además, sugieren la velocidad indicada.



¿Qué pasa, entonces, si un conductor es sorprendido a 65 kilómetros por hora en una zona donde hay una señal de 60 kilómetros por hora “sugerida”? ¿Constituye este hecho una infracción a la Ley de Tránsito? La verdad es que no lo sé.



No debemos olvidar que el exceso de velocidad es una falta grave. Y ocurre que los jueces de policía local no tienen un criterio uniforme en esta materia, con lo cual el único perjudicado es el conductor.



Por lo tanto, solicito que se envíe un oficio al Ministro de Obras Públicas para que informe sobre el significado de la señalética en comento y su obligatoriedad.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
IRREGULARIDADES EN PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN 

EN TERCERA REGIÓN. OFICIOS

El señor PROKURICA.- En seguida, quiero referirme al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo de la Región de Atacama.



El SENCE es un organismo técnico del Estado, dependiente del Ministerio del Trabajo, y tiene por objeto promover el desarrollo de las competencias laborales de los trabajadores a fin de contribuir a un adecuado nivel de empleo y mejorar tanto la productividad de aquellos y de las empresas como la calidad de los procesos y productos.



En Atacama, en lo que va del año se han realizado cursos de capacitación por una suma cercana a los 679 millones de pesos (más de un millón de dólares). El 43 por ciento de esta cifra ha sido ejecutada por dos empresas de capacitación u OTEC: Profesionales Asociados Capacitación Ltda. -más conocida como San José-, con 125 millones (18,46 por ciento) y Sociedad de Capacitación Norte Sur, con 167 millones (24,61 por ciento).



La primera ya se vio envuelta en un caso irregular cuando hace un par de meses hizo entrega, como parte de un programa de capacitación, de hornos a un grupo de jefas de hogar de la comuna de Tierra Amarilla: ellos eran de segunda mano y sus dimensiones no permitían la utilización de bandejas.



A pesar de las denuncias efectuadas por las afectadas, el OTEC responsable no sufrió sanción alguna.



Tal situación es similar a la que denuncié hace un par de años, en la que un organismo técnico de capacitación falsificaba nombres y firmas de supuestos trabajadores capacitados, sin que jamás fuera sancionado ni borrado de los registros del SENCE.



Luego de las irregularidades en los programas de generación de empleo en la Quinta Región, la administración de estos planes fue entregada al referido Servicio Nacional.



Este organismo invita a ciertas personas jurídicas sin fines de lucro para que se encarguen de la aplicación de estos programas contratando al personal, a cambio de lo cual reciben una suma de dinero por cada trabajador, que al año 2006 ascendía a 10 mil 500 pesos.



Una de las principales obligaciones es la de que cada trabajador debe capacitarse. Para ello, el SENCE contrata un OTEC, de manera que la ONG ejecutora no incurra en gastos.



La Corporación de Investigación y Asesoría Sindical (CIASI) administró programas de empleo dependientes del SENCE en la Región de Atacama. Dicha ONG era representada en la Región por don Juan Miguel Castro.



Por otro lado, el mismo señor Castro es representante de la OTEC denominada “Sociedad de Capacitación Norte Sur Ltda.”, organismo que en lo que va del 2009 ha realizado capacitaciones por un monto de 167 millones de pesos.



Este OTEC es el principal proveedor de cursos de capacitación en el SENCE de Atacama. Su representante legal, don Juan Miguel Castro, es cónyuge de una funcionaria de esta repartición pública. Según las normas internas del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, por este solo hecho el señor Castro queda inhabilitado para contratar con el mencionado Servicio Nacional. En efecto, no pueden contratar con el SENCE los cónyuges ni los consanguíneos, hasta el tercer grado, de los funcionarios del Servicio, sea que unos u otros pertenezcan a un OTEC, OTIC u ONG: así lo dice la ley.



Pero esta situación no solo llega hasta ahí.



Las capacitaciones de las ONG administradoras del Programa Mejor Trabajo son realizadas por el SENCE, y muchos de los cursos para CIASI fueron hechos por el OTEC Norte-Sur, ambos organismos ligados a la misma persona: don Juan Miguel Castro.



Todos esos hechos están en conocimiento del Director Regional del SENCE, don Eric Amigo, pues es él quien firma los respectivos documentos.



Por lo expuesto, solicito que se envíe un oficio a la Ministra del Trabajo para que se practique una investigación en el SENCE de Atacama a fin de determinar el monto de las pérdidas provocadas por las irregularidades en la entrega de hornos a jefas de hogar en la comuna de Tierra Amarilla, realizada por la empresa San José, y, si procede, que se apliquen sanciones a dicho organismo técnico de capacitación.



Asimismo, pido investigar las causales por las que el SENCE contrató con la Sociedad de Capacitación Norte-Sur y CIASI a pesar de existir impedimento legal para ello y que se apliquen las sanciones correspondientes y, si fuera del caso, se elimine del registro del SENCE a ambas sociedades y a su representante legal.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Corresponde el turno del Comité Independientes, que no intervendrá.



En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Núñez.

CONCESIONES ADMINISTRATIVAS O CONTRATOS ESPECIALES DE OPERACIÓN PARA EXPLORACIÓN, EXPLOTACIÓN O BENEFICIO DEL LITIO. OFICIO
El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, de los 10 millones de toneladas métricas de reservas conocidas de litio existentes en el planeta, cerca de 9 millones están ubicadas en Bolivia, Argentina y Chile. De estas reservas, cerca del 45 por ciento se hallan en Chile, en el Salar de Atacama, en forma de salmueras, siendo el Salar de Uyuni, en Bolivia, la principal reserva mundial conocida.



La demanda de litio aumentó entre 7 y 8 por ciento anual durante el último decenio, lo que llevó a que el precio por tonelada de carbonato de litio se elevara de 1.760 dólares a 6 mil dólares, equivalentes a poco más de 3 millones de pesos.



Según el Banco Central, entre 1998 y 2008 las exportaciones mineras de este metal han crecido de 39,3 millones de dólares a 220,2 millones, lo que equivale a 460,3 por ciento.



En los últimos 15 años el uso del litio se encuentra directamente asociado a la tecnología, industria que está en permanente expansión. Los principales rubros que utilizan este metal se hallan vinculados de modo directo o indirecto con la energía: baterías basadas en materiales que contienen litio; aleaciones de litio y aluminio, fundamentalmente en la aviación, y uso del litio como alimentador en la producción de tritio para los reactores de fusión nuclear del futuro.



Dadas tales características y potenciales empleos del litio, la legislación chilena ha establecido que esta sustancia no es susceptible de concesión minera y que su explotación solo puede ejecutarse por el Estado y sus empresas, y excepcionalmente mediante concesiones administrativas o contratos especiales de operación.



Para tales efectos, la ley N° 16.319, que crea la Comisión Chilena de Energía Nuclear, señala en su artículo 8°: “Por exigirlo el interés nacional, los materiales atómicos naturales y el litio extraídos, y los concentrados, derivados y compuestos de aquéllos y éste, no podrán ser objeto de ninguna clase de actos jurídicos sino cuando ellos se ejecuten o celebren por la Comisión Chilena de Energía Nuclear, con ésta o con su autorización previa. Si la Comisión estimare conveniente otorgar la autorización, determinará a la vez las condiciones en que ella se concede. Salvo por causa prevista en el acto de otorgamiento, dicha autorización no podrá ser modificada o extinguida por la Comisión ni renunciada por el interesado.”.



En Chile solo dos compañías producen este mineral: SOQUIMICH, líder en este mercado (55 por ciento), y la Sociedad Chilena del Litio, empresa filial de la compañía alemana Chemetall.



Sin embargo, las autorizaciones para explotar el litio a través de los mecanismos ya referidos no se encuentran disponibles públicamente en la página web de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, lo cual impide conocer en detalle las autorizaciones vigentes y las condiciones en que fueron otorgadas.



En virtud de lo expuesto, solicito que se oficie en mi nombre al señor Ministro de Minería para que tenga a bien informar sobre las autorizaciones, concesiones administrativas o contratos especiales de operación que haya otorgado dicha Secretaría de Estado o la Comisión Chilena de Energía Nuclear para la exploración, explotación y beneficio del litio; las condiciones, características y vigencia de esos actos, y las solicitudes que existan para tales efectos.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

)-----------------------------(
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Deseo aprovechar esta oportunidad para saludar afectuosamente a las alumnas y a los alumnos del Colegio Alborada de Linares que se encuentran en las tribunas.



Sean bienvenidos al Senado.

)-----------------------------(


--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Demócrata Cristiano e Independiente, Partido por la Democracia e Independientes y Partido Radical Social Demócrata, ningún señor Senador interviene.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra la Honorable señora Matthei.
PROGRAMA MAESTRO PARA ZONAS AFECTADAS POR POLIMETALES EN COMUNAS DE ARICA Y PUTRE. OFICIOS

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, con el Senador señor Orpis visitamos el domingo último a las personas que se encuentran en huelga de hambre frente a la Gobernación de Arica por el caso analizado ya varias veces acá: las cerca de 5 mil casas construidas sobre terrenos que estarían sumamente contaminados por arsénico, por plomo y, de acuerdo a ciertos estudios provenientes de Estados Unidos, al parecer también por cadmio.



En verdad, lo ocurrido en esa zona es muy preocupante. La semana pasada murió una joven madre, la anterior había fallecido otra, y la tasa de embarazos molares que se registra ahí no es normal.



Por eso, señor Presidente, junto con el Senador señor Orpis queremos pedir que se realice un estudio de salud pública que indique la prevalencia de distintas enfermedades: por ejemplo, el número demasiado alto de personas que se están dializando, en comparación con la cantidad de habitantes, y la elevada cifra de embarazos molares, que -como señalé- resulta insólita; nada lo explica en una población tan pequeña.



El Honorable señor Orpis ha librado una batalla muy fuerte en esta materia y quiero secundarlo, porque pienso que se debe efectuar el análisis de salud pública antes mencionado.



Pero también, señor Presidente, se requiere realizar con urgencia estudios que den garantías a todo el mundo acerca de cuáles sectores se hallan contaminados y con qué. Algunos dicen que tales estudios existen, pero la verdad es que nadie los ha visto y no se sabe cómo se elaboraron.



Ello es sumamente importante, pues el Gobierno ha anunciado que solo serán erradicadas 1.800 de las 5 mil familias afectadas. Según el Ejecutivo, las 3 mil 200 restantes se encontrarían en terrenos no contaminados y, por lo tanto, no necesitarían ser sacadas. Sin embargo, entre estas personas hay muchas que padecen enfermedades muy raras, por lo que se requiere conocer con premura el real estado de contaminación de los distintos terrenos, sobre todo porque se están construyendo nuevas viviendas en dichos sectores.



Señor Presidente, si yo o un hijo mío viviéramos ahí, me hallaría demandando soluciones rápidas y para todos. Ni yo ni alguno de mis hijos lo estamos. Pero las personas que habitan en esos lugares son tan seres humanos como quien habla. ¡Y si yo me encontraría preocupada por mi situación, también debería estarlo por las 5 mil familias que residen en un área donde a mí no me gustaría vivir ni tampoco que lo hicieran mis hijos! 



Por lo tanto, solicito que se oficie al señor Ministro de Salud y a las señoras Ministras de Vivienda y Urbanismo y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente con el fin de que se elaboren estudios, en forma seria, que se den a conocer a todo el mundo, y que se abandone la práctica de dividir a los dirigentes. En la zona afectada hay catorce dirigentes, pero resulta que ciertas personas del Gobierno se juntan solamente con cuatro de ellos, a quienes les dan información y no a los otros diez. En el fondo, tratan de “dividir para reinar”, lo cual no es aceptable.



Señor Presidente, está pidiendo la palabra el Senador señor Orpis. Debo decir que, en realidad, el asunto a que me estoy refiriendo afecta a su Región y yo únicamente lo acompañé. Pero quiero reiterar que a ninguno de quienes nos encontramos acá nos gustaría vivir una situación semejante ni que lo hicieran nuestros familiares.



Por eso, es nuestro deber ineludible preocuparnos de que todas las familias afectadas sean erradicadas, no solamente las 1.800 que se han señalado. Hay que saber cuántas son exactamente; de dónde hay que sacarlas, y hacerlo en la forma más rápida posible.



Gracias.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Orpis.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer el gesto que tuvo la Senadora señora Matthei este fin de semana. Ella viajó en avión a la zona y solidarizó durante dos horas con un grupo de vecinos y de dirigentes que se hallan en huelga de hambre en este minuto.



Voy a explicar el trasfondo del asunto.



Este problema, señor Presidente, que se arrastra desde hace prácticamente una década, terminó sincerándose de manera definitiva a raíz de una investigación periodística realizada por Canal 13, que conmovió a todos los chilenos. Y remeció a las autoridades, que por primera vez lo abordan en forma integral.



Con posterioridad, diversos Ministros concurrieron a Arica y se comprometieron, no solo con los dirigentes sino también con todas las personas afectadas, a dar a conocer un plan el 14 de septiembre recién pasado.



Efectivamente, así lo hicieron, y tratando de no ser mezquino, debo manifestar que se ha producido un avance, porque se diseñó un plan. Y es el mejor reconocimiento de la magnitud y la gravedad del problema: hay entre 12 mil y 20 mil personas afectadas. Tal como señalamos en la Sala durante el debate de la llamada “Ley Chaitén”, estamos frente a una situación de una envergadura mil veces más delicada y compleja que la de esta localidad, y por eso era importante para mí incorporarla en aquella normativa.



Sin embargo, señor Presidente, pese al reconocimiento que significa el plan, este presenta muchas debilidades.



Él aborda, básicamente, materias de salud, de vivienda. En este último ámbito, se plantea la erradicación de 1.880 familias, las cuales, desde nuestro punto de vista, no fueron bien catastradas, porque existen muchas más.



Pero lo más delicado es que se habla de un programa a cuatro años, en circunstancias de que la gente está contaminándose ahora y hay que sacarla con urgencia. Existen casos graves, personas que están muriendo en el transcurso del tiempo o adquiriendo serias enfermedades. No resisten cuatro años, señor Presidente. 



En consecuencia, ahí se observa gran debilidad.



Nosotros esperábamos -a ello se comprometieron los Ministros- que para efectos del diagnóstico y los tratamientos en estos momentos estuvieran instalados hospitales de campaña en Arica, en los sectores aledaños a los contaminados. Pero el plan establece que un equipo médico hará una primera visita a las personas afectadas, quienes, una vez que tengan la ficha pertinente, serán derivadas a otro equipo que definirá el diagnóstico y el eventual tratamiento requerido.



En esa forma, señor Presidente, pueden pasar años antes de conocerse los diagnósticos, y ello no se compadece con la urgencia del problema. 



A lo anterior se suma un tercer factor -aquí voy a aterrizar el asunto, porque quiero formalizarlo ahora-: estamos frente a un cambio de Gobierno. Y este tipo de programas y de planes va a exceder con creces el actual mandato presidencial. 



Además, no podemos olvidar todo lo ocurrido en el pasado: después de darse por perdidas 5 mil fichas médicas, se encontraron hace tres o cuatro semanas en ciertos recintos municipales. Inclusive, hubo actos criminales desde el momento en que a determinados profesionales, particularmente universitarios, se les exigió guardar silencio respecto de los resultados de los exámenes de laboratorio, por las consecuencias que ellos pudieran tener. 



Es decir, no solo estamos en presencia de negligencia, sino también de verdaderos actos delictuales.



Señor Presidente, asimismo hay ocultamiento de información. 



Lo que en la práctica sucede es que nunca los vecinos han tenido un derecho que les garantice que un plan determinado se va a ejecutar. Por eso, junto al equipo de asesores legislativos, dado el término de la actual gestión presidencial, decidimos que es necesario modificar radicalmente el enfoque, en función del sentido de la urgencia existente para la aplicación de las medidas por tomar, entre ellas las relativas a medio ambiente, a salud y a vivienda. Pero eso debe traducirse en una iniciativa legal que abarque el problema en su totalidad y obligue a las futuras autoridades a cumplir el plan. Porque, si una ley va  a consagrar ese derecho para los afectados y el día de mañana las autoridades no lo ponen en práctica, ellos van a poder recurrir judicialmente para exigir la ejecución de sus contenidos.



He terminado de redactar el proyecto hace pocas horas. Como es de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, quiero ponerlo a disposición de los señores Senadores para que, si así lo desean, lo suscriban. Además, pueden adherir al oficio en que formalmente el Senado envía tal iniciativa a la Primera Mandataria, a fin de que, a la mayor brevedad, podamos hablar de un plan que no dependa de determinados Ministerios, sino que dé garantías a los afectados de que se llevará a cabo. Porque va a constituir un derecho de ellos, que también les permitirá reclamar en el caso de incumplimiento.



Por lo tanto, en vista de lo ocurrido, a mi juicio, el problema hay que abordarlo con esta envergadura del proyecto de ley que señalo. Él ya ha sido suscrito por representantes de todas las bancadas. Pero, como lo enviaremos a través de un oficio, este debe quedar abierto para aquellos señores Senadores que quieran sumarse. 



Su texto aborda la generalidad de los aspectos involucrados: salud, vivienda y medioambiente. También dispone  una acción reparatoria, porque gran parte del problema se ha debido a negligencia, omisiones y alteraciones de datos producidos por agentes o funcionarios estatales: se construyeron viviendas en lugares contaminados y con la autorización del Estado; se ocultó información, en fin.



Por eso, ante este tipo de hechos, no basta que los vecinos terminen demandando al Estado -desde luego, van a hacerlo-, pues igualmente es necesario que este reconozca su error y repare el daño.



Por tales razones, señor Presidente, pido que se envíe un oficio a la Presidenta de la República, en el que se incluya el texto completo del proyecto de ley a que me he referido, el cual contiene 36 artículos y aborda las distintas materias a las cuales he hecho alusión esta tarde.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, en nombre del Comité Independientes, quiero adherir al oficio solicitado.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Muy bien. 



Obviamente, compartimos absolutamente lo señalado por quienes han abordado esta materia.


--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Orpis, conforme al Reglamento, con la adhesión del Comité Independientes.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Antes de concluir, quiero saludar nuevamente a los jóvenes del Colegio Alborada de Linares que nos han acompañado desde las tribunas.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:19.







Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 357
ACTAS APROBADAS

SESIÓN 48ª, ESPECIAL, EN MARTES 15 DE SEPTIEMBRE DE 2009



El señor Secretario General, siendo las 10:38 horas, ante el reclamo del Honorable Senador señor Ominami, y en virtud de lo establecido en el artículo 56 del Reglamento del Senado, declara que la sesión no se celebra.



Se deja testimonio de que, al momento de formularse la declaración precedente, se encuentran en la Sala los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Chadwick, García, Horvath, Kuschel, Letelier, Ominami, Prokurica y Sabag.



Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Carlos Hoffmann Contreras.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESIÓN 49ª, ESPECIAL, EN MARTES 15 DE SEPTIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Chadwick, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Ominami, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, en representación del Banco Central de Chile, su Presidente, señor José De Gregorio; el Vicepresidente, señor Jorge Desormeaux; los Consejeros, señores Sebastián Claro, Manuel Marfán y Enrique Marshall; el Gerente de la División de Estudios, señor Pablo García; el Gerente Asesor de Comunicaciones, señor Luis Álvarez; el Asesor Informático, señor Fernando Coulon, y la Encargada de Protocolo, señora Paola Peretta.


Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Carlos Hoffmann Contreras.

________________



El señor Presidente anuncia que esta sesión ha sido convocada a petición de la unanimidad de los Comités.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a la misma del Gerente de la División de Estudios del Banco Central de Chile, señor Pablo García; del Gerente Asesor de Comunicaciones de la entidad, señor Luis Álvarez; del Asesor Informático, señor Fernando Coulon, y de la Encargada de Protocolo, señora Paola Peretta.



Así se acuerda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________________

ORDEN DEL DIA

Presentación del Consejo del Banco Central de Chile respecto de la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso, como asimismo del informe de las proposiciones para el año calendario siguiente, según lo dispuesto en el artículo 80 de la ley Nº 18.840, Orgánica 

Constitucional del Banco Central de Chile



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



Luego, concede el uso de la palabra al señor Presidente del Banco Central de Chile, quien realiza la mencionada presentación y entrega el Informe de Política Monetaria (IPOM) 2009.

- - -



Enseguida, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Chadwick, quien solicita autorización para que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sesione paralelamente con la Sala, desde las 11:30 horas del día de hoy.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ávila y García, señora Matthei y señor Ominami.



Luego, otorga la palabra al señor Presidente del Banco Central de Chile.


Finalmente, el señor Presidente anuncia que, habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESIÓN 50ª, ORDINARIA, EN MARTES 15 DE SEPTIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro de Defensa Nacional, señor Francisco Vidal, acompañado de los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea de Chile, y del Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de Ejército Óscar Izurieta, Almirante Edmundo González, General del Aire Ricardo Ortega y General de División Alfredo Ewing, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones cuadragésimo sexta y cuadragésimo séptima, ambas ordinarias, de los días 8 y 9 de septiembre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Doce de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).



Con los ocho siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional, en trámite de Comisión Mixta, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07).



3.- Proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (Boletín N° 4.901-08).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).



5.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).



6.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (Boletín N° 5.301-05).


7.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).


8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (Boletín N° 5.697-29).



Con los tres últimos, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



3.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (Boletín N° 6.392-09).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 21 y 24 de septiembre del presente año, ambas fechas inclusive, para participar en el 64° Período de Sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



-- Se toma conocimiento.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación, con la excepción que indica, a las enmiendas introducidas por el Senado, al proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07), e informa, además, la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse, conforme lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el segundo, comunica que ha aprobado, con las excepciones que señala, las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (Boletín N° 4.901-08), e informa, además, la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse, conforme lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Minería y Energía para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el tercero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que otorga derecho a sala cuna al trabajador (Boletín N° 6.199-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros, remite copia autorizada de las sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38 de la ley N° 18.933 y del artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005.



-- Se toma conocimiento.



Con el tercero, remite copia autorizada de la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 1° de la ley N° 19.989.



-- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Tres del señor Contralor General de la República:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, en relación con la situación laboral que afecta a una funcionaria del consultorio dependiente de la Ilustre Municipalidad de Lumaco.



Con el segundo y el tercero, remite copia de los oficios enviados al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y a la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, reiterando la petición de antecedentes para contestar el oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, con el que consulta sobre las modificaciones legales necesarias para la fijación del precio del gas domiciliario en la XII Región.



Del señor Ministro del Interior, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la situación que afecta a los trabajadores de la industria salmonera y de otras actividades acuícolas.



Del señor Ministro de Hacienda, con el cual da respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señor Pizarro, señora Alvear y señores Cantero, Girardi, Horvath, Letelier y Prokurica, referido a la extensión de las condiciones de devolución del impuesto específico a los combustibles a los dueños de camiones y de buses interurbanos.



De la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, con el que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Ávila, respecto de la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que permita a los concesionarios de radiodifusión de mínima cobertura emitir avisos comerciales o de propaganda pagada.



Del señor Ministro de Obras Públicas, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, referido a la reparación y posibilidad de pavimentación del camino que une Paillaco con la localidad de Dollinco, en la Región de Los Ríos.



De la señora Ministra de Planificación, con el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, respecto de la modalidad de concursos, su ejecución y resultados, para nombrar a las autoridades de los Programas CONADI y ORÍGENES, en los años 2008 y 2009 en la VIII Región.



Cinco de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Horvath y Orpis, relativo a la aplicación de beneficios para los deudores SERVIU Y SERVIU-BANCA.



Con el segundo y tercero, contesta dos oficios dirigidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del establecimiento de una instancia de búsqueda de acuerdos con organizaciones de deudores habitacionales y sobre la dictación de una norma que les permita renegociar una tasa de interés más baja.



Con el cuarto, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, referido a la construcción de parques públicos en el país, en especial, en las provincias de Linares y Cauquenes.



Con el quinto, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la construcción de un nuevo puente en el sector de Puerto Duna, en la comuna de Puerto Aysén.



De la señora Subsecretaria de Marina, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con el conflicto existente entre los pescadores artesanales que laboran en la caleta de Maitencillo.



Del señor Presidente del BancoEstado, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con la situación de endeudamiento de las personas que tienen créditos de enlace forestal.



Del señor Gerente General Ejecutivo del BancoEstado, con el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al servicio que presta la sucursal institucional en la comuna de Curacautín.



De la señora Directora Nacional de Aeropuertos, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la posibilidad de contar con un “Puerto Seco” en la XI Región y su localización en las cercanías del Aeropuerto Balmaceda.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.697-29).



Segundo informe de las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 6.392-09).



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Servicio Electoral (Boletín N° 6.139-06).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



Moción del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional en materia de elección de intendentes y atribuciones de los Gobiernos Regionales (Boletín N° 6.696-07).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Moción de los Honorables Senadores señores Ávila, Núñez y Vásquez, por medio de la cual inician un proyecto de reforma constitucional en materia de concesiones de derechos de agua (Boletín N° 6.697-07).


Moción del Honorable Senador señor Escalona, con la que inicia un proyecto de ley que tipifica el delito de tortura (Boletín N° 6.702-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Permiso Constitucional



Solicitud del Honorable Senador señor Flores para ausentarse del país a contar del día 13 de septiembre del año en curso.



-- Se accede a lo solicitado.

Solicitud de desarchivo



Solicitud del Honorable Senador señor Prokurica, por medio de la cual pide el desarchivo del proyecto de ley que iniciara junto con los Honorables Senadores señores Horvath, Orpis y Romero y el ex Senador señor Fernández, que modifica la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, en lo relativo al derecho de la seguridad en el consumo (Boletín N° 3.110-03).



-- Se accede a lo solicitado y se envía el proyecto a la Comisión de Economía.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Volver a la Comisión de Defensa Nacional, para un nuevo segundo informe, el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02), que figura en segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, fijándose, como nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12 horas del lunes 28 del actual.


2) Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión de mañana, siempre que cuente con el segundo informe de la Comisión de Hacienda, el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario, creada por ley N° 20.135, y crea bonificación adicional para los funcionarios municipales que indica (Boletín N° 6.541-05).

- - -


A continuación, y en relación con el acuerdo de los Comités en lo relativo al plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley correspondiente al Boletín N° 3.994-02, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Arancibia, quien solicita que se recabe el consentimiento de la Sala para que dicho plazo venza a las 12 horas del lunes 5 de octubre del año en curso, lo que así se acuerda.

- - -


Luego, el señor Presidente pide a la Sala guardar un minuto de silencio con motivo del fallecimiento del ex Senador señor Edgardo Boeninger Kausel.

- - -


Finalmente, requiere el asentimiento unánime de la Sala con el objeto de que el señor Ministro de Defensa Nacional haga una breve exposición acerca del proyecto de ley que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02) -que figuraba en la tabla del día de hoy, pero se ha dispuesto que vuelva a la Comisión de Defensa Nacional, para un nuevo segundo informe-, y para que ingresen a aquélla los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea de Chile, y el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, lo que así se acuerda.


Acto seguido, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro de Defensa Nacional.


Posteriormente, y en relación con la materia, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ominami, Ávila, Gazmuri, Sabag y Zaldívar, señora Matthei y señores Muñoz Barra, Arancibia, Gómez, Navarro y Girardi, quienes, además de formular diversas consideraciones sobre el particular, realizan una serie de consultas que son respondidas por el aludido Secretario de Estado.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que concede permiso para trabajadores al interior de la locomoción colectiva, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y 

Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede permiso para trabajadores al interior de la locomoción colectiva, Boletín N° 4.332-15.



Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en atención a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 3.



4.- Indicaciones rechazadas: número 1.



5.- Indicaciones retiradas: número 2.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 4.



A continuación, el señor Secretario General expresa que la Comisión deja testimonio, en su segundo informe, de haber efectuado una sola modificación al texto acogido en general, la cual consiste en reemplazar el artículo 91 bis, nuevo, que se incorporaría a la Ley de Tránsito, estableciendo las condiciones que deben cumplir los vendedores ambulantes para ejercer el comercio en los vehículos de transporte de pasajeros. Entre otras, se les exigiría contar con iniciación de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos y acreditar el origen de las mercaderías que expendan.



La Comisión aprobó dicha enmienda por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto.



Al respecto, el señor Secretario General recalca que la Comisión informante propone aprobar el texto despachado en general, con la siguiente modificación:

Artículo único

Número 2



Reemplazarlo, por el siguiente:



“2. Incorpórase el siguiente artículo 91 bis, nuevo:



“Artículo 91 bis.- Se podrá ejercer el comercio o actividades artísticas a bordo de vehículos de transporte urbano de pasajeros, en las siguientes condiciones:



a) Los trabajadores vendedores ambulantes independientes del transporte deberán contar con iniciación de actividades como tales ante el Servicio de Impuestos Internos.



b) En el caso de que dichos trabajadores se encuentren además organizados y registrados como sindicato de trabajadores independientes en la Dirección del Trabajo, podrán solicitar, a su costo, la emisión de una credencial que los acredite como tales.



c) Los trabajadores que ejerzan este oficio, deberán acreditar el origen de las mercaderías que expendan, y la copia de su iniciación de actividades, ante el requerimiento que en cualquier momento efectúe la fuerza pública.



d) Las empresas de transporte urbano de pasajeros podrán acordar con los sindicatos de trabajadores independientes la emisión de credenciales que permitan el ejercicio de esta actividad.



e) Los conductores del transporte urbano de pasajeros, no podrán negarse al ejercicio de esta actividad en sus respectivas máquinas, salvo si ello en un momento determinado implica un peligro de accidente vial, o bien entorpece de manera manifiesta y evidente la comodidad de los pasajeros, especialmente en las horas de mayor congestión. Asimismo, deberán negarse a la subida de un vendedor en paraderos no autorizados.



f) El conductor podrá exigir la exhibición de la copia de la respectiva iniciación de actividades o su certificado para permitir el ingreso de un vendedor.”.”.

- - -



Puesta en discusión la referida enmienda, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Pérez Varela, señora Alvear y señores Muñoz Aburto, Letelier, Orpis, Gazmuri, Ávila, Muñoz Barra, Gómez, Frei, Navarro, Ominami, Girardi y Arancibia.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Orpis pide votación separada de la frase “deberán acreditar el origen de las mercaderías que expendan”, de la letra c) del artículo 91 bis, nuevo, contenido en el número 2 del artículo único del proyecto.


Cerrado el debate y puesta en votación la mantención de la frase recién descrita, es aprobada por 13 votos a favor, 9 en contra y una abstención.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Escalona, Frei, Gazmuri, Gómez, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Girardi, Navarro, Ominami, Orpis y Pérez Varela.


Se abstiene el Honorable Senador señor Novoa.



Acto seguido, se somete a votación la enmienda propuesta por la Comisión informante, resultando aprobada por 22 votos a favor, uno en contra y 3 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Cantero, Chadwick, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Vota por la negativa el Honorable Senador señor Arancibia.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Kuschel y Novoa.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.290, de Tránsito, de la siguiente forma:

1. Elimínanse en el N° 3 del artículo 91, la expresión “desaseados,” y la frase final “o cualquier clase de comercio en el vehículo”.

2. Incorpórase el siguiente artículo 91 bis, nuevo:

“Artículo 91 bis.- Se podrá ejercer el comercio o actividades artísticas a bordo de vehículos de transporte urbano de pasajeros, en las siguientes condiciones:

a) Los trabajadores vendedores ambulantes independientes del transporte deberán contar con iniciación de actividades como tales ante el Servicio de Impuestos Internos.

b) En el caso de que dichos trabajadores se encuentren, además, organizados y registrados como sindicato de trabajadores independientes en la Dirección del Trabajo, podrán solicitar, a su costo, la emisión de una credencial que los acredite como tales.

c) Los trabajadores que ejerzan este oficio deberán acreditar el origen de las mercaderías que expendan y exhibir la copia de su iniciación de actividades, ante el requerimiento que en cualquier momento efectúe la fuerza pública.

d) Las empresas de transporte urbano de pasajeros podrán acordar con los sindicatos de trabajadores independientes la emisión de credenciales que permitan el ejercicio de esta actividad.

e) Los conductores del transporte urbano de pasajeros no podrán negarse al ejercicio de esta actividad en sus respectivas máquinas, salvo si ello implica, en un momento determinado, un peligro de accidente vial, o bien entorpece de manera manifiesta y evidente la comodidad de los pasajeros, especialmente en las horas de mayor congestión. Asimismo, deberán negarse a la subida de un vendedor en paraderos no autorizados.

f) El conductor podrá exigir la exhibición de la copia de la respectiva iniciación de actividades o su certificado para permitir el ingreso de un vendedor.”.”.
_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que regula el secreto profesional en las obras audiovisuales, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de Constitución, Legislación, 

Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre regulación del secreto profesional en las obras audiovisuales, Boletín N° 5.987-04.


Añade que el proyecto, informado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, se envió a la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para contar con la opinión de esta última acerca de aspectos de orden constitucional.


Según la primera de las Comisiones individualizadas, el objetivo principal de la iniciativa es la mantención de la reserva sobre la fuente informativa y los materiales que permiten identificarla, al consagrar que los productores, los directores, los realizadores de obras audiovisuales y otras personas que, por su oficio o actividad, hayan debido estar necesariamente presentes en el momento de haberse recibido la información, no pueden ser obligados a revelar sus fuentes, ni aun por orden judicial.


Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, por constar de un artículo único, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide.


Asimismo, acordó -también por unanimidad- reemplazar el texto despachado en su oportunidad por la Honorable Cámara de Diputados, al tenor de una indicación presentada por el Ejecutivo que recogió las observaciones y planteamientos formulados por ese órgano técnico.


Por su parte, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento hace presente en su informe que solicitó el parecer, respecto de la normativa, a la Fiscalía Nacional del Ministerio Público y a la Asociación Nacional de la Prensa.


La Fiscalía Nacional del Ministerio Público manifestó que la iniciativa “en los términos en que se encuentra redactada, puede ser nociva para la investigación y persecución penal, especialmente en delitos que la sociedad considera graves o gravísimos”.



A su vez, la Asociación Nacional de la Prensa indicó que, en el actual estado del proyecto “cualquier productor audiovisual, incluso el de piezas publicitarias, queda amparado por el derecho a la reserva de las fuentes, desvirtuando completamente una institución específica de la profesión periodística”.


El señor Secretario General resalta que, además, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia en su informe de lo expresado por los Honorables Senadores señores Vásquez, Espina y Ominami acerca del texto, y señala que la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez, acordó dar cuenta a la Sala de los antecedentes y opiniones consignados en el documento, a fin de que los señores Senadores dispongan de mayores fundamentos al momento de emitir su pronunciamiento sobre la iniciativa.



Cabe subrayar que la siguiente es la modificación propuesta por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados:



Reemplazar el Capítulo IV que se incorpora en la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual, por el siguiente:

“CAPITULO IV

Reserva de la Fuente



Artículo 14.- Los productores y los directores o realizadores de obras audiovisuales, nacionales o extranjeros, que ejerzan su actividad profesionalmente en el país y que se encuentren inscritos en el registro público que creará y administrará el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, tendrán derecho a mantener reserva sobre las fuentes utilizadas en la creación de su obra audiovisual, la que se extenderá a los materiales que obren en su poder y que permitan identificarla y no podrán ser obligados a revelarla ni por orden judicial ni administrativa.



Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará también a las personas que por su oficio o actividad hayan debido estar necesariamente presentes en el momento de haberse recibido la información.



Quien haga uso de este derecho será personalmente responsable de los delitos que pudiere cometer al difundir la obra respectiva.



Un reglamento determinará la información que deberá contener el registro público a que se refiere el inciso primero.”.
- - -


En discusión en general el proyecto, ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, se produce el siguiente resultado: 12 votos en contra, 11 a favor y 2 abstenciones.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Gómez, Kuschel, Longueira, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


Fundamentan su voto contrario, los Honorables Senadores señores Chadwick y Gómez.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Gazmuri, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ominami, Ruiz-Esquide y Sabag.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Ávila, Navarro, Ruiz-Esquide y Gazmuri.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Vásquez.


El señor Secretario General señala que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, debe repetirse la votación.



Repetida la votación, se rechaza en general el proyecto por 11 votos contrarios, 4 a favor y 3 abstenciones.


Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Cantero, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Muñoz Aburto, Navarro y Ruiz-Esquide.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Sabag y Vásquez.



A continuación, el señor Presidente manifiesta que, en consecuencia, y conforme lo dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta, que propondrá la forma y modo de resolver la discrepancia suscitada entre ambas Cámaras, razón por la que se designa a los miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología para que la integren.



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -


Luego, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

HOMENAJE A LOS 100 AÑOS DE LA IGLESIA METODISTA PENTECOSTAL


El señor Presidente informa a la Sala que corresponde rendir homenaje a los 100 años de la Iglesia Metodista Pentecostal.



Al efecto, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García, Gazmuri, Horvath y Sabag, señora Matthei y señor Navarro.



El señor Presidente deja constancia de la adhesión de la Mesa de la Corporación al homenaje y saluda, especialmente, al pastor Eduardo Durán, al obispo Jorge Méndez y a los demás obispos, pastores y miembros de la Iglesia Metodista Pentecostal presentes en las tribunas.


Enseguida, anuncia que ha terminado el homenaje.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De la Honorable Senadora señora Alvear al señor Ministro de Salud y, por su intermedio, a la señora Subsecretaria de Salud Pública, para que informen acerca de la deuda del sector salud y respecto de la implementación de la licencia electrónica en el ámbito público.


- Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de pedir antecedentes sobre la reconstrucción de la ruta 160, provincia de Biobío.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 51ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 16 DE SEPTIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurre, asimismo, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Carolina Tohá.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cuadragésimo sexta y cuadragésimo séptima, ambas ordinarias, de los días 8 y 9 de septiembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes



Veintiuno de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los diecinueve primeros, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (Boletín N° 3.778-18).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana (Boletín N° 5.406-15).


4.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (Boletín N° 5.766-08).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07).



9.- Proyecto de ley que establece nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (Boletín N° 5.887-06).



10.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría de las Personas (Boletín N° 6.232-07).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica  (Boletín N° 6.244-07).



12.- Proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales (Boletín N° 6.252-09).



13.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, que modifica la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, en materia de tenencia de animales domésticos (Boletín N° 6.265-14).



14.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21).



15.- Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece la responsabilidad legal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (Boletín N° 6.423-07).



16.- Proyecto de ley que establece normas que permiten el acceso a la información bancaria por parte de la autoridad tributaria (Boletín N° 6.477-05).



17.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).



18.- Proyecto de ley que permite el voto de los habitantes de la localidad de Chaitén en las elecciones presidenciales y parlamentarias 2009 (Boletín N° 6.542-06).


19.- Proyecto de ley sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad  (Boletín N° 6.582-11).



Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 104 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para permitir que la persona que se enferme en sus vacaciones pueda hacer uso de su licencia médica (Boletín N° 5.709-06).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre elaboración y comercialización de aceites de oliva y de orujo de oliva (Boletín N° 5.934-01).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha designado a los miembros de la Comisión de Hacienda de esa Corporación para que integren la Comisión Especial Mixta que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2010.



-- Se toma conocimiento y se remite el documento a la referida Comisión Especial Mixta.



Con el segundo, comunica que ha prestado su aprobación al informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.301-05).



-- Queda para Tabla.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, en relación con los problemas hídricos que enfrenta la Región de Atacama y el norte del país.


Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, con el que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la instalación de nuevas empresas termoeléctricas en la comuna de Iquique.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el voto de los habitantes de la localidad de Chaitén en las elecciones presidenciales y parlamentarias 2009 (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.542-06).


Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta renovación de bonificación por retiro voluntario, creada por ley N° 20.135, y crea bonificación adicional para los funcionarios municipales que indica (Boletín N° 6.541-05).



Informe de la Comisión de Salud, recaído en las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, que prohíbe condicionar la atención de salud o exigir instrumentos mercantiles para garantizar su pago (Boletín N° 4.269-11).


-- Quedan para Tabla.

Moción



Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Chadwick, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide, mediante la cual inician un proyecto de ley que establece la obligación de las casas de estudios de publicar la nómina de las personas que hayan recibido títulos o grados en ellas (Boletín N° 6.706-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo unánime de la Sala para que el Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (Boletín N° 5.301-05), sea discutido en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión.



Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que introduce perfeccionamientos a la normativa que 

regula los gobiernos corporativos de las empresas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 5.301-05.


Añade que la controversia entre ambas Cámaras se suscitó por el rechazo de la otra rama legislativa a algunas enmiendas realizadas por el Senado en el segundo trámite constitucional.


Agrega que la proposición de la Comisión Mixta fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag, y Honorables Diputados señores Delmastro, Dittborn y Ortiz. Acota que la Honorable Cámara de Diputados aprobó, también en forma unánime, tal propuesta.



Así, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente proposición:

ARTÍCULO 1º

Número 27)



- Aprobar las enmiendas realizadas por el Senado para la letra a), intercalando, a continuación de la expresión “terceros,”, la frase “directamente o a través de otras personas”.



- Aprobar las enmiendas realizadas por el Senado para la letra b).
Número 28)

Inciso primero

Letra a)



Aprobar las enmiendas realizadas por el Senado.

Inciso segundo

Letra f)



Aprobar el texto aprobado por la Cámara de Diputados.
ARTÍCULO 2º

Número 8)

Letra a)



Aprobar las enmiendas realizadas por el Senado.

Letra b)



Sustituirla por la siguiente:



“b) Sustitúyese, en el inciso segundo, las expresiones “se tendrán por no escritos” por las expresiones “serán inoponibles a terceros”, y agrégase la siguiente oración final, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “Tales pactos no afectarán la obligación de la sociedad de inscribir sin más trámites los traspasos que se le presenten, de conformidad a lo establecido en el artículo 12.”.”.
Número 42)

Letra a)



Sustituirla por la siguiente:



“a) Reemplázase el número 9), por el siguiente:



“9) La enajenación de 50% o más de su activo, sea que incluya o no su pasivo, lo que se determinará conforme al balance del ejercicio anterior, y la formulación o modificación de cualquier plan de negocios que contemple la enajenación de activos por un monto que supere dicho porcentaje; la enajenación de 50% o más del activo de una filial, siempre que ésta represente al menos un 20% del activo de la sociedad, como cualquier enajenación de sus acciones que implique que la matriz pierda el carácter de controlador.”.”.
Artículo tercero transitorio



Aprobar las enmiendas realizadas por el Senado.
- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señores Prokurica, Vásquez y Sabag.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 22 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Vásquez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.045, Ley de Mercado de Valores:


1) Modifícase el artículo 1°, de la siguiente forma:


a) Agrégase en el inciso primero, entre la expresión “valores;” y “los emisores” la frase “las sociedades anónimas abiertas;”.


b) Elimínase el inciso segundo.

2) Elimínanse los incisos tercero y cuarto del artículo 3°.


3) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer que determinados tipos de ofertas de valores no constituyen ofertas públicas, en consideración al número y tipo de inversionistas a los cuales se dirigen, los medios a través de los cuales se comunican o materializan y el monto de los valores ofrecidos.”.


b) Sustitúyese en el inciso tercero la palabra “resoluciones” por “normas”.


4) Modifícase el artículo 4º bis de la siguiente forma: 


a) Intercálase, en la letra c), a continuación de la expresión “, garantías”, la siguiente: “, preferencias”. 


b) Agrégase la siguiente letra f): 


“f) Inversionistas calificados: a los inversionistas institucionales e intermediarios de valores en operaciones de cuenta propia, como también aquellas personas naturales o jurídicas que realicen habitualmente operaciones con valores por montos significativos o bien que por su profesión, actividad o patrimonio quepa presumir que poseen un conocimiento acabado del funcionamiento del mercado de valores. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, fijará las condiciones y parámetros que determinen que estas personas califican como inversionistas de esta clase.”.


5) Modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “inscribirán” por la frase “deberán inscribir”.


b) Sustitúyese en la letra c) del inciso segundo la frase que va desde la expresión “a que se refiere el inciso segundo del artículo 1°, y” por la frase “anónimas que tengan 500 o más accionistas o, a lo menos, el 10% de su capital suscrito pertenezca a un mínimo de 100 accionistas, excluidos los que individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, excedan dicho porcentaje, y”.


c) Agrégase en la letra d) del inciso segundo entre la palabra “sociedades” y la palabra “que”, la expresión “anónimas”, y antes del punto final (.) la frase “o que por obligación legal deban registrarlas”. 


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“La solicitud de inscripción de un emisor en el registro de valores deberá estar necesariamente acompañada de una solicitud de inscripción de los valores que dicho emisor ofrecerá públicamente. Sin embargo, no estarán obligados a ofrecer los valores inscritos sino hasta después que transcurra un año desde su registro.”.


6) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 6°, la frase “los valores y sociedades” por las palabras “las acciones”; agrégase, entre la expresión “refiere” y la expresión “el”, las expresiones “la letra c)”, y sustitúyese la expresión “el inciso segundo del artículo 1°” por “del artículo 5°”. 


7) Sustitúyese el artículo 7°, por el siguiente: 


“Artículo 7°. Las personas que por disposición legal deban quedar sometidas a la fiscalización, al control o a la vigilancia de la Superintendencia y no sean de aquellas a que se refiere el inciso primero del artículo 1º, no estarán obligadas a inscribirse en el Registro de Valores. Sin embargo, las personas antes indicadas deberán cumplir con las obligaciones de información que les impongan las leyes. 


La Superintendencia establecerá, por norma de carácter general, la información que las entidades indicadas en el inciso anterior, que no sean emisoras de valores, deberán proporcionar a la Superintendencia y al público en general. Dicha información no podrá exceder la que se exige a los emisores de valores, tanto en contenido como en periodicidad, forma y publicidad, sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia para efectuar requerimientos adicionales que se expliquen por la necesidad de supervisar específicamente el tipo de actividad de la entidad o la industria que ella integra. Para ello, la Superintendencia podrá determinar que las entidades informantes se inscriban en registros especiales fijando, por norma de carácter general, los requisitos para ello.”.


8) Modifícase el artículo 10, de la siguiente forma:


a) Reemplázase el actual inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 10. Las entidades inscritas en el Registro de Valores quedarán sujetas a esta ley y a sus normas complementarias y deberán proporcionar la información que establece la ley a la Superintendencia y al público en general con la periodicidad, publicidad y en la forma que la Superintendencia determine por norma de carácter general.”.


b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: “Será responsabilidad del directorio de cada entidad adoptar una norma interna que contemple los procedimientos, mecanismos de control y responsabilidades que aseguren dicha divulgación. La norma respectiva, deberá ajustarse a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia.”.


c) Modifícase el inciso cuarto, de la siguiente forma:


i) Elimínase la palabra “hábil”. 


ii) Intercálase entre la palabra “adopción” y el punto final (.), la frase “por los medios tecnológicos que habilite la Superintendencia”.


9) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 11, las expresiones “entidades distintas a las sociedades anónimas, pero sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de conformidad a la presente ley” por las expresiones “emisores de valores de oferta pública distintos de las sociedades anónimas”.


10) Modifícase el artículo 12, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase el actual inciso primero, por el siguiente: 


“Artículo 12. Las personas que directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 10% o más del capital suscrito de una sociedad anónima abierta, o que a causa de una adquisición de acciones lleguen a tener dicho porcentaje, como asimismo los directores, liquidadores, ejecutivos principales, administradores y gerentes de dichas sociedades, cualesquiera sea el número de acciones que posean, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, deberán informar a la Superintendencia y a cada una de las bolsas de valores del país en que la sociedad tenga valores registrados para su cotización, de toda adquisición o enajenación que efectúen de acciones de esa sociedad. Igual obligación regirá respecto de toda adquisición o enajenación que efectúen de contratos o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones. La comunicación deberá enviarse a más tardar al día siguiente que se ha materializado la operación, por los medios tecnológicos que indique la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero: 


“La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios a través de los cuales se deberá enviar la información que establece este artículo.”.


11) Reemplázanse en el artículo 13 las expresiones “las sociedades fiscalizadas” por las expresiones “los emisores”.

12) Modifícase el artículo 15, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase la letra a), por la siguiente: 


“a) En el caso de acciones cuando el emisor no ha reunido los requisitos establecidos en la letra c) del inciso segundo del artículo 5° de la presente ley durante el curso de los 6 meses precedentes;”.


b) Reemplázase la letra b), por la siguiente:


“b) Cuando los valores hubiesen sido inscritos voluntariamente y así lo solicite su emisor, salvo que corresponda a algún caso de inscripción obligatoria;”.


13) Reemplázase el epígrafe del Título IV, por el siguiente:

“TITULO IV

DE LAS TRANSACCIONES SOBRE VALORES DE OFERTA PÚBLICA”.


14) Agréganse los siguientes artículos 16, 17, 18, 19 y 20: 


“Artículo 16. Los emisores de valores de oferta pública, deberán adoptar una política que establezca normas, procedimientos, mecanismos de control y responsabilidades, conforme a las cuales los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales, así como las entidades controladas directamente por ellos o a través de terceros, podrán adquirir o enajenar valores de la sociedad o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores.


Dicha política podrá imponer, entre otras, las siguientes limitaciones a las personas indicadas en el inciso anterior: 


a) Una prohibición total y permanente de efectuar cualquiera de las operaciones indicadas en el inciso anterior.


b) Una prohibición transitoria, por períodos definidos por el directorio en atención a las actividades, eventos o procesos de la entidad, durante el cual deberán abstenerse de realizar cualquiera de las operaciones indicadas en el inciso anterior.


c) Una prohibición permanente de adquirir y enajenar, o de enajenar y posteriormente adquirir, los valores indicados en el inciso anterior, si entre tales operaciones no hubiere transcurrido a lo menos un plazo determinado de días hábiles bursátiles. 


En los casos indicados en las letras anteriores, así como en los demás que pueda adoptar la política interna de cada entidad, se podrá establecer que la violación de la prohibición genere para el infractor, además de los efectos laborales que correspondan, la obligación de pagar, a la entidad respectiva, una multa equivalente a: i) un porcentaje de la operación o ii) el monto total de la ganancia obtenida o la pérdida evitada. La aplicación de esta multa no obstará a la aplicación de las sanciones legales que sean procedentes cuando además se haya infringido la ley.  


Las normas adoptadas por el directorio o administrador en conformidad a este artículo, y sus correspondientes modificaciones, deberán ser puestas en conocimiento del público, mediante un aviso insertado en un diario de circulación nacional o bien en su sitio en Internet, cuando cuenten con este medio.


Artículo 17. Los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales, así como las entidades controladas directamente por ellos o a través de otras personas, deberán informar a cada una de las bolsas de valores del país en que el emisor se encuentre registrado, su posición en valores de éste y de las entidades del grupo empresarial de que forme parte. Esta información deberá proporcionarse dentro de tercer día hábil cuando las personas asuman su cargo o sean incorporadas al registro público indicado en el artículo 68, cuando abandonen el cargo o sean retiradas de dicho registro, así como cada vez que dicha posición se modifique en forma significativa.


Artículo 18. Las personas indicadas en el artículo 16 deberán, además, informar mensualmente y en forma reservada, al directorio o administrador del emisor, su posición en valores de los proveedores, clientes y competidores más relevantes de la entidad, incluyendo aquellos valores que posean a través de entidades controladas directamente o a través de terceros. El directorio o administrador del emisor determinará quiénes estarán comprendidos en las mencionadas calidades, debiendo al efecto formar una nómina reservada que mantendrá debidamente actualizada.


Artículo 19. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, definirá casos que puedan eximirse de la aplicación de las restricciones indicadas en el artículo 16.


Asimismo, la Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los criterios mínimos y las excepciones que se deberán considerar en la preparación y presentación de la información contemplada en el artículo 17, como asimismo la oportunidad y forma en que ella se le deberá remitir.


Artículo 20. Las sociedades anónimas abiertas informarán a la Superintendencia y a las bolsas de valores en que se transen sus acciones, las adquisiciones y enajenaciones de sus acciones que efectúen sus personas relacionadas, en la forma y con la periodicidad que determine la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


15) En la letra a) del artículo 23, intercálase entre la expresión “inscripción” y el punto seguido (.), la frase “, en la medida que se ajusten a las normas dictadas en conformidad con el artículo 44 letra e)” y agrégase la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “El registro de las acciones en una bolsa de valores deberá solicitarse dentro de los once meses siguientes a la fecha de la inscripción de dichas acciones en el Registro de Valores.”.

16) Modifícase el artículo 33, de la siguiente forma: 


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: “Sin perjuicio de ello, los corredores de bolsa y agentes de valores deberán, además, definir, hacer pública y mantener debidamente actualizadas, normas que rijan los procedimientos, mecanismos de control y responsabilidades que les serán aplicables en el manejo de la información que obtuvieren de las decisiones de adquisición, enajenación y aceptación o rechazo de ofertas específicas de sus clientes, así como de cualquier estudio, análisis u otro antecedente que pueda incidir en la oferta o demanda de valores en cuya transacción participen. Estas normas y sus modificaciones deberán ajustarse a los requisitos mínimos que fije la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.


b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre las palabras “sujeto a” y “los reglamentos”, la expresión “su política interna y a”. 


ii) Intercálase, entre las palabras “respectiva” y “aprobados”, una coma (,).


17) Modifícase el artículo 54, de la siguiente forma: 


a) En el inciso primero, reemplázase la frase “que haga oferta pública de sus acciones” por la voz “abierta”.


b) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre las palabras “nacional” y el punto seguido (.), la frase “y en el sitio en Internet de las entidades que pretendan obtener el control, de disponer de tales medios”.


ii) Reemplázanse las frases “iniciado negociaciones tendientes a lograr su control, mediante la entrega de información y documentación de esa sociedad” por “formalizado negociaciones tendientes a lograr su control o tan pronto se haya entregado información o documentación reservada de esa sociedad”.


18) Reemplázanse en el artículo 54 A, las expresiones “que haga oferta pública de sus acciones” por la expresión “anónima abierta”.


19) Suprímese el párrafo segundo de la letra f) del artículo 59.


20) Suprímese el inciso final del artículo 60.


21) Sustitúyese el artículo 61 por los dos siguientes:


“Artículo 61. El que con el objeto de inducir a error en el mercado de valores difunda información falsa o tendenciosa, aún cuando no persiga con ello obtener ventajas o beneficios para si o terceros, sufrirá la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.


La pena señalada en el inciso precedente se aumentará en un grado, cuando la conducta descrita la realice el que en razón de su cargo, posición, actividad o relación, en la Superintendencia o en una entidad fiscalizada por ella, pudiera poseer o tener acceso a información privilegiada.


Artículo 61 bis. En los delitos contemplados en los artículos 59, 60 y 61, además de las penas allí previstas, se podrá imponer la pena accesoria de inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión, si el autor ha actuado prevaleciéndose de su condición profesional; o la de inhabilitación especial de cinco a diez años para desempeñarse como gerente, director, liquidador o administrador a cualquier título de una sociedad o entidad sometida a fiscalización de la Superintendencia respectiva.”.


22) Modifícase el artículo 68, de la siguiente forma:


a) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma: 


i) Intercálase, entre la expresión “efecto,” y “dichas”, la frase “será responsabilidad del directorio de”.


ii) Reemplázase la expresión “dentro del plazo de tercero día hábil de ocurrido el hecho deberán comunicarle todo nombramiento, vacancia o reemplazo que se produzca respecto de esos cargos” por la frase “entregar a la Superintendencia el listado de personas que integrarán el registro público y dar aviso de cualquier modificación que le afecte dentro del plazo de tercero día hábil de ocurrido el hecho”. 


b) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma:


i) Intercálase, entre la expresión “persona” y la expresión “que”, la expresión “natural”.


ii) Reemplázase, la frase “facultades relevantes de representación o decisión en la sociedad en materias propias del giro, independientemente de la denominación que se les otorgue” por la oración “la capacidad de determinar los objetivos, planificar, dirigir o controlar la conducción superior de los negocios o la política estratégica de la entidad, ya sea por sí solo o junto con otros. En el desempeño de las actividades precedentemente señaladas no se atenderá a la calidad, forma o modalidad laboral o contractual bajo la cual el ejecutivo principal esté relacionado a la entidad, ni al título o denominación de su cargo o trabajo”.


23) Modifícase la letra c), del artículo 100 de la siguiente forma: 


a) Intercálase, entre las palabras “administradores” y “o liquidadores”, la expresión “, ejecutivos principales”. 


b) Sustitúyese la expresión “o afinidad, y” por la frase “, así como toda entidad controlada, directamente o a través de otras personas, por cualquiera de ellos, y”.


24) Modifícase el artículo 101, de la siguiente forma: 


a) Suprímese el inciso segundo, pasando el actual inciso tercero, a ser inciso segundo. 


b) Reemplázanse en el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso segundo, las expresiones “los incisos precedentes” por las expresiones “el inciso precedente”.


25) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 164 por el siguiente:


“También se entenderá por información privilegiada, la que se posee sobre decisiones de adquisición, enajenación y aceptación o rechazo de ofertas específicas de un inversionista institucional en el mercado de valores.”.


26) Modifícase el artículo 165, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 165. Cualquier persona que en razón de su cargo, posición, actividad o relación con el respectivo emisor de valores o con las personas señaladas en el artículo siguiente, posea información privilegiada, deberá guardar reserva y no podrá utilizarla en beneficio propio o ajeno, ni adquirir o enajenar, para sí o para terceros, directamente o a través de otras personas los valores sobre los cuales posea información privilegiada.”.


b) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Reemplázase la expresión “tengan” por la palabra “posean”. 


ii) Reemplázase la expresión “corredor”, por la frase “intermediario, y la operación se ajuste a su norma interna, establecida de conformidad al artículo 33”.


27) Reemplázase el artículo 166 por el siguiente:


“Artículo 166. Se presume que poseen información privilegiada las siguientes personas:


a) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales y liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso;


b) Las personas indicadas en la letra a) precedente, que se desempeñen en el controlador del emisor o del inversionista institucional, en su caso;


c) Las personas controladoras o sus representantes, que realicen operaciones o negociaciones tendientes a la enajenación del control, y 


d) Los directores, gerentes, administradores, apoderados, ejecutivos principales, asesores financieros u operadores de intermediarios de valores, respecto de la información del inciso segundo del artículo 164 y de aquella relativa a la colocación de valores que les hubiere sido encomendada.


También se presume que poseen información privilegiada, en la medida que tuvieron acceso directo al hecho objeto de la información, las siguientes personas: 


a) Los ejecutivos principales y dependientes de las empresas de auditoría externa del emisor o del inversionista institucional, en su caso;

b) Los socios, gerentes administradores y ejecutivos principales y miembros de los consejos de clasificación de las sociedades clasificadoras de riesgo, que clasifiquen valores del emisor o a este último;


c) Los dependientes que trabajen bajo la dirección o supervisión directa de los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales  o liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso;


d) Las personas que presten servicios de asesorías permanente o temporal al emisor o inversionista institucional, en su caso, en la medida que la naturaleza de sus servicios les pueda permitir acceso a dicha información;


e) Los funcionarios públicos dependientes de las instituciones que fiscalicen a emisores de valores de oferta pública o a fondos autorizados por ley, y 


f) Los cónyuges o convivientes de las personas señaladas en la letra a) del inciso primero, así como cualquier persona que habite en su mismo domicilio.”.


28) Sustitúyese el artículo 167 por el siguiente:


“Artículo 167. Las personas que en razón de su cargo o posición, posean, hayan tenido o tengan acceso a información privilegiada, obtenida directamente del emisor o inversionista institucional, en su caso, o a través de las personas indicadas en el artículo anterior, estarán obligadas a dar cumplimiento a las normas de este Título aunque hayan cesado en la relación o posición respectiva.”. 


29) Intercálase en el inciso primero del artículo 168, entre las palabras “gerentes” y “u operadores”, así como entre las expresiones “gerentes” y “o liquidadores”, la expresión “, ejecutivos principales”. 


30) Intercálase en el último inciso del artículo 169, entre las palabras “apoderados,” y “asesores”, la expresión “ejecutivos principales,”.


31) Intercálase en el inciso primero del artículo 170, entre las palabras “Título” y “, como también”, la expresión “y de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 33”.


32) Intercálase en el inciso primero del artículo 171, entre las palabras “valores” y “que”, las expresiones “de oferta pública” y elimínanse las expresiones “y los valores de las instituciones y entidades a que se refieren los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 3° de esta ley”.


33) Intercálanse en el artículo 179, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos sexto y séptimo: 


“Las personas antes indicadas podrán ejercer el derecho a voto de los valores bajo su custodia únicamente si han sido autorizados expresamente para ello por el titular al momento de constituirse la referida custodia. En caso de no contar con dicha autorización, sólo podrán votar si han requerido instrucciones específicas al titular y en aquellos temas respecto de los cuales efectivamente las hubieren recibido. Para ello, podrán dividir su voto incluso en situaciones distintas de las elecciones de directores y deberán indicar expresamente al votar cada una de las materias sometidas a consideración de los inversionistas, el número total de acciones propias por las que votan y el número total de acciones por cuenta de terceros que votan a favor, en contra o respecto de las que no recibieron instrucciones. Las instrucciones de los dueños deberán constar en un registro reservado sujeto al control de la Superintendencia, que contendrá la información y deberá conservarse por el tiempo que ésta determine mediante norma de carácter general.


Los valores que no puedan ser votados conforme a lo dispuesto en el inciso anterior se considerarán, no obstante, en el cálculo del quórum de asistencia en el caso de entidades que no hayan adoptado mecanismos de votación a distancia autorizados por la Superintendencia.


Las personas a que se refiere este artículo sólo podrán ejercer el voto de los valores bajo su custodia a través de sus representantes legales, sus empleados especialmente facultados para ello o sus propios abogados, y no podrán delegarlo en caso alguno a favor de terceros ajenos a ellas.”.


34) Modifícase el artículo 198, de la siguiente forma:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la expresión “abiertas”.


b) Reemplázanse, en el inciso segundo, las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la expresión “abiertas”.


35) Modifícase el artículo 199, de la siguiente forma:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “que haga oferta pública de las mismas” por la expresión “anónima abierta”.


b) En la letra a), elimínase la frase “a una persona”.


c) En la letra b), reemplázase la expresión “69 ter de la ley N°18.046” por las palabras “199 bis”. 


d) En la letra c), sustitúyese la frase “una persona” por “se”; reemplázase la frase “que haga oferta pública de sus acciones” por “sociedad anónima abierta”; e intercálase la palabra “se”, a continuación de la expresión “consolidado,”.


36) Agrégase el siguiente artículo 199 bis:


“Artículo 199 bis. Si como consecuencia de cualquier adquisición, una persona o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta alcanza o supera los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto de una sociedad anónima abierta, deberá realizar una oferta pública de adquisición por las acciones restantes, dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha de aquella adquisición. 


Dicha oferta deberá hacerse a un precio no inferior al que correspondería en caso de existir derecho a retiro.


De no efectuarse la oferta en el plazo señalado y sin perjuicio de las sanciones aplicables al incumplimiento, nacerá para el resto de los accionistas el derecho a retiro en los términos del artículo 69 de la ley Nº 18.046. En este caso, se tomará como fecha de referencia para calcular el valor a pagar, el día siguiente al vencimiento del plazo indicado en el inciso primero.


No regirá la obligación establecida en el inciso primero, cuando se alcance el porcentaje ahí referido como consecuencia de una reducción de pleno derecho del capital, por no haber sido totalmente suscrito y pagado un aumento dentro del plazo legal, o a causa de una oferta pública de adquisición de acciones válidamente efectuada por la totalidad de las acciones de la sociedad. Tampoco será aplicable en los casos en que el referido porcentaje se alcance a consecuencia de las operaciones indicadas en el inciso segundo del artículo 199.”. 


37) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 201, el guarismo “90” por “30”, el guarismo “120” por “90” y la frase “las hubieren vendido” por la frase “le hubieren vendido antes o en la oferta”. 


38) Intercálase, en el inciso primero del artículo 203, entre la palabra “sociedades” y la expresión “que” las expresiones “anónimas abiertas” y suprímense las expresiones “y que hagan oferta pública de sus acciones”.


39) Intercálase en el inciso primero del artículo 205, entre las palabras “30 días” y el punto final (.) la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 206. Tanto el primero como el último día del plazo comenzarán y terminarán, respectivamente, a la apertura y cierre del mercado bursátil en que se encuentren registrados los valores de la oferta”.


40) Intercálase en el artículo 206 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“Cuando una oferta se hubiere materializado a través de una bolsa de valores, las ofertas competidoras deberán realizarse bajo el mismo procedimiento y tener su misma fecha de vencimiento. Cuando la oferta no se haya efectuado a través de una bolsa de valores, las ofertas competidoras podrán fijar su fecha de vencimiento libremente, de acuerdo con las normas del presente título. Sin embargo, en caso de prórroga de la primera oferta, las ofertas competidoras solamente se podrán prorrogar, de acuerdo al artículo anterior, por un plazo tal que coincida con el vencimiento de la prórroga de la primera oferta, de modo que todas ellas terminen en una misma fecha.”.


41) Sustitúyese, en el artículo 217, la frase “Las sociedades anónimas que hagan oferta pública de sus valores estarán autorizadas” por la frase “Los emisores de valores de oferta pública estarán autorizados”.


42) Incorpórase el siguiente Título XXVIII, a continuación del artículo 238:

“TÍTULO XXVIII

DE LAS EMPRESAS DE AUDITORÍA EXTERNA


Artículo 239. Para los efectos de esta ley, las empresas de auditoría externa son sociedades que, dirigidas por sus socios, prestan principalmente los siguientes servicios a los emisores de valores y demás personas sujetas a la fiscalización de la Superintendencia:


a) Examinan selectivamente los montos, respaldos y antecedentes que conforman la contabilidad y los estados financieros;


b) Evalúan los principios de contabilidad utilizados y la consistencia de su aplicación con los estándares relevantes, así como las estimaciones significativas hechas por la administración, y


c) Emiten sus conclusiones respecto de la presentación general de la contabilidad y los estados financieros, indicando con un razonable grado de seguridad, si ellos están exentos de errores significativos y cumplen con los estándares relevantes en forma cabal, consistente y confiable. 


Las referencias hechas en esta u otras leyes a auditores externos inscritos en el registro de la Superintendencia o a expresiones similares, deberán entenderse efectuadas a las empresas de auditoría externa que se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia de conformidad con el presente Título, en adelante el “Registro”.


Toda empresa de auditoría externa podrá prestar sus servicios a los emisores de valores y a las sociedades anónimas abiertas y especiales, siempre que ella, los socios que suscriban los informes de auditoría, los encargados de dirigir la auditoría y todos los miembros del equipo de auditoría, tengan independencia de juicio respecto de la entidad auditada y cumplan con las disposiciones de este título.


Artículo 240. Las empresas de auditoría externa quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia en lo referido a los servicios de auditoría externa, los que sólo podrán prestar previa inscripción en el Registro y mientras se encuentren inscritas en él.


La Superintendencia deberá efectuar la inscripción en el Registro una vez que la empresa de auditoría externa acredite el cumplimiento de los requisitos legales y de reglamentación interna.


Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerán, a lo menos, las siguientes materias relativas a la actividad de la empresa: (i) las normas de procedimiento, control y análisis de auditoría; (ii) las normas de confidencialidad, manejo de información privilegiada o reservada y la solución de conflictos de intereses, y (iii) las normas de independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá regular los contenidos esenciales de dichas normas, los estándares mínimos de idoneidad técnica y sus formas de acreditación.


La inscripción a que se refieren los incisos anteriores podrá ser cancelada cuando la Superintendencia así lo resuelva, mediante resolución fundada y previa audiencia de la empresa de auditoría externa afectada, por haber incurrido ésta en algunas de las siguientes situaciones:


a) Dejar de cumplir con alguno de los requisitos necesarios para la inscripción. La Superintendencia, en casos calificados, podrá otorgar al interesado un plazo para subsanar el incumplimiento, el que en ningún caso podrá exceder de 120 días;

b) Dejar de desempeñar la función de auditoría externa, en los términos señalados en el artículo 239 de esta ley, por más de un año; y


c) Encontrarse un socio en alguna de las situaciones señaladas en el artículo 241 y mantenerse en ella por más de noventa días.


Además, dicha inscripción podrá ser cancelada o suspendida hasta por el plazo de un año en la misma forma señalada en el inciso anterior, cuando las empresas de auditoría externa sean responsables de: 


a) Incurrir en infracciones graves o reiteradas a las obligaciones o prohibiciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias u otras disposiciones que los rijan, y 


b) Realizar transacciones incompatibles con las sanas prácticas de los mercados de valores.


Artículo 241. No podrán ser socios de una empresa de auditoría:


a) Quienes sean funcionarios o trabajadores bajo contrato de trabajo o a honorarios del Banco Central de Chile, de la Superintendencia y de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Pensiones, así como quienes se encuentren afectos a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 35 y 36 de la ley Nº 18.046, exceptuando las labores docentes o académicas que puedan quedar incluidas en el N° 4 del citado artículo 35;


b) Quien haya sido sancionado grave o reiteradamente por la Superintendencia de conformidad al decreto ley Nº 3.538, de 1980, o al decreto con fuerza de ley Nº 251, del año 1931, del Ministerio de Hacienda; o condenado de conformidad a los artículos 59 a 61 de esta ley o al artículo 134 de la ley Nº 18.046; 


c) Quien haya sido sancionado grave o reiteradamente por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o por la Superintendencia de Pensiones;


d) Quien, al tiempo de ejecutarse los hechos, fuera controlador o administrador de una persona jurídica sancionada de conformidad a las normas citadas en las letras b) y c) precedentes, y 


e) Los administradores de bancos e instituciones financieras, bolsas de valores, intermediarios de valores o de cualquier inversionista institucional y las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 5% o más de su capital.

Artículo 242. Las empresas de auditoría externa podrán desarrollar actividades distintas de las señaladas en el artículo 239, siempre que no comprometan su idoneidad técnica o independencia de juicio en la prestación de los servicios de auditoría externa, y previo cumplimiento de su reglamento interno. 


Con todo, las empresas de auditoría externa no podrán prestar simultáneamente y respecto de una misma entidad de las indicadas en el inciso primero del artículo 239, servicios de auditoría externa y cualquiera de los servicios indicados a continuación:


a) Auditoría interna;


b) Desarrollo o implementación de sistemas contables y de presentación de estados financieros;


c) Teneduría de libros;


d) Tasaciones, valorizaciones y servicios actuariales que impliquen el cálculo, estimación o análisis de hechos o factores de incidencia económica que sirvan para la determinación de montos de reservas, activos u obligaciones y que conlleven un registro contable en los estados financieros de la entidad auditada;


e) Asesoría para la colocación o intermediación de valores y agencia financiera. Para estos efectos, no se entenderán como asesoría aquellos servicios prestados por exigencia legal o regulatoria en relación con la información exigida para casos de oferta pública de valores;


f) Asesoría en la contratación y administración de personal y recursos humanos, y


g) Patrocinio o representación de la entidad auditada en cualquier tipo de gestión administrativa o procedimiento judicial y arbitral, excepto en fiscalizaciones y juicios tributarios, siempre que la cuantía del conjunto de dichos procedimientos sea inmaterial de acuerdo a los criterios de auditoría generalmente aceptados. Los profesionales que realicen tales gestiones no podrán intervenir en la auditoría externa de la persona que defiendan o representen.


En las sociedades anónimas abiertas, solamente cuando así lo acuerde el directorio, previo informe del comité de directores, de haberlo, se permitirá la contratación de la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios que, no estando incluidos en el listado anterior, no formen parte de la auditoría externa.


Artículo 243. Se presume que carecen de independencia de juicio respecto de una sociedad auditada, las siguientes personas naturales que participen de la auditoría externa:

a) Las relacionadas con la entidad auditada en los términos establecidos en el artículo 100;


b) Las que tengan algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios distintos de la auditoría externa a la entidad auditada o a cualquier otra de su grupo empresarial;


c) Las que posean valores emitidos por la entidad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial o valores cuyo precio o resultado dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores. Se considerará para los efectos de esta letra, los valores que posea el cónyuge y también las promesas, opciones y los que haya recibido éste en garantía;


d) Los trabajadores de un intermediario de valores con contrato vigente de colocación de títulos de la entidad auditada y las personas relacionadas de aquél; 


e) Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses una relación laboral o relación de negocios significativa con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la presente ley, y


f) Los socios de la empresa de auditoría externa, cuando conduzcan la auditoría de la entidad por un período que exceda de 5 años consecutivos.


Artículo 244. Se entenderá que una empresa de auditoría externa no tiene independencia de juicio respecto de una entidad auditada en los siguientes casos:


a) Si tiene, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, una significativa relación contractual o crediticia, activa o pasiva, con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa propiamente tal o de las demás actividades permitidas de conformidad al artículo 242;


b) Si, en forma directa o a través de otras entidades, posee valores emitidos por la entidad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial, o


c) Si ha prestado directamente o a través de otras personas, cualquiera de los servicios prohibidos de conformidad a lo establecido por el artículo 242 en forma simultánea a la auditoría externa.


Artículo 245. En el evento que exista o sobrevenga una causal de falta de independencia de juicio de las que se describen en los artículos precedentes, la empresa de auditoría externa deberá informar de ello al directorio o al órgano de administración de la entidad auditada y no podrá prestar o continuar prestando sus servicios de auditoría externa, salvo en las siguientes circunstancias:


a) En los casos del artículo 243, cuando las personas afectadas sean separadas del equipo de auditoría y se apliquen medidas correctivas que aseguren el reestablecimiento de la independencia de juicio respecto de la sociedad auditada, o


b) En caso que sobrevenga alguna de las causales relativas a falta de independencia del artículo 244 y ésta no fuera subsanada dentro de los 30 días siguientes a dicho informe, la empresa de auditoría externa podrá seguir prestando los servicios contratados para el ejercicio en curso.


Artículo 246. A las empresas de auditoría externa les corresponde especialmente examinar y expresar su opinión profesional e independiente sobre la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aceptación y las instrucciones que imparta la Superintendencia, en su caso. Adicionalmente a lo señalado en el artículo 239, las empresas de auditoría externa deberán:


a) Señalar a la administración de la entidad auditada y al comité de directores, en su caso, las deficiencias que se detecten dentro del desarrollo de la auditoría externa en la adopción y mantenimiento de prácticas contables, sistemas administrativos y de auditoría interna, identificar las discrepancias entre los criterios contables aplicados en los estados financieros y los criterios relevantes aplicados generalmente en la industria en que dicha entidad desarrolla su actividad, así como, en el cumplimiento de las obligaciones tributarias de la sociedad y la de sus filiales incluidas en la respectiva auditoría;


b) Comunicar a los organismos supervisores pertinentes, cualquier deficiencia grave a que se refiere el literal anterior y que, a juicio de la empresa auditora, no haya sido solucionada oportunamente por la administración de la entidad auditada, en cuanto pueda afectar la adecuada presentación de la posición financiera o de los resultados de las operaciones de la entidad auditada, y


c) Informar a la entidad auditada, dentro de los dos primeros meses de cada año, si los ingresos obtenidos de ella, por si sola o junto a las demás entidades del grupo al que ella pertenece, cualquiera sea el concepto por el cual se hayan recibido tales ingresos, e incluyendo en dicho cálculo aquellos obtenidos a través de sus filiales y matriz, superan el 15% del total de ingresos operacionales de la empresa de auditoría externa correspondientes al año anterior. En el caso de las sociedades anónimas abiertas, tras dicho aviso, los servicios de auditoría externa sólo podrán ser renovados por la junta ordinaria de accionistas por dos tercios de las acciones con derecho a voto y así en todos los ejercicios siguientes, mientras los ingresos de la empresa de auditoría externa superen el porcentaje indicado.


Artículo 247. Sólo para los fines de la auditoría externa, la entidad auditada deberá poner a disposición de la empresa de auditoría externa toda la información necesaria para efectuar dicho servicio, incluyendo todos los libros, registros, documentos y antecedentes de la entidad y de sus filiales, en su caso. 


En caso que la información puesta a su disposición sea confidencial o sujeta a reserva, la empresa de auditoría externa deberá mantenerla en secreto y será responsable de la revelación o utilización impropia que sus dependientes hagan respecto de ella.


Artículo 248. Toda opinión, certificación, informe o dictamen de la empresa de auditoría externa deberá fundarse en técnicas y procedimientos de auditoría que otorguen un grado razonable de confiabilidad, proporcionen elementos de juicio suficientes, y su contenido sea veraz, completo y objetivo. 


La empresa de auditoría externa deberá mantener, por a lo menos seis años contados desde la fecha de la emisión de tales opiniones, certificaciones, informes o dictámenes, todos los antecedentes que le sirvieron de base para su elaboración. La Superintendencia, mediante una norma de carácter general, podrá establecer medios y condiciones de archivo y custodia de tales antecedentes. En ningún caso podrán destruirse los documentos que digan relación directa o indirecta con alguna controversia o litigio pendiente.


El informe de auditoría externa de las entidades domiciliadas en Chile deberá ser suscrito a lo menos por el socio con domicilio y residencia en Chile que condujo la auditoría. Cuando sean citados, cualquiera que haya firmado los informes de auditoría deberá concurrir a las juntas de accionistas para responder las consultas que se le formulen respecto de su informe y respecto de las actividades, procedimientos, constataciones, recomendaciones y conclusiones, que sean pertinentes. La Superintendencia podrá autorizar mecanismos que permitan cumplir la obligación antedicha por medios de comunicación que garanticen la fidelidad y simultaneidad de sus opiniones.  


Artículo 249. Las empresas de auditoría externa, en la prestación de sus servicios de auditoría externa, y las personas que en su nombre participen en dicha auditoría, responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.”.


ARTÍCULO 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.046, Ley de Sociedades Anónimas:

1) Sustitúyese el artículo 2°, por el siguiente:


“Artículo 2°. Las sociedades anónimas pueden ser de tres clases: abiertas, especiales o cerradas.


Son sociedades anónimas abiertas aquéllas que inscriban voluntariamente o por obligación legal sus acciones en el Registro de Valores. 


Son sociedades anónimas especiales las indicadas en el Título XIII de esta ley.


Son sociedades anónimas cerradas las que no califican como abiertas o especiales.


Las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas especiales, quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en adelante la Superintendencia, salvo que la ley las someta al control de otra Superintendencia. En este último caso, quedarán además sometidas a la primera, en lo que corresponda, cuando emitieren valores.


Las sociedades anónimas que dejen de cumplir las condiciones para estar obligadas a inscribir sus acciones en el Registro de Valores, continuarán afectas a las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas, mientras la junta extraordinaria de accionistas no acordare lo contrario por los dos tercios de las acciones con derecho a voto. En este caso, el accionista ausente o disidente tendrá derecho a retiro.


Cada vez que las leyes establezcan como requisito que una sociedad se someta a las normas de las sociedades anónimas abiertas o que dichas normas le sean aplicables, o se haga referencia a las sociedades sometidas a la fiscalización, al control o a la vigilancia de la Superintendencia, o se empleen otras expresiones análogas, se entenderá, salvo mención expresa en contrario, que la remisión se refiere exclusivamente a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas en cuanto a las obligaciones de información y publicidad para con los accionistas, la Superintendencia y el público en general. En todo lo demás, esas sociedades se regirán por las disposiciones de las sociedades anónimas cerradas y no estarán obligadas a inscribirse en el Registro de Valores, salvo que fueren emisores de valores de oferta pública. Las sociedades anónimas a que se refiere este inciso, que no fueren abiertas, una vez que cesare la condición o actividad en cuya virtud la ley las sometió al control de la Superintendencia, podrán solicitar a ésta la exclusión de sus registros y fiscalización, acreditando dicha circunstancia.


Las disposiciones de la presente ley primarán sobre las de los estatutos de las sociedades que dejen de ser cerradas, por haber cumplido con algunos de los requisitos establecidos en el inciso segundo del presente artículo. Lo anterior es sin perjuicio de la obligación de estas sociedades de adecuar sus estatutos a las normas de la presente ley, conjuntamente con la primera modificación que en ellos se introduzca.”.


2) Elimínase en el inciso segundo, del artículo 3°, la expresión “generales”.


3) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


a) Reemplázase el número 1) por el siguiente: 


“1) El nombre, profesión u oficio, el domicilio de los accionistas que concurran a su otorgamiento, y el rol único tributario o documento de identidad, si debieren tenerlos.”.


b) Reemplázase en el número 5), la expresión “privilegios” por la expresión “preferencias”.


c) Intercálase, en el número 7), entre la expresión “accionistas” y el punto y coma (;), las siguientes expresiones: “. Si nada se dijere, se entenderá que el ejercicio se cierra al 31 de diciembre y que la junta ordinaria de accionistas debe celebrarse en el primer cuatrimestre de cada año”.


d) Intercálase, en el número 11), la frase “, en las sociedades anónimas abiertas,” a continuación de la expresión “directorio provisorio y”.


4) Reemplázase el número 1) del artículo 5º por el siguiente: 


“1) El nombre y domicilio de los accionistas que concurran a su otorgamiento, y el rol único tributario o documento de identidad, si debieren tenerlos.”.


5) Elimínase en el inciso segundo del artículo 5° A, la expresión “general”.


6) Modifícase el artículo 7°, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el primer inciso, entre las palabras “sucursales” y “a disposición”, la expresión “, así como en su sitio en Internet, en el caso de las sociedades anónimas abiertas que dispongan de tales medios,”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Es de responsabilidad del directorio la custodia de los libros y registros sociales, y que éstos sean llevados con la regularidad exigida por la ley y sus normas complementarias. El directorio podrá delegar esta función, de lo que deberá dejarse constancia en actas.”.


c) Reemplázase, en el que ha pasado a ser inciso tercero, la expresión “el inciso precedente” por la expresión “el inciso primero”. 


7) Modifícase el artículo 12, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el tercer inciso, entre las palabras “sociedades” y “abiertas”, la expresión “anónimas”.


b) Sustitúyese en el inciso final, las expresiones “sometidas a su control” por las expresiones “anónimas abiertas”.


8) Modifícase el artículo 14, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 14. Los estatutos de las sociedades anónimas abiertas no podrán incluir limitaciones a la libre disposición de las acciones.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, las expresiones “se tendrán por no escritos” por las expresiones “serán inoponibles a terceros”, y agrégase la siguiente oración final, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “Tales pactos no afectarán la obligación de la sociedad de inscribir sin más trámites los traspasos que se le presenten, de conformidad a lo establecido en el artículo 12.”.


9) Intercálase, en el artículo 16, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“Los pagos parciales del saldo insoluto de las acciones suscritas y no pagadas, se abonarán a las respectivas acciones impagas de acuerdo a su antigüedad de emisión, de una en una, hasta completar el pago de la totalidad de ellas.”.


10) Agrégase al artículo 18 un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, los titulares de acciones de una sociedad anónima que durante 10 años continuados no concurran a las juntas de accionistas ni cobren los dividendos a que tengan derecho, dejarán de ser considerados accionistas para los efectos señalados en la letra c) del artículo 5° de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, y el inciso primero del artículo 50 bis de la presente ley. En cualquier tiempo que dichos titulares o sus sucesores concurran a una junta de accionistas o cobren dividendos, volverán a ser considerados accionistas con derecho a voto para los fines antes señalados.”.


11) Modifícase el artículo 20, de la siguiente forma: 


a) En el inciso segundo, sustitúyense las expresiones “que hagan oferta pública de sus acciones” por la palabra “abiertas”.


b) En el inciso segundo, elimínase la expresión “o privilegios”.


12) Modifícase el artículo 24, de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese la oración final del inciso primero, por las siguientes: “Vencido el plazo establecido por la junta de accionistas sin que se haya enterado el aumento de capital, el directorio deberá proceder al cobro de los montos adeudados, si no hubiere entablado antes las acciones correspondientes, salvo que dicha junta lo hubiere autorizado por dos tercios de las acciones emitidas para abstenerse del cobro, caso en el cual el capital quedará reducido a la cantidad efectivamente pagada. Agotadas las acciones de cobro, el directorio deberá proponer a la junta de accionistas la aprobación, por mayoría simple, del castigo del saldo insoluto y la reducción del capital a la cantidad efectivamente recuperada.”.


b) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Elimínase la palabra “abierta”. 


ii) Agrégase, al final, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “En las sociedades anónimas abiertas, las acciones destinadas a los planes de compensación mencionados sólo podrán ser ofrecidas a los trabajadores a prorrata de la cantidad de acciones del respectivo aumento de capital, en la parte no reservada para tales fines,  que sean efectivamente suscritas.”. 


iii) Suprímese el actual inciso cuarto.


13) Reemplázase el inciso segundo del artículo 26, por el siguiente:


“El mayor valor que se obtenga en la colocación de acciones de pago por sobre el valor que resulte de dividir el capital a enterar por el número de acciones emitidas, aumentará el capital de la sociedad y no podrá ser distribuido como dividendo entre los accionistas. Si, por el contrario, se produjere un menor valor, éste constituirá una disminución del capital a enterar. Estas diferencias deberán reconocerse en la próxima modificación que se haga al capital social.”.

14) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 27 A, la expresión “tres” por la palabra “cinco”.


15) Modifícase el artículo 27 C, de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso segundo, de la siguiente forma:


i) Reemplázase la frase “se trate de cumplir un programa o plan de compensación a trabajadores de la sociedad, o respecto de la venta de una cantidad de acciones que” por la oración “la cantidad total de acciones a ser vendidas”.


ii) Elimínase la frase “en ambos casos se”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“El plazo previsto en el inciso primero será de 5 años cuando las acciones se hayan adquirido para cumplir un programa o plan de compensación a trabajadores de la sociedad aprobado por la junta de accionistas, caso en el cual tampoco será obligatoria la oferta preferente a los accionistas.”.


16) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 28, a continuación de la palabra “nacional”, la frase “y en el sitio en Internet de las sociedades anónimas abiertas que dispongan de tales medios”.


17) Reemplázase en el artículo 29, la expresión “73” por “76”.


18) Intercálase en el último inciso del artículo 31, entre las palabras “debiere” y “constituir”, la expresión “designar al menos un director independiente y”.


19) Agrégase en el inciso final del artículo 32, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “En el caso que la referida vacancia corresponda a uno de los directores independientes a que se refiere el artículo 50 bis y su suplente, en su caso, el directorio deberá designar en su reemplazo al candidato a director independiente que le hubiese seguido en votación en la junta en que el primero resultó electo. Si éste no estuviese disponible o en condiciones de asumir el cargo, el directorio designará al que le siguió en votación en la misma junta, y así sucesivamente hasta llenar el cargo. En caso que no fuere posible cumplir con el procedimiento anterior, corresponderá al Directorio efectuar la designación, debiendo nombrar a una persona que cumpla con los requisitos que la ley establece para ser considerado director independiente.”.


20) Modifícase el artículo 36, de la siguiente forma:


a) En el número 1), reemplázase la expresión “y diputados”, por la expresión “, diputados y alcaldes”.


b) En el número 2), reemplázanse las expresiones “y subsecretarios de Estado”, por las expresiones “de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales y embajadores”.


c) Reemplázanse los números 3) y 4), por los siguientes:

“3) Los funcionarios de las superintendencias que supervisen a la sociedad respectiva o a una o más de las sociedades del grupo empresarial a que pertenece, y


4) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, así como sus directores, gerentes, ejecutivos principales y administradores. Esta restricción no se aplicará en las bolsas de valores.”.


21) Reemplázase el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente: 


“El director que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar dicho cargo o que incurriere en incapacidad legal sobreviniente, cesará automáticamente en él. De igual forma cesará en su cargo aquel director que notifique su renuncia, mediante ministro de fe, al presidente del directorio o al gerente.”.


22) Agrégase al artículo 39, el siguiente inciso final, nuevo: 


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, en las sociedades anónimas cerradas se podrá prescindir de los acuerdos de directorio siempre que la unanimidad de sus miembros ejecute directamente el acto o contrato y que éstos se formalicen mediante escritura pública. Esta alternativa no podrá ser utilizada por sociedades anónimas que tengan por matriz otra sociedad anónima, pero la infracción de esta prohibición no afectará la validez del acto o contrato, sino que hará personalmente responsables a los directores de los perjuicios ocasionados a la sociedad matriz o a sus directores, por no haber podido ejercer el derecho previsto en el artículo 92.”.


23) Modifícase el artículo 40, de la siguiente forma: 


a) Elimínase en el inciso primero, la palabra “general”. 


b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “en los” y “gerentes”, la expresión “ejecutivos principales,”.


24) En el artículo 41 inciso tercero, elimínase la palabra “general” la primera vez que aparece. 


25) Modifícase el artículo 42, de la siguiente forma: 


a) Elimínase en el número 1), la expresión “, sino sus propios intereses o los de terceros relacionados”;


b) Modifícase el número 2), de la siguiente forma:


i) Intercálase, entre las palabras “de los” y “ejecutivos”, la expresión “gerentes, administradores o”.


ii) Intercálase, entre las palabras “ejecutivos” y “en la”, la expresión “principales”.


c) Modifícase el número 3) de la siguiente forma: 


i) Reemplázase la expresión “ejecutivos y dependientes” por la frase “administradores, ejecutivos principales y dependientes,”. 


ii) Intercálase, entre las palabras “auditores” y “, a rendir”, la expresión “externos y a las clasificadoras de riesgo”.


26) Modifícase el artículo 43, de la siguiente forma:


a) Agrégase en el inciso primero, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En el caso de las sociedades anónimas abiertas, se entenderá que se ha producido dicha divulgación cuando la información se haya dado a conocer mediante los sistemas de información al mercado previstos por la Superintendencia, de acuerdo al artículo 10 de la ley Nº 18.045, o bajo otra modalidad compatible con lo dispuesto en el artículo 46.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de la legislación aplicable a las sociedades anónimas, o de su normas complementarias”, por “de las leyes o de la normativa dictada por la Superintendencia en el ejercicio de sus atribuciones”.


27) Reemplázase el artículo 44, por el siguiente: 


“Artículo 44. Una sociedad anónima cerrada sólo podrá celebrar actos o contratos que involucren montos relevantes en los que uno o más directores tengan interés por sí o como representantes de otra persona, cuando dichas operaciones sean conocidas y aprobadas previamente por el directorio y se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado, salvo que los estatutos autoricen la realización de tales operaciones sin sujeción a las mencionadas condiciones.


El directorio deberá pronunciarse con la abstención del director con interés. En el acta de la sesión de directorio correspondiente, deberá dejarse constancia de las deliberaciones para aprobar los términos y condiciones de los respectivos actos o contratos, y tales acuerdos serán informados en la próxima junta de accionistas por el que la presida, debiendo hacerse mención de esta materia en su citación.


Se entiende que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir en cualquiera de las siguientes situaciones: (i) él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad; (ii) las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital; (iii) las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas antes mencionadas sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital, y (iv) el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director no hubiera resultado electo sin los votos de aquél o aquéllos.


Para los efectos de este artículo, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación todas aquellas que se perfeccionen en un período de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos similares o complementarios, en los que exista identidad de partes, incluidas las personas relacionadas, u objeto.


La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad, a los accionistas y a los terceros interesados, el derecho de exigir indemnización por los perjuicios ocasionados. En caso de demandarse los perjuicios ocasionados por la infracción de este artículo, corresponderá a la parte demandada probar que el acto o contrato se ajustó a condiciones de mercado o que las condiciones de negociación reportaron beneficios a la sociedad que justifican su realización.


Con todo, no será aplicable lo establecido en el inciso primero si la operación ha sido aprobada o ratificada por la junta extraordinaria de accionistas con el quórum de 2/3 de los accionistas con derecho a voto.

En el caso de las sociedades anónimas abiertas, se aplicará lo dispuesto en el Título XVI.”.


28) Intercálase en el artículo 46, el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“En las sociedades anónimas abiertas, será responsabilidad del directorio adoptar las medidas apropiadas para evitar que la información referida en el inciso anterior sea divulgada a personas distintas de aquellas que por su cargo, posición o actividad en la sociedad deban conocer dicha información, antes de ser puesta a disposición de los accionistas y el público. Se entenderá que se cumple con este requisito cuando simultáneamente a dicha divulgación se proporcione la misma documentación o presentaciones al público conforme a la norma de carácter general que dicte la Superintendencia. La obligación de informar prescrita en este inciso, es sin perjuicio de lo establecido en los artículos 9° y 10 de la ley N° 18.045.”.

29) Suprímese en el inciso primero del artículo 47, la palabra “titulares”.


30) Modifícase el artículo 48, de la siguiente forma: 


a) Agrégase en el inciso tercero, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Con todo, la unanimidad de los directores que concurrieron a una sesión podrá disponer que los acuerdos adoptados en ella se lleven a efecto sin esperar la aprobación del acta, de lo cual se dejará constancia en un documento firmado por todos ellos que contenga el acuerdo adoptado.”.


b) Agrégase en el inciso quinto, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Salvo acuerdo unánime en contrario, las sesiones de directorio de las sociedades anónimas abiertas deberán ser grabadas, por quien haga las veces de secretario, en medios que permitan registrar fielmente el audio de las deliberaciones. Dichas grabaciones deberán ser guardadas en reserva por la sociedad, hasta la aprobación del acta respectiva por todos los directores que deban firmarla, y puestas a disposición de los directores que deseen comprobar la fidelidad de las actas sometidas a su aprobación. En caso que un director estime que existen discrepancias fundamentales y substanciales entre el contenido de las actas y el de las grabaciones, podrá solicitar que a ellas se incorporen literalmente sus propias palabras, según el contenido de las grabaciones en los pasajes respectivos.”.


c) Agrégase en el inciso final, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “La Superintendencia podrá autorizar, mediante norma de carácter general, que las sociedades bajo su control adopten para tales fines los mecanismos que permitan el uso de firma electrónica u otros medios tecnológicos que permitan comprobar la identidad de la persona que suscribe.”.


31) Suprímese el actual inciso final del artículo 50.


32) Reemplázase el actual artículo 50 bis, por el siguiente: 


“Art. 50 bis. Las sociedades anónimas abiertas deberán designar al menos un director independiente y el comité de directores a que se refiere este artículo, cuando tengan un patrimonio bursátil igual o superior al equivalente a 1.500.000 unidades de fomento y a lo menos un 12,5% de sus acciones emitidas con derecho a voto, se encuentren en poder de accionistas que individualmente controlen o posean menos del 10% de tales acciones.


Si durante el año se alcanzare el patrimonio y el porcentaje accionario a que se refiere el inciso anterior, la sociedad estará obligada a designar los directores y el comité a contar del año siguiente; si se produjere una disminución del patrimonio bursátil a un monto inferior al indicado o se redujere el porcentaje accionario antes referido, la sociedad no estará obligada a mantener los directores independientes ni el comité a contar del año siguiente.


No se considerará independiente a quienes se hayan encontrado en cualquier momento dentro de los últimos dieciocho meses, en alguna de las siguientes circunstancias: 


1) Mantuvieren cualquier vinculación, interés o dependencia económica, profesional, crediticia o comercial, de una naturaleza y volumen relevante, con la sociedad, las demás sociedades del grupo del que ella forma parte, su controlador, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de ellos, o hayan sido directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o asesores de éstas; 


2) Mantuvieren una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, con las personas indicadas en el número anterior; 


3) Hubiesen sido directores, gerentes, administradores o ejecutivos principales de organizaciones sin fines de lucro que hayan recibido aportes, contribuciones o donaciones relevantes de las personas indicadas en el número 1); 


4) Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital; directores; gerentes; administradores o ejecutivos principales de entidades que han prestado servicios jurídicos o de consultoría, por montos relevantes, o de auditoría externa, a las personas indicadas en el número 1), o


5) Hubiesen sido socios o accionistas que hayan poseído o controlado, directa o indirectamente, 10% o más del capital; directores; gerentes; administradores o ejecutivos principales de los principales competidores, proveedores o clientes de la sociedad. 


Para poder ser elegidos como directores independientes, los candidatos deberán ser propuestos por accionistas que representen el 1% o más de las acciones de la sociedad, con a lo menos diez días de anticipación a la fecha prevista para la junta de accionistas llamada a efectuar la elección de los directores. 


Con no menos de dos días de anterioridad a la junta respectiva, el candidato y su respectivo suplente, en su caso, deberán poner a disposición del gerente general una declaración jurada en que señalen que: i) aceptan ser candidato a director independiente; ii) no se encuentran en ninguna de las circunstancias indicadas en los numerales anteriores; iii) no mantienen alguna relación con la sociedad, las demás sociedades del grupo del que ella forma parte, su controlador, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de ellos, que pueda privar a una persona sensata de un grado razonable de autonomía, interferir con sus posibilidades de realizar un trabajo objetivo y efectivo, generarle un potencial conflicto de interés o entorpecer su independencia de juicio, y iv) asumen el compromiso de mantenerse independientes por todo el tiempo en que ejerzan el cargo de director. La infracción al literal iii) no invalidará su elección ni los hará cesar en el cargo, pero obligará a responder de los perjuicios que su falta de veracidad o incumplimiento pueda causar a los accionistas.

Será elegido director independiente aquel candidato que obtenga la más alta votación.


El director independiente que conforme a lo establecido en el inciso tercero adquiera una inhabilidad sobreviniente para desempeñar su cargo, cesará automáticamente en él, sin perjuicio de su responsabilidad frente a los accionistas. No dará lugar a inhabilidad la reelección del director independiente en su cargo o su designación como director en una o más filiales de la sociedad, en cuanto los directores de dichas entidades no sean remunerados.


El comité tendrá las siguientes facultades y deberes:


1) Examinar los informes de los auditores externos, el balance y demás estados financieros presentados por los administradores o liquidadores de la sociedad a los accionistas, y pronunciarse respecto de éstos en forma previa a su presentación a los accionistas para su aprobación;

2) Proponer al directorio nombres para los auditores externos y clasificadores privados de riesgo, en su caso, que serán sugeridos a la junta de accionistas respectiva. En caso de desacuerdo, el directorio formulará una sugerencia propia, sometiéndose ambas a consideración de la junta de accionistas;


3) Examinar los antecedentes relativos a las operaciones a que se refiere el Título XVI y evacuar un informe respecto a esas operaciones. Una copia del informe será enviada al directorio, en el cual se deberá dar lectura a éste en la sesión citada para la aprobación o rechazo de la operación respectiva;


4) Examinar los sistemas de remuneraciones y planes de compensación de los gerentes, ejecutivos principales y trabajadores de la sociedad;


5) Preparar un informe anual de su gestión, en que se incluyan sus principales recomendaciones a los accionistas;


6) Informar al directorio respecto de la conveniencia de contratar o no a la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios que no formen parte de la auditoría externa, cuando ellos no se encuentren prohibidos de conformidad a lo establecido en el artículo 242 de la ley Nº 18.045, en atención a si la naturaleza de tales servicios pueda generar un riesgo de pérdida de independencia, y


7) Las demás materias que señale el estatuto social, o que le encomiende una junta de accionistas o el directorio, en su caso.


El comité estará integrado por tres miembros, la mayoría de los cuales deberán ser independientes. En caso que hubiese más directores con derecho a integrar el comité, según corresponda, en la primera reunión del directorio después de la junta de accionistas en que se haya efectuado su elección, los mismos directores resolverán, por unanimidad, quiénes lo habrán de integrar. En caso de desacuerdo, se dará preferencia a la integración del comité por aquellos directores que hubiesen sido electos con un mayor porcentaje de votación de accionistas que individualmente controlen o posean menos del 10% de tales acciones. Si hubiese solamente un director independiente, éste nombrará a los demás integrantes del comité de entre los directores que no tengan tal calidad, los que gozarán de plenos derechos como miembros del mismo. El presidente del directorio no podrá integrar el comité ni sus subcomités, salvo que sea director independiente.


Las deliberaciones, acuerdos y organización del comité se regirán, en todo lo que les fuere aplicable, por las normas relativas a las sesiones de directorio de la sociedad. El comité comunicará al directorio la forma en que solicitará información, así como también sus acuerdos.


Los directores integrantes del comité serán remunerados. El monto de la remuneración será fijado anualmente en la junta ordinaria de accionistas, acorde a las funciones que les corresponde desarrollar, pero no podrá ser inferior a la remuneración prevista para los directores titulares, más un tercio de su monto. 


La junta ordinaria de accionistas determinará un presupuesto de gastos de funcionamiento del comité y sus asesores, el que no podrá ser inferior a la suma de las remuneraciones anuales de los miembros del comité, y éste podrá requerir la contratación de la asesoría de profesionales para el desarrollo de sus labores, conforme al referido presupuesto.


Las actividades que desarrolle el comité, su informe de gestión anual y los gastos en que incurra, incluidos los de sus asesores, serán presentados en la memoria anual e informados en la junta ordinaria de accionistas. Las propuestas efectuadas por el comité al directorio que no hubieren sido recogidas por este último, serán informadas a la junta de accionistas previo a la votación de la materia correspondiente.


Los directores que integren el comité en el ejercicio de las funciones que señala este artículo, además de la responsabilidad inherente al cargo de director, responderán solidariamente de los perjuicios que causen a los accionistas y a la sociedad.


Las sociedades anónimas abiertas que no tengan el patrimonio mínimo y porcentaje accionario señalados en el inciso primero, podrán acogerse voluntariamente a las normas precedentes; en ese caso, deberán cumplir estrictamente con las disposiciones de este artículo.”.


33) Modifícase el artículo 51, de la siguiente forma: 


a) Agrégase la siguiente oración final: “Sin embargo, los estatutos podrán eximir a la sociedad de la obligación señalada en este artículo o establecer un mecanismo diverso de control.”.


b) Intercálase, entre la palabra “independientes” y “con el”, una coma (,).


34) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 52, la expresión “auditores externos independientes” por la frase “una empresa de auditoría externa regida por el Título XXVIII de la ley N° 18.045”.


35) Reemplázase el actual artículo 53, por el siguiente:

“Art. 53. Los inspectores de cuentas y auditores externos que no se encuentren regidos por el Título XXVIII de la ley  Nº 18.045, no estarán sometidos a la fiscalización de la Superintendencia, excepto para efectos de su incorporación o exclusión del Registro de Inspectores de Cuenta y Auditores Externos que dicha entidad establecerá. El Reglamento determinará los requisitos de idoneidad profesional o técnica, así como las inhabilidades o causales en virtud de las cuales dichos inspectores de cuentas y auditores externos podrán ser incorporados y excluídos del mencionado registro, o bien rechazada su inscripción en el mismo. De las decisiones que al respecto tome la Superintendencia, se podrá reclamar ante el juez de letras conforme a lo previsto en el artículo 30 del decreto ley Nº 3.538, de 1980, en lo que fuere aplicable. El tribunal podrá suspender la ejecución de lo resuelto por la Superintendencia, cuando su aplicación en el intertanto pueda provocar un daño irreparable al reclamante. 


El informe de los auditores externos e inspectores de cuentas será incorporado en la memoria junto con los estados financieros y éstos podrán concurrir a las juntas generales de accionistas con derecho a voz pero sin derecho a voto.


Los auditores externos e inspectores de cuenta responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.”.


36) Agrégase al artículo 54, el siguiente inciso final, nuevo: 


“En el caso de las sociedades anónimas abiertas, la memoria, el informe de los auditores externos y los estados financieros auditados de la sociedad, deberán ponerse a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que dispongan de tales medios.”.


37) Suprímese en el número 4) del artículo 57, la expresión “, o el 50% o más del pasivo”.


38) En el artículo 58, sustitúyese el número 4), por el siguiente: 


“4) A junta ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, cuando así lo requiera la Superintendencia, con respecto a las sociedades anónimas abiertas o especiales, sin perjuicio de su facultad para convocarlas directamente. En el caso de las sociedades anónimas cerradas, si el directorio no ha convocado a junta cuando corresponde, accionistas que representen, a lo menos, el 10% de las acciones emitidas con derecho a voto, podrán efectuar la citación a junta ordinaria o extraordinaria, según sea el caso, mediante la publicación de un aviso en un diario de circulación nacional, en el cual expresarán la fecha y hora en que se llevará a cabo y los asuntos a tratar en la junta.”.


39) Intercálase en el inciso segundo del artículo 59, a continuación de “sociedades”, la palabra “anónimas”, y a continuación de “tratadas en ella”, la frase “e indicación de la forma de obtener copias íntegras de los documentos que fundamentan las diversas opciones sometidas a su voto, los que deberán además ponerse a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que dispongan de tales medios”.


40) Intercálase en el artículo 60, entre las palabras “podrán” y “celebrarse”, la expresión “auto convocarse y”.


41) Modifícase el artículo 62, de la siguiente forma:


a) Agrégase, en el inciso primero, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Sin embargo, tratándose de una sociedad anónima cerrada, podrán participar en la junta todos los accionistas que al momento de iniciarse ésta figuraren como accionistas en el respectivo registro.”.


b) Suprímese en el inciso segundo, la expresión “generales”.


c) Agréganse los siguientes incisos finales, nuevos: 


“Las materias sometidas a decisión de la junta deberán llevarse individualmente a votación, salvo que, por acuerdo unánime de los accionistas presentes con derecho a voto, se permita omitir la votación de una o más materias y se proceda por aclamación. Toda votación que se efectúe en una junta deberá realizarse mediante un sistema que asegure la simultaneidad de la emisión de los votos o bien en forma secreta, debiendo el escrutinio llevarse a cabo en un solo acto público, y en ambos casos, que con posterioridad pueda conocerse en forma pública cómo sufragó cada accionista. Corresponderá a la Superintendencia aprobar, mediante norma de carácter general, los referidos sistemas para las sociedades anónimas abiertas.


Siempre que la ley ordene a un accionista emitir su voto de viva voz, se entenderá cumplida esta obligación cuando la emisión del mismo se haga por uno de los sistemas de votación simultánea o secreta y con publicidad posterior referidos en el inciso precedente. Cuando en el ejercicio de la facultad que otorga el inciso anterior, la junta por la unanimidad de los presentes haya aprobado una modalidad diferente, dicho accionista deberá emitir en todo caso su voto de viva voz, de lo cual se dejará constancia en el acta de la junta.”.


42) Agrégase al artículo 64, el siguiente inciso final, nuevo: 


“La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá autorizar a las sociedades anónimas abiertas, para establecer sistemas que permitan el voto a distancia, siempre que dichos sistemas resguarden debidamente los derechos de los accionistas y la regularidad del proceso de votación.”.


43) Modifícase el artículo 67, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase el número 9), por el siguiente:


“9) La enajenación de 50% o más de su activo, sea que incluya o no su pasivo, lo que se determinará conforme al balance del ejercicio anterior, y la formulación o modificación de cualquier plan de negocios que contemple la enajenación de activos por un monto que supere dicho porcentaje; la enajenación de 50% o más del activo de una filial, siempre que ésta represente al menos un 20% del activo de la sociedad, como cualquier enajenación de sus acciones que implique que la matriz pierda el carácter de controlador.”.


b) Reemplázase en el número 11) el punto final por un punto y coma (;).


c) Reemplázase en el número 13), la expresión “, y” por un punto y coma (;).


d) Agréganse los siguientes numerales 15) y 16):


“15) En las sociedades anónimas abiertas, establecer el derecho de compra a que hace referencia el inciso segundo del artículo 71 bis, y 


16) Aprobar o ratificar la celebración de actos o contratos con partes relacionadas, de conformidad a lo establecido en los artículos 44 y 147.”.


e) Intercálase en el inciso final, entre las palabras “modificación” y “o supresión”, la expresión “, prórroga”.


44) Modifícase el artículo 69, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase el número 3), por el siguiente:


“3) Las enajenaciones a que se refiere el Nº 9) del artículo 67;”.


b) Intercálase en el número 5), entre las palabras “aumento” y “o la reducción”, la expresión “, prórroga”.


45) Elimínase el artículo 69 ter.


46) Intercálase el siguiente artículo 71 bis, nuevo: 


“Artículo 71 bis. También dará derecho a retiro en favor de los accionistas minoritarios, que un controlador adquiera más del noventa y cinco por ciento de las acciones de una sociedad anónima abierta. Este derecho a retiro deberá ser ejercido dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha en que el accionista controlador alcance la participación indicada, lo que se comunicará dentro de los dos días hábiles siguientes a través de un aviso destacado publicado en un diario de circulación nacional y en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios. 


Asimismo, los estatutos de la sociedad podrán facultar al controlador para exigir que todos los accionistas que no opten por ejercer su derecho a retiro, le vendan aquellas acciones adquiridas bajo la vigencia de esa facultad estatutaria, siempre que haya alcanzado el porcentaje indicado en el inciso anterior a consecuencia de una oferta pública de adquisición de acciones, efectuada por la totalidad de las acciones de la sociedad anónima abierta, o de la serie de acciones respectiva, en la que haya adquirido, de accionistas no relacionados, a lo menos un quince por ciento de tales acciones. El precio de la compraventa respectiva será el establecido en dicha oferta, debidamente reajustado y más intereses corrientes.


El controlador deberá notificar que ejercerá su derecho de compra dentro de los quince días siguientes al vencimiento del plazo previsto para el ejercicio del derecho a retiro indicado en el inciso primero, mediante carta certificada enviada al domicilio registrado en la sociedad por los accionistas respectivos, así como a través de un aviso destacado publicado en un diario de circulación nacional y en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios. 


La compraventa se entenderá perfeccionada quince días después de notificado el ejercicio del derecho de compra sin necesidad que las partes firmen el respectivo traspaso, debiendo proceder la sociedad a registrar las acciones a nombre del controlador y poner inmediatamente a disposición de los accionistas el producto de la venta, de la misma forma prevista para el reparto de los dividendos sociales. En el caso de acciones prendadas, la sociedad registrará las acciones a nombre del controlador sin alzar la prenda respectiva, pero retendrá el producto de la venta hasta que ello ocurra. Para estos efectos se aplicará lo dispuesto en el artículo 18 en todo aquello que resulte aplicable.


La Superintendencia, mediante norma de carácter general, podrá establecer los procedimientos y regulaciones que faciliten el legítimo ejercicio de estos derechos.”.


47) Agrégase al artículo 72, el siguiente inciso final: 


“En las sociedades anónimas abiertas, el acta de la más reciente junta de accionistas deberá quedar a disposición de los accionistas en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios.”.


48) Modifícase el artículo 74, de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma: 


i) Intercálase entre las expresiones “formulen” y “accionistas que”, la frase “el comité de directores, en su caso, y”. 


ii) Reemplázase, a continuación de la palabra “sociales”, la conjunción “y” por una coma (,).


iii) Intercálase entre las palabras “dichos” y “accionistas así”, la expresión “comité o”.


b) Intercálase en el inciso cuarto, entre las palabras “formulado” y “los accionistas mencionados”, la expresión “el comité y”.


49) Intercálase en el inciso segundo del artículo 76, entre la palabra “determine” y el punto final (.), la frase “, y publicarse en el sitio en Internet de la sociedad, si ella dispone de tales medios”.


50) Modifícase el artículo 89, de la siguiente forma: 


a) Modifícase el inciso primero de la siguiente forma: 


i) Reemplázase la expresión “Las” por las expresiones “En el caso de las sociedades anónimas cerradas, las”. 


ii) Reemplázase la frase “y las que efectúe una sociedad anónima abierta, ya sea directamente o a través de otras entidades pertenecientes a su grupo empresarial,” por las expresiones “y aquellas realizadas”.


b) Reemplázase el actual inciso segundo, por el siguiente: 


“En el caso que cualquiera de las sociedades que interviniere en la operación fuere una sociedad anónima abierta, se aplicará lo dispuesto en el Título XVI.”.


51) Modifícase el artículo 103, de la siguiente forma:


a) Intercálase en el número 2), entre las palabras “reunirse” y “todas”, la frase “, por un período ininterrumpido que exceda de 10 días,”.


b) Elimínase en el número 3), la expresión “general”.


c) En el número 5), sustitúyese las expresiones “no sometida a la fiscalización de la Superintendencia en razón de esta ley o de otras leyes” por las expresiones “anónimas cerradas”.


52) Modifícase el artículo 107 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero, sustitúyese la frase “sometida al control de la Superintendencia en razón de esta ley o de otras leyes, no inscribirá, sin el visto bueno de ésta” por “abierta o especial no inscribirá, sin el visto bueno de la Superintendencia”.


b) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “determine” por la expresión “pueda determinar”.


53) En el inciso primero del artículo 119, sustitúyanse las expresiones “sujetas a su fiscalización” por las expresiones “anónimas abiertas o especiales”.


54) Agrégase en el inciso final del artículo 125, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Este derecho no podrá ser ejercido por los directores, gerentes, administradores y ejecutivos principales de la sociedad. Tampoco por aquellos accionistas que individualmente posean, directa o indirectamente, acciones cuyo valor libro o bursátil supere las 5.000 unidades de fomento, de acuerdo al valor de dicha unidad a la fecha de presentación de la demanda.”.


55) Reemplázase el artículo 129 por el siguiente:


“Art. 129. Las sociedades a que se refiere el artículo 126 de esta ley se regirán por las mismas disposiciones legales y reglamentarias aplicables a las sociedades anónimas abiertas, en todo lo que no se oponga a lo dispuesto en los artículos precedentes de este Título y a las disposiciones especiales que las rigen, y no se les aplicará lo establecido en el inciso séptimo del artículo 2º de esta Ley.


Salvo que las sociedades anónimas especiales sean emisores de valores, no deberán inscribirse en el Registro de Valores de la Superintendencia.”.


56) En el artículo 132, luego del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), agrégase la siguiente oración: “En consecuencia, a estas sociedades le serán aplicables íntegramente las disposiciones sobre sociedades anónimas abiertas.”.

57) Agréganse en el inciso primero del artículo 133 bis, entre las palabras “sociales” y “o” las siguientes expresiones “, las normas dictadas por el directorio en conformidad a la ley”.


58) Incorpórase el siguiente Título XVI, nuevo, a continuación del artículo 145, pasando el actual Título XVI a ser Título XVII:

“TITULO XVI
DE LAS OPERACIONES CON PARTES RELACIONADAS EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS ABIERTAS Y SUS FILIALES


Artículo 146. Son operaciones con partes relacionadas de una sociedad anónima abierta toda negociación, acto, contrato u operación en que deba intervenir la sociedad y, además, alguna de las siguientes personas:


1) Una o más personas relacionadas a la sociedad, conforme al artículo 100 de la ley N° 18.045;


2) Un director, gerente, administrador, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, por sí o en representación de personas distintas de la sociedad, o sus respectivos cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive;


3) Las sociedades o empresas en las que las personas indicadas en el número anterior sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital, o directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales;


4) Aquellas que establezcan los estatutos de la sociedad o fundadamente identifique el comité de directores, en su caso, aun cuando se trate de aquellas indicadas en el inciso final del artículo 147, y


5) Aquellas en las cuales  haya realizado funciones de director, gerente, administrador, ejecutivo principal o liquidador, un director, gerente, administrador, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, dentro de los últimos dieciocho meses.


Artículo 147. Una sociedad anónima abierta sólo podrá celebrar operaciones con partes relacionadas cuando tengan por objeto contribuir al interés social, se ajusten en precio, términos y condiciones a aquellas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación, y cumplan con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación:


1) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores que tengan interés o participen en negociaciones conducentes a la realización de una operación con partes relacionadas de la sociedad anónima, deberán informar inmediatamente de ello al directorio o a quien éste designe. Quienes incumplan esta obligación serán solidariamente responsables de los perjuicios que la operación ocasionare a la sociedad y sus accionistas.


2) Antes que la sociedad otorgue su consentimiento a una operación con parte relacionada, ésta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los miembros del directorio, con exclusión de los directores o liquidadores involucrados, quienes no obstante deberán hacer público su parecer respecto de la operación si son requeridos por el directorio, debiendo dejarse constancia en el acta de su opinión. Asimismo, deberá dejarse constancia de los fundamentos de la decisión y las razones por las cuales se excluyeron a tales directores.


3) Los acuerdos adoptados por el directorio para aprobar una operación con una parte relacionada serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas, debiendo hacerse mención de los directores que la aprobaron. De esta materia se hará indicación expresa en la citación a la correspondiente junta de accionistas.


4) En caso que la mayoría absoluta de los miembros del directorio deba abstenerse en la votación destinada a resolver la operación, ésta sólo podrá llevarse a cabo si es aprobada por la unanimidad de los miembros del directorio no involucrados o, en su defecto, si es aprobada en junta extraordinaria de accionistas con el acuerdo de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto.


5) Si se convocase a junta extraordinaria de accionistas para aprobar la operación, el directorio designará al menos un evaluador independiente para informar a los accionistas respecto de las condiciones de la operación, sus efectos y su potencial impacto para la sociedad. En su informe, los evaluadores independientes deberán también pronunciarse acerca de los puntos que el comité de directores, en su caso, haya solicitado expresamente que sean evaluados. El comité de directores de la sociedad o, si la sociedad no contare con éste, los directores no involucrados, podrán designar un evaluador independiente adicional, en caso que no estuvieren de acuerdo con la selección efectuada por el directorio.


Los informes de los evaluadores independientes serán puestos por el directorio a disposición de los accionistas al día hábil siguiente de recibidos por la sociedad, en las oficinas sociales y en el sitio en Internet de la sociedad, de contar la sociedad con tales medios, por un plazo mínimo de 15 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de esos informes, debiendo comunicar la sociedad tal situación a los accionistas mediante hecho esencial. 


Los directores deberán pronunciarse respecto de la conveniencia de la operación para el interés social, dentro de los 5 días hábiles siguientes desde la fecha en que se recibió el último de los informes de los evaluadores.


6) Cuando los directores de la sociedad deban pronunciarse respecto de operaciones de este Título, deberán explicitar la relación que tuvieran con la contraparte de la operación o el interés que en ella tengan. Deberán también hacerse cargo de la conveniencia de la operación para el interés social, de los reparos u objeciones que hubiese expresado el comité de directores, en su caso, así como de las conclusiones de los informes de los evaluadores o peritos. Estas opiniones de los directores deberán ser puestas a disposición de los accionistas al día siguiente de recibidos por la sociedad, en las oficinas sociales así como en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios, y dicha situación deberá ser informada por la sociedad mediante hecho esencial. 


7) Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación, pero otorgará a la sociedad o a los accionistas el derecho de demandar, de la persona relacionada infractora,  el reembolso en beneficio de la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiera reportado a la contraparte relacionada, además de la indemnización de los daños correspondientes. En este caso, corresponderá a la parte demandada probar que la operación se ajustó a lo señalado en este artículo.


No obstante lo dispuesto en los números anteriores, las siguientes operaciones con partes relacionadas podrán ejecutarse sin los requisitos y procedimientos establecidos en los números anteriores, previa autorización del directorio:


a) Aquellas operaciones que no sean de monto relevante. Para estos efectos, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación todas aquellas que se perfeccionen en un periodo de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos similares o complementarios, en los que exista identidad de partes, incluidas las personas relacionadas, u objeto;


b) Aquellas operaciones que, conforme a políticas generales de habitualidad, determinadas por el directorio de la sociedad, sean ordinarias en consideración al giro social. En este último caso, el acuerdo que establezca dichas políticas o su modificación será informado como hecho esencial y puesto a disposición de los accionistas en las oficinas sociales y en el sitio en Internet de las sociedades que cuenten con tales medios, sin perjuicio de informar las operaciones como hecho esencial cuando corresponda, y 


c) Aquellas operaciones entre personas jurídicas en las cuales la sociedad posea, directa o indirectamente, al menos un 95% de la propiedad de la contraparte.


Artículo 148. Ningún director, gerente, administrador, ejecutivo principal, liquidador, controlador, ni sus personas relacionadas, podrá aprovechar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad de que hubiese tenido conocimiento en su calidad de tal. Se entenderá por oportunidad comercial todo plan, proyecto, oportunidad u oferta exclusiva dirigida a la sociedad, para desarrollar una actividad lucrativa en el ámbito de su giro o uno complementario a él.


Los accionistas podrán utilizar para sí tales oportunidades comerciales cuando el directorio de la sociedad las haya previamente desechado, o si hubiere transcurrido un año desde la adopción del acuerdo de postergar o aceptar la oportunidad comercial, sin que se hubiese iniciado su desarrollo. 


Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y dará derecho a la sociedad o a los accionistas a pedir el reembolso, a favor de la sociedad, de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiere reportado al infractor y los demás perjuicios que se acrediten.


Artículo 149. Las disposiciones de este título serán aplicables tanto a las sociedades anónimas abiertas como a todas sus filiales, sin importar la naturaleza jurídica de éstas.”.


ARTÍCULO 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Comercio: 


1) Sustitúyense en el artículo 430, las expresiones que van desde “La sociedad” hasta “abierta”, por las siguientes: “La sociedad por acciones que durante más de 90 días seguidos tenga 500 o más accionistas o, a lo menos, el 10% de su capital suscrito pertenezca a un mínimo de 100 accionistas, excluidos los que individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, excedan dicho porcentaje, por el solo ministerio de la ley se transformará en una sociedad anónima”.


2) Intercálase, en el Título VII, del Libro II, a continuación del artículo 446, el siguiente párrafo 9, nuevo:

“§ 9. De las Agencias de Sociedades Extranjeras u otras Personas Jurídicas con Fines de Lucro


Artículo 447.- Para que una sociedad u otra persona jurídica con fines de lucro extranjera pueda constituir agencia en Chile, su agente o representante deberá protocolizar en una notaría del domicilio que ésta tendrá en Chile, en el idioma oficial del país de origen, traducidos al español si no estuvieren en ese idioma, los siguientes documentos emanados del país en que se haya constituido, debidamente legalizados: 


1) Los antecedentes que acrediten que se encuentra legalmente constituida de acuerdo a la ley del país de origen y un certificado de vigencia de la entidad; 


2) Copia auténtica de los estatutos vigentes, y 


3) Un poder general otorgado por la entidad al agente que ha de representarla en el país, en el que consten la personería del mandante y se exprese en forma clara y precisa que el agente obra en Chile bajo la responsabilidad directa de la entidad, con amplias facultades para ejecutar operaciones en su nombre y en que se le otorguen expresamente las facultades a que se refiere el inciso segundo del artículo 7° del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 448.- Por escritura pública de la misma fecha y ante el mismo notario ante el cual se efectúe la protocolización a que se refiere el artículo anterior, el agente deberá declarar a nombre de la entidad y con poder suficiente para ello:


1) El nombre con que la entidad funcionará en Chile y el objeto u objetos de ella;


2) Que la entidad conoce la legislación chilena y los reglamentos por los cuales habrán de regirse en el país, sus agencias, actos, contratos y obligaciones;


3) Que los bienes de la entidad quedan afectos a las leyes chilenas, especialmente para responder de las obligaciones que ella haya de cumplir en Chile;


4) Que la entidad se obliga a mantener en Chile bienes de fácil realización para atender a las obligaciones que hayan de cumplirse en el país;

5) Cuál es el capital efectivo que va a tener en el país para el giro de sus operaciones y la fecha y forma en que éste ha de ingresar en la caja de la agencia en Chile, y


6) Cuál es el domicilio de la agencia principal.


Artículo 449.- Un extracto de la protocolización y de la escritura a que se refieren los artículos precedentes, debidamente certificado por el notario respectivo, en que conste la fecha y número de la protocolización y de la escritura antes mencionada; el nombre de la entidad y aquel con que funcionará en Chile; el domicilio que tendrá en el país; el capital de la agencia y el nombre del agente o representante, deberá inscribirse en el Registro de Comercio correspondiente al domicilio de la agencia principal y publicarse, por una sola vez en el Diario Oficial; todo ello, dentro de los 60 días contados desde la fecha de la protocolización.


Artículo 450.- El agente deberá cumplir con las mismas formalidades señaladas en los artículos anteriores de este título, respecto de cualquiera modificación que se produzca en relación con los documentos o declaraciones a que estas disposiciones se refieren, excepto la mencionada en el número 4) del artículo 448. El agente deberá publicar el balance anual de la agencia en un diario del domicilio de ésta, dentro del cuatrimestre siguiente a la fecha del cierre del ejercicio.”.


3) Intercálase el siguiente artículo 507 bis:


“Artículo 507 bis.- La sociedad en comandita que durante más de 90 días seguidos tenga 500 o más accionistas o, a lo menos, el 10% de su capital suscrito pertenezca a un mínimo de 100 accionistas, excluidos los que individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, excedan dicho porcentaje, por el solo ministerio de la ley se transformará en una sociedad anónima, siéndole totalmente aplicables las disposiciones pertinentes de dicha ley, las que en este caso prevalecerán sobre el estatuto social. La siguiente junta de accionistas deberá resolver las adecuaciones que reflejen la nueva modalidad social y elegir los miembros del directorio que continuará la administración.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero transitorio.- Las modificaciones que introduce esta ley regirán a contar del 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo transitorio.- La inscripción de las entidades inscritas en el Registro de Valores que no sean emisores de valores de oferta pública a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley será cancelada, pero pasarán a formar parte y quedarán inscritas, por el solo ministerio de la ley, en el registro especial de otras entidades informantes referido en el artículo 7°, incorporado por esta ley en la de Mercado de Valores, sin que ello genere derecho a retiro en favor de los accionistas de la sociedad. Para todos los efectos legales que correspondan, se considerará como día de inscripción en el referido registro especial de las entidades antes indicadas, el registro al sexagésimo día de la dictación de la norma de carácter general que deberá dictar la Superintendencia de Valores y Seguros para regular la obligación y requisitos de inscripción de las entidades informantes y sus correspondientes obligaciones de información y publicidad.


Artículo tercero transitorio.- Los que hayan incurrido en alguna de las conductas tipificadas en el artículo 61 de la Ley 18.045 con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, permanecerán sujetos al texto legal del artículo vigente a esta fecha, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 18 del Código Penal.


Artículo cuarto transitorio.- Lo dispuesto en el número 3) del ARTÍCULO 3º de esta ley regirá a contar del día 1° de enero de 2011.


Artículo quinto transitorio.- La exigencia de inscripción en el Registro de Inspectores de Cuenta y Auditores Externos de la Superintendencia a que se refiere el artículo 53 de la ley 18.046, regirá a contar del 1° de enero de 2011.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario, creada por la ley N° 20.135, y crea bonificación adicional para los funcionarios municipales que indica, con 

segundo informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta la renovación de la bonificación por retiro voluntario, creada por la ley Nº 20.135, y otorga bonificación adicional para los funcionarios municipales que indica, Boletín N° 6.541-05.


Añade que la Comisión informante deja testimonio, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 2°, 4°, 5° y 6° permanentes, y primero, segundo y tercero transitorios, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo cual mantienen el mismo texto acogido en general, debiendo darse por aprobados, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión y votación.
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -



Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión efectuó dos modificaciones al texto aprobado en general, las que fueron acogidas por unanimidad, por lo que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.



Al respecto, destaca que la Comisión informante propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°



Sustituir su inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 1º.- Facúltase a los municipios para renovar, hasta por un total de 3.400 cupos, la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.135, para los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980 y por la ley N° 18.883, que fija el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales que, entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 65 años de edad, sí son hombres y en el caso de las mujeres, desde que cumplan 60 y hasta los 65 años de edad, y que cesen en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria, en los plazos a que se refiere el artículo 3° de la presente ley. Con todo, las edades referidas deberán cumplirse a más tardar el 31 de diciembre de 2010.”.

Artículo 3°

Inciso primero



Sustituir su segunda oración por la siguiente: “Respecto de quienes a la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el artículo siguiente tengan 65 o más años de edad, el plazo de 120 días se computará desde la referida publicación.”.

- - -



En discusión dichas modificaciones, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei.



Cerrado el debate y puestas en votación tales enmiendas, son aprobadas por 26 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Facúltase a los municipios para renovar, hasta por un total de 3.400 cupos, la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.135, para los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, y por la ley N° 18.883, que fija el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, que entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 65 años de edad, si son hombres, y en el caso de las mujeres, desde que cumplan 60 y hasta los 65 años de edad, y que cesen en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria, en los plazos a que se refiere el artículo 3° de la presente ley. Con todo, las edades referidas deberán cumplirse a más tardar el 31 de diciembre de 2010.


Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso anterior podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.


Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio de este mismo decreto ley, según corresponda.


Igualmente, podrán acceder a la bonificación a que se refiere el inciso primero de este artículo, los funcionarios municipales que obtengan o hayan obtenido, entre el 1 de enero de 2009 y 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, o que hayan cesado o cesen en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas por el inciso primero de este artículo para impetrar el beneficio.


Artículo 2°.- El departamento de personal o la unidad que desempeñe dichas tareas en el municipio respectivo, efectuará la verificación de los requisitos para acceder a la bonificación de retiro dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de presentación de la solicitud al beneficio.


Tratándose de los funcionarios a que se refiere el inciso cuarto del artículo anterior, la solicitud para impetrar el beneficio se deberá presentar al alcalde del municipio en el que hubieren cesado en funciones, en los plazos y condiciones que se señalan en el artículo siguiente.


En el curso del primer año de vigencia de la presente ley sólo se podrá conceder la bonificación hasta en un máximo de 1.600 cupos. Los restantes cupos así como los que no hubieren sido utilizados durante dicho período se podrán conceder el segundo año de vigencia de la presente ley.


El monto, base de cálculo, complemento, características, exigencias, restricciones, modalidades y procedimiento previstos en la ley N° 20.135, se aplicarán, en cuanto fueren procedentes, para el otorgamiento de la  bonificación a que se refiere este artículo.


Artículo 3°.- La bonificación a que se refiere el artículo primero se concederá sólo en la medida que el personal que cumpla los requisitos para acceder a ella haga efectiva su renuncia voluntaria al cargo o al total de horas que sirve, dentro de los 120 días siguientes al cumplimiento de las edades a que se refiere el inciso primero del artículo primero. Respecto de quienes a la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el artículo siguiente tengan 65 o más años de edad, el plazo de 120 días se computará desde la referida publicación.


El funcionario que  no cese en su cargo dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.


Artículo 4°.- Un reglamento expedido a través del Ministerio del Interior, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá el procedimiento y modalidades para la concesión de la bonificación, así como las normas de precedencia de las municipalidades para acceder a los anticipos a que se refiere el artículo tercero transitorio de esta ley y, en general, toda otra norma necesaria para la correcta aplicación del otorgamiento de la bonificación a que se refieren los artículos anteriores.


Artículo 5º.- Los funcionarios municipales a quienes se conceda la bonificación a que se refieren los artículos anteriores tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 527 Unidades de Fomento en el caso de los beneficiarios que pertenezcan o hayan pertenecido a las plantas de profesionales, directivos y jefaturas y de 395 Unidades de Fomento, para los beneficiarios que pertenezcan o hayan pertenecido a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. Para estos efectos se tomará la unidad de fomento vigente a la fecha del pago del beneficio.


Los montos a que se refiere el inciso anterior son para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté contratado cada trabajador si esta última fuere inferior.


Con todo, el máximo de horas semanales para calcular el valor de la bonificación adicional será de cuarenta y cuatro, y el personal que esté contratado por una jornada mayor o desempeñe funciones en más de un municipio con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrá derecho a una bonificación adicional correspondiente a las referidas cuarenta y cuatro horas semanales.


Esta bonificación adicional, será de cargo fiscal y se pagará conjuntamente con la bonificación a que se refieren los artículos anteriores, cuando corresponda. No será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


Igualmente, tendrán derecho a esta bonificación adicional los funcionarios municipales que se hayan acogido a la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.135.


Los funcionarios a que se refiere el inciso anterior, para acceder a la bonificación adicional de este artículo, presentarán sus solicitudes ante el alcalde de la municipalidad en la cual hubieren cesado en funciones, a partir del día 1 del mes siguiente a la publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2010. Con todo, si dichos funcionarios no presentan las solicitudes para acceder a la bonificación dentro del plazo indicado, se entenderá que renuncian irrevocablemente a dicho beneficio. Respecto de estos funcionarios, la bonificación se devengará y pagará a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la concede.


Asimismo, podrán acceder a la bonificación a que se refiere este artículo, hasta por un total de 150 cupos, los funcionarios que, postulando al beneficio a que se refiere el artículo 1° de la presente ley, no accedan a él por falta de cupos, habiendo igualmente cesado en funciones.


Para acceder a la bonificación los funcionarios a que se refiere el inciso anterior deberán presentar su solicitud ante el alcalde de la municipalidad en la que hayan cesado en funciones, entre el 2 y el 31 de enero del año 2011, acreditando haber postulado en tiempo y forma al beneficio a que se refiere el artículo 1º de esta ley sin poder acceder a él por falta de cupos. Respecto de estos funcionarios, la bonificación se devengará y pagará a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la concede.


Efectuada la verificación de requisitos a que se refiere el inciso anterior, el municipio respectivo deberá, en un plazo no superior a cinco días hábiles, remitir la nómina a la Subsecretaría de Desarrollo Regional, quien deberá determinar la disponibilidad de cupos en función del monto máximo consignado en el inciso séptimo del presente artículo.


Artículo 6°.- Tanto la bonificación a que se refiere el artículo 1° de la presente ley como la adicional contemplada en el artículo anterior serán incompatibles con toda indemnización que por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones pudiere corresponderle al funcionario, con la sola excepción del beneficio contemplado en la ley N° 20.305 y del desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio de la ley N° 18.883, respecto a quienes resulte actualmente aplicable.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- El mayor gasto que represente la aplicación del artículo 1° de esta ley será de cargo municipal. En tanto la bonificación adicional contemplada en el artículo 5° de la presente ley será de cargo fiscal. Para efectos de concurrir a dicho financiamiento, el Fisco aportará a las municipalidades, durante el primer año de vigencia de esta ley, la suma de 17 mil millones de pesos. En el segundo año de vigencia dicho aporte ascenderá a la suma de 17 mil quinientos millones de pesos.


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, mediante resolución, que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipio le corresponda en dicha distribución, considerando el costo real de las personas que se acojan a la bonificación adicional que establece el artículo 5° de la presente ley. Para estos efectos, los municipios deberán acreditar, mediante certificación de los respectivos secretarios municipales, el número total de funcionarios que se acojan a dicha bonificación y el costo del referido beneficio.


Las municipalidades sólo podrán destinar los fondos transferidos en virtud de este artículo al pago de la bonificación adicional a que se refiere el artículo 5° de la presente ley.


La no destinación de los fondos transferidos a los fines a que se refiere el inciso anterior será sancionada de acuerdo a la escala de penas establecida en el artículo 233 del Código Penal.


Artículo segundo.- El plazo establecido en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.305 para impetrar el beneficio contemplado en dicha norma, excepcionalmente, para el personal que tenga derecho a acceder a las bonificaciones a que se refieren los artículos 1° y 5° de la presente ley, se computará desde la entrada en vigencia de esta última.


Artículo tercero.- Extiéndese, durante la vigencia del artículo 1° de esta ley y con el fin de pagar la bonificación que en él se establece, la facultad concedida por el artículo 8° de la ley N° 20.198 a los municipios para solicitar anticipos de la participación que corresponda a las municipalidades en el Fondo Común Municipal.


Sin perjuicio de lo que establezcan los convenios que se celebren en virtud de la facultad a que se refiere el inciso anterior, el número de cuotas mensuales en las que deberá ser devuelto el anticipo otorgado no podrá ser inferior a cuarenta y ocho. Con todo, las municipalidades podrán solicitar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo  que la devolución de tal anticipo, pueda efectuarse en un plazo menor al señalado.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud, con informe de la Comisión de 

Gobierno, Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre creación del Ministerio del Deporte y de la Juventud, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 5.697-29.



Añade que su objetivo principal es la creación del citado Ministerio, el cual contará con una Subsecretaría del Deporte y otra de la Juventud. Tal Cartera de Estado será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en estas materias.



Agrega que la Comisión discutió el proyecto sólo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag. El texto acordado es el mismo que despachó la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.



Resalta que para la discusión en particular, la iniciativa también debe ser analizada por la Comisión de Hacienda.



Destaca, finalmente, que los artículos 2°, 4°, 6° numerales 1), 7), 9), 16), 17) y 18), el artículo 7° numeral 8), y el artículo 10, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 131 N° 7 del Reglamento del Senado, solicita que el proyecto vuelva a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para un nuevo primer informe.



Sobre el particular, el señor Presidente otorga la palabra a la señora Ministra Secretaria General de Gobierno.



Seguidamente, recaba el acuerdo unánime de la Sala para acoger la petición formulada, a fin de que la referida Comisión elabore un nuevo primer informe, discutiendo esta iniciativa en general y en particular, lo que así se acuerda.



Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje, con segundo informe de las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, 

unidas, e informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre modificación de la ley de fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.392-09.


Añade que las Comisiones informantes dejan constancia de que todas las normas del proyecto fueron objeto de indicaciones o de modificaciones.



Agrega que las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas, efectuaron diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad, con excepción de dos de ellas que serán votadas oportunamente. Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó tres enmiendas al texto que despacharon aquéllas, las que se acogieron en forma unánime.



Destaca que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, las modificaciones aprobadas unánimemente deben votarse sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.


Luego, resalta que las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas, proponen aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO

N° 1)

Letra a)



Sustituirla, por la siguiente:



“a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:



“Artículo 1°.- El Estado, por intermedio de la Comisión Nacional de Riego, bonificará el costo de estudios, construcción y rehabilitación de obras de riego o drenaje, y las inversiones en equipos y elementos de riego mecánico o de generación, siempre que se ejecuten para incrementar el área de riego, mejorar el abastecimiento de agua en superficies regadas en forma deficitaria, mejorar la calidad y la eficiencia de la aplicación del agua de riego o habilitar suelos agrícolas de mal drenaje y, en general, toda obra de puesta en riego u otros usos asociados directamente a las obras de riego bonificadas, habilitación y conexión, cuyos proyectos sean seleccionados y aprobados en la forma que se establece en esta ley.”.”.

Letra b)



Reemplazarla, por la siguiente:



“b) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual inciso segundo, a ser quinto:



“La bonificación del Estado a que se refiere esta ley se aplicará de la siguiente manera:



a) A los pequeños productores  agrícolas a quienes la ley orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario defina como tales, tendrán derecho a una bonificación máxima del 90%;



b) A los postulantes de una superficie de riego hasta 40 hectáreas ponderadas, podrán postular a una bonificación máxima de 80%;



c) A los postulantes de una superficie de riego ponderada de más de 40 hectáreas, se les aplicará una bonificación máxima de 70%.



Hasta un dos por ciento de los recursos anuales disponibles para bonificaciones, será destinado a concursos de agricultores que superen las doscientas hectáreas ponderadas de superficie, debiendo la Comisión Nacional de Riego llamar a concursos especiales para este efecto.



La tabla de conversión de hectáreas físicas a hectáreas ponderadas deberá estar incorporada al Reglamento de esta ley y podrá ser modificada por el Consejo de Ministros de la Comisión.”.”.

Letra c)



Sustituir su encabezamiento, por el siguiente:



“c) Agrégase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser séptimo:”.

Letra d)



Reemplazarla, por la siguiente:



“d) Sustitúyese el inciso final, por los siguientes:



“La suma del costo de las obras y el monto de las inversiones a que se refieren los incisos anteriores para efectos de la bonificación no podrá exceder de 12.000 unidades de fomento, sin perjuicio de que el costo total de la obra pueda ser mayor.



En todo caso el aporte en los proyectos intraprediales se calculará sobre un máximo de 12.000 unidades de fomento, siendo la diferencia de cargo del postulante.



En el caso en que los postulantes sean organizaciones de usuarios definidas por el Código de Aguas o comunidades de aguas y de obras de drenaje que hayan iniciado su proceso de constitución, podrán presentar proyectos de un valor de hasta 30.000 unidades de fomento, que beneficien en conjunto a sus asociados, comuneros o integrantes.”.”.

Nº 2)



Sustituirlo, por el siguiente:



“2) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 2º, la expresión “incluidas las comunidades no organizadas que hayan” por “incluidas las que han”.”.

N° 3)



Sustituirlo, por el siguiente:



“3) Reemplázase el artículo 3º, por el siguiente:



“Artículo 3°.- La Comisión Nacional de Riego deberá asignar al Instituto de Desarrollo Agropecuario, de acuerdo a las disponibilidades presupuestarias para este objeto, los recursos para prefinanciar el monto de la bonificación aprobada, los costos de estudio de los proyectos, construcción y rehabilitación de las obras de riego o drenaje, presentadas por pequeños productores agrícolas, a que se refiere la letra a) del inciso segundo del artículo 1º de esta ley, y las organizaciones de usuarios y comunidades no organizadas integradas a lo menos por el 70% de dicho tipo de agricultores.



Las organizaciones de usuarios y comunidades de agua o de obras de drenaje no organizadas, integradas a lo menos por un 70% de agricultores a que se refieren las letras a) y b) del inciso segundo del artículo 1º de esta Ley, podrán optar a un máximo de 90% de bonificación y las que estén integradas por un porcentaje menor podrán optar hasta un máximo de 80%.



La Comisión podrá definir programas especiales para bonificar los proyectos de riego de agricultores considerados en las letras a) y b) del inciso segundo del artículo 1º de esta ley, cuyo costo total no sea superior a 400 unidades de fomento. Podrá, también, para tales efectos, asignar y transferir al Instituto de Desarrollo Agropecuario los recursos necesarios que se requieran. La Comisión podrá definir condiciones especiales para la adecuada asignación de estos recursos entre sus potenciales beneficiarios.



No serán susceptibles de la bonificación establecida en esta ley, los gastos correspondientes a la adquisición de maquinaria e implementos necesarios para construir, instalar, o reparar obras de riego o de drenaje, o equipos e implementos para fabricar, instalar o reparar elementos de riego mecánico.



Asimismo, no serán objeto de bonificación los gastos habituales de operación y mantención de las obras, equipos y elementos a que se refiere el inciso anterior, existentes o que se construyan o adquieran mediante la aplicación de esta ley.”.”.

N° 4)



Sustituirlo, por el siguiente:



“4) Reemplázase el artículo 4º, por el siguiente:



“Artículo 4°.- La Comisión Nacional de Riego llamará, a lo menos trimestralmente, a concursos públicos a los cuales podrán postular con sus proyectos los potenciales beneficiarios a que se refiere el artículo 2°. Los proyectos deberán ser suscritos por personas previamente calificadas e inscritas en el Registro de Consultores de la Comisión Nacional de Riego. En ningún caso se financiarán con cargo a los fondos a que se refiere esta ley, proyectos que no hayan participado en dichos concursos.



No obstante lo anterior, cualquier potencial beneficiario podrá iniciar la construcción de un proyecto de riego o de drenaje sin haberse postulado previamente a los concursos de esta ley, si las condiciones climáticas, de terreno, agronómicas u otras, así lo hicieren necesario, pudiendo postular posteriormente a cualquier concurso, bastando para ello acreditar ante la Comisión su calidad de obra nueva, mediante aviso previo a su ejecución, dentro del plazo de dos años anteriores al concurso al que postulen.



La Comisión llamará a concursos en conjunto o separadamente para bonificar proyectos de riego o de drenaje de los productores agrícolas definidos en las letras a), b) o c) del inciso segundo del artículo 1º de esta ley, organizaciones y comunidades señaladas en el artículo 3°, debiendo mantener la condición de concursabilidad conforme a esos mismos tramos.  Además, podrá llamar separadamente a concursos destinados a beneficiar proyectos de regiones o zonas determinadas, proyectos de captación de aguas subterráneas y otros que la Comisión determine, en atención a circunstancias calificadas. La Comisión llamará anualmente a un número similar de concursos para los productores definidos en el inciso segundo del artículo 1º.



La selección de los proyectos concursantes se hará determinando para cada uno de ellos un puntaje que definirá su orden de prioridad. Dicho puntaje tendrá en cuenta la ponderación de los siguientes factores:



a) Porcentaje del costo de ejecución del proyecto que será de cargo del interesado.



b) Superficie de nuevo riego que incorpora el proyecto o su equivalente cuando el proyecto consulte mejoramiento de la seguridad de riego.



c) Superficie de suelos improductivos por su mal drenaje que incorpora el proyecto a un uso agrícola sin restricciones de drenaje, o su equivalente cuando sólo se trate de un mejoramiento de la capacidad de uso de ellos.



d) Costo total de ejecución del proyecto por hectárea beneficiada.



e) Incremento de la potencialidad de los suelos que se regarán o drenarán, según la comuna en que se encuentren ubicados.”.”.

N° 5)



Sustituirlo, por el siguiente:



“5) En el artículo 5º, elimínase el inciso séptimo, pasando sus incisos octavo, noveno y décimo, a ser incisos séptimo, octavo y noveno, sin enmiendas, respectivamente.”.

Contemplar como numerales 6, 7 y 8, nuevos, los siguientes:



“6) Incorpórase el siguiente artículo 6° bis, nuevo:



“Artículo 6° bis.- La Comisión, una vez establecidas las normas técnicas chilenas de calidad de equipos y elementos de riego mecánico a través del Instituto Nacional de Normalización, deberá exigir el cumplimiento de ellas en los proyectos de riego y drenaje que se presenten a los concursos de esta ley.”.



7) Sustitúyese, en la segunda parte del inciso primero del artículo 7°, la expresión “hasta el 1 de enero de 2010” por la siguiente “durante la vigencia de esta ley”.



8) Agrégase, al artículo 8°, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“La Comisión Nacional de Riego podrá contratar a empresas u organismos especializados, mediante licitación pública, la realización de estudios necesarios para dimensionar la capacidad y comportamiento de acuíferos de aguas subterráneas que puedan estar disponibles para riego.”.”.

Nº 6)



Pasa a ser numeral 9), reemplazado por el siguiente:



“9) Sustitúyese el artículo 12, por el siguiente:



“Artículo 12.- Los predios agrícolas beneficiados con las obras a que se refiere esta ley, gozarán de la franquicia establecida en la letra A) del artículo 1° de la ley N° 17.235, pero reduciendo el tiempo de exención en el mismo porcentaje en que se subvencione el costo de la obra.



En caso de un cambio de uso de suelo de predios beneficiados por esta ley, que hubiere sido solicitado por el propietario para otros fines, éste deberá restituir la bonificación percibida deduciendo en forma proporcional el tiempo de permanencia efectiva de las obras bonificadas, sobre el plazo total a que se refiere el artículo 14 de este cuerpo legal, restitución que se efectuará en las condiciones que determine el reglamento.



Igual situación se aplicará a los agricultores de predios bonificados que eliminen o cambien de cultivo para el cual se asignó el subsidio, dejando sin aplicación los equipos de riego bonificados.”.”.

Nº 7)



Pasa a ser numeral 10), reemplazado por el siguiente:



“10) Modifícase el artículo 13, en el siguiente sentido:



a) Agrégase en el inciso primero, después de la expresión “proporcione”, la palabra “maliciosamente”.



b) Reemplázase, en el inciso tercero, el vocablo “Letras” por “Garantía”.



c) Elimínase, en el inciso cuarto, la expresión “respecto de los antecedentes técnicos y costos de dicho proyecto,”.”.

Nº 8)



Pasa a ser numeral 11), reemplazado por el siguiente:



“11) Modifícase el artículo 14, de la siguiente forma:



a) Agrégase en el inciso primero del artículo 14, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “En el caso de equipos móviles, la Comisión podrá autorizar su uso en predios distintos del predio original del proyecto, siempre y cuando éste pertenezca o sea dado en usufructo, fideicomiso, uso, arrendamiento u otra forma legítima de explotación por terceros, por el titular del proyecto o por sus sucesores legales, en las condiciones que establezca el Reglamento.”.



b) Reemplázase, en el inciso segundo, el vocablo “Letras” por “Garantía”.”.

Nº 9)



Suprimirlo.

Nº 10)



Pasa a ser numeral 12), sin enmiendas.

Nº 11)



Pasa a ser numeral 13, sin enmiendas.

Contemplar como numeral 14, nuevo, el siguiente:



“14) Introdúcese el siguiente artículo primero transitorio, nuevo:



“Artículo primero transitorio.- En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 4º de esta ley, existirá un plazo de 18 meses a contar de su vigencia, para que los consultores interesados en presentar proyectos puedan inscribirse en el Registro de Consultores de la Comisión Nacional de Riego. Mientras ello no ocurra, continuará operando el Registro de Consultores de la Dirección General de Obras Públicas.”.”.



A su vez, la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto despachado por las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO ÚNICO

Numeral 4)

Inciso primero



Agregar, a continuación del primer punto seguido, la oración “Créase en virtud de esta ley el Registro Público Nacional de Consultores de la Comisión Nacional de Riego.”, y sustituir la expresión “inscritas en el Registro de Consultores de la Comisión Nacional de Riego” por “inscritas en dicho Registro”.

Numeral 9)

Inciso tercero



Sustituir la expresión “dejando” por la frase “si a consecuencia de ello se deja”.

Numeral 11)

Letra a)



Reemplazar el párrafo que se agrega en el artículo 14, por el siguiente:



“En el caso de equipos móviles, la Comisión podrá autorizar su uso en predios distintos del predio original del proyecto, siempre y cuando este predio pertenezca al titular del proyecto o sea explotado por él o sus sucesores legales en virtud de un contrato de arrendamiento, usufructo, fideicomiso, uso u otra forma legítima de explotación, en las condiciones que establezca el Reglamento.”.

- - -



Puestas en votación las modificaciones adoptadas por consenso, la Sala las aprueba por unanimidad.
- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas consistentes en reemplazar la letra b) del número 1) y en suprimir el número 9) del ARTÍCULO ÚNICO del proyecto, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Longueira, Orpis, Sabag, Prokurica y Muñoz Barra.



Cerrado el debate y puestas en votación estas modificaciones, son aprobadas por 25 votos a favor y uno en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Núñez, Longueira y Ávila.



Vota por la negativa, fundamentando su decisión, el Honorable Senador señor Gazmuri.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje:



1) Sustitúyese el artículo 1°, por el siguiente:



“Artículo 1°.- El Estado, por intermedio de la Comisión Nacional de Riego, bonificará el costo de estudios, construcción y rehabilitación de obras de riego o drenaje y las inversiones en equipos y elementos de riego mecánico o de generación, siempre que se ejecuten para incrementar el área de riego, mejorar el abastecimiento de agua en superficies regadas en forma deficitaria, mejorar la calidad y la eficiencia de la aplicación del agua de riego o habilitar suelos agrícolas de mal drenaje y, en general, toda obra de puesta en riego u otros usos asociados directamente a las obras de riego bonificadas, habilitación y conexión, cuyos proyectos sean seleccionados y aprobados en la forma que se establece en esta ley.



La bonificación del Estado a que se refiere esta ley se aplicará de la siguiente manera:



a) Los pequeños productores agrícolas a quienes la ley orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario defina como tales tendrán derecho a una bonificación máxima del 90%.



b) Los postulantes de una superficie de riego hasta 40 hectáreas ponderadas podrán postular a una bonificación máxima de 80%.



c) A los postulantes de una superficie de riego ponderada de más de 40 hectáreas se les aplicará una bonificación máxima de 70%.



Hasta un dos por ciento de los recursos anuales disponibles para bonificaciones será destinado a concursos de agricultores que superen las doscientas hectáreas ponderadas de superficie, debiendo la Comisión Nacional de Riego llamar a concursos especiales para este efecto.



La tabla de conversión de hectáreas físicas a hectáreas ponderadas deberá estar incorporada al Reglamento de esta ley y podrá ser modificada por el Consejo de Ministros de la Comisión.



Asimismo, se bonificarán los gastos que involucren la organización de comunidades de aguas y de obras de drenaje a que hace referencia el inciso tercero del artículo 2°.



La Comisión considerará objetivos ambientales en los proyectos de riego bonificados por la ley, siendo susceptibles de bonificación las inversiones cuyos sistemas productivos impidan la degradación del suelo, de la bio diversidad o cualquier tipo de daño ambiental, de acuerdo a las condiciones que determinen la ley Nº 19.300 y el Reglamento de la ley Nº 18.450.



Excepcionalmente, en casos calificados por la Comisión Nacional de Riego, podrán bonificarse como proyectos anexos a los de riego propiamente tales, obras destinadas a solucionar problemas de agua en el sector pecuario y otros relacionados con el desarrollo rural de los predios o sistemas de riego que se acojan a los beneficios de esta ley.



La suma del costo de las obras y el monto de las inversiones a que se refieren los incisos anteriores para efectos de la bonificación no podrá exceder de 12.000 unidades de fomento, sin perjuicio de que el costo total de la obra pueda ser mayor.



En todo caso el aporte en los proyectos intraprediales se calculará sobre un máximo de 12.000 unidades de fomento, siendo la diferencia de cargo del postulante.



En el caso en que los postulantes sean organizaciones de usuarios definidas por el Código de Aguas o comunidades de aguas y de obras de drenaje que hayan iniciado su proceso de constitución, podrán presentar proyectos de un valor de hasta 30.000 unidades de fomento, que beneficien en conjunto a sus asociados, comuneros o integrantes.”.



2) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 2º, la frase “incluidas las comunidades no organizadas que hayan” por “incluidas las que han”.



3) Sustitúyese el artículo 3º, por el siguiente:



“Artículo 3°.- La Comisión Nacional de Riego deberá asignar al Instituto de Desarrollo Agropecuario, de acuerdo a las disponibilidades presupuestarias para este objeto, los recursos para prefinanciar el monto de la bonificación aprobada, los costos de estudio de los proyectos y la construcción y rehabilitación de las obras de riego o drenaje presentadas por los pequeños productores agrícolas a que se refiere la letra a) del inciso segundo del artículo 1º de esta ley y las organizaciones de usuarios y comunidades no organizadas, integradas a lo menos por el 70% de dicho tipo de agricultores.



Las organizaciones de usuarios y comunidades de agua o de obras de drenaje no organizadas, integradas a lo menos por un 70% de agricultores, a que se refieren las letras a) y b) del inciso segundo del artículo 1º de esta ley, podrán optar a un máximo de 90% de bonificación. Las que estén integradas por un porcentaje menor podrán optar hasta un máximo de 80% de bonificación.



La Comisión podrá definir programas especiales para bonificar los proyectos de riego de agricultores considerados en las letras a) y b) del inciso segundo del artículo 1º de esta ley, cuyo costo total no sea superior a 400 unidades de fomento. Podrá también, para tales efectos, asignar y transferir al Instituto de Desarrollo Agropecuario los recursos necesarios que se requieran. La Comisión podrá definir condiciones especiales para la adecuada asignación de estos recursos entre sus potenciales beneficiarios.



No serán susceptibles de la bonificación establecida en esta ley los gastos correspondientes a la adquisición de maquinaria e implementos necesarios para construir, instalar o reparar obras de riego o de drenaje, o de equipos e implementos para fabricar, instalar o reparar elementos de riego mecánico.



Asimismo, no serán objeto de bonificación los gastos habituales de operación y mantención de las obras, equipos y elementos a que se refiere el inciso anterior, existentes o que se construyan o adquieran mediante la aplicación de esta ley.”.



4) Reemplázase el artículo 4º, por el que sigue:



“Artículo 4°.- La Comisión Nacional de Riego llamará, a lo menos trimestralmente, a concursos públicos a los cuales podrán postular con sus proyectos los potenciales beneficiarios a que se refiere el artículo 2°. Créase en virtud de esta ley el Registro Público Nacional de Consultores de la Comisión Nacional de Riego. Los proyectos deberán ser suscritos por personas previamente calificadas e inscritas en dicho Registro. En ningún caso se financiarán con cargo a los fondos a que se refiere esta ley proyectos que no hayan participado en dichos concursos.



No obstante lo anterior, cualquier potencial beneficiario podrá iniciar la construcción de un proyecto de riego o de drenaje sin haber postulado previamente a los concursos de esta ley, si las condiciones climáticas, de terreno, agronómicas u otras así lo hicieren necesario y podrá postular posteriormente a cualquier concurso, bastando para ello acreditar ante la Comisión la calidad de obra nueva, mediante aviso previo a su ejecución, dentro del plazo de dos años anteriores al concurso al que postule.



La Comisión llamará a concursos en conjunto o separadamente para bonificar proyectos de riego o de drenaje de los productores agrícolas definidos en las letras a), b) y c) del inciso segundo del artículo 1º de esta ley, y de las organizaciones y comunidades señaladas en el artículo 3°, debiendo mantener la condición de concursabilidad conforme a esos mismos tramos. Además, podrá llamar separadamente a concursos destinados a beneficiar proyectos de regiones o zonas determinadas, proyectos de captación de aguas subterráneas y otros que la Comisión determine, en atención a circunstancias calificadas. La Comisión llamará anualmente a un número similar de concursos para los productores definidos en el inciso segundo del artículo 1º.



La selección de los proyectos concursantes se hará determinando para cada uno de ellos un puntaje que definirá su orden de prioridad. Dicho puntaje tendrá en cuenta la ponderación de los siguientes factores:



a) Porcentaje del costo de ejecución del proyecto que será de cargo del interesado.



b) Superficie de nuevo riego que incorpora el proyecto o su equivalente cuando el proyecto consulte mejoramiento de la seguridad de riego.



c) Superficie de suelos improductivos por su mal drenaje que incorpora el proyecto a un uso agrícola sin restricciones de drenaje o su equivalente cuando sólo se trate de un mejoramiento de la capacidad de uso de ellos.



d) Costo total de ejecución del proyecto por hectárea beneficiada.



e) Incremento de la potencialidad de los suelos que se regarán o drenarán, según la comuna en que se encuentren ubicados.



5) Elimínase el inciso séptimo del artículo 5°, pasando sus incisos octavo, noveno y décimo a ser incisos séptimo, octavo y noveno, respectivamente, sin enmiendas.



6) Incorpórase el siguiente artículo 6° bis, nuevo:



“Artículo 6° bis.- Una vez establecidas las normas técnicas chilenas de calidad de equipos y elementos de riego mecánico por medio del Instituto Nacional de Normalización, la Comisión Nacional de Riego deberá exigir su cumplimiento en los proyectos de riego y drenaje que se presenten a los concursos de esta ley.”.



7) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 7°, la frase “hasta el 1 de enero de 2010” por “durante la vigencia de esta ley”.



8) Agrégase, al artículo 8°, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“La Comisión Nacional de Riego podrá contratar, mediante licitación pública, la realización de estudios necesarios para dimensionar la capacidad y comportamiento de acuíferos de aguas subterráneas que puedan estar disponibles para riego, a empresas u organismos especializados.”.



9) Modifícase el artículo 12, de la siguiente forma:



a) Sustitúyese el inciso segundo, por el que sigue:



“En caso de un cambio de uso de suelo de predios beneficiados por esta ley, que hubiere sido solicitado por el propietario para otros fines, éste deberá restituir la bonificación percibida deduciendo en forma proporcional el tiempo de permanencia efectiva de las obras bonificadas, sobre el plazo total a que se refiere el artículo 14 de este cuerpo legal, restitución que se efectuará en las condiciones que determine el reglamento.”.



b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Igual situación se aplicará a los agricultores de predios bonificados que eliminen o cambien de cultivo para el cual se asignó el subsidio, si a consecuencia de ello se deja sin aplicación los equipos de riego bonificados.”.



10) Modifícase el artículo 13, de la siguiente forma:



a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “proporcione”, el vocablo “maliciosamente”.



b) Reemplázase, en el inciso tercero, la voz “Letras” por “Garantía”.



c) Elimínase, en el inciso cuarto, la frase “respecto de los antecedentes técnicos y costos de dicho proyecto,”.



11) Modifícase el artículo 14, de la siguiente forma:



a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “En el caso de equipos móviles, la Comisión podrá autorizar su uso en predios distintos del predio original del proyecto, siempre y cuando este predio pertenezca al titular del proyecto o sea explotado por él o sus sucesores legales en virtud de un contrato de arrendamiento, usufructo, fideicomiso, uso u otra forma legítima de explotación, en las condiciones que establezca el Reglamento.”.



b) Reemplázase, en el inciso segundo, la voz “Letras” por “Garantía”.



12) Sustitúyese, en el artículo 17, la frase “con la firma, además de los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Hacienda, de Obras Públicas, y de Planificación y Cooperación” por la siguiente: “previa aprobación del Consejo de Ministros de la Comisión Nacional de Riego”.

Disposiciones transitorias



Artículo 1° transitorio.- En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 4º de la ley N° 18.450, existirá un plazo de 18 meses a contar de la vigencia de esta ley para que los consultores interesados en presentar proyectos puedan inscribirse en el Registro de Consultores de la Comisión Nacional de Riego. Mientras ello no ocurra, continuará operando el Registro de Consultores de la Dirección General de Obras Públicas.



Artículo 2° transitorio.- Prorrógase la vigencia de la ley N° 18.450, por el plazo de 12 años a contar de la fecha de publicación de esta ley.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, con el fin de establecer el derecho a un permiso para ausentarse del trabajo en caso de enfermedad o accidente grave del cónyuge del trabajador, con informe de la Comisión de Trabajo 

y Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código del Trabajo, con el fin de establecer el derecho a un permiso para ausentarse de las labores en caso de enfermedad o accidente grave del cónyuge del trabajador, y que tiene el Boletín N° 5.591-13.



Añade que su objetivo es establecer para el trabajador cuyo cónyuge o conviviente requiera atención personal con motivo de un accidente grave, de una enfermedad terminal en su etapa final o de una enfermedad grave con riesgo de muerte, el derecho a un permiso para ausentarse del trabajo.


La Comisión informante discutió la Moción tanto en general cuanto en particular, por tratarse de aquellas de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto.
- - -


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei, quien, a nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de esta iniciativa.


Luego, el señor Presidente pone en primera discusión el proyecto, recabando el asentimiento de la Sala para que el señor Vicepresidente pueda referirse al mismo desde la testera, lo que así se acuerda.


Ofrecida la palabra en primera discusión, hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Bianchi, Muñoz Aburto y Girardi.


Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de la iniciativa.

________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos, con informe de la 

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas para incentivar la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos, que tiene el Boletín N° 6.498-05.



Añade que su objetivo principal es otorgar a los funcionarios del referido Servicio una bonificación anual ligada a la calidad de atención a los usuarios, la que será medida por el Índice de Satisfacción Neta. Asimismo, se amplía el ámbito de aplicación de la asignación por supervisión a los funcionarios que, sin tener el carácter de jefatura de planta, realicen labores de supervisión en cargos de contrata.


Destaca que la Comisión de Hacienda discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag, sobre la base del mismo texto que despachó la Honorable Cámara de Diputados.


Resalta que el referido órgano técnico recibió en audiencia a los representantes de la Asociación de Fiscalizadores del Servicio de Impuestos Internos y de la Asociación Nacional de Funcionarios de Impuestos Internos, quienes expresaron sus opiniones respecto de la iniciativa.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señores Prokurica y Longueira.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 18 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Longueira, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica y Ruiz-Esquide.
- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 5 de octubre del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Establécese, a contar del 1 de enero de 2010, para el personal de planta y a contrata del Servicio de Impuestos Internos una bonificación anual ligada a la calidad del servicio prestado a usuarios y contribuyentes, la que será evaluada por una entidad externa al Servicio, de conformidad al procedimiento establecido en el numeral 5 del artículo 3° de esta ley.


Corresponderá dicha bonificación al personal que se encuentre en servicio en la referida institución a la fecha del pago de las respectivas cuotas de la bonificación.



El funcionario que por ascenso o promoción cambiare de grado o cargo dentro de un año en que corresponda el pago de la bonificación, la percibirá con relación al grado que tenía al 31 de enero del año del pago respectivo.



No tendrán derecho a percibir esta bonificación los funcionarios que sean calificados en Lista Nº 3, de Condicional, o Lista Nº 4, de Eliminación, en el período inmediatamente anterior al año del pago de la bonificación. Asimismo, no tendrán derecho a percibir la bonificación los funcionarios que ingresen al Servicio hasta que no hayan sido calificados en él, de conformidad con las normas que los rijan para estos efectos.



Con todo, tendrán derecho a percibir la bonificación los funcionarios que no habiendo sido calificados en el período respectivo, en virtud de las normas legales vigentes, conserven la calificación del período anterior; y aquellos que, de conformidad al artículo 34 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, no deben ser calificados.


Igualmente, no tendrán derecho a la bonificación los funcionarios que de conformidad al artículo 110 del Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, hagan uso de un permiso sin goce de remuneraciones, por el período que este se extienda.



Artículo 2°.- Los recursos que se destinarán a pagar la bonificación por calidad de servicio será el equivalente en pesos a:


1) 71.709,3 Unidades Tributarias Mensuales para el año 2010, y



2) 82.332,9 Unidades Tributarias Mensuales a partir del año 2011.



Para estos efectos, se considerará la unidad tributaria mensual vigente a la fecha del pago de las cuotas respectivas.



El monto anual de la bonificación equivaldrá a la suma de:



1) El cuociente que resulte de dividir el equivalente al 40% del total de recursos que anualmente se destinen a su pago, de conformidad a lo establecido en el inciso primero, por el total de funcionarios del Servicio que tengan derecho a percibirla, y



2) El resultado que se obtenga de aplicar un porcentaje fijo sobre las remuneraciones señaladas como base de cálculo en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 19.646, respecto del total de funcionarios con derecho a percibirla.


Para estos efectos se entenderá como porcentaje fijo el cuociente que resulte de dividir el equivalente al 60% restante del total de recursos que anualmente se destinen a su pago de conformidad a lo establecido en el inciso primero, por la suma de las remuneraciones señaladas como base de cálculo en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 19.646, del total de funcionarios con derecho a percibirla.


El monto anual que corresponda a cada funcionario del Servicio de Impuestos Internos por concepto de la bonificación, se pagará en dos cuotas, conjuntamente con las remuneraciones de los meses de julio y noviembre.



La bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal.


El monto que los funcionarios perciban por concepto de la bonificación de calidad de servicio, será imponible para efectos de salud y pensiones, y se considerará renta del N° 1° del artículo 42° de la Ley sobre Impuesto a la Renta del mes en que se perciban. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en doce cuotas mensuales iguales y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.



Artículo 3°.- La concesión de la bonificación a que se refiere el artículo 1° de la presente ley, se sujetará a lo dispuesto en el presente artículo:



1) Se concederá anualmente en función del incremento que experimente, conforme a lo establecido en el número 3, el Índice de Satisfacción Neta del usuario. Para estos efectos se entenderá por Índice de Satisfacción Neta el porcentaje que, en una escala de 1 a 7, resulte de la resta entre el porcentaje de usuarios que califican con nota 6 y 7 la satisfacción global con el servicio y la atención proporcionada, y aquel porcentaje de usuarios que califican con nota 4 o menos la satisfacción global de los mismos servicios, con un valor mínimo de 0%.


2) Para todos los efectos legales el Índice de Satisfacción Neta a que se refiere el artículo segundo transitorio, será refrendado en el mes siguiente al de publicación de la presente ley, mediante decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


3) La meta de crecimiento que deberá cumplir anualmente el Índice de Satisfacción Neta, respecto de la meta base establecida en el artículo segundo transitorio, será, a partir del año 2010, la siguiente:


1,0 punto porcentual  para la medición practicada el año 2009.


1,5 puntos porcentuales para la medición practicada el año 2010.


1,5 puntos porcentuales para la medición practicada el año 2011.


1,5 puntos porcentuales para la medición practicada el año 2012.


1,0 punto porcentual para la medición practicada el año 2013.


1,0 punto porcentual para la medición practicada el año 2014.


0,5 puntos porcentuales para la medición practicada el año 2015.



A partir del año 2016, la bonificación por calidad de atención al usuario se concederá sólo en el caso que el Índice de Satisfacción Neta sea igual o superior al porcentaje fijado como meta para el año 2015.


4) El monto de la bonificación se determinará en función de la siguiente tabla de cumplimiento, aplicada siempre sobre el nivel de crecimiento que haya experimentado el Índice de Satisfacción Neta en la medición del año inmediatamente anterior, respecto de la meta fijada para ese mismo año, de conformidad a lo establecido en los números anteriores:


a) 100% de la bonificación sí el nivel alcanzado por el Índice de Satisfacción Neta respecto de la meta es igual o superior al 97%.



b) 75% de la bonificación sí el nivel alcanzado por el Índice de Satisfacción Neta respecto de la meta es igual o superior al 90%, pero inferior al 97%.



c) 50% de la bonificación si el nivel alcanzado por el Índice de Satisfacción Neta respecto de la meta es igual o superior al 75%, pero inferior al 90%.



Cualquier crecimiento de la meta inferior al 75%, no dará derecho a bonificación alguna.



El grado de cumplimiento será informado por el Ministerio de Hacienda a través de un decreto, que deberá emitirse anualmente antes del 31 de marzo del año siguiente al de la respectiva medición.



5) El Índice de Satisfacción Neta se determinará anualmente a través de una encuesta a los usuarios practicada directamente a los contribuyentes en el mes de diciembre de cada año, acerca de su nivel de satisfacción global con el servicio y la calidad de atención recibida por el Servicio de Impuestos Internos. Dicha medición quedará sujeta a las siguientes reglas:



a) La medición será efectuada por una empresa externa, especializada en la realización de sondeos de opinión pública. Dicha entidad será seleccionada y contratada por la Subsecretaría de Hacienda a través de los procedimientos descritos en la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos  Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. La aplicación de dichos procedimientos será de responsabilidad de la Subsecretaría de Hacienda. Con todo, las referidas bases técnicas deberán contar con la visación de la Dirección de Presupuestos.


b) La evaluación se aplicará tanto respecto a las personas naturales como a las empresas, hayan o no efectuado declaración anual de impuesto a la renta dentro del año objeto de la evaluación.


c) El grupo objetivo respecto al cual se aplicará la evaluación estará compuesto por personas naturales mayores de 18 años y las empresas que hayan tenido contacto con el Servicio de Impuestos Internos a través de cualquiera de sus canales de atención en los últimos 12 meses previos a la aplicación del instrumento que determine el índice de satisfacción del usuario. La selección muestral será aleatoria, representativa y de carácter nacional.



6) Mediante decreto del Ministerio de Hacienda expedido antes del 31 de marzo de cada año, bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, se señalará el Índice de Satisfacción Neta alcanzado en el año respectivo, así como el incremento experimentado respecto de la meta. Igualmente dicho decreto, determinará el porcentaje de la bonificación por calidad de satisfacción al usuario que le corresponderá dicho año, según el grado de crecimiento experimentado por el Índice de Satisfacción Neta con relación a la meta. Para la dictación de este decreto de tomará como antecedente el resultado de la evaluación externa precitada.


7) El Ministerio de Hacienda deberá generar canales que permitan la participación de los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del mecanismo de evaluación del Índice de Satisfacción Neta de usuarios. Para estos efectos deberán establecerse, a través de la Subsecretaría de Hacienda, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, a través de sus asociaciones, si las hubiera o del delegado del personal, en su caso.



Artículo 4°.- Los profesionales o fiscalizadores del Servicio de Impuestos Internos empleados a contrata podrán desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura las que serán asignadas, en cada caso, por el Director del Servicio, mediante concurso, el que deberá sujetarse a las reglas que al efecto fije un reglamento, expedido a través del Ministerio de Hacienda. El referido personal será beneficiario de la asignación prevista en el artículo 7° de la ley N° 19.646, en los mismos términos que los cargos de planta.



Para efectos de lo previsto en este artículo, el personal a que se le asignen dichas funciones y acceda a la referida asignación no podrá exceder del 30% de los profesionales y fiscalizadores a contrata de la institución.


Artículo 5°.- Sustitúyese, a contar del 1 de enero de 2010, en el artículo 8° de la ley N° 19.646, la expresión “2.500 Unidades Tributarias Anuales” por “3.500 Unidades Tributarias Anuales”.


Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda, Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos:



1) Intercálase en el artículo 2°, a continuación de la expresión “Nacional,”, lo siguiente “por la Dirección de Grandes Contribuyentes, ambas”.



2) Agrégase el siguiente artículo 3° bis:



“Artículo 3° bis.- La Dirección de Grandes Contribuyentes tendrá competencia sobre todo el territorio nacional y ejercerá jurisdicción sobre los contribuyentes calificados como “Grandes Contribuyentes” por Resolución del Director, cualquiera fuere su domicilio.



La Dirección de Grandes Contribuyentes tendrá rango de Subdirección.”.



3) En el inciso segundo del artículo 4° sustitúyese la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la expresión “Santiago Oriente” por un punto y coma (;), reemplázase el punto aparte (.) por un punto y coma (;), y a continuación agrégase lo siguiente “XVII Dirección Regional, Valdivia, y XVIII Dirección Regional, Arica.”



4) Agrégase el siguiente artículo 4° bis:



“Artículo 4° bis.- El Servicio de Impuestos Internos podrá, además, relacionarse directamente con los contribuyentes y éstos con el Servicio, a través de medios electrónicos, entendiendo por tales aquéllos que tienen capacidades eléctricas, digitales, magnéticas, inalámbricas, ópticas, electromagnéticas u otras similares. Los trámites y actuaciones que se realicen a través de tales medios producirán los mismos efectos que los trámites y actuaciones efectuados en las oficinas del Servicio o domicilio del contribuyente.”.


5) En el artículo 5°, incorpóranse a continuación del N° 9°, los siguientes N° 10° y 11°:



“10° Por “Director de Grandes Contribuyentes” el Director de la Dirección de Grandes Contribuyentes.



11° Por “sitio web del Servicio de Impuestos Internos” los dispositivos tecnológicos que permiten transmitir información por medio de computadores, líneas telefónicas o mediante el empleo de publicaciones digitales.”.



6) Agrégase en el artículo 9°, el siguiente inciso final:


“Con todo, al Subdirector de Fiscalización y al Director de Grandes Contribuyentes se les entenderán conferidas todas las facultades que el Código Tributario y otras disposiciones legales otorgan o les confieran en el futuro a los Directores Regionales, con excepción de las establecidas en los números 3° y 6° de la letra B) del artículo 6° del Código Tributario. Al primero, respecto de todo el territorio del país, y al Director de Grandes Contribuyentes, respecto de aquellos contribuyentes que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3° bis de esta Ley Orgánica queden sometidos a su jurisdicción.”.



Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el texto del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:



1) Reemplázase el artículo 10, por el siguiente:



“Artículo 10.- Las actuaciones del Servicio deberán practicarse en días y horas hábiles, a menos que por la naturaleza de los actos fiscalizados deban realizarse en días u horas inhábiles. Para los fines de lo dispuesto en este inciso, se entenderá que son días hábiles los no feriados y horas hábiles, las que median entre las ocho y las veinte horas.


Los plazos de días insertos en los procedimientos administrativos establecidos en este Código son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábado, domingo y festivos.



Los plazos se computarán desde el día siguiente a aquél en que se notifique o publique el acto de que se trate o se produzca su estimación o su desestimación en virtud del silencio administrativo. Si en el mes de vencimiento no hubiere equivalente al día del mes en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día de aquel mes.



Cuando el último día de un plazo de mes o de año sea inhábil, éste se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.



Las presentaciones que deba hacer el contribuyente, que pendan de un plazo fatal, podrán ser entregadas hasta las 24 horas del último día del plazo respectivo en el domicilio de un funcionario habilitado especialmente al efecto. Para tales fines, los domicilios se encontrarán expuestos al público en un sitio destacado de cada oficina institucional.”.



2) Agrégase el siguiente artículo 36 bis:



“Artículo 36 bis.- Los contribuyentes que al efectuar su declaración incurrieren en errores que incidan en la cantidad de la suma a pagar, podrán efectuar una nueva declaración, antes que exista liquidación o giro del Servicio, corrigiendo las anomalías que presenta la declaración primitiva y pagando la diferencia resultante, aun cuando se encontraren vencidos los plazos legales, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones y recargos que correspondan a las cantidades no ingresadas oportunamente y las sanciones previstas en los números 3 y 4 del artículo 97 de este Código, si fueren procedente.”.


3) Reemplázase el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente:


“Facúltase al Servicio de Impuestos Internos para aproximar a pesos la determinación y, o giro de los impuestos, reajustes, derechos, intereses, multas y recargos, despreciándose las cifras inferiores a cincuenta centavos, y elevándose las iguales o mayores a esta suma al entero superior.”.


4) Derógase el artículo 45.



5) Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 63, el número “3°” por “4°”.



6) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 65, la palabra “segundo” por “primero”.



7) Deróganse los artículos 77 y 79.



8) Reemplázase en el artículo 128, la palabra “solicitarse” por “disponerse”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo Primero.- Durante el año 2009 el monto anual de la bonificación por calidad de servicio equivaldrá al cuociente que resulte de dividir $800.000.000 por el total de funcionarios que en conformidad a lo establecido en el artículo 1° de la presente ley tengan derecho a percibirla.



El monto anual que corresponda a cada funcionario del Servicio de Impuestos Internos este año, se pagará en dos cuotas, conjuntamente con las remuneraciones de julio y noviembre.


Los montos que los funcionarios perciban por este concepto, se sujetarán a las mismas reglas que establecen los incisos cuarto y quinto del artículo 2° de la presente ley.


Artículo Segundo.- Para los efectos de lo dispuesto en el número 3), del artículo 3° de la presente ley, el Índice de Satisfacción Neta que servirá como base será de 51,5%.



Artículo Tercero.- El mayor gasto fiscal que represente en el año 2009 la aplicación del artículo 1° transitorio de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio de Impuestos Internos.



Respecto de los años siguientes, el mayor gasto fiscal se financiará con cargo a los recursos que se contemplen anualmente en el presupuesto del Servicio de Impuestos Internos.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, sobre cambio de denominación del actual Edificio Diego Portales, ubicado en la comuna de Santiago, Región Metropolitana, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, 

Ciencia y Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre cambio de denominación del actual Edificio Diego Portales, ubicado en la comuna de Santiago, Región Metropolitana, y que tiene el Boletín N° 4.926-24.



Añade que su finalidad es rendir homenaje a nuestra Premio Nobel, denominando “Centro Cultural Gabriela Mistral” al citado inmueble.


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto tanto en general cuanto en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ávila y Núñez.


En su intervención, el Honorable Senador señor Núñez, a nombre del Comité Partido Socialista, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de esta iniciativa.


Ofrecida la palabra en primera discusión, hacen uso de ella los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y Ruiz-Esquide.



Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de la iniciativa.

- - -



Posteriormente, anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Chadwick al señor Ministro de Obras Públicas, para que señale la fecha de pago en relación con las expropiaciones realizadas en la comuna de Las Cabras, para materializar una nueva carretera.



- Del Honorable Senador señor García a la Encargada de la Unidad de Subvención Presidencial, con el objeto de que informe acerca de la subvención para el Comité de Vivienda Villa la Costa, comuna de Puerto Saavedra.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, en primer lugar, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere a las dificultades que enfrentan los olivicultores de las provincias de Copiapó y de Huasco ante la aparición de la plaga de la mosquita blanca de los fresnos, y requiere dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Agricultura, con el objeto de que informe, en lo fundamental, sobre las medidas adoptadas para evitar la expansión del fenómeno y los recursos comprometidos al efecto.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Luego, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien pide oficiar, en su nombre, al señor Director General de Movilización Nacional, para que informe respecto de una eventual resolución del organismo a su cargo que prohibiría el acceso de la población civil a ciertos tipos de municiones.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por la señora Senadora, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien se refiere, a título personal, a la situación acaecida en la sesión ordinaria del día de ayer, en relación con el proyecto de ley que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02), y a propósito de la presencia en la Sala del señor Ministro de Defensa Nacional, acompañado de los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea de Chile, y del Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional.



Sobre el particular, hacen uso de la palabra el señor Presidente y los Honorables Senadores señora Matthei y señor Ávila.
_______________



En el tiempo del Comité Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ávila, quien manifiesta la necesidad de analizar el carácter obligatorio de los dictámenes de la Contraloría General de la República y la pertinencia de aplicarlos a casos nuevos que dicho Órgano Contralor estime similares. Al efecto, requiere dirigir oficio, en su nombre, a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, con el fin de que emita una opinión sobre la materia.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Independientes, Partido Socialista y Partido por la Democracia e Independientes.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y TAILANDIA PARA EVITAR DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(6450-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

  PROYECTO DE ACUERDO:

   “ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia para Evitar la Doble Imposición con relación a los Impuestos a la Renta, y su Protocolo”, suscritos en Hanoi, el 8 de septiembre de 2006.”. 


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y SUIZA PARA EVITAR DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(6452-10)


 Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

    PROYECTO DE ACUERDO:

    “ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la Confederación Suiza para Evitar la Doble Imposición con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo”, suscritos en Santiago, el 2 de abril de 2008.”. 


 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y BÉLGICA PARA EVITAR DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(6453-10)


 Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

    PROYECTO DE ACUERDO:

    “ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y el Reino de Bélgica para Evitar la Doble Imposición con Relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo”, suscritos en Bruselas el 6 de diciembre de 2007.”.



 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA Y EL SERVICIO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DEL CONSUMO Y TRÁFICO DE DROGAS

(4248-06)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que crea el Ministerio de Seguridad Pública, el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, y modifica diversos cuerpos legales, boletín N°4248-06, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°
Inciso primero


 

Lo ha rechazado.

Inciso segundo


Lo ha sustituido por el siguiente:


"Además de las facultades que esta ley le entrega, y sin perjuicio de las facultades establecidas para el Ministerio del Interior, del que será su sucesor sin solución de continuidad para todos los efectos legales, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública se encargará de todo lo relativo a la prevención, el control de la delincuencia, la rehabilitación de los infractores de ley y su reinserción social.".

Artículo 2°

Inciso segundo


Lo ha rechazado.

Artículo 3°

Letra a)


La reemplazado por la siguiente:


“a) Proponer al Presidente de la República la política nacional de orden público y seguridad pública interior, ejecutarla, coordinarla, actualizarla y evaluarla a lo menos cada dos años, tanto a nivel nacional y regional. La formulación de la política nacional de orden público y seguridad pública interior otorgará especial consideración a la evidencia surgida de estudios científicos que determinen aquellas medidas y programas que puedan tener mayor impacto en la reducción del delito y la violencia;”.

Letra c)

La ha rechazado.


Letra d), ha pasado a ser c), reemplazada por la siguiente:


"c) Mantener un sistema de documentación y estadísticas actualizado y público que permita evaluar el estado de la seguridad pública interior y la eficacia de las políticas públicas en la materia a nivel nacional, regional y comunal, y la situación de los organismos dependientes del Ministerio. Tales estadísticas se referirán, por lo menos, a la victimización, la revictimización, el temor y las denuncias. Del mismo modo, deberán considerarse factores de riesgo relevantes que puedan incidir en el fenómeno delincuencial, todo ello a nivel nacional, regional y comunal;".

Letra e), ha pasado a ser d), sustituida por la siguiente:


"
d) Ejercer las atribuciones que en materia de seguridad privada le encomiende la ley, cuidando que exista una adecuada coordinación entre la seguridad privada y la seguridad pública;”.
Letra f)


Ha pasado a ser e), sustituida por la siguiente:

"e) Ejecutar y promover la realización de estudios e investigaciones que tengan relación directa con la seguridad pública interior, el orden público, la prevención, rehabilitación y reinserción social, de acuerdo a la realidad nacional, regional y local;".









Letras g) y h)




Han pasado a ser f) y g), sin otra modificación.

Letra i)


La ha suprimido.
Letra j)










Ha pasado a ser i), sin otra enmienda.

Letras k) y l)


Las ha rechazado.

Letras m) y n)


Han pasado a ser letras k) y l), sin otra enmienda.
Artículo 4°

Inciso primero

Lo ha rechazado.


Ha introducido, en el inciso segundo, las siguientes modificaciones:

- Ha sustituido la palabra "ejecución" por la expresión "evaluación, cuando corresponda,".

- Ha suprimido la expresión ",acciones y actividades".
Artículo 5°

Ha introducido las siguientes modificaciones:


- Ha sustituido el inciso primero, por el siguiente:


"Artículo 5°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública informará semestralmente a la Cámara de Diputados, por medio de las comisiones que esta Corporación designe, acerca de la inversión y avances en la implementación de programas de seguridad pública, prevención, rehabilitación y reinserción social y los resultados parciales de las correspondientes políticas públicas.".


- Ha reemplazado en el  inciso segundo, la frase "las rendiciones de cuentas de traspasos de recursos a instituciones privadas" por "los aportes o transferencias a instituciones públicas o privadas".


- Ha suprimido el inciso final.

Artículo 6°


Inciso primero


Ha consultado la siguiente frase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser una coma (,): “así como también, las demás que le encomiende el Ministro del Interior y Seguridad Pública.”.



Ha suprimido el inciso final

Artículo 7°



Ha suprimido el inciso segundo.

Artículo 8°

Inciso primero


Ha reemplazado la conjunción “y” por una coma “(,)”, y ha agregado  a continuación del punto aparte, que pasa a ser una coma (,), la siguiente frase: “y las demás que aquél le encomiende.”. 

Artículo 9°

Lo ha suprimido.

Artículo 11

Lo ha reemplazado por el siguiente:


"Artículo 11.- Para efectos de esta ley, se entenderá por prevención todas aquellas acciones destinadas a eliminar o disminuir los factores que inciden en la comisión de un delito o en la configuración de situaciones de riesgo. Del mismo modo, se entenderá por rehabilitación todas aquellas acciones destinadas a la recuperación psíquica, física y de sociabilidad de una persona.".

Artículo 12


Lo ha sustituido, por el siguiente:



"Artículo 12.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación tendrá a su cargo la gestión de la totalidad de los planes y programas del Ministerio del Interior y Seguridad Pública en relación con la prevención social del delito, el consumo de drogas y alcohol, y la rehabilitación y la reinserción social, tanto de infractores de ley como de quienes padezcan de adicción a las drogas.


Corresponderá, además, a la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación:


a) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas, normas, planes y programas en el campo de la prevención social, la rehabilitación y la reinserción social de infractores de ley;


b) Proponer las políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichas sustancias;


c) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención social, rehabilitación y reinserción social, y


d) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en el cumplimiento de las funciones que a éste le asigna el artículo 3° en lo relativo a la prevención social, la rehabilitación y la reinserción social.”.



Artículo 13


Lo ha reemplazado por el siguiente:



"Artículo 13.- Corresponderá al Intendente implementar las acciones y medidas necesarias para llevar a cabo la Política Nacional de Seguridad Pública, adaptándola  de acuerdo a las realidades regional, provinciales y locales, que se denominará Política Regional de Seguridad Pública.


Para ejecutar esta labor, los Intendentes podrán, especialmente:


a) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluidas las municipalidades, que tengan relación directa con los planes y programas de la Política Nacional de Seguridad Pública.


b) Evaluar el desarrollo de planes y programas ejecutados en el territorio de su jurisdicción.


c) Disponer   la   realización de estudios y encuestas que tengan relación directa con la ejecución de los planes y programas de la Política Nacional de Seguridad Pública.

d) Coordinar, en materia de seguridad pública, las acciones que a nivel regional y provincial lleven a cabo los Ministerios y servicios públicos.

e) Implementar medidas de prevención de la delincuencia y aquellas orientadas a disminuir la violencia y la reincidencia delictual.".


Artículo 14


Lo ha suprimido.

Artículo 15

Lo ha sustituido por el siguiente:


"Artículo 15.- Corresponderá a los Intendentes y Gobernadores la coordinación con los municipios en materias de seguridad pública, de manera que la Política Nacional de Seguridad Pública dé cuenta de la realidad local.


Para estos efectos, los Intendentes y Gobernadores establecerán instancias que permitan la participación de los municipios en la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Pública.


Cada municipio podrá llevar a cabo directamente planes y programas en materia de prevención y de seguridad ciudadana, conforme a sus disponibilidades presupuestarias y de manera coherente con la Política Regional. 


Para la implementación de planes y programas en materia de seguridad pública, así como de la Política de Seguridad Regional a nivel local, las municipalidades se coordinarán con los servicios públicos que actúen en sus territorios, de conformidad a lo establecido en el artículo 10 de ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior. 


No obstante, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá desarrollar planes y programas en materia de prevención y seguridad ciudadana en coordinación con los municipios, de acuerdo a lo dispuesto en la letra j) del artículo 4° de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior.

Para el ejercicio de esta última función, el Ministerio utilizará criterios técnicos y objetivos y establecerá los respectivos mecanismos de financiamiento.".


Artículo 16

Lo ha rechazado.


Artículo 17


Ha eliminado en el inciso primero, la expresión ", sin perjuicio de la aplicación de los regímenes especiales que correspondan".

Inciso final


Lo ha rechazado.


Artículo 18


- Ha suprimido en el inciso primero primero, la expresión "y Alcohol".

- Ha eliminado en el inciso cuarto la expresión final ", sin perjuicio de la aplicación de los regímenes especiales que correspondan". 


Artículo 19

Lo ha sustituido por el siguiente:

"Artículo 19.- Corresponderá al Servicio:



a) Colaborar con el Ministro del Interior y Seguridad Pública y con el Subsecretario de Prevención y Rehabilitación en la elaboración de políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y  sustancias sicotrópicas, y en especial en la elaboración de una estrategia nacional de drogas.

b) Ejecutar las políticas y programas definidos por la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación,  en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichos estupefacientes y  sustancias sicotrópicas.

c) Dar apoyo técnico a las acciones que las entidades de la Administración del Estado emprendan en el marco de dichas políticas, y coordinar la implementación de una estrategia nacional de drogas.

d) Administrar el fondo establecido por el artículo 46 de la ley N° 20.000.

e) Mantener actualizado el registro especial establecido por el Título V de la ley N° 20.000.

f) Vincularse con organismos nacionales e internacionales que se ocupen de temas propios de su competencia y celebrar con ellos acuerdos y convenios para realizar proyectos de interés común.

g) Elaborar, aprobar y desarrollar programas de capacitación y difusión, orientados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, y estimular la participación ciudadana en estas materias.

h) Impulsar y apoyar, técnica y financieramente, programas, proyectos y actividades, destinados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, así como al tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción, y ejecutarlos, en su caso.

i) Certificar, de acuerdo a criterios técnicos, los proyectos cuyo financiamiento provenga de donaciones destinadas a los objetivos señalados en la letra anterior.

j) Mantener una base de datos actualizada y pública que contenga información sobre los objetivos, metas comprometidas, beneficiarios, presupuestos y acciones realizadas durante la ejecución y evaluación de los planes y programas del Servicio y recopilar, sistematizar y analizar todo antecedente relevante sobre el fenómeno de las drogas y el alcohol.

k) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas de prevención, planes y programas de consumo de drogas y alcohol, así como el tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción.

l) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.".

Artículo 21


Ha rechazado los números 1 a 6, 7, salvo su letra k), 8 y 11.


Artículo 23


Lo ha rechazado.


Artículo 25 número 1


Lo ha rechazado.


Ha consultado el siguiente artículo 26, nuevo:

"Artículo 26.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas:


1) Modifícase el artículo 40 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión "a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes" por "al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas".


b) Sustitúyese en su inciso final, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas".


2) Modifícase el artículo 46 de la siguiente manera:


a) Reemplázase en su inciso segundo, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas".


b) Sustitúyese en su inciso cuarto, la expresión "a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes" por "al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas".


3) Sustitúyese en el literal b) del inciso primero del artículo 50, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas".


4) Reemplázase en el inciso primero de su artículo 55 la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas".


5) Sustitúyese en el inciso final del artículo 56 las expresiones "Ministerio del Interior" y "Ministerio", por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas" y "Servicio", respectivamente.".


6) Reemplázase en el inciso primero del artículo 57, la expresión "Ministerio del Interior" por "Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas".


Artículo 26

Ha pasado a ser 27, sustituido por el siguiente:


“Artículo 27.- La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación en el Diario oficial, no obstante, las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones se suprimirán a la fecha de entrada en vigencia de las plantas de personal que se fijen y los encasillamientos y traspasos del personal que se dispongan en conformidad con lo dispuesto en las disposiciones transitorias de esta ley.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

Artículo primero


Ha introducido las siguientes modificaciones:



Ha suprimido en sus números 1), 2), y 8) la expresión "y Alcohol".


Ha suprimido el número 4.

Ha suprimido en la letra a) del número 6 la expresión ", previsional, de seguridad social", y ha reemplazado la palabra "artículo" por "numeral".

Ha eliminado en la letra e) del número 6), la expresión "requisitos y".

Artículo tercero


Ha suprimido la expresión "y Alcohol".

Ha consultado a continuación el siguiente artículo cuarto, nuevo:


"Artículo cuarto transitorio.- En los primeros concursos que deban realizarse en la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas, no regirá la limitación establecida en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.".


Artículo sexto


Ha eliminado la expresión "y Alcohol".

***

 
Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº  332/SEC/09, de 5 de mayo de 2009.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

5

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE REGULA SERVICIOS SANITARIOS RURALES

(6252-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple” el 28 de julio de 2009. 

- - - - - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


El artículo tercero transitorio de este proyecto de ley, es norma de ley orgánica constitucional de acuerdo con el artículo 118 de la Constitución Política, porque incide en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en cuanto a la organización y atribuciones de los municipios.

Además, las normas de los artículos 75 (76)y décimo quinto transitorio, son orgánicas constitucionales, por cuanto se crea un Consejo Consultivo al cual el Ministerio debe oír para ciertas materias, según lo establecido en la Ley Nº 18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado.


Asimismo, el artículo 51, es norma de ley orgánica constitucional de acuerdo con el artículo 77 de la Constitución Política del Estado, por cuanto dice relación con las normas sobre organización y atribuciones de los tribunales.

ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA PORQUE INCIDEN EN MATERIA PRESUPUESTARIA Y FINANCIERA



Hacemos presente que deberán ser conocidos por la Comisión de Hacienda, el Título V “De las tarifas” (artículos 63 a 71); el Título VI “Institucionalidad”, principalmente el Capítulo 4, “Inversión Pública y subsidios en los servicios sanitarios”, (artículos 84 a 99), y aquellos artículos transitorios que tuvieron incidencia en materia tarifaria, de acuerdo con el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional y en conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 27 y quinto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA


Dejamos constancia que vuestra Comisión dirigió oficio Nº 164/OP/2009, de 31 de julio de 2009, a la Excma. Corte Suprema, con la finalidad de consultar su opinión acerca del artículo 51, por ser norma de rango orgánico constitucional, por cuanto dice relación con el artículo 77 de la Constitución Política del Estado.

- - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 4º, 6º, 8º, 17; 28, 29, 34, 41, 42 y 43 (Pasaron a ser artículos 27, 28, 33, 40, 41 y 42, respectivamente); 47 y 49; 51, 56, 59, 60, 72, 74, 75, 79, 91, 92 y 96 (Pasaron a ser artículos 52, 57, 60, 61, 71, 73, 74, 78, 92, 93 y 97, respectivamente); Primero Transitorio, Quinto Transitorio, Séptimo Transitorio, Undécimo Transitorio, Duodécimo Transitorio y Décimo Tercero Transitorio.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1 A, 1 B, 1 C, 1 D, 1 E, 1 F, 1 G, 1 H, 1 I, 1 J, 1 K, 1 L, 1 M, 1 N, 2 A, 2 C, 2 E, 2 F, 3, 5 A, 6 A, 6 C, 6 D, 7 A, 8 C, 8 D, 8 E, 9 A, 9 C, 9 E, 11, 11 A, 11 B, 11 C, 11 D, 11 E, 11 F, 11 I, 11 J, 12 A, 12 C, 14, 15 B, 16, 16 A, 17 A, 17 B, 18 A, 18 B, 18 C, 18 D, 18 E, 18 F, 18 I, 19, 19 A, 20, 21, 21 A, 22 B, 29 A, 29 B, 29 C, 29 D, 29 E, 30 B, 30 C, 32, 32 A, 32 B, 34, 34 A, 35 A, 35 B, 35 C, 35 D, 35 E, 35 F, 35 G, 35 H, 37, 38, 39 y 39 A.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 2, 2 D, 2 G, 4, 5, 6 E, 7, 8 B, 9, 9 B, 10, 10 A, 10 B, 12, 13, 13 A, 14 A, 14 C, 14 D, 15 A, 15 C, 16 B, 17, 18 H, 22 A, 23, 32 C y 36.


IV.- Indicaciones rechazadas: 2 B, 2 H, 6 B, 8 A, 9 D, 11 G, 11 H, 12 B, 14 B, 17 C, 18 G, 19 B y 30 A. 


V.- Indicaciones retiradas: 1, 6, 8, 15, 18, 22, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33 y 35.


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.
- - - - - -


Durante el estudio de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la participación y colaboración de la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Patricia Poblete; del Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia; del Director de Presupuestos, señor Alberto Arenas; del Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Enrique París; del Abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Fuad Rumié; de la Asesora Legislativa de la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Jeannette Tapia; del Jefe del Departamento de Programas Sanitarios de la Dirección de Obras Hidráulicas, señor Reinaldo Fuentealba; de la Asesora de la Subsecretaría de Obras Públicas, señora Paola Navarro; del Asesor de la Subsecretaría de Obras Públicas, señor Enrique Canales; del Asesor del Subsecretario de Obras Públicas, señor Flavio Tapia; del Asesor del Ministro de Obras Públicas, señor Domingo Sánchez; del Jefe del Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de Salud, señor Julio Monreal; del Asesor del Ministerio de Salud, señor Eduardo Díaz y la del Representante del Departamento de Salud Ambiental, señora Cecilia Martínez.

Además, fueron especialmente invitadas las siguientes entidades:

- Sociedad Chilena de Ingeniería Hidráulica, asistió su Presidente, señor José Vargas.


- Asociación Interamericana de Ingeniería Sanitaria y Ambiental (AIDIS CHILE), concurrieron su Presidente, señor Alex Chechilnitzky; su Director, señor Oscar Ulloa y su Ex Presidente y Representante de la División de Agua Potable Rural, señor Felipe Guillermo Ruiz.


- Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU), asistieron su Presidente, señor Oscar Beltrán; su Vicepresidente, señor Javier Becerra; su Secretario, señor Miguel Pizarro; su Tesorero, señor Manuel Mundaca; su Presidenta Área Choapa, señora Rosa Godoy; su Presidenta Área Metropolitana, señora Teresa Sarmiento; su Directora, señora Gloria Alvarado y su Presidente VI Región, señor José Rivera.


- Municipalidad de San Vicente de Tagua Tagua, asistió su Alcaldesa, señora Virginia Troncoso y su Administrador, señor Carlos Astudillo.


- Municipalidad de Olivar, concurrió su Asesor Jurídico, señor Rodrigo Meléndez.


- Ingeniero Civil, señor Luis Valdés Rebolledo.


- Ingeniero Civil, señor Manuel Alberto Godoy Irarrázabal.


Envió por escrito su opinión el Alcalde de Chonchi. 


Se excusaron los señores Alcaldes de Ancud; de Castro; de Chonchi; de Curaco de Vélez; de Dalcahue; de Queilén; de Quellón; de Quemchi; de Quinchao; de Puqueldón; de Placilla; de Chépica; de Pumanque; de Peralillo; de La Estrella; de Marchigüe; de Requínoa; de San Francisco de Mostazal; de Machalí; de Peumo y de Rengo.

- - - - - -

Exposiciones


Previo a la discusión en particular de esta iniciativa legal, vuestra Comisión de Obras Públicas acordó escuchar los planteamientos de las siguientes instituciones:

Exposición del jefe del Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de Salud.


El Jefe del Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de Salud, señor Julio Monreal, inició su presentación señalando que el Ministerio considera que esta iniciativa legal llena un vacío importante en materia de saneamiento básico, que es fundamental para la salud de la población. La medida de mayor trascendencia en salud pública, tanto a nivel nacional como mundial, es el saneamiento, el hecho de entregar agua potable y contar con sistemas de eliminación de excretas ha generado un gran impacto en la salud de la población.


No obstante lo anterior, manifestó que es necesario efectuar algunas precisiones:


1.- Calidad del Agua. Debe establecerse de manera explícita que la calidad de agua, la cantidad mínima a suministrar y la continuidad de servicio debería regirse por la reglamentación sanitaria vigente que emana del Código Sanitario y que es la que establece el decreto supremo Nº 735, de 1969, del Ministerio de Salud, Reglamento de los Servicios de Agua para Consumo Humano. Esta norma rige desde hace varios años y se ha actualizado conforme a las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud y ha permitido proteger la salud de la población del consumo de agua de mala calidad, tanto en lo que se refiere a los posibles riesgos inmediatos o agudos, como a los posibles efectos que pueda tener en términos crónicos un agua de mala calidad.


2.- Lodos. En relación a esta materia señaló que no queda explícito cuando el proyecto de ley se refiere al tratamiento de aguas servidas qué sucede con los lodos o qué se hace con ellos. Cuando se tratan las aguas servidas de las alcantarillas se retiran una serie de contaminantes, tales como materias orgánicas, y el problema más difícil de resolver es qué se hace con estos contaminantes, en la actualidad esto no está resuelto y se han presentado serios problemas en la regiones VIII y IX con pequeñas plantas de tratamiento que no tienen resuelto el tratamiento de los lodos.


3.- Sector Rural Disperso. El Ministerio de Salud considera que no está suficientemente abordado este sector en el proyecto de ley, en estudio, a pesar de que comprende a varios millones de personas y requiere de soluciones especiales donde el Ministerio de Salud ha desarrollado programas interesantes para definir la forma en que se pueden realizar los sistemas unifamiliares, tanto de agua potable como de eliminación de excretas en forma sanitaria, siendo necesario que se establezcan de manera precisa las competencias sectoriales, como Salud, puesto que este es el sector más desprotegido desde el punto de vista sanitario y las posibilidades de mejorar a través de sistemas unifamiliares conforme a la normativa vigente son sustanciales. 


4.- Condominios. En la actualidad, existe un gran número de condominios que no están comprendidos dentro de la Ley de Concesiones de Servicios Sanitarios en que se aplica la normativa de la Superintendencia de Servicios Sanitarios. Se generan condominios en lugares donde las responsabilidades y los sistemas tarifarios no están resueltos y el Ministerio de Salud se enfrenta a serios problemas sanitarios porque los condominios no tienen cómo dar cuenta de la provisión de aguas y de la eliminación de excretas.


Cuando se trata de condominios de nivel socio económico medio- alto, los problemas se solucionan a través de acuerdos del propio condominio, sin embargo, cuando se trata de condominios de nivel socio económico de menores posibilidades o, de viviendas sociales, esta situación es complejo y presenta múltiples focos de insalubridad muy difíciles de resolver.


5.- Fuentes de Aguas Precarias. En algunas comunidades las fuentes de aguas son muy precarias o inexistentes, sea por sobre explotación de las napas subterráneas, o por pérdidas de fuentes superficiales, como ocurre en comunidades de las regiones III y IV del país, en que la única posibilidad de abastecimiento es a través de camiones aljibes, por lo que sería necesario estudiar la forma en que esta iniciativa legal permitirá la existencia de estos sistemas alternativos.


6.- Capacidad económica de la población. Este tema debe abordarse y determinar la forma cómo se puede subsidiar este sistema. En la actualidad, el Ministerio de Salud se ve enfrentado en los Programas de Agua Potable Rural al hecho de que hay sistemas que no tienen ninguna posibilidad de cumplir con normas de calidad, continuidad, o con los requisitos mínimos, como puede ser la cloración del agua, para que se desinfecte antes de ser suministrada a la población. En muchas ocasiones, algunas Cooperativas y Comités de Agua Potable Rural sólo logran captar el agua sin posibilidad de suministrar agua de buena calidad y no es posible exigir que el agua esté desinfectada si la Cooperativa o el Comité respectivo no tienen ninguna capacidad de pago, con lo cual se corren riesgos mayores al hecho de no tener agua porque cuando se suministra un agua contaminada se puede enfermar a toda una población.


Finalmente, señaló que el Ministerio de Salud no revisa los planos de ingeniería, sin embargo, la preocupación del Ministerio es que el diseño permita dar cumplimiento a las normas de calidad del agua que son internacionales. 


A modo de ejemplo, señaló que en la II Región existe una tasa de cáncer pulmonar 7 veces superior al resto del país por consumo de agua con arsénico. Cuando se exceden los nitratos existe el riesgo de que se mueran los lactantes que se alimentan con leche preparada.


Las normas sobre calidad del agua tienden a proteger la salud de la población, y cuando es posible se flexibilizan las exigencias, como es el caso del sulfato que no presenta un riesgo absoluto sino que más bien genera ciertas molestias gastrointestinales, en que la norma permite subir los contenidos de sulfato bajo ciertas condiciones, lo mismo sucede con los cloruros.


Respecto del asbesto señaló que es un potente cancerígeno de las vías respiratorias, sin embargo, no hay ningún efecto demostrado del carácter cancerígeno del asbesto en las vías gástricas, con lo cual las tuberías de asbestos cemento podrán tener las ventajas e inconvenientes conocidas, pero no representan ningún riesgo para la salud.

El Honorable Senador señor Sabag informó que en su calidad de representante de muchas zonas agrícolas no comprende la razón por la cual el Ministerio de Salud obstaculiza a las instituciones o servicios que llevan el Agua Potable Rural. En muchas comunas rurales, el pozo séptico se encuentra a 20 metros y la captación a una distancia muy corta, sin embargo, cuando se busca una solución mediante la construcción de una torre y se clora el agua el Ministerio de Salud entorpece el procedimiento. La gran dificultad en el Agua Potable Rural es el Ministerio de Salud porque ha excedido sus facultades legales y sólo debería preocuparse de la calidad del agua.


En opinión del señor Senador esta iniciativa legal representa una importante oportunidad para establecer los roles que corresponde a cada servicio público. Al Ministerio de Salud sólo le corresponde velar por la calidad del agua y qué es necesario adicionarle para convertirla en potable; en cambio, la Dirección de Obras Hidráulicas, es un organismo técnico que realiza los planos y analiza la calidad de los materiales. 


Como consecuencia del entorpecimiento ejercido por el Ministerio de Salud no hay interés en construir viviendas sociales. En este sentido, recordó que hubo una demora de 15 años para llevar agua potable al sector del Casino de Quellón, lo inauguró la Presidenta de la República y en la actualidad no se puede construir ninguna vivienda social porque el Ministerio de Salud no recibe el servicio y no certifica que el procedimiento sea correcto.

Asociación Chilena de Ingeniería Sanitaria y Ambiental (AIDIS CHILE)


El ex Presidente de esta Asociación e integrante de la División de Agua Potable Rural de la Asociación, señor Felipe Guillermo Ruiz, inició su presentación haciendo una aclaración en el sentido de que el Agua Potable Rural no es un Agua Potable Urbana de menor tamaño, sino que es una institución típica, muy especial que no debe confundirse con el Agua Potable Urbana, son planos diferentes.


En seguida, compartió los planteamientos del Honorable Senador señor Sabag, en el sentido de que el Ministerio de Salud debe abocarse en forma exclusiva al aspecto sanitario del agua, vigilar su calidad bacteriológica y dejar a una institución adecuada el resto.


Señaló que el proyecto de ley en estudio contiene los siguientes aspectos positivos:


1.- Define una entidad responsable del sector sanitario rural (Subdirección), tanto en agua potable como en aguas servidas, no obstante, estimó necesario aumentar la jerarquía y el nivel que se dará a esta entidad, considerando la importancia social, sanitaria y económica del sector, pues representa el 12,5 % de la población del país. No puede considerarse como un apéndice del sector agua, sino como una entidad de gran importancia en el desarrollo de las comunidades rurales, lo cual incide con mucha fuerza en el desarrollo país. 


Como consecuencia de lo anterior, se propone darle la categoría de Dirección o entidad tipo ex SENDOS, para que tenga la facultad de planificar, controlar, proyectar, estudiar, construir, reparar, operar, mejorar y financiar las obras sanitarias rurales.


2.- Concentra en la entidad responsable la ejecución presupuestaria asociada al sector sanitario rural. Este punto es fundamental, porque en la actualidad se ha producido una situación cercana a la anarquía debido al gran número de organismos que financian obras de agua potable y de aguas servidas, tales como Municipalidades, Servicio de Vivienda y Urbanismo (SERVIU), Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE) y Ministerio de Obras Públicas (MOP).


3.- Se establece la exigencia de contar con una planificación anticipada y coordinada de los proyectos a ejecutar de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 del proyecto de ley.


4.- Se valora y se reconoce el compromiso, el éxito y el actuar de un gran número de comunidades rurales en la operación y mantención de los servicios de agua potable rural y se da la oportunidad  para que esto se mantenga si existe la voluntad de parte de las Cooperativas y Comités, y si la calidad de los sistemas de agua potable y la prestación del servicio es la adecuada.


5.- Se reconoce la capacidad de gestión de las Cooperativas y Comités asignándoles también los sistemas de alcantarillado, en aquellos casos en que existan y que se justifiquen.


6.- Se pretende un cierto autofinanciamiento para la operación y mantención de los sistemas de agua potable rural.


7.- El estudio de las tarifas se asigna a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, que es el organismo con experiencia en este tema. El nivel tarifario definitivo debería ser consensuado con la entidad responsable del sector sanitario rural y con la comunidad.


A continuación, señaló los siguientes aspectos negativos del proyecto de ley:


1.- En aquellos casos extremos en que no se hará cargo la propia comunidad, se abre la posibilidad, mediante licitaciones y transferencias, de que sea un ente distinto el que opere el Sistema Sanitario Rural pero se circunscribe a las Cooperativas o Comités de Servicios Sanitarios Rurales, y sólo excepcionalmente a otros interesados. 


Esta norma no favorece la posibilidad de que exista competencia total para lograr la mejor alternativa técnico-económica de solución.


Podría darse la condición favorable de cercanía a servicios públicos o empresas sanitarias, con lo cual se puede tener una importante ventaja tarifaria gracias a las economías de escala. 


Lo anterior es válido tanto para el caso de servicios en operación, como para nuevos servicios.


2.- La Subdirección de Servicios Sanitarios, que se crea mediante esta iniciativa legal, equivale prácticamente a un Departamento de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, con lo cual no puede dar un apoyo real a las Cooperativas y Comités, considerando que el control y asesoría a la gestión financiera es muy importante.


La elaboración de planes de desarrollo, de proyectos y estudios, la contratación de obras y asesorías quedaría en manos de las Cooperativas y Comités; que por lo general, no cuentan con recursos profesionales, ni financieros para asumirlo, o por el contrario, si cuentan con los recursos, no siempre se obtienen beneficios de estudios contratados por estas Organizaciones.


3.- El proyecto de ley otorga más importancia y reconocimiento a las Cooperativas que a los Comités, lo cual se contrapone con la realidad y la experiencia conocida de estas entidades. En la actualidad, hay aproximadamente 160 Cooperativas y 1.500 Comités y no se ha demostrado una mejor gestión de las Cooperativas frente a los Comités.


La diferencia, y que permite que la Cooperativa tenga un mayor reconocimiento, es la ley que las rige y que constituye un mejor mecanismo de control de la gestión de acuerdo a su giro. Sin embargo, igual hay un descontrol si el Departamento de Cooperativas no ejerce el control externo en forma eficiente.


Asimismo, hay un riesgo en el caso de las Cooperativas, por cuanto no tienen giro único; con lo cual se produce un desperfilamiento respecto del uso de los recursos que se generan por la vía de la prestación del servicio sanitario. 



4.- El proyecto de ley contiene gran cantidad de detalles que son más propios de un Reglamento, como es el caso de las multas que además en consideración a su magnitud (1.000 U.T.M.) son incompatibles con la realidad de los servicios. Otro ejemplo, es el caso de las sanciones establecidas en el artículo 92 del proyecto de ley las cuales son inaplicables.



5.- Es necesario modificar las definiciones contenidas en el artículo 2º, letra o), por la siguiente: “o) Saneamiento Básico: Recolectar, transportar, tratar y disponer las aguas servidas”. Letras I y g. Otorgar licencia de servicio sanitario rural por 30 años a las Cooperativas y 10 años de permiso a los Comités no tiene explicación lógica. Se sugiere que la licencia o permiso sea indefinido, pero revocable por la Superintendencia de Servicios Sanitarios en casos especiales.


La división entre servicio sanitario rural primario o secundario es innecesaria pues se trata de un desarrollo natural de una instalación que tiene capacidad ociosa.


6.- No se debe permitir que un encargado de un Servicio Sanitario Rural se haga cargo de algunas etapas de un servicio y que las restantes sean de responsabilidad de otro interesado.


Ha quedado demostrado que en el sector urbano hay una conveniencia en que el mismo operador es el responsable de todas las etapas del servicio de agua potable y de aguas servidas, pudiendo hacerse los contratos de interconexión que se deseen.


7.- No se ve la conveniencia, ni la necesidad, de aplicar el procedimiento de Otorgamiento de Concesiones de Empresas Sanitarias urbanas contenido en el decreto con fuerza de ley del Ministerio de Obras Públicas N° 382/88 al sector rural.


Se propone en su reemplazo establecer que: "Cualquier Agrupación de Vecinos y Pobladores u Organización Comunitaria podrá operar, administrar y mantener los Servicios Sanitarios Rurales que los beneficia; debiendo aplicarse el procedimiento que se defina para ello en el Reglamento".


Tampoco se ve la necesidad de implementar un Registro como el de las concesiones, en el caso de los Servicios Sanitarios Rurales, para ello se propone mantener o mejorar lo aplicado en el Programa de Agua Potable Rural del MOP.


8.- En este mismo sentido, no se ve conveniente someter a las Cooperativas y Comités a tomar garantías para resguardar el cumplimiento de Planes de Desarrollo y de condiciones de prestación porque  se aumentarán los costos de los servicios y no se ve claramente que se obtenga el beneficio previsto.


9.- Se debe revisar la conveniencia de limitar por un plazo determinado la responsabilidad y el derecho de operar un Servicio Sanitario Rural. Este puede ser indefinido y condicionarse al cumplimiento, por parte de la Cooperativa o Comité, de las obligaciones y al deseo de la propia Comunidad de mantener su responsabilidad. De no darse alguna de estas dos condiciones o ambas, se debe definir un reemplazante. 


Ante la necesidad de contar con un operador, cuando no hay interés de la propia comunidad, o cuando el Servicio Sanitario Rural no cumple con los estándares establecidos, debiera ser el reemplazante cualquier interesado que cumpla con las exigencias y ofrezca las mejores condiciones. 


10.- Respecto al Capítulo 2 del Título IV sobre derechos y obligaciones de los operadores y usuarios, sus disposiciones parecen más propias de un Reglamento y no de una ley. Asimismo, el Capítulo 3, artículos 60 a 63, sería mejor ubicarlos en los respectivos Estatutos de las Cooperativas o Comité.


11.-  No corresponde que los servicios rurales se amplíen hacia zonas urbanas. El decreto con fuerza de ley del Ministerio de Obras Públicas N° 382/88 no permite ampliar las concesiones hacia zonas rurales. No es posible que coexistan servicios urbanos y rurales, ya que son niveles de servicios sanitarios incompatibles entre sí. En este caso, debe predominar el servicio urbano por tener un estándar de servicio más alto.


12.- No se ve la conveniencia de establecer remuneraciones y asignaciones para los dirigentes. Los funcionarios encargados de la operación y algunas labores administrativas si deben ser remunerados y deben acceder a estos cargos pasando por procesos de selección. Los servicios de agua potable rural han contado con la colaboración voluntaria durante toda la existencia del Programa; si esto no se mantiene así los Servicios Sanitarios Rurales pasan a ser "negocio".


En la práctica, ocurre que socios que no tienen otros ingresos, ya sea por falta de capacitación laboral o por otras razones, se apoderan de los cargos directivos indefinidamente. Si además reciben pago esta situación se agudizará.


13.- Las tarifas son un elemento fundamental y delicado en la operación y mantención del Servicio, se estima que no es adecuado tener disposiciones legales tan rígidas y extremas, como decir que el dictamen de la Superintendencia de Servicios Sanitarios será definitivo y obligatorio. Esto es desconocer la realidad de un gran número de Servicios de Agua Potable Rural. Se sugiere un sistema en el cual cada servicio proponga, cuando sea necesario, como máximo cada cinco años, la modificación de la tarifa que aplican actualmente, la cual una vez revisada, para ajustarla a las disposiciones legales o reglamentarias existentes, será aprobada por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


14.- No se entiende la utilidad de un Consejo Consultivo tan heterogéneo, compuesto por 17 personas de muy distintos niveles y capacidades, que se reuniría cada seis meses y cuyas recomendaciones serán de cumplimiento voluntario.


Reunirse cada seis meses, significaría que muchas de sus decisiones serán extemporáneas y muy generales. Debe estudiarse una alternativa más ágil y con pocos integrantes.


15.- No se ve posible la aplicación práctica de sanciones y menos de multas a las Cooperativas y Comités. Se propone reforzar el compromiso y la responsabilidad en estas entidades, y proporcionarles los apoyos necesarios. Si con todo no hay un buen resultado,  se propone condicionar la permanencia como operador a corregir los problemas en un plazo dado. Si la situación no es revertida, se define un operador que sustituya a la Cooperativa o Comité.


16.- No resulta adecuado terminar con la obligación que establece el artículo 2º de la ley Nº 19.549, por el contrario, se propone que la Superintendencia de Servicios Sanitarios fije los plazos para terminarla, ya que existen servicios que pueden necesitar disponer de esta asesoría por más tiempo.


Existe un convencimiento generalizado en relación a que lo más importante es ordenar la asignación de fondos y la aprobación técnica de los proyectos; ello se logra responsabilizando a un solo ente u organismo de jerarquía para hacerse cargo integralmente del Sector Sanitario Rural y de los Programas asociados a éste. Lo anterior es fundamental para evitar que se sigan gastando recursos en obras sanitarias, especialmente de aguas servidas, como alcantarillados rurales con plantas de tratamiento, que colapsan en el corto plazo. En esta situación hay innumerables casos a lo largo de todo el país.


El interés y espíritu de esta iniciativa legal debería ser cómo superar las debilidades que se observan en la práctica y que merman la capacidad de las actuales organizaciones, para llevar a cabo en forma eficiente su responsabilidad sobre los servicios de agua potable y de aguas servidas en el sector rural.


Los costos de entregar los servicios sanitarios a pequeñas comunidades son, por lo general, más altos que en sectores más grandes y densamente poblados. Por esto, un programa que contemple soluciones sanitarias para el sector rural es normalmente subvencionado por el Estado; por lo tanto, a fin de hacer la mejor gestión con los recursos estatales parece conveniente que en aquellos casos en que no se hará cargo la propia comunidad de sus servicios, se vean todas las alternativas de solución considerando el nivel tarifario, la calidad de servicio y la mejor focalización del subsidio estatal.


En esta situación no se puede perder de vista que una mejor solución puede requerir de una competencia real con todos los actores posibles.


El proyecto de ley recoge las inquietudes de los dirigentes de servicios de agua potable rural, sin embargo, falta la colaboración de las Unidades Técnicas que tienen otra mirada de esta problemática.


En el capítulo de antecedentes de la ley queda clara la aceptación de las soluciones individuales para el caso de las aguas servidas; no así respecto del agua potable. Ello se ratifica en el artículo 12, donde se indica que entre los bienes que son indispensables para la prestación del servicio sanitario rural están: arranques, uniones domiciliarias, redes de distribución y de recolección, derechos de agua, captaciones, sondajes y estanques de regulación.


De acuerdo a esto, no queda claro cómo se institucionaliza el servicio de provisión de agua en localidades rurales dispersas, en las que un sistema colectivo de agua potable no tiene viabilidad técnica y/o económica. Se presume que se deberán implementar soluciones individuales, por lo tanto, este proyecto de ley debiera dejar abierta esa alternativa. Se espera que, mediante esta ley, se le asegure a la población que reside en las localidades dispersas las soluciones sanitarias y el apoyo técnico posterior (funciones de control y monitoreo de la calidad de agua, limpieza de fosas, etc.)


El artículo 7º del proyecto de ley indica que la prestación del servicio sanitario, comprende desde la producción del agua hasta la disposición final de aguas servidas. Sin embargo, ello no es tan evidente en el punto referido a la Política Nacional de Servicios Sanitarios Rurales del capítulo de Antecedentes, donde se señala que la Política "incorpora tanto la provisión y distribución de agua potable, como la posibilidad, en la medida que las circunstancias lo hagan necesario en cada caso particular, para incorporar soluciones de recolección, disposición o tratamiento de aguas servidas"


No queda claro en el proyecto de ley, el futuro de los sistemas de agua potable y de aguas servidas que están, hoy, a cargo de Municipalidades.


Se estima que con las asignaciones de funciones a la Subdirección de Servicios Sanitarios y a la Superintendencia de Servicios Sanitarios no es necesaria la existencia del Consejo Consultivo.

Exposición de la Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU)


El Presidente de la Federación Nacional de Agua Potable Rural, señor Oscar Beltrán, expresó en relación al proceso de transformación de los Comités en Cooperativas que no es obligatorio, sino que la experiencia de quienes trabajan desde hace muchos años en agua potable rural ha demostrado la existencia de diversos problemas en la administración de estos sistemas. Los Comités de Agua Potable son vulnerables al estar enmarcados en la misma normativa que otras asociaciones, con lo cual las normas aplicables a la contabilidad, rendición de dinero y de recursos recaudados, no son rigurosas.


En la actualidad, hay Comités que, aún cuando, partieron como pequeños Sistemas de Agua Potable Rural, con 60 o 70 arranques hoy tienen 4.000 arranques, algunos con características urbanas, con grifos de incendio y con estanques de regulación. Así, por ejemplo en la VI Región existen alrededor de 50 servicios de agua potable con más de 600 arranques y atienden a más de 3.000 personas, con lo cual se han presentado diversos casos de malversación de los recursos, puesto que no tienen la obligación de rendir cuentas a su comunidad y tampoco existe un instrumento legal para hacer efectiva su responsabilidad por el mal uso de los recursos. 


El proceso de transformación de Comités a Cooperativas debe ser cuando se ajuste a los intereses y necesidades de los Comités, por cuanto la ley no establece la obligatoriedad de esta transformación, sin embargo, debe considerar una etapa en formación y adaptación al nuevo modelo desarrollando una serie de jornadas de sensibilización con los socios, de capacitación y formación en materias contables de administración y gestión, tanto para dirigentes como para funcionarios, administrativos y operadores. El proceso de transición no debe ser inferior a un año.


Señaló que cuando entre en vigencia esta nueva ley, los derechos de agua deberían ser modificados para asegurarlos tanto a los Comités como a las Cooperativas, sin perjuicio de que se hayan regularizado ante la Dirección General de Aguas (DGA). Este derecho constitucional no se puede ver amenazado por el criterio de distribución de recursos hídricos que administra la DGA.


Para la aplicación de esta iniciativa legal se requiere una gradualidad con un plazo de 2 a 5 años. 


Respecto del Plan de Inversiones señaló que la gran mayoría de los Sistemas de Agua Potable Rural no están en condiciones de financiarlo y ello provocaría de inmediato la extinción de la licencia, incluso antes de que entrará en operación, por lo tanto, el concurso por subsidio a la inversión, debe comenzar a operar una vez que las licencias y permisos hayan sido otorgados y aseguradas las inversiones a través de fondos tradicionales.


El proyecto de ley, en estudio, no resuelve el problema de acceso al crédito, tanto de las Cooperativas como de los Comités para el financiamiento de las obras, lo cual es esencial para el cumplimiento del Plan de Inversiones. El Estado debe crear instrumentos que respalden a los APR para tener acceso al sistema bancario.


En cuanto al saneamiento rural señaló que se deben estudiar con detenimiento los sistemas de saneamiento para proponer la instalación de sistemas de bajo costo de operación. La experiencia ha demostrado que muchas de las plantas de tratamiento que se han construido en las zonas rurales del país han fracasado por el alto costo de operación y mantención.


El saneamiento en las zonas rurales ha sido muy complejo y una de las razones para tener alcantarillado en estas localidades normalmente se debe a que los alcaldes quieren contar con calles pavimentadas y para ello requieren contar con una Planta de Tratamiento. En la mayoría de los casos, no se produce un proceso de sensibilización con la comunidad, la que debe entender que este nuevo sistema es necesario operarlo y traspasarle costos de operación y mantención y en algunos casos de reinversión lo que eleva la tarifa. Tampoco está asociada la capacitación para la operación de estos nuevos sistemas.


En relación a los subsidios de agua potable, tanto rural como urbano, solicitó que se adopte un procedimiento más igualitario dado que no hay distribución equitativa entre el sector rural y el sector urbano.


Respecto del pago de remuneraciones y asignaciones a los dirigentes de las Cooperativas y Comités de Agua Potable Rural, manifestó que existen diversas opiniones, la mayoría es contraria a este pago puesto que se considera que atenta contra el espíritu del Programa de Agua Potable Rural, no obstante, algunos dirigentes lo consideran positivo. Dentro de este mismo ámbito señaló que existe consenso en la necesidad de contar con un seguro de vida para los dirigentes de las Cooperativas y Comités de Agua Potable Rural, que como consecuencia de sus funciones deben viajar constantemente.


En relación a la fijación de tarifas que propone la iniciativa legal en estudio, manifestó su conformidad haciendo presente que debe discutirse por la Superintendencia de Servicio Sanitarios o por un organismo de esas características. En esta materia informó que existe un aprovechamiento, en algunos casos de carácter político de las tarifas, por cuanto los Directorios de los Comités están integrados por Alcaldes y Concejales, con lo cual es muy difícil aumentar una tarifa, a pesar de las grandes alzas en el precio de la electricidad.


Finalmente, informó que la fijación de la tarifa obedece a una decisión de la Asamblea de socios, lo que implica que no existe ningún elemento técnico ni económico que refleje los costos de operación y mantención. 

Exposición de la Alcaldesa de San Vicente de Tagua Tagua


La Alcaldesa de San Vicente de Tagua Tagua, señora Virginia Troncoso, señaló que la realidad de la comuna que representa es la de muchas de la VI Región, la cual posee una población rural superior al 50%, encontrándose con una gran dispersión, agrupada en villorrios o localidades, compuestos por personas de esfuerzo, con ingresos en su mayoría como temporeros, dedicados a las faenas agrícolas.


Destacó que en estas localidades, mediante el esfuerzo de los vecinos, con una visión de desarrollo y de servicio, que se prolonga por más de 4 décadas, se ha podido satisfacer una necesidad básica, como es el suministro de agua potable, con un sistema eficiente y constante, que se debe a sus dirigentes que sin esperar una remuneración y sólo con el afán de ayudar a su comunidad, han podido llevar con éxito esta importante labor.


En la elaboración de esta iniciativa legal participó la Asociación Gremial de Servicios de Agua Potable de la VI Región. A su vez, los dirigentes de los Sistemas de Agua Potable Rural han hecho ver la conformidad con este proyecto, destacando lo siguiente:


1.- Se establece con claridad en su artículo 12, la descripción de los bienes indispensables para la prestación del servicio, (pozos de captación, matrices, arranques, entre otros) los que son cautelados de su enajenación indiscriminada y posible embargo, protegiendo así el patrimonio de los Comités de Agua y más aun el normal suministro de los vecinos.


2.- Es posible apreciar una enorme proyección en la incorporación de forma literal en el artículo 7º,  de entregar a las Cooperativas la recolección y tratamiento de aguas servidas, situación que permitirá aplicar con una mejor propiedad los proyectos de “Saneamiento Sanitario” de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, gestión que están dispuestas a asumir las Cooperativas y Comités de Agua Potable Rural, en virtud de la mejora de sus asociados.


3.- El proyecto de ley permite a las actuales y futuras Cooperativas la renovación preferente del servicio, con lo cual se garantiza la continuidad de los actuales servicios, dejando la decisión de poner término a la concesión en las manos de las cooperativas.


4.- El Titulo VI del proyecto de ley, contiene los lineamientos de la creación de una política nacional de asistencia y promoción de los Servicios Sanitarios Rurales, que estará a cargo del Ministerio de Obras Públicas y del Concejo Consultivo.


5.- Asimismo, se reconoce el origen de los Sistemas de Agua Potable Rural, que se funda en los principios de ayuda mutua; de igualdad y participación, de eficiencia económica y transparencia. 


6.- Las normas contenidas en los artículos 85 y 86 del proyecto de ley, muestran con claridad los mecanismos de Inversión Pública y subsidios en los servicios sanitarios rurales, para la ejecución de nuevas áreas.


Señaló que ha podido constatar el gran esfuerzo que realizan sus dirigentes para obtener recursos para mantención, mejoramiento, o extensión de redes a nuevos sectores, esperando que esas políticas sean una real solución a sus inquietudes.


7.- Esta iniciativa legal permitirá a las Cooperativas la ampliación de sus servicios a zonas urbanas, donde no se haya otorgado ni solicitado una concesión, permitiendo entregar servicios a localidades que se encuentran en la periferia de los límites urbanos, donde no demuestran intereses las Empresas Sanitarias, por su baja rentabilidad o inexistencia de redes.


8.- El proyecto de ley protege el territorio de operación de las Cooperativas, situación que antes no estaba contemplada, permitiendo que dentro de su territorio, actuara una Empresa Sanitaria sin su consentimiento.


Concluyó expresando que esta iniciativa legal resguarda los intereses de las Cooperativas, puesto que protege su patrimonio, territorio y entrega la proyección de un Plan de Inversión para su desarrollo.

Exposición del Ingeniero Civil, señor Luis Valdés


El Ingeniero Civil, señor Luis Valdés, informó que a través de la Secretaría General de la Presidencia le correspondió participar en la elaboración de esta iniciativa legal y en su opinión no queda claro la forma en que se traspasará a título gratuito una inversión en infraestructura sanitaria del orden de US$ 400.000.000 (cuatrocientos millones de dólares).


Luego, en relación a la formación de las Cooperativas manifestó que en su opinión es más eficiente potenciar a las municipalidades y que éstas a través de las Corporaciones Municipales se hagan cargo de los Sistemas de Agua Potable Rural, puesto que cuenta con instrumentos administrativos que pueden traspasar hacia los Comités y acogerlos, en lugar de crear Cooperativas. La gran inversión asociada al sector representa una suma anual cercana a M$ 70.000.000.000 (setenta mil millones de pesos), de los cuales M$ 28.000.000 corresponden a inversión que realiza el Ministerio de Obras Públicas y el resto lo realiza la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo a través de los Gobiernos Regionales con traspaso a las municipalidades y luego una inversión menor de cargo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


La gran gestión, en cuanto a abastecimiento y mantenimiento se podría realizar a través de los municipios.


Finalizada la intervención anterior, la dirigenta del Sistema de Agua Potable Rural de la Región Metropolitana, señora Teresa Sarmiento, manifestó su total rechazo a la idea planteada por el Ingeniero Civil, señor Luis Valdés, respecto de la posibilidad de que las Municipalidades, a través de las Corporaciones Municipales, se hagan cargo de los Sistemas de Agua Potable Rural, haciendo presente que los Comités funcionan en forma adecuada desde el año 1964.


En su opinión, basta con observar la mala experiencia municipal en materia de educación y salud en las distintas comunas del país. Los municipios, en general, se preocupan muy poco de los APR del país. 


La intervención de las municipalidades en este ámbito podría dar lugar a que los recursos que se recauden por este servicio se destinen a otros fines.


Durante el proceso de elaboración de este proyecto de ley recorrió el país para conocer la opinión de los dirigentes y se ha solicitado de manera reiterada el otorgamiento de un viático para los dirigentes puesto que algunos deben dejar sus trabajos para participar en estas reuniones y tienen que asumir los costos de trasladarse desde lugares muy alejados.


El Tesorero de FENAPRU, señor Manuel Mundaca, representante de la Provincia de Limarí, de la IV Región, señaló su preocupación por el rol excesivo que desempeña el Ministerio de Salud en los Sistemas de Agua Potable Rural, haciendo presente que muchos subsidios para la construcción de viviendas rurales se encuentran paralizados por exigencias de ese Ministerio, con lo cual no es posible cambiar la calidad de vida del mundo rural.


El Ministerio de Salud ha cursado diversas infracciones a los Comités de Agua Potable Rural por exceso de cloruro en el agua, sin embargo, la solución de esa situación no corresponde a los Comités sino que al Estado, que a través del Ministerio de Obras Públicas debe instalar una Planta de Osmosis Inversa para prestar un servicio adecuado.



Respecto de la intervención de los municipios en esta materia emitió su opinión contraria puesto que éstos carecen de los recursos para entregar en forma adecuada este servicio.


Como consecuencia de los planteamientos anteriores, el Ingeniero Civil señor Luis Valdés precisó que la participación de las municipalidades en el Sistema de Agua Potable Rural debe entenderse como complementario al trabajo que realizan las Cooperativas y Comités de Agua Potable Rural y no como el traspaso de las funciones de éstos a las Corporaciones Municipales, sino que debe potenciarse el rol municipal para el apoyo técnico y financiero de las Cooperativas y Comités.


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, a través de los Gobiernos Regionales y posteriormente el Consejo Regional podrían distribuir los recursos y el financiamiento para cooperar con las Cooperativas y Comités.



El Ingeniero Civil señor Manuel Alberto Godoy hizo presente su preocupación por la dualidad de funciones que es posible apreciar en la tramitación de un proyecto de agua potable rural que, luego de ser revisado por la Dirección de Obras Hidráulicas, debe ser nuevamente revisado por el Ministerio de Salud con lo cual se pierde mucho tiempo en la realización de las inversiones.


En el año 2006 el Ministerio de Obras Públicas realizó una experiencia, a través del Programa Chile Barrio, con 400 soluciones dispersas en la VIII Región que hasta la fecha ha funcionado y sirvió para liberalizar el tema de los subsidios rurales dispersos.

Exposición de la Ministra de Vivienda y Urbanismo


La Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Patricia Poblete, señaló que es muy importante escuchar los planteamientos de los operadores de las Plantas de Agua Potable Rural. Para el Ministerio de Vivienda el hecho de no contar con factibilidad sanitaria en los sectores rurales significa la imposibilidad de ejecución de los subsidios. Sin embargo, la situación más grave que sucede es que en algunos lugares en que hay disponibilidad de agua potable rural se construyen a costo de las pequeñas empresas las viviendas rurales, el MINVU agrega la cantidad equivalente a 70 unidades de fomento por cada vivienda para la construcción de una planta de tratamiento de aguas servidas y el Ministerio de Salud demora en forma excesiva el otorgamiento de la autorización respectiva con lo cual las pequeñas empresas constructoras quiebran.


Señaló que comprende la obligación del Ministerio de Salud por garantizar un agua de calidad, que cumpla con la normativa internacional, pero se debe buscar un sistema que agilice y flexiblice la autorización del Ministerio de Salud. Existen sectores en que desde hace muchas décadas los vecinos se han surtido de una vertiente y basta que un sólo componente de esa agua no cumpla con la norma para impedir la construcción de viviendas sociales, por lo tanto, es necesario analizar la forma en que esa agua se podrá clorar, en lugar de rechazar la construcción de viviendas en ese sector, porque está sucediendo que las personas siguen viviendo en sectores muy pobres, sin viviendas y con la misma agua.


La única excepción en esta materia son los villorrios indígenas, en que es posible construir viviendas sociales sin contar con agua potable rural, situación que además constituye una injusticia puesto que muchas veces se ubican en el mismo sector familias de origen indígenas y otras que no tienen ese origen y sólo es posible construir lindos villorrios, de casas de machis. Éstas se abastecen de agua de la vertiente que viene del cerro y al lado hay familias muy pobres que no tiene esa posibilidad, porque no se otorga la factibilidad sanitaria.


Para el MINVU está iniciativa legal es de gran trascendencia por cuanto dotar de una institucionalidad y mejorar la gestión de los Sistemas de Agua Potable Rural asegura la provisión de un servicio y la transparencia de la operación. En muchas oportunidades, no es posible implementar proyectos de viviendas sociales por rencillas históricas en un sector.


También, es importante definir la situación que se presenta con un conjunto habitacional que se ubica en parte en un sector rural y en un sector urbano puesto que es muy difícil que convivan ambos sistemas de agua potable que tienen características muy diferentes.


Respecto de la inversión en infraestructura sanitaria señaló que debe establecerse con precisión por cuanto cuando se rompe la planta de tratamiento de aguas servidas transcurre mucho tiempo para obtener por parte de la Cooperativa o del Comité respectivo los recursos para la reparación. 


Existen convenios con las empresas constructoras y las empresas sanitarias para la mantención de estas plantas de tratamiento por un plazo de 5 años y después, por falta de recursos, cuando se produce un desperfecto quedan convertidas en cloacas.


El MINVU se encuentra con diversos problemas en el Agua Potable Rural que no están claramente abordados en esta iniciativa legal porque la realidad en los terrenos rurales es diferente. La incorporación del saneamiento rural es extraordinario, pero se debe incentivar la eficiencia económica de la sustentabilidad del Sistema de Agua Potable Rural y para ello son necesarias las inversiones que debe garantizar el Estado de Chile, en caso contrario, se va encarecer demasiado la operación de este sistema porque de otra forma serán los vecinos rurales los que se deberán hacerse cargo de esta situación.


Finalmente, expresó que la creación del sistema de licencias y permisos entrega la certeza absoluta respecto al territorio delimitado que permitirá evitar las disputas familiares y rencillas 
que en algunos casos, a pesar de haberse entregado los subsidios y construidas las viviendas sociales no es posible contar con la solución sanitaria que corresponde.


El Honorable Senador señor Kuschel manifestó su preocupación por el gran atraso que presenta Chiloé en materia de agua potable rural, como asimismo, la mantención y eventual reposición de antiguos sistemas. En su opinión, esta iniciativa legal debe contener un criterio o estímulo para la mantención y renovación apropiada de los sistemas de agua potable rural que datan de hace más de 40 años.


En seguida, solicitó que se establezca un procedimiento fluido para la renovación de los servicios sanitarios y se asegure una subvención a la inversión de reposición y para aquellos sectores donde hay más pobreza sin considerar el aporte de los beneficiarios.


El Honorable Senador señor Sabag destacó la importancia de las municipalidades en el proceso de reposición de los Sistemas de Agua Potable Rural puesto que a éstas les corresponde postularlos para la obtención de los recursos necesarios.


Para obras menores existe una disposición en la Ley de Presupuestos del Sector Público que contempla $ 33.000.000 (treinta y tres millones de pesos) para pintar las torres, mejorar las sedes sociales. Estos fondos deberían traspasarse a los Sistemas de Agua Potable Rural que le darían un gran rendimiento a estos recursos.


En seguida, señaló que es fundamental considerar la capacitación para los dirigentes de los Sistemas de Agua Potable Rural y el pago de un viático para ejercer en forma adecuada el cargo.

Exposición del Director de Presupuestos


El Director de Presupuestos, señor Alberto Arenas, fue invitado a fin de conocer las razones del Ejecutivo para no acceder a la solicitud unánime de esta Comisión de crear un Dirección Nacional de Servicios Sanitarios del Ministerio de Obras Públicas.


En la oportunidad, el Director de Presupuestos informó que en los inicios de la Administración de S.E. la Presidenta de la República, señora Bachelet, y en el Gobierno anterior, se debatió cómo dentro del marco de las materias de competencia del Ministerio de Obras Públicas se le podría otorgar fortalecimiento institucional a un tema tan sensible como es el Servicio Sanitario Rural y el Agua Potable Rural.


Para ello, se consideró la creación de un servicio público que se hiciera cargo del Agua Potable Rural, dentro del Ministerio de Obras Públicas, donde el principal diagnóstico era la dispersión institucional puesto que habían materias relativas al concepto de los Servicios Sanitarios Rurales que no sólo estaban en la DOH, sino que en la Dirección General de Aguas, en la Dirección General de Obras Públicas y en otros lugares fuera del Ministerio.


Como consecuencia de la situación anterior, se determinó concentrar todas las facultades en la DOH y adicionalmente evitar el debate respecto de la creación de un servicio público y fortalecer esta institucionalidad, colocarle un rango de Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales dentro de una División que existe como servicio público, propiamente tal, evitando el conflicto en relación a su naturaleza, en el sentido de que si es un servicio público, qué planta debería tener, qué grados, cuántos cargos, cuántos profesionales, si existirían asignaciones nuevas. De esta forma, mediante la creación de una Subdirección se estimó que se entraba al fondo del tema que era darle visibilidad al servicio sanitario rural dentro del MOP, establecer un responsable de esta materia y concentrar dentro de la DOH y en especial, en la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales el tratamiento de esta materia.


La creación de un nuevo servicio público, en cualquier Ministerio del Estado, habría generado un gran debate que podría haber demorado mucho la decisión relativa a la institucionalidad que se le pretendía otorgar al servicio sanitario rural.


Ante esta situación, la prioridad del Ejecutivo no fue realizar ese debate, sino que fortalecer la institucionalidad del servicio sanitario rural, que se concentre en algún lugar, con visibilidad, con presupuesto y con una institucionalidad como la que se contiene en el proyecto de ley en estudio. Puesto que lo que se pretende es contar con un sistema que concentre todas las facultades en una sola institución y no abrir un debate como sería la modificación de la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas, que data de hace 40 años 


El hecho de otorgar rango de Dirección en lugar de Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales abre otras preguntas al interior del MOP, que no sólo dice relación con los Servicios Sanitarios Rurales, sino que el debate relativo al tamaño de las Direcciones, cómo se relacionan entre ellas y qué modalidades de funcionamiento se les otorga.



El Agua Potable Rural tiene en la actualidad un rango de Departamento, sin embargo, dentro del esquema de la DOH es prácticamente una Subdirección, no en la parte formal sino que en el trato.


La iniciativa legal en estudio sólo crea la Subdirección y en la Ley de Presupuestos de la Nación se le deberá otorgar la dotación y los recursos correspondientes. Al crear la Subdirección se asignan responsabilidades que en la actualidad no existen en el Estado, las acciones en materia de Agua Potable Rural se realizan a través de Planes Anuales comprendidos en la Ley de Presupuestos, como Programas, o se actúa mediante la Subsecretaría de Desarrollo Regional o en el Ministerio de Vivienda en proyectos tales como el Chile Barrio.


Esta nueva Subdirección pasa a ser el ente rector, único y exclusivo del sector del Agua Potable Rural, desde la perspectiva de la función de fomento y desarrollo del Estado y en la Superintendencia de Servicios Sanitarios se concentra la fiscalización del servicio en materia de Agua Potable Rural. 



Una vez aprobado este proyecto de ley se considerarán los recursos dentro de la Ley de Presupuestos de la Nación para el año 2010 y se separarán los recursos para esta Subdirección. Así, se cumple con el objetivo de fortalecer esta institucionalidad. 

- - - - - 
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 141 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


La iniciativa legal en estudio aprobada en general por el Honorable Senado consta de VI Títulos, que contienen 99 artículos permanentes y 15 artículos transitorios.

- - - - - - - - 

“TITULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES

ARTÍCULO 1º


El artículo 1º del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado señala el ámbito de vigencia material de esta ley indicando que ella regula la prestación del servicio sanitario en el ámbito rural.


El servicio sanitario rural podrá ser operado por un Comité o una Cooperativa, al que se ha otorgado un permiso o licencia por el Ministerio de Obras Públicas. Excepcionalmente, conforme se establezca en el Reglamento, el servicio podrá ser operado por otra persona natural o jurídica autorizada por el Ministerio de Obras Públicas, previo informe favorable de la Autoridad Sanitaria regional.



En discusión este artículo el Honorable Senador señor Romero propuso reemplazar la expresión “al que se ha otorgado un permiso” por “al que se le haya otorgado un permiso” porque debe ser previo a la operación del Comité que se lo haya otorgado.


La Comisión acordó aprobar la modificación propuesta al artículo 1º del proyecto de ley, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 1 A.

Indicación Nº 1 A


1 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar, en el inciso primero, la palabra “material”, que figura en su epígrafe, y la expresión “en el ámbito”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz-Esquide. 

ARTÍCULO 2º


El artículo 2º del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, define diversos conceptos, para efectos de la aplicación de esta ley, entre otros, los siguientes:


a) “Área de servicio”: Aquélla cuyos límites geográficos constituyen la superficie territorial en que un operador presta servicios sanitarios rurales, como permisionario o licenciatario.


b) “Ámbito rural”: Toda área geográfica fuera del límite urbano.


c) “Comité de Servicio Sanitario Rural”: Organización comunitaria funcional, constituida y organizada conforme a lo dispuesto en la ley Nº 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias, a la que se le otorgue permiso para operar un servicio sanitario rural.


d) “Concesionarias de servicios sanitarios”: Aquéllas personas jurídicas titulares de concesiones otorgadas conforme al Decreto con Fuerza de Ley Nº 382 del Ministerio de Obras Públicas del año 1988.


e) “Cooperativa de Servicio Sanitario Rural”: Persona jurídica constituida y regida por la Ley General de Cooperativas, a la que se le otorgue licencia o permiso para operar un servicio sanitario rural.


f) “Departamento de Cooperativas”: El perteneciente al Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción.


g) “Licencia de servicio sanitario rural”: La que se otorga por el Ministerio a las Cooperativas de Servicio Sanitario Rural, por un plazo máximo de 30 años, para la prestación y operación de un servicio sanitario rural en un área de servicio determinada.


h) “Licenciataria”: Cooperativa a la que se ha otorgado licencia para operar servicios sanitarios rurales.


i) “Ministerio”: El Ministerio de Obras Públicas.


j) “Operador”: La Cooperativa o Comité al que se ha otorgado, por el Ministerio, licencia o permiso para operar un servicio sanitario rural.


k) “Permisionario”: Es el titular del permiso otorgado en conformidad a esta ley.


l) “Permiso de servicio sanitario rural”: El que se otorga por el Ministerio a un Comité o Cooperativa, por un plazo máximo de 10 años, para la operación y prestación de un servicio sanitario rural, en un área de servicio determinada.


m) “Registro”: El Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales regulado en el artículo 77 de esta ley.


n) “Reglamento”: El que se dicte para la ejecución de las normas contenidas en esta ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3.


o) “Saneamiento”: Recolectar, tratar y disponer las aguas servidas.


p) “Soluciones Individuales de Saneamiento”: Son aquellas que, no estando conectadas con una red de alcantarillado primario, permiten la recolección, tratamiento y vertimiento o reutilización de sus aguas residuales.


q) “Subdirección”: La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas, que se crea por esta ley.


r) “Superintendencia”: La Superintendencia de Servicios Sanitarios.


s) “Usuario”: la persona que recibe algún servicio sanitario rural, pudiendo o no tener la calidad de socio del Operador.


A este artículo se presentaron ocho indicaciones signadas con los Nos 1 B, 1 C, 1 D, 1 E, 1 F, 1 G, 1 H y 1.

Letra b)


b) “Ámbito rural”: Toda área geográfica fuera del límite urbano.



El Honorable Senador señor Letelier solicitó que se elimine la letra b) del artículo 2º que define el ámbito rural, por cuanto a su juicio, esa disposición esconde una intencionalidad, en el sentido de que las áreas concesionadas por las empresas sanitarias no siempre coinciden con los límites urbanos, menos en localidades rurales que se consideran urbanas y se permiten usos de suelos para fines habitacionales. En su opinión, esta norma sólo tiene como finalidad que los APR puedan funcionar exclusivamente fuera de los radios urbanos a lo cual anunció su oposición.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, aclaró que esta iniciativa legal establece que los servicios sanitarios rurales pueden estar en parte o en su totalidad en zonas urbanas. Los términos de la ley son muy claros, no obstante, se genera una confusión por el término “rural” puesto que un Comité de Agua Potable Rural puede atender a la totalidad de un área urbana.



El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que el concepto de “rural” es diferente del fin para que se use. De esta forma, para algunos “rural” es todo aquel lugar donde vivan menos de 2.500 habitantes. En cambio, el Plano Regulador de la Comuna de Requínoa determinó que una localidad denominada “Abra” se considere urbana, aún cuando, la vocación es 100% rural, por lo que solicitó la eliminación de esta definición.



El Honorable Senador señor Sabag acotó que hay comunas grandes como San Nicolás, San Fabián de Alico, que son abastecidas por Agua Potable Rural y cuentan con alcantarillado y tratamiento de aguas servidas.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, precisó que existe una confusión semántica, la ley es muy clara y establece que los servicios sanitarios rurales pueden estar en su totalidad en una zona urbana o en parte de ella. No obstante, agregó que la nominación puede ser confusa y si se pretende eliminar la definición del ámbito rural sería necesario cambiar el nombre de la ley.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, expresó que esta materia debe entenderse en el sentido de que la ley rige para el futuro haciéndose cargo de situaciones de hecho que existen en la actualidad. Así, la iniciativa legal pretende regular las inversiones, permisos, licencias y una de las situaciones existentes que esta iniciativa legal consolida es que existen operadores de agua potable rural que prestan servicios en zonas urbanas y la ley reconoce la situación del Comité o de la Cooperativa, otorgando la autorización sea por 10 o 30 años para continuar operando.



Asimismo, este proyecto de ley consolida la situación de un operador que nace en el ámbito rural y dentro de 15 años ese ámbito rural, por una modificación del Plan Regulador, pasa a ser urbano, estableciéndose que seguirá prestando el servicio el operador rural, sea licenciatario o concesionario. En este caso, se establece que progresivamente y dentro de un período de transición, las condiciones técnicas y las exigencias deberán adaptarse a las condiciones del ámbito urbano.



De esta forma, los artículos 1º y 2º del proyecto de ley contienen la idea de que no por un cambio del Plano Regulador aprobado por el Concejo Municipal, el permisionario o el licenciatario, pierdan su calidad de tal y por consiguiente tenga que transformarse en una empresa sanitaria o vender sus derechos a una empresa sanitaria.



El Honorable Senador señor Letelier solicitó dejar expresa constancia, para la historia de la ley, de las explicaciones otorgadas en relación a la definición del “ámbito rural”.



En seguida, el Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, precisó que el proyecto de ley dice relación con aquellas áreas en las cuales no hay servicio y la pregunta que surge es qué ámbito se debe acoger, el ámbito rural o el de las empresas sanitarias y se establece que fuera del límite urbano puede acogerse la operación de un sistema de agua potable rural.

Indicación Nº 1 B

1 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la letra b)


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz-Esquide.

- - - - - - -

Indicación Nº 1 C

1 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar la siguiente letra, nueva:


“…) “Concesión Sanitaria”: La otorgada conforme al decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - -

Letra g)
Indicación Nº 1 D

1 D.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la frase ““Licencia de servicio sanitario rural””, la expresión “o “Licencia””, y suprimir “y operación”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Letra j)


j) “Operador”: La Cooperativa o Comité al que se ha otorgado, por el Ministerio, licencia o permiso para operar un servicio sanitario rural.

Indicación Nº 1 E

1 E.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el verbo “operar” por “prestar”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Letra l)

Indicación Nº 1 F



1 F.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de “Permiso de servicio sanitario rural”, la expresión “o “Permiso””, y suprimir los vocablos “operación y”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - -

Indicación Nº 1 G

1 G.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar la siguiente letra, nueva:


“…) “Servicio Sanitario Rural”: Provisión de agua potable y saneamiento, conforme a lo dispuesto en esta ley.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - -

Letra p)



El Honorable Senador señor Letelier solicitó modificar el orden de las letras contenidas en el artículo 2º del proyecto de ley, en debate, puesto que en su opinión no sigue un ordenamiento lógico. 


En seguida, señaló que la definición contenida en la letra “p” no considera una situación intermedia que son las soluciones colectivas en que no existe el saneamiento.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, acotó que en la actualidad una solución colectiva no puede carecer de saneamiento en virtud de lo establecido en las normas ambientales. No obstante, consideró pertinente modificar la definición contenida en la letra p) puesto que el saneamiento individual está considerado desde la perspectiva de una solución que no está conectada a la red. 



El Honorable Senador señor Sabag señaló que cuando existe un villorio, se hace un sistema de alcantarillado tradicional, sin embargo, cuando las casas están muy separadas se construye una fosa séptica y se presenta el problema que se colapsan y el servicio debe contar con camiones aljibes para la extracción de los sólidos y llevarlos a un botadero.



El Subsecretario de Obras Públicas señor Juan Eduardo Saldivia, acotó que la norma contenida en el artículo 1º de la iniciativa legal en estudio regula dicha situación. 

Indicación Nº 1 H


1 H.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla, por la siguiente:


“p) “Soluciones descentralizadas de Saneamiento”: Son aquellas que, no estando conectadas con una red de alcantarillado primario, permiten la recolección, tratamiento y vertimiento o reutilización de las aguas residuales de sistemas comunitarios, conjuntos residenciales y residencias individuales, según el caso.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Letra q)

Indicación Nº 1



1.- Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituirla, por la siguiente:


“q) “Dirección”: La Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas, que se crea por esta ley.”.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, explicó que en la actualidad no existe un organismo público que regule o tenga bajo su tuición al Sistema de Agua Potable Rural (APR) y mediante esta iniciativa legal se pretende crear una Subdirección que dependerá de la Dirección de Obras Hidráulicas (DOH) y todas las instituciones recibidas en audiencia por esta Comisión fueron partidarios de contar con una Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales.



Agregó que comparte ese planteamiento porque el paso que se está dando a través de esta iniciativa legal es de gran importancia puesto que las exigencias de prestar el servicio sanitario, que comprende 4 etapas definidas en la ley, son muy complejas para los dirigentes de los Comités de Agua Potable Rural, en especial la de captación y saneamiento de aguas. El gran problema que se presenta es que nadie quiere hacerse cargo de las plantas de saneamiento de agua, para ello basta ver lo que ha ocurrido con dichas plantas en que no sólo se ha perdido inversión privada, sino que también financiamiento de instituciones internacionales que prestan recursos para este tipo de infraestructura. En muchas ocasiones, se han recibido poblaciones o villas y la empresa constructora está obligada a instalar una planta de tratamiento que después no es operada.



En el país, 1.500.000 de habitantes se atienden por estos servicios sanitarios rurales, que tienen que pasar a una etapa de complejidad, de administración de recursos, de inversiones, de mantenciones de obras, que hacen necesaria la existencia de una Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales. La experiencia de los Comités de Agua Potable Rural en inversiones mayores es desastrosa y la iniciativa legal en estudio permite que un Comité o Cooperativa solicite en forma conjunta, o separada, cualquiera de las 4 etapas del servicio de agua potable rural y va a ocurrir que ningún Comité o Cooperativa estará dispuesto a solicitar el saneamiento, sólo pedirán la producción y la distribución del agua.



Ningún Comité de Agua Potable Rural solicitará el saneamiento porque siempre se asocia a un mayor pago y requiere de grandes inversiones, por lo tanto, es preferible que el organismo del Estado que participe en esta nueva etapa tenga la categoría de una Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales, en vez de una Subdirección dependiente de la Dirección de Obras Hidráulicas.



El paso que se está dando en cuanto a exigencias de conducción y volúmenes de inversión en el Agua Potable Rural justifican la existencia de una Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales.



El Honorable Senador señor Sabag compartió la necesidad de contar con una Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales, en lugar de una Subdirección dependiente de la Dirección de Obras Hidráulicas. Agregó que el Servicio de Agua Potable Rural se ha complementado con el tratamiento de aguas servidas lo que representa una situación más compleja que requiere una mayor preocupación del Estado y considerarla dentro de una Dirección como es la DOH, que también debe preocuparse del riego y de otras funciones además del Agua Potable Rural, no parece apropiado por la relevancia de la materia.



Debe existir una Dirección Nacional que se preocupe fundamentalmente de los servicios que son necesarios para mejorar la calidad de vida y para el progreso del sector rural. Además, se debe considerar la complejidad de la mantención de una planta de tratamiento y se requiere que la Dirección Nacional de Agua Potable Rural preste la asesoría eliminando de esta forma el pago de grandes sumas a las Empresas Sanitarias para el apoyo a las Cooperativas y Comités de Agua Potable Rural. Esos recursos alcanzarían para pagar un equipo permanente en cada una de las regiones del país destinado a asesorar, guiar y complementar el nuevo servicio de alcantarillado y el tratamiento de las aguas servidas.



La creación de una Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales permitirá unificar el tratamiento del tema sanitario del mundo rural.



El Honorable Senador señor Letelier señaló que el Ministerio de Obras Públicas ha modificado en forma sustantiva su organigrama en los últimos años por lo que es importante saber cuál es el modelo que se pretende seguir. En su opinión, el tema del agua potable y de saneamiento no tiene ninguna relación con los efectos fluviales, con los cauces de los ríos del país, y con otras materias relacionadas con las aguas, por lo que se mostró partidario de contar con una Dirección que se ocupe del Agua Potable Rural. 



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que después de 40 años de la aplicación del Programa de Agua Potable Rural, que ha estado situado en distintas instancias, tales como en el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, en la Dirección de Planeamiento y en la actualidad en la Dirección de Obras Hidráulicas, presenta importantes falencias desde el punto de vista administrativo y de los recursos que se puedan destinar, dependiendo de la asignación presupuestaria anual.



Lo anterior conlleva una cierta estructura que significa que los Comités de Agua Potable Rural reciben la asesoría que el Programa les puede otorgar. A su vez, ha existido la decisión de que la asesoría técnica se licite y se contrate a través de las empresas sanitarias de la región correspondiente. No obstante, el proyecto de ley permite la contratación de otros entes, incluso con las mismas Cooperativas y Comités que se pueden organizar para aquello y generar asociaciones para prestar esa asesoría.



El Ejecutivo ha avanzado en la proposición de una Subdirección puesto que en consideración a la estructura del Ministerio de Obras Públicas las Direcciones Nacionales tienen competencias ampliadas, dentro de las cuales hay Subdirecciones que tienen a su cargo materias específicas, por lo que se consideró que la competencia ampliada de la Dirección de Obras Hidráulicas, en cuanto a la gestión de los recursos hídricos de responsabilidad del Estado y la asesoría en las materias correspondientes, sea de riego, defensas fluviales permite que una Subdirección asuma una competencia específica, lo que cuenta con dos ventajas: 



La primera, es que habiendo una Dirección, la Subdirección no necesita duplicar una estructura administrativa, con lo cual la Subdirección utiliza la gestión de recursos humanos, de planificación, de administración y finanzas de la Dirección. En caso de que se cree una Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales será necesario dotarla de esas capacidades, con lo cual existe un tema de economía de escala al interior del Estado.



La segunda ventaja, dice relación con el hecho de que en la Subdirección todas las capacidades específicas y los recursos del Estado estarán puestos a disposición de la Subdirección. Por otra parte, cabe tener presente que el Subdirector será nombrado mediante el Sistema de Alta Dirección Pública y tendrá que reproducir sus capacidades a nivel nacional.



En consecuencia, desde el punto de vista del Ejecutivo el establecer una Subdirección fue para no duplicar una capacidad del Estado que se encuentra en la Dirección Nacional. Dentro del organigrama del Ministerio de Obras Públicas hay ámbitos de competencia genéricos que concentran a las Direcciones como es el caso de la DOH, Dirección de Vialidad, Dirección de Obras Portuarias, Dirección de Aeropuertos, Dirección de Arquitectura, Dirección General de Aguas, Dirección General de Obras Públicas y Coordinadora de Concesiones. El Ministerio distingue entre las Direcciones Operativas que son las 5 nombradas y las Direcciones de Staff.



Las Direcciones Operativas tienen ámbitos de competencia y dentro de esas hay ámbitos específicos que es el modelo que se pretende replicar en esta iniciativa legal, en el sentido de que la DOH que dice relación con la gestión de los recursos hídricos, sea para riego, agua potable rural, u obras de aguas lluvias o cauces. La gestión específica de una materia como es el agua potable rural se radicará en una Subdirección.



En opinión del Ejecutivo, no se requiere elevar la Subdirección a la categoría de Dirección con un ámbito específico, aun cuando sea de gran importancia, demandante de recursos y que necesita una gestión mayor que la actual, pero no amerita el rango de una Dirección dependiente del Ministro de Obras Públicas, por la duplicidad de recursos.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, acotó que la señal que da el Estado al establecer una Subdirección dependiente de la DOH, es que aun cuando disponga de la estructura administrativa necesaria para operar debe compartirse con otras funciones del Estado, por lo que es importante considerar que viene una etapa compleja que comprende el saneamiento de las aguas rurales lo que amerita contar con una institucionalidad estatal adecuada que pueda otorgar el apoyo que se requiere. 



El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que no existe una política nacional de aguas, por lo tanto, no es efectivo el argumento de que es necesario ordenar los recursos hídricos del país. El Ministerio de Obras Públicas no cuenta con una institucionalidad única para el tratamiento de esta materia.



La Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros invitar al Director de Presupuestos para conocer su opinión en relación a los motivos del Ejecutivo para no elevar a la categoría de Dirección Nacional la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas, opinión que se encuentra consignada en las páginas Nos 21 y 22 de este informe. 

Posteriormente, como consecuencia de la exposición del Director de Presupuestos, la Comisión estimó que el debate fue muy útil y comprendió, por las explicaciones entregadas por el Director de Presupuestos, que el mayor problema para la creación de una Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales radica en la organización del Ministerio de Obras Públicas que debe ser modificado en forma integral para establecer una nueva institucionalidad.

Por las explicaciones entregadas se concluyó que no es posible suspender el desarrollo del Servicio Sanitario Rural por un tema que se ha tratado que tenga la mayor importancia, pero es necesario ser realista y será la Subdirección de los Servicios Sanitarios la entidad que regulará esta materia.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 5º 



El artículo 5º del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado señala que el servicio sanitario rural primario corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento a las comunidades rurales para uso doméstico, y requiere el abastecimiento de agua de calidad, en cantidad y con continuidad; y en forma universal para todos aquellos usuarios que se ubiquen dentro del área de servicio.

Indicación Nº 1 I



1 I.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de “y saneamiento”, la frase “, en su caso,”.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que dentro del abastecimiento de agua para el uso doméstico se comprende, en algunos casos, el tratamiento de las aguas servidas, por lo que en su opinión, lo secundario dice relación con la capacidad de realizar convenios para otros fines. Además, es desconocer una realidad existente en que la gran mayoría de los lugares en que hay APR fueron asentamientos de la Reforma Agraria y en los cuales se ubican empresas.


Agregó que no es contrario al establecimiento de un criterio diferenciador para el tratamiento de las aguas servidas, pero lo primario es el uso doméstico y lo secundario es lo que establecen los convenios con terceros para otros fines. 


En seguida, solicitó dejar constancia para la historia de la ley que de acuerdo al concepto de uso doméstico será posible la existencia de servicios sanitarios rurales primarios puesto que no existe ninguna localidad en el país en que habiendo agua no se instale algún negocio aunque sea pequeño. Añadió que entiende la intención de la definición, que es otorgar prioridad para el consumo doméstico por sobre las actividades empresariales.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, precisó que mediante esta iniciativa legal no se están regulando los derechos de aprovechamiento de agua, sino que se pretende regular la prestación de los servicios de agua cuando existe en más del 90% de los casos un subsidio estatal a la inversión, con lo cual se está entregando una señal a los Comités, para que en primer lugar, se otorgue el abastecimiento para el uso doméstico y si existen excedentes de producción se pueda abastecer el uso no doméstico o comercial.


El uso doméstico comprende algunas actividades comerciales pequeñas, sin embargo, el problema se presenta con el gran consumidor, por lo que anunció que se estudiará una redacción en ese sentido, señalando que una fábrica de mermelada podría considerarse como uso doméstico, lo mismo tratándose de una Posta de Atención de Salud en una localidad rural.


El Honorable Senador señor Romero propuso establecer que se entiende por uso doméstico el consumo que no sea superior al de una familia normal.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 1 J


1 J.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Se entenderá por uso doméstico el destinado al consumo familiar o a pequeñas actividades comerciales o artesanales, u otros que el reglamento determine, en atención a los volúmenes de consumo.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 7º


El artículo 7º del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece las etapas de los servicios. Los servicios sanitarios rurales comprenden las siguientes etapas: 


(a) producción rural de agua potable;


(b) distribución rural de agua potable;


(c) recolección rural de aguas servidas; y,


(d) tratamiento y disposición final rural de aguas servidas.


La etapa de producción rural de agua potable consiste en la captación y tratamiento de agua cruda, para su posterior distribución en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente.


La etapa de distribución rural de agua potable consiste en el almacenamiento en su caso, y la conducción del agua producida hasta su entrega en el inmueble del usuario.


La etapa de recolección rural de aguas servidas consiste en la conducción de dichas aguas desde el inmueble hasta la entrega para su tratamiento y disposición final. Alternativamente esta etapa podrá consistir en soluciones individuales de saneamiento para su posterior disposición.


La etapa de tratamiento y disposición rural de aguas servidas consiste en la evacuación de éstas en cuerpos receptores, en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente, o en sistemas de tratamiento.


Las etapas de los servicios sanitarios rurales, podrán solicitarse en licencia o permiso, conjuntamente o por separado. Sin embargo, la etapa de recolección rural de aguas servidas sólo podrá ser pedida por quien solicite u opere la etapa de distribución rural de agua potable.


A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 1 K,1 L,1 M,1 N y 2.

Indicación Nº 1 K



1 K.- De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar, en las letras (a) a (d) del inciso primero y en los incisos segundo a quinto, la palabra “rural”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 1 L



1 L.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso cuarto, la expresión “individuales” por “descentralizadas”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 1 M



1 M.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso quinto, la frase “la evacuación” por “la remoción de los contaminantes presentes para la posterior evacuación”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 1 N



1 N.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el inciso sexto, por el siguiente:


“Solicitada la etapa de distribución, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 2


2. Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir su inciso final por los siguientes: 


“Para las etapas de producción y tratamiento y disposición final rural de aguas servidas, donde es necesario tener plantas de tratamiento los operadores contaran con unidades técnicas municipales que los  supervisaran, asesoraran y capacitaran en el tratamiento de las aguas.


Las etapas de los servicios sanitarios rurales, podrán solicitarse en licencia o permiso, conjuntamente o por separado. La etapa de recolección rural de aguas servidas podrá ser solicitada por cualquier comité o cooperativa, sin embargo el comité o cooperativa que solicite u opere la etapa de distribución rural de agua potable tendrá prioridad en el otorgamiento de esta etapa.


Si otro comité o cooperativa solicita la etapa de recolección rural de aguas servidas deberá el ministerio notificar mediante carta certificada de esta solicitud al que ha solicitado u opera la etapa de distribución, este tendrá  un plazo de sesenta días para contestar. De no hacerlo se otorgara en conformidad a esta ley.”.


El Honorable Senador señor Letelier, señaló que se debería precisar a quién corresponde la responsabilidad de la recolección.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, aclaró que la etapa de recolección nace en un punto que es la unión domiciliaria y termina en la entrega al tratamiento y disposición final. La novedad de esta norma consiste en la incorporación explícita del tratamiento como la etapa de disposición.



Respecto de la indicación Nº 2, en debate, señaló que al parecer existe una confusión. El inciso primero de la indicación se refiere a las unidades técnicas y no se entiende si las municipalidades deberían contar con una unidad especial en cuyo caso la Subdirección de Saneamiento Rural estaría de más, puesto que esta unidad ministerial se quiere potenciar y entregarle todas las capacidades de asesoría. No obstante, es diferente si a esta unidad ministerial se pretende otorgar presencia comunal.



El Honorable Senador señor Kuschel señaló que los Comités de Agua Potable Rural, de la región que representa, aspiran a contar con un apoyo de las oficinas municipales en temas agrícolas para gestionar los nuevos sistemas de agua potable rural, lo que no significa que exista una oficina permanente. La municipalidad respectiva debe contribuir con los recursos actuales a gestionar los nuevos sistemas de agua potable rural.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que la idea del Ejecutivo es que se puedan solicitar y otorgar las licencias o permisos por separado, sin embargo, la etapa de distribución y de recolección debe ser conjunta. Por el contrario, la indicación del Honorable Senador señor Longueira propone que la recolección y distribución pueda ser separada, planteamiento que el Ejecutivo no comparte puesto que las economías de escala, al igual que en el sector urbano, hacen necesario que las etapas de distribución y de recolección sean conjuntas porque tener dos concesionarios haciendo hoyos cada uno para sus redes, es una mala señal, por lo que se considera apropiado que exista un solo operador de redes.


El Honorable Senador señor Letelier recordó que durante la discusión de la Ley de Presupuestos para el Sector Público del año 2009, se fijó una posición en el sentido de que se requiere financiar la asistencia técnica para el saneamiento de los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural, sin perjuicio de que lo realicen terceros privados o públicos. 



La idea contenida en esta indicación se entiende recogida en las indicaciones presentadas por el Ejecutivo.



- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 2 A


2 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar los siguientes incisos séptimo y octavo, nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, la prestación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.


La producción de agua potable y el tratamiento y disposición de aguas servidas, podrán ser contratados a terceros por el operador.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 9º


El artículo 9º del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo al derecho a usar bienes nacionales de uso público e imponer servidumbres establece que las licencias y permisos otorgan el derecho a usar a título gratuito bienes nacionales de uso público para construir o instalar infraestructura de servicios sanitarios rurales, siempre que no se altere, en forma permanente, la naturaleza y finalidad de éstos. El uso deberá sujetarse a las condiciones dispuestas por las respectivas municipalidades u otros órganos públicos encargados de su administración, cuando estas instalaciones pudieran afectar el normal uso del bien nacional de uso público. En todo caso, el uso temporal de cualquier bien nacional de uso público requerido para ejercer este derecho estará exento de cualquier tipo de cobro.


Asimismo, las licencias y permisos otorgan el derecho a imponer la constitución de servidumbres, en conformidad con lo establecido en el Código de Aguas.


Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los trabajos de exploración para la captación de aguas subterráneas y se considerarán también obras de infraestructura sanitaria rural, cuando ellos sean claramente identificables con una obra de aprovechamiento para el servicio sanitario rural.


En caso que la conexión de una instalación domiciliaria de alcantarillado a una red de recolección para permitir el desagüe gravitacional, obligue a atravesar el predio de otro propietario, se constituirá una servidumbre legal de alcantarillado domiciliario.


El largo y ancho de la faja de terreno sujeta a servidumbre, corresponderá a la factibilidad técnica del proyecto de conexión otorgada por la licenciataria o el permisionario, obligándose el interesado a indemnizar los perjuicios.

A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 2 B.

Indicación Nº 2 B


2 B.- Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso primero, a continuación de “título gratuito”, la frase “conforme a la ley”.


En discusión, se hizo presente que la frase propuesta es redundante, por lo que se acordó su rechazo.



- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 10


El artículo 10 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a las licencias o permisos vinculados, establece que para otorgar una licencia o permiso que requiera de otra para la prestación integral del servicio sanitario rural, la Superintendencia deberá exigir la existencia de la licencia o permiso que condiciona a la solicitada o su tramitación simultánea.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 2 C.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que esta norma es similar a la anterior, no tiene sentido pedir una licencia de distribución sin acreditar que se tiene la producción o que algún Comité le venderá el agua. La idea es evitar que se obtengan licencias sin tener las que permiten prestar el servicio.


Esta norma es muy similar a la contenida en la Ley Sanitaria.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que en ninguna parte se señala que los permisos o licencias son para cada una de las etapas, por lo que propuso revisar las normas para que quede claro que se trata de un permiso para cada una de las etapas y agregar que se requiere de otra licencia para prestar otro servicio.

Indicación Nº 2 C


2 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “de otra”, la frase “licencia o permiso”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 11


El artículo 11 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a la obligación de cobro conjunto indica que el Operador de distribución rural de agua potable estará obligado a cobrar y a recaudar de los usuarios, el valor de las prestaciones correspondientes a los servicios de producción rural de agua potable, de recolección rural de aguas servidas y de tratamiento y disposición rural de aguas servidas.


El incumplimiento de las obligaciones que se deriven de lo señalado en el inciso anterior no podrá afectar la prestación de los servicios a los usuarios.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 2 D.



El Honorable Senador señor Letelier manifestó que uno de los debates que existe es en relación a la facultad de los Comités o Cooperativas para cortar el suministro por falta de pago.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que el proyecto de ley resuelve esa situación en otras normas, estableciendo que es una facultad del Comité cobrar y cortar el suministro cuando no se paga el servicio. 



La norma en debate es de operación y sólo regula la situación que se produce cuando el productor es distinto al distribuidor. En caso de no establecerse que el distribuidor está obligado a cobrar puede presentarse un problema en el sentido de que sólo cobra la facturación de distribución y no cobra la producción, suponiendo que son entes distintos, se puede producir un abuso.



Esta norma es para un adecuado procedimiento para que la recaudación de todos los servicios se haga en una sola boleta y el que produce y que no es distribuidor tenga la garantía de que recibirá su pago.



El Honorable Senador señor Letelier propuso eliminar el término “rural” en esta disposición cada vez que aparece por cuanto las aguas no son rurales.



El Honorable Senador señor Romero señaló que podría ser un impedimento para el operador cobrarle a algunos y no a otros. En su opinión, el operador debe estar obligado a unificar el cobro y la recaudación, porque en alguna oportunidad, la comunidad o los socios del Comité podrán determinar exceptuar del pago a una institución, como puede ser una posta rural, sin embargo, en virtud de este artículo no se puede hacer porque estará obligado a cobrar.



En caso que se obligue a cobrar no se podrá hacer ninguna excepción.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, informó que esta iniciativa legal recoge la idea de que no existe gratuidad o rebaja parcial del cobro por la prestación de los servicios, salvo las excepciones otorgadas por los operadores a los usuarios a sus expensas, es decir, se deja la facultad de que exista rebaja o gratuidad siempre a expensas del operador.



Agregó que mediante el artículo 70 del proyecto de ley se pretende resguardar el hecho de que existiendo un operador de producción, que es distinto al de distribución y si el cliente no paga el distribuidor le cortará el servicio, sin embargo, si existen cuentas separadas podría ocurrir que el cliente deja de pagar la distribución y no la producción y si el distribuidor no está obligado a cobrar la producción en la misma factura no tendrá el incentivo para cortar el servicio. 



La idea de unificar es para que el usuario pague todas las cuentas en una sola factura y no pueda en forma arbitraria decidir cuál pagará.



El Honorable Senador señor Romero propuso la siguiente redacción: “El operador de distribución rural de agua potable estará obligado a unificar el cobro y la recaudación de los usuarios. A su vez, los usuarios deberán cancelar el total de la factura que comprende los servicios antes señalados”.

Indicación Nº 2 D



2 D.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 11.- Obligación de cobro conjunto. El operador de distribución cobrará en una cuenta única y recaudará de los usuarios el valor de las prestaciones correspondientes a los servicios de producción, distribución, recolección y tratamiento y disposición.”.


El Honorable Senador señor Romero propuso agregar una coma (,) a continuación, del término “recolección”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 12


El artículo 12 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a los bienes indispensables, señala que se entienden destinados a finalidades de utilidad y salubridad pública, los bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales.


Los bienes se considerarán indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, desde el otorgamiento de la licencia o permiso, desde su adquisición o regularización, o desde su puesta en operación, según corresponda.


Serán bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, entre otros, los siguientes:


a) arranques de agua potable


b) uniones domiciliarias de alcantarillado 


c) redes de distribución


d) redes de recolección


e) derechos de agua


f) captaciones


g) sondajes


h) estanques de regulación


i) servidumbres de paso


En caso que los bienes indispensables aportados por el Estado conforme a lo dispuesto en el artículo 90 de esta ley, pierdan tal calidad, el Operador deberá contar con la autorización de la Superintendencia de Servicios Sanitarios para enajenarlos. No se requerirá dicha autorización cuando la enajenación sea resultado de un reemplazo o mejora.


Los bienes indispensables tendrán el carácter de inembargables, siéndole aplicable lo establecido en el número 17 del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil.


A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 2 E, 2 F y 2 G.



El Honorable Senador señor Letelier manifestó sus dudas en relación a la conveniencia de establecer en una misma norma los aportes que efectúan los ministerios y los gobiernos regionales puesto que la forma de contabilizarlos son diferentes, por lo que propuso establecer una norma transitoria que determine la situación de los bienes del Estado que han sido aportados. 



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, expresó que esta norma define los bienes que se consideran indispensables, que es lo mínimo para prestar el servicio. Luego, propuso dejar exentos de contribuciones de bienes raíces las propiedades en que se ubican estos bienes indispensables y regular la situación de los bienes de los APR, que están ubicados en propiedades comunes de la Reforma Agraria, por lo que sería interesante buscar un mecanismo de saneamiento de estas propiedades que presentan una gran complejidad.



El Honorable Senador señor Letelier señaló que dentro de los bienes indispensables no se consideran las bombas, los paneles eléctricos. En seguida, manifestó que en esta iniciativa legal se debería establecer un mecanismo que permita expropiar por ley o facilitar los procedimientos puesto que hay muchos bienes comunes en que es imposible la regularización porque no existe un sistema expedito.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, compartió el planteamiento anterior, en el sentido de establecer un procedimiento especial para declarar de utilidad pública aquellos bienes ubicados en propiedades de la Reforma Agraria, con lo cual el Estado podrá expropiarlos, pagar su valor y regularizarlos. 



El Honorable Senador señor Sabag estuvo de acuerdo con el planteamiento anterior, en el sentido de declarar esos bienes de utilidad pública, puesto que son indispensables para prestar el servicio. 



A continuación, propuso reemplazar la autorización contenida en el inciso cuarto del artículo 12 que debe otorgar al operador la Superintendencia de Servicios Sanitarios, por una que otorgue la Subdirección o Dirección de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas que se pretende crear, para que sea más expedito el trámite.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que este artículo pretende establecer una restricción respecto de determinados bienes indispensables para que no se puedan enajenar, embargar y estén fuera del derecho de prenda general de los acreedores.



Para el Ejecutivo el terreno en donde está ubicado el sondaje es inembargable, pero se puede precisar mediante la presentación de una indicación.



Respecto del proceso de regularización explicó que el proyecto de ley contiene un procedimiento para aquellas propiedades que figuran inscritas en el Conservador de Bienes Raíces, a favor de las empresas sanitarias, antiguo SENDOS, que es donde se concentran la mayoría de los problemas asociados a propiedades que utilizan los Comités y que no están inscritas a nombre de los Comités o Cooperativas, por lo que propuso avanzar en un procedimiento que permita regularizar situaciones similares a las de la Ley de Reforma Agraria.



La situación es más compleja cuando el conflicto dice relación con una propiedad cuyo titular en el Conservador de Bienes Raíces es una persona natural.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, propuso señalar en forma expresa que las propiedades en las cuales se ubican las torres, los estanques y el sondaje se pueden declarar de utilidad pública.



El Honorable Senador señor Sabag expresó que en muchos lugares se instaló una torre, un sondaje, porque una persona otorgó el permiso y después falleció, con lo cual la única forma de sanearlo es mediante una declaración de utilidad pública.

Indicación Nº 2 E


2 E.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar las siguientes letra j) y k), nuevas:


“j) plantas de producción de agua potable y plantas de tratamiento de agua servida.


k) inmuebles en que estén adheridos alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h) y j) anteriores.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 2 F



2 F.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso cuarto, la frase “de la Superintendencia de Servicios Sanitarios” por “de la Subdirección”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 2 G



2 G.- Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “mejora”, las frases “, los que, en todo caso, deberán ser informados de manera documentada y previa a su realización a la Superintendencia de Servicios Sanitarios”.


El Honorable Senador señor Romero manifestó su conformidad con la indicación presentada puesto que se trata sólo de una información y no de una solicitud de autorización. No obstante, hizo presente que debe entenderse que la referencia es a la Subdirección de Servicios Sanitarios y no a la Superintendencia de Servicios Sanitarios.



- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 13


El artículo 13 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece que el Ministerio de Obras Públicas podrá llamar a licitación pública para el otorgamiento de nuevas licencias o permisos, y no podrá denegarlos discrecionalmente.


A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 2 H, 3 y 4.

Indicación Nº 2 H

2 H.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la frase “y no podrá denegarlos” por “la que no podrá ser resuelta”.



- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 3 



De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la palabra “discrecionalmente” por “arbitrariamente”.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que constitucionalmente la autoridad puede ser discrecional, pero no puede ser arbitraria.



La idea es que se pueda prestar el servicio en un lugar donde no hay servicio.



El Honorable Senador señor Romero agregó que la diferencia entre la discrecionalidad y la arbitrariedad dice relación con los fundamentos de la decisión. El hecho de no poder denegar una solicitud de manera arbitraria implica que tiene que dar un fundamento.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Longueira, Letelier, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 4


4.- Del Honorable Senador señor Longueira, para incorporar el siguiente inciso final:


“Sin embargo, el Ministerio deberá informar al operador del sistema mediante carta certificada de la licitación de nuevas licencias o permisos en su área.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, explicó que la indicación Nº 4 tiene por finalidad lograr que cuando los plazos venzan se informe mediante carta certificada.



Luego, señaló que en los servicios sanitarios hay cuatro etapas: producir agua, distribuirla, captación de aguas servidas y el saneamiento. Son cuatro licencias o permisos que se entregan a la Cooperativa o al Comité y de acuerdo al proyecto de ley se pueden solicitar en forma conjunta o separada. Asimismo, la ley prohíbe que en un área que está entregada para las dos primeras etapas se pueda solicitar por otro Comité o Cooperativa la captación de aguas servidas y el saneamiento.



En su opinión, en el artículo 2º debería definirse el concepto de Servicio Sanitario Rural y las etapas que comprende.



El Subsecretario de Obras Públicas, informó que este caso se presenta cuando el Estado decide licitar porque no hay un operador, no obstante, el proyecto de ley contiene normas para regular esta situación.


La idea contenida en esta indicación fue recogida en las normas relativas a las comunicaciones, en consecuencia se acordó aprobarla con modificaciones.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 14


El artículo 14 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, faculta a los operadores para transferir a otros Comités o Cooperativas, sus permisos o licencias, debiendo informar de la transferencia al Registro.


En cualquier caso de transferencia de una licencia o permiso, el adquirente deberá cumplir con todas las condiciones que esta ley y su Reglamento fijen.


Si la licenciataria está operando en un área urbana, podrá transferir total o parcialmente la licencia a una concesionaria de servicio sanitario, la que en todo caso deberá operar el área de servicio de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N1 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 y sus normas complementarias, entendiéndose ampliada su concesión sanitaria de pleno derecho, una vez que la transferencia haya sido autorizada por el Ministerio mediante decreto supremo, previo informe favorable de la Superintendencia.


A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 5, 5 A, 6, 6 A y 6B. 

Indicación Nº 5

5. Del Honorable Senador señor Longueira, para reemplazar su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 14 Transferencia. Los operadores podrán transferir a otros Comités o Cooperativas, sus permisos o licencias, debiendo informar de la transferencia al Registro. Sin perjuicio de que tales transferencias deben ser autorizadas por los tres quintos de la Asamblea General del comité o cooperativa, citada especialmente para tal efecto.”.


La idea contenida en esta indicación está recogida en la Indicación presentada por el Ejecutivo, por lo que se aprueba con modificaciones.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 5 A



5 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 14.- Transferencia. Los operadores podrán transferir a otros Comités o Cooperativas sus permisos o licencias, debiendo: 


a) Acordar la transferencia por al menos los dos tercios de los miembros o socios presentes o representados en Asamblea General extraordinaria o Junta General de Socios, especialmente convocada al efecto. Con este fin la Asamblea extraordinaria o la Junta General de Socios deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros o socios.


b) Solicitar autorización al Ministerio, el que tendrá un plazo de 30 días para pronunciarse contados desde la presentación de la solicitud de autorización. En caso que no se pronuncie dentro del plazo señalado, se entenderá que aprueba la transferencia.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 6

6. De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, al final de su inciso primero, la expresión “al Registro”, por el siguiente texto: “a la Subdirección, para que deje constancia en el Registro. La transferencia deberá ser acordada por al menos los dos tercios de los miembros o socios presentes o representados en Asamblea General extraordinaria o Junta General de Socios, especialmente convocada al efecto. Con este fin la Asamblea extraordinaria o la Junta General de Socios deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros  o socios”.

- Esta indicación fue retirada.

- - - - - - - - -

Indicación Nº 6 A



6 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Perfeccionada la transferencia, se deberá dejar constancia en el Registro.”


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 6 B


6 B.- Del Honorable Senador señor Horvath, para agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“La decisión de transferencia deberá ser adoptada mediante acuerdo aprobado por tres quintos de los miembros de la respetiva cooperativa o comité, según corresponda.”.


La Comisión acordó rechazar esta indicación porque es contradictoria con las normas aprobadas.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - - -

Capítulo 2

De la licencia de servicio sanitario rural

ARTICULO 15


El artículo 15 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a la finalidad de la licencia señala que tiene por objeto autorizar a una Cooperativa para el establecimiento, construcción y explotación de un servicio sanitario rural.


Otorgada la licencia, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio de la licenciataria, permisos de distribución rural de agua potable y de recolección rural de aguas servidas, ni concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988, salvo en caso que, publicado el llamado a licitación, conforme a lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley, en al menos dos oportunidades, no se presente ningún interesado en la licencia dentro del plazo establecido en el artículo 24.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 6 C.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que la licencia que se otorga es para construir y explotar el Servicio Sanitario Rural y precave el hecho de que no hay un licenciatario interesado.



El Honorable Senador señor Romero propuso modificarlo en el sentido de establecer que la licencia tiene por objeto autorizar a una Cooperativa para operar un Servicio Sanitario Rural.

Indicación Nº 6 C



6 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 15.- Objeto. La licencia autoriza a una cooperativa para prestar un servicio sanitario rural.


Otorgada la licencia de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio de la licenciataria, permisos o licencias de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.


Sin perjuicio de lo anterior, podrán otorgarse concesiones sanitarias en dicha área, en caso que, publicado el llamado a licitación, conforme a lo dispuesto en el artículo 23, en al menos dos oportunidades, no se presente ninguna cooperativa interesada en la licencia dentro del plazo establecido en el artículo 24.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longuiera, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 16


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, estipula que las licencias para establecer, construir y explotar servicios sanitarios rurales, solo serán otorgadas a Cooperativas, las que se regirán por las normas de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio de las normas que establece esta ley y las demás propias de su giro.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 6 D.
Indicación Nº 6 D



6 D.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero, la frase “establecer, construir y explotar” por “prestar”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 18

                                    El artículo 18 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a las ampliaciones indica que la licenciataria podrá solicitar ampliaciones de su área de servicio conforme al procedimiento establecido en los artículos 20 y siguientes de esta ley.


En caso que el área de ampliación solicitada esté total o parcialmente ubicada dentro del límite urbano de un área en la cual no se haya otorgado ni solicitado una concesión sanitaria conforme al decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas del año 1988, circunstancia que deberá ser previamente certificada por la Superintendencia, se aplicará el procedimiento establecido en los artículos 20 y siguientes de esta ley.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 6 E.

Indicación Nº 6 E



6 E.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el inciso segundo, por los siguientes:


“Si el área de ampliación solicitada está total o parcialmente ubicada dentro de un área urbana o de extensión urbana, la Superintendencia deberá informar si se ha solicitado u otorgado en dicha área una concesión sanitaria. 


Si se hubiere solicitado u otorgado, la concesionaria de servicios sanitarios será notificada por la Superintendencia a fin que, en un plazo de 60 días, solicite la ampliación de su territorio operacional incorporando el área solicitada por la licenciataria. Si respondiere negativamente o no respondiere dentro de plazo, se tramitará la solicitud de ampliación de la licencia.


No habiéndose solicitado u otorgado una concesión sanitaria, se tramitará la solicitud de ampliación presentada por la licenciataria.”.


El Honorable Senador señor Romero señaló que el término “ a fin” debe estar entre comas (,) y se debe eliminar la coma (,) ubicada después del vocablo “que”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 19


El artículo 19 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a la licitación de la Licencia señala que la Superintendencia deberá llamar a licitación de la licencia y de sus bienes indispensables, un año antes del término del plazo de vigencia.


El llamado a licitación de la licencia pronta a extinguirse, se publicará por la Superintendencia por una vez en el Diario Oficial y, por medio de avisos repetidos por lo menos dos veces, en un diario de circulación en la región donde ésta se encuentre.


Las bases de licitación deberán señalar el nivel de subsidio a la inversión que se considerará para los efectos de evaluar las solicitudes de licencia que se presenten.


Las bases de licitación deberán contener una valorización actualizada de las inversiones necesarias para la prestación del servicio efectivamente realizadas por el anterior operador, sólo en la parte que hubieren sido financiadas con su patrimonio propio. En el evento que la licencia no le sea renovada, la nueva Licenciataria deberá pagar al anterior Operador dicho valor en la forma que lo hayan determinado las bases.


La avaluación actualizada de las inversiones que señala el inciso anterior, se efectuará de común acuerdo entre la Licenciataria y la Superintendencia y, en caso de desacuerdo, se hará por un perito tasador, que será nombrado conforme lo establezca el Reglamento.


Tanto la licencia como los bienes indispensables, se entenderán transferidos de pleno derecho desde la fecha del decreto de adjudicación.


En caso que la licitación no se resuelva antes del término del plazo de vigencia de la licencia, se entenderá esta prorrogada automáticamente hasta la fecha del decreto de adjudicación a la nueva licenciataria.


A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 7, 7 A, 8 y 8 A.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, propuso que además de los diarios regionales se emita un aviso por la radio local.



El Honorable Senador señor Romero señaló que además deberían instalarse tres carteles en lugares distintos y concurridos de la zona respectiva, como pueden ser la sede de la Cooperativa, la posta rural y en el estanque de agua, entre otros.

Indicación Nº 7



7.- Del Honorable Senador señor Longueira, para reemplazar sus incisos primero y segundo, por los siguientes:



“Artículo 19.- Licitación de la Licencia. La Licencia goza de derecho preferente para que se le renueve su licencia, para lo cual deberá solicitar su renovación con a lo menos seis meses de anticipación antes de la fecha de extinción. En su defecto, el Ministerio deberá llamar a licitación en conformidad a este artículo.



El llamado a licitación de la licencia y sus bienes indispensables, se publicará por la Superintendencia por una vez en el Diario Oficial, por medio de avisos repetidos por lo menos dos veces, en un diario de circulación en la región donde ésta se encuentre y a través de un medio de comunicación radial local de donde se encuentre la licenciataria, u otro medio idóneo, por dos veces a lo menos.”.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, explicó que esta indicación tiene por finalidad otorgar preferencia a los que están prestando el servicio por cuanto debe existir un reconocimiento para los que han prestado el servicio en forma adecuada y es preferible que se posibilite una cierta continuidad.



Se debe buscar un mecanismo previo al llamado a licitación, que podría operar 6 meses antes del vencimiento de la licencia, para que se adjudique la licencia en caso que haya habido una buena prestación del servicio, es decir, que el Estado cuente con un instrumento que le permita en estos casos no llamar a licitación cuando la Cooperativa ha funcionado en forma adecuada, a menos que el Ejecutivo tenga la intención de que este Servicio de Agua Potable Rural lo realicen las empresas sanitarias.



Añadió que las Cooperativas y Comités de Agua Potable Rural han manifestado su temor en el sentido de que sean desplazados en una licitación que se realizará dentro de 30 años, por lo que consideró conveniente establecer en esta iniciativa legal un período en que se pudiera por parte del Comité o Cooperativa de Agua Potable Rural solicitar la renovación del permiso o licencia.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que de acuerdo al proyecto de ley sólo las Cooperativas pueden ser licenciatarias, con lo cual no es posible que las empresas sanitarias puedan postular dentro de 30 años, a menos que se convirtieran en Cooperativas para poder postular a una futura licencia y privatizar de manera encubierta este servicio, intención que no está en el proyecto de ley, ni en el ánimo del Ejecutivo. No hay una intencionalidad secundaria encubierta del Ejecutivo para permitir la privatización de este servicio en el futuro.



En la actualidad, salvo algunas experiencias en las Regiones V y VII no existen grandes Cooperativas que sean buenos prestadores de servicios, sin embargo, dentro de 30 años la realidad debería ser distinta y existir más Cooperativas y con capacidades de gestión sustancialmente mejores y por consiguiente, podría ocurrir que a algunas de ellas les interese crecer.



El Ejecutivo considera que la mejor manera de medir quién ofrece un servicio más completo para los usuarios es a través de una licitación, por ello la evaluación que podría hacer el Estado del funcionamiento de la Cooperativa, que está operando no parece aconsejable porque puede significar la exclusión de otra Cooperativa que tiene una mayor gestión y ofrecer un mejor servicio.



Dentro de 30 años existirá una realidad distinta, esta iniciativa legal apunta a una mejora sustancial en la capacidad de los operadores en la prestación del servicio y podría suceder que otras Cooperativas ofrezcan un mejor servicio que el actual, pudiendo conjugarse las economías de escala y disminuir los costos de administración al tener más cliente, por lo que es preferible optar por una licitación, de manera que sea el mercado el que determine.



La idea contenida en esta indicación está recogida en las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, por lo que se acordó aprobarla con modificaciones.



- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 7 A



7 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso segundo, la frase “medio de avisos repetidos por lo menos dos veces, en un diario de circulación en la región donde ésta se encuentre” por “dos veces en un diario de circulación en la provincia o en la comuna respectiva. Adicionalmente, se difundirá a través de un medio de radiodifusión sonora provincial o comunal y se notificará por medio de carta certificada a la respectiva licenciataria, y por otros medios idóneos que determine el reglamento”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 8 



8.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en su inciso segundo, entre la palabra “encuentre” y el punto aparte (.) que le sigue, la siguiente frase “, y se notificará por medio de carta certificada a la respectiva licenciataria”.



- Esta indicación fue retirada.

Indicación Nº 8 A



8 A.- Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso quinto, después de “perito tasador”, la palabra “independiente”.





La Comisión acordó rechazar esta indicación puesto que el título de perito tasador es un concepto. Además, existe un procedimiento para el nombramiento de los peritos tasadores que protege la independencia del perito tasador, no existen funcionarios que sean peritos tasadores.



- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 20


El artículo 20 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a la solicitud de licencia indica que se presentará ante la Superintendencia, acompañando una garantía de seriedad de la presentación. La solicitud, cuyas características se determinarán en un reglamento, contendrá, a lo menos, lo siguiente:


1) La identificación de la Cooperativa peticionaria.


2) Un Certificado de vigencia de la Cooperativa, emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.


3) La identificación de la etapa del servicio sanitario rural que se solicita, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


4) La identificación de las fuentes de agua y sus respectivos derechos, en el caso de la licencia de producción rural de agua potable.


La Licenciataria deberá tener la propiedad o el uso de estos derechos, circunstancia que deberá acreditarse en la forma y plazos que defina el Reglamento.


5) La identificación de las demás Licenciatarias, Concesionarias de servicios sanitarios o Permisionarios con las cuales se relacionará.


6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales. 


7) Las características de las aguas servidas a tratar, del efluente y del cuerpo receptor, en el caso de la licencia de tratamiento y disposición rural de aguas servidas.


8) Un Inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones, y un estado de situación con una antigüedad no superior a 30 días a la fecha de su presentación, que deberá contener el análisis correspondiente a cada una de sus cuentas.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 8 B.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, reiteró su preocupación por el hecho de que una Cooperativa no solicite la licencia de recolección de aguas servidas y no se pueda prestar ese servicio en esa área.



En su opinión, no se puede entregar a un Comité o Cooperativa en un área de concesión la distribución del agua y que no exista la obligación de ese Comité o Cooperativa de asumir la recolección, puesto que de lo contrario va a ocurrir que nadie solicitará la recolección y el mayor problema se presentará cuando se entregue un villa o una población con una planta de tratamiento porque no sabrán qué hacer, por lo que este servicio de obras sanitarias se debe asumir.



De acuerdo a los términos del proyecto de ley se pueden pedir las 4 etapas en forma separada o conjunta, con lo cual los Comités o Cooperativas sólo solicitaran la producción y la distribución del agua, por lo que señaló que se debe buscar una solución a este tema, distinto al que propone la iniciativa legal en estudio.



El Honorable Senador señor Letelier expresó que debe establecerse claramente cuál es el significado de “recolección” porque en una villa de 50 viviendas, que cuenta con una planta de tratamiento sin un estándar definido por los Ministerios de Vivienda y Urbanismo y de Salud y los habitantes de esa villa aceptan la imposición de una planta de tratamiento que corresponde a un sistema de recolección y saneamiento que no está dentro de los dominios de la empresa concesionaria. Distinta es la situación que se produce cuando el Gobierno Regional con el Ministerio del Interior realiza la red del Programa del Mejoramiento de Barrios en que se cuenta con un sistema más completo, por lo que en su opinión deberían estar obligados a administrar la planta de tratamiento.



En seguida, consultó si en esta iniciativa legal se establecerán estándares relativos a las plantas de tratamiento y en qué casos tienen que asumir su operación los APR.



El Honorable Senador señor Kuschel expresó que existen alrededor de 1.500 sistemas de agua potable rural que producen y distribuyen agua, por lo que consultó cuántos recolectan las aguas servidas, cuántos las tratan y cuántos tienen disposición final. Algunos de estos sistemas operaran las 4 etapas y puede que algunos nunca van a llegar a las últimas etapas porque no será atractivo hacerlo por las características del sistema en un determinado lugar. Además, hay muchas comunidades que se están reduciendo.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, informó que el criterio del Ejecutivo está reflejado en el inciso final del artículo 7º del proyecto de ley y debe profundizarse en el sentido de que el operador que solicite la distribución deberá efectuar la recolección. 



A su vez, el artículo 7º define qué se entiende por la etapa de recolección rural de aguas servidas y anunció que el Ejecutivo presentará una indicación para que se entienda que las soluciones individuales comprenden las soluciones colectivas que no sólo se realizan a través de sistemas de redes sino que son de conjunto.



La distribución es la actividad principal y la recolección debe hacerla el mismo Operador que efectúa la distribución, puesto que ése Operador es el que establece el carácter al sistema y por consiguiente, la recolección desde el inmueble hasta la disposición debe ir amarrada a la distribución.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, señaló que de acuerdo a la redacción actual de la norma puede ocurrir que un APR nunca pida la licencia para recolectar el agua y hacer el saneamiento con lo cual se está entregando el monopolio al distribuidor de agua. Resulta lógico que el distribuidor esté obligado a asumirlo.



Luego, consultó si en un área se desarrolla una villa y se instalan plantas de tratamiento, que no tienen ningún estándar definido, los Comités de acuerdo a los términos de este proyecto de ley deberán asumir su operación. 



La respuesta fue afirmativa, en el sentido de que el Ejecutivo pretende que tengan que asumir su operación, sin perjuicio del Plan de Inversiones necesario para prestar el servicio. Una de las ideas centrales de este proyecto de ley es la creación de un solo organismo responsable de la tuición técnica de la provisión de los servicios sanitarios en el ámbito rural.



Se pretende que cuando se presente un nuevo proyecto de urbanización con planta de tratamiento y alcantarillado se apruebe ese proyecto por parte de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas para garantizar que se cumpla técnicamente con los requisitos.

Indicación Nº 8 B



8 B.- Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el encabezamiento, a continuación de la palabra “presentación”, la frase “, cuyo valor no podrá exceder al diez por ciento de la valoración de las inversiones necesarias para la prestación del servicio incluido en las bases, conforme lo dispuesto en el artículo anterior”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, se mostró partidario de establecer un límite a la garantía de seriedad para evitar que no se transforme en una barrera de entrada a esta actividad.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que el Ejecutivo no es contrario al establecimiento de un límite bajo que se puede establecer mediante el Reglamento para evitar la participación gratis de especuladores en esta materia que puedan solicitar todas las licencias pendientes en el país.


La Comisión acordó establecer un límite de 100 UTM para esta garantía y encargar al Reglamento los detalles.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 21


El artículo 21 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo al carácter del área de servicio preceptúa que presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia la pondrá en conocimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y de las respectivas municipalidades, quienes deberán, en el plazo de cuarenta y cinco días, emitir un informe indicando si el área de servicio solicitada está fuera del límite urbano.


En caso que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo o los Municipios consideren conveniente la ampliación del área de servicio, con el objeto de satisfacer demandas habitacionales no cubiertas, podrán señalarlo en su informe, a fin que la Superintendencia lo evalúe para efectos de lo dispuesto en el artículo siguiente.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 8 C.

Indicación Nº 8 C


8 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 21.- Incorporación de nuevas zonas al área de servicio. Presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia podrá ampliar los límites del área de servicio sólo con el objeto de incorporar zonas que desde el punto de vista técnico, económico y social, hagan conveniente la constitución de un sistema único, con incidencia en un menor costo para la provisión del servicio. 


Para estos efectos, la Superintendencia consultará al Ministerio de Vivienda y Urbanismo y a las respectivas municipalidades, para que en un plazo de 45 días informen si consideran suficiente el área de servicio solicitada para satisfacer demandas habitacionales no cubiertas.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 22


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, en su artículo 22, establece respecto de las ampliaciones obligatorias que presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia podrá ampliar los límites del área de servicio, sólo con el objeto de incorporar áreas que desde el punto de vista técnico y económico, hagan conveniente la constitución de un sistema unitario, con incidencia en un menor costo para la provisión del servicio. En este caso, la solicitante podrá desistirse de su solicitud.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 8 D.

Indicación Nº 8 D



8 D.- De S.E. la Presidenta de la República, para suprimirlo.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 23


El artículo 23 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que el solicitante deberá publicar, a su cargo, un extracto de la solicitud de la licencia por una vez en un diario de circulación en la región en que se encuentre el área de servicio solicitada, y deberá ser difundido a través de un medio de comunicación radial, u otro medio idóneo, por dos veces a lo menos. El extracto contendrá las menciones que se establezcan en el Reglamento.


A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 8 E, 9 y 9 A.

Indicación Nº 8 E



8 E.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “en la región en que se encuentre el área de servicio solicitada” por “provincial o comunal”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 9

9. Del Honorable Senador señor Longueira, para intercalar, entre la expresión “comunicación radial” y “, u otro medio idóneo”, la palabra “local”.


La idea contenida en esta indicación se entiende recogida en las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, por lo que se aprobará con modificaciones.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 9 A



9 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “comunicación radial” por “radiodifusión sonora provincial o comunal”.
El Honorable Senador señor Letelier señaló que hay concesiones de baja cobertura y de mayor cobertura, no existen las radios comunales ni provinciales sino que son concesiones de un espacio físico, por lo que la alusión a provincias o comunas no es técnicamente correcto.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que en el concepto de las concesiones del espectro radioeléctrico, hay concesiones comunales o de más amplia cobertura.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 24


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, en su artículo 24, señala un plazo de 45 días contado desde la publicación del extracto, para que otras Cooperativas interesadas puedan presentar una solicitud de licencia la que deberá ser acompañada de una garantía de seriedad, cuyas características se determinarán en el Reglamento.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 9 B.

Indicación Nº 9 B



9 B.- Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, a continuación de la palabra “Reglamento”, la frase “, y cuyo valor no podrá exceder al diez por ciento de la valoración de las inversiones necesarias para la prestación del servicio incluido en las respectivas bases”.


La Comisión acordó modificar esta indicación en el sentido de establecer el mismo monto de la garantía a que se refiere la Indicación Nº 8 B, no pudiendo exceder de 100 UTM y cuyas características se determinarán en el Reglamento.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 26


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, en su artículo 26, establece ciertos criterios de recomendación que deberá considerar la Superintendencia para la adjudicación de la licencia al solicitante que cumpliendo las condiciones técnicas exigidas ofrezca las condiciones económicas y sociales más ventajosas para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Cuando el interés general lo haga necesario se considerará el plazo de puesta en explotación de los servicios, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará la licencia al que tenga en ese momento la calidad de titular de la misma.


Por último, señala que la tarifa ofrecida por el solicitante al que se proponga adjudicar, no podrá ser superior a la determinada por la Superintendencia de conformidad al Título V de esta ley.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 9 C y 9 D.

Indicación Nº 9 C



9 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero, la forma verbal “recomendará” por “propondrá al Ministerio”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 9 D



9 D.- Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso primero, a continuación de “condiciones económicas”, la expresión “, ambientales”.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que las condiciones técnicas comprenden el cumplimiento de la normativa ambiental vigente, por lo que esa exigencia es redundante.


- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 30


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, en su artículo 30, establece que al otorgarse la licencia la Superintendencia exigirá a la licenciataria, de acuerdo al Reglamento, la presentación de una garantía que resguarde la adecuada prestación del servicio, cuyo monto se calculará considerando el número de usuarios y sus condiciones socioeconómicas.


Los instrumentos en virtud de los cuales se otorguen las garantías serán elegidos por la licenciataria de entre aquellos que la Superintendencia defina para tal efecto. Las cláusulas del contrato respectivo deberán ser aprobadas por la Superintendencia.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 9 E.

Indicación Nº 9 E


9 E.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Con todo, el monto de la garantía no podrá exceder del total de los costos de operación correspondientes a tres meses.”.


- - En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 31


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, en su artículo 31, señala que las licencias caducarán antes de entrar en operación, si no se ejecutaren las obras correspondientes al Plan de Inversión necesarias para poner en explotación el servicio indicadas en el decreto de otorgamiento de la licencia.


La caducidad será declarada mediante un decreto dictado por el Ministro de Obras Públicas bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Caducada una licencia, la Superintendencia podrá mediante resolución fundada de carácter técnico declarar que la falta de ella afectará la prestación integral del servicio en otra, que indicará. En dicho caso, el operador tendrá el plazo de treinta días para demostrar técnica y económicamente que puede mantener el servicio. De no poder hacerlo, la Superintendencia licitará la licencia de conformidad con las reglas del Capítulo anterior.


A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 10, 10 A, 10 B, 11 y 11 A.

Indicación Nº 10



10.- Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 31.- Caducidad. Caducada una licencia, la Superintendencia podrá, mediante resolución fundada de carácter técnico, declarar que la falta de ella afecta la prestación integral del servicio en otra, que indicará. En dicho caso, el operador tendrá el plazo de noventa días para demostrar técnica y económicamente que puede mantener el servicio. De no poder hacerlo, la Superintendencia licitará la licencia de conformidad con las reglas del capítulo anterior.”.


La idea contenida en esta indicación está recogida en las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, por lo tanto, la Comisión acordó aprobarla con modificaciones.



- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 10 A



10 A.- Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso primero, a continuación de “se ejecutaren”, la frase “oportunamente y sin justificación razonable”.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que el término “justificación razonable” es muy ambigüo, por lo que propuso eliminarlo. La aprobación de esta indicación va a judicializar el proceso de caducidad, porque la interpretación de “justificación razonable” será entregada por los tribunales de justicia, caso a caso, con lo cual cada vez que se pretenda caducar una licencia se terminará con un juicio ante la Corte Suprema porque siempre existirá una justificación para no efectuar la inversión.


Como consecuencia de lo anterior, se acordó eliminar el término “justificación razonable” y mantener la expresión “oportunamente”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 10 B



10 B.- Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir, en el inciso tercero, la expresión “treinta días” por “noventa días”.



Esta indicación fue recogida en la discusión. 


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 11

11. De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en su inciso tercero, el vocablo “treinta” por “noventa”. 


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - - -

Indicación Nº 11 A



11 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Caducada la licencia, el monto de la garantía a que se refiere el artículo 30 quedará a beneficio fiscal.”.


El Honorable Senador señor Letelier planteó sus dudas en relación a este artículo haciendo presente que si la situación no depende del licenciatario, porque puede existir un Plan de Inversiones en que se señaló que se comprendería una Planta de Tratamiento de Aguas Servidas y si no depende del licenciatario, sino que del Gobierno Regional o de la Municipalidad, por lo que sería injusto que se le caducara la licencia.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, precisó que el Plan de Inversiones sólo comprende las obligaciones propias.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - - - -

ARTÍCULO 32

                      El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, en su artículo 32, establece que en los casos de caducidad previstos en el 
 artículo anterior, la Cooperativa podrá disponer de las instalaciones ejecutadas, salvo los bienes indispensables. Cuando estas instalaciones ocupen bienes nacionales de uso público, terrenos fiscales o de particulares, el retiro deberá hacerse dentro del plazo y en las condiciones que fije la Superintendencia.

Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará, cuando corresponda, sin perjuicio del cumplimiento de las condiciones, exigencias y requisitos establecidos para ese evento, en la respectiva resolución de calificación ambiental.

En discusión este artículo la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros, sustituir en el inciso primero, la frase inicial “En los casos de caducidad previstos” por “En el caso de caducidad previsto”.


Este acuerdo se adoptó en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado.

ARTÍCULO 33


El artículo 33 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, regula la Declaratoria de riesgo en la prestación del servicio, señalando que habiendo entrado en operación, el Ministro de Obras Públicas, en base a un informe técnico elaborado por la Superintendencia, y por la Autoridad Sanitaria cuando se incumplan o infrinjan disposiciones normativas de su competencia, podrá declarar en riesgo la prestación del servicio de una licenciataria, en los siguientes casos:


a) si las condiciones del servicio suministrado no corresponden a las exigencias establecidas en la ley o en sus reglamentos, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento de la licencia respectiva; y,


b) si la licenciataria no cumple el Plan de Inversiones.


Para la calificación de dichas causales, la Superintendencia y la Autoridad Sanitaria en su caso, deberán considerar la gravedad de sus consecuencias y la reiteración de su ocurrencia.


A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 11 B, 11 C, 11 D y 11 E.

Indicación Nº 11 B



11 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en el encabezamiento del inciso primero, a continuación de “operación”, las palabras “la licenciataria”, y sustituir la conjunción “y” por “o” y la frase “cuando se incumplan o infrinjan disposiciones normativas de su competencia” por “en el ámbito de sus respectivas competencias”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 11 C



11 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el literal a) del inciso primero, las expresiones “sus reglamentos” por “la reglamentación vigente” y “de la licencia respectiva” por “respectivo”.

En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 11 D

11 D.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso segundo, la frase “en su caso” por “según corresponda”.



En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - -

Indicación Nº 11 E

11 E.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, la licenciataria deberá ser oída en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - -

ARTÍCULO 35


El artículo 35 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado prescribe que el cobro de garantía en los casos regulados en los artículos 31 y 33, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía señalada en el artículo 30. La garantía podrá ser puesta a disposición del Administrador temporal que se designe conforme al artículo anterior, para el desempeño de sus funciones.

A este artículo se presentó una indicación signada con el número 11 F.

Indicación Nº 11 F



11 F.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo ….- Cobro de garantía. En el caso regulado en el artículo 33, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía del artículo 30, y su monto será puesto a disposición del Administrador temporal designado conforme al artículo anterior, para garantizar la continuidad del servicio.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 36 


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, en su artículo 36, regula las facultades del administrador temporal del servicio disponiendo que tendrá todas las facultades del giro de la Cooperativa, que la ley y su estatuto otorgan al Consejo de administración y gerente. Su función principal será promover la designación, de un nuevo gerente y consejo de administración, dentro del plazo establecido en el artículo 34.


El administrador temporal responderá hasta de culpa leve en el ejercicio de sus funciones.


En caso que, después de cumplida la prórroga del inciso primero del artículo 34 de esta Ley, no haya sido posible la designación de un nuevo gerente y consejo de administración, el Ministerio llamará a licitación de la licencia, conforme a las reglas del Capítulo anterior.


A este artículo se presentó una indicación signada con el número 11 G.

Indicación Nº 11 G



11 G.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “culpa leve” por “culpa levísima”.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que el concepto de “culpa leve” está establecido en el Código Civil, y es el grado de responsabilidad que se exige habitualmente. El hecho de reemplazarlo por “culpa levísima” es una carga mayor y que, en general, se asimila al dolo.


- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 37



El artículo 37 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece que el gerente y los miembros del consejo de administración que cesen en sus cargos conforme al artículo 34, quedarán inhabilitados para ejercerlos, en cualquier Cooperativa, por un plazo de cinco años, contados desde la fecha del decreto respectivo.


A este artículo se presentó una indicación signada con el número 11 H.
Indicación Nº 11 H


11 H.- Del Honorable Senador señor Horvath, para eliminar la frase “, por un plazo de cinco años, contados desde la fecha del decreto respectivo”.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que las causales de cesación en el cargo están establecidas adecuadamente en la Ley de Cooperativas y dejar esta causal en forma indefinida es excesivo.


- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide. 

ARTÍCULO 38


El artículo 38 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, indica que pronunciada la declaración de quiebra, la fallida quedará inhibida, de pleno derecho, de la administración de la licencia y de sus bienes indispensables.


En el caso de quiebra de una Licenciataria cuya licencia esté en explotación, el síndico velará por la adecuada provisión del servicio hasta su licitación. Para tales efectos se aplicará respecto del síndico lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 34.


Los gastos en que se incurra con ocasión de la Quiebra quedarán incluidos dentro de los créditos señalados en el Nº 1 del artículo 2472 del Código Civil.

En discusión este artículo la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros, reemplazar, en el inciso primero, la frase inicial “Pronunciada la declaración de quiebra” por “Declarada la quiebra,” y sustituir, en el inciso segundo, la referencia al “artículo 34” por “artículo 33”.


Este acuerdo se adoptó en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado.

ARTÍCULO 40



El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, en su artículo 40, señala que el objeto del permiso de servicio sanitario rural se otorga por el Ministerio a un Comité o Cooperativa, para establecer, construir y explotar Servicios Sanitarios Rurales, en un área de servicio determinada.



A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los números 11 I y 11 J.

Indicación Nº 11 I



11 I.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso primero, la frase “establecer, construir y explotar” por “la prestación de”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide. 

Indicación Nº 11 J


11 J.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar los siguientes incisos segundo a sexto, nuevos:


“Otorgado el Permiso de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio del permisionario, permisos o licencias de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.


Habiendo entrado en operación el permisionario, el Ministerio podrá declarar en riesgo el servicio en caso que las condiciones del servicio suministrado no correspondan a las exigencias establecidas en la normativa legal o reglamentaria vigente, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento respectivo.


Declarado en riesgo el servicio, cesarán en sus funciones el directorio del comité o el gerente y el consejo de administración de la cooperativa, según el caso.


El Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para asegurar la continuidad del servicio, mientras la asamblea o la junta general designan un nuevo directorio o consejo de administración, según el caso.


Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, el permisionario deberá ser oído en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide. 

ARTÍCULO 44


El artículo 44 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, regula la renovación y solicitud de licitación. De esta forma, señala que el permisionario goza de derecho preferente para que se le renueve su permiso, para lo cual deberá solicitar su renovación con a lo menos seis meses de anticipación antes de la fecha de extinción. En su defecto, el Ministerio deberá llamar a licitación conforme al artículo 45 de esta ley.


En caso que el permisionario esté clasificado en el segmento alto conforme a lo dispuesto en el artículo 78, deberá presentar junto a su solicitud de renovación un Plan de Inversiones, respecto del que la Superintendencia deberá pronunciarse en un plazo de cuarenta y cinco días.


Cualquier interesado distinto del Permisionario podrá solicitar al Ministerio, dentro de los seis meses antes del término del plazo de vigencia del permiso, que llame a su licitación. Para estos efectos, deberá acompañar a su solicitud un proyecto técnica y económicamente viable para la prestación del servicio.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los números 12 y 12 A.

Indicación Nº 12


12.- Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir, en su inciso segundo, la expresión “alto” por “operador grande”.


La idea contenida en esta indicación está recogida en la Indicación del Ejecutivo, por lo que se acordó aprobarla con modificaciones.



- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.
Indicación Nº 12 A

12 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso segundo, el vocablo “alto” por “AAA”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.
ARTÍCULO 45


El artículo 45 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, contiene las normas relativas a la licitación del permiso, señalando que el llamado a licitación del permiso pronto a extinguirse y sus bienes indispensables, se publicará por el Ministerio en la forma establecida en el artículo 23 de esta ley.


Si hubiera otros interesados en el permiso, éstos deberán presentar al Ministerio, dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el inciso primero, una solicitud de permiso en los términos establecidos en el artículo 41 de esta ley.


Vencido el término anterior, el Ministerio adjudicará, en un plazo máximo de 60 días, el permiso al solicitante que cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas y sociales más ventajosas para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Se podrá considerar, entre otros, el plazo de puesta en explotación de los servicios ofrecidos, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará el permiso al que tenga en ese momento la calidad de titular del mismo.


Se aplicará para la licitación del permiso, lo dispuesto en los cinco incisos finales del artículo 19 de esta ley.


A este artículo se presentó una indicación signada con el número 12 B.

Indicación Nº 12 B


12 B.- Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso tercero, a continuación de “condiciones económicas”, la expresión “,ambientales”.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 46


El artículo 46 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que los operadores de servicios sanitarios rurales tendrán las siguientes obligaciones:


a) Prestar los servicios sanitarios a los usuarios, en la medida que sea técnica y económicamente factible. Esta obligación comprende la certificación de la factibilidad de servicio. En caso que existan discrepancias entre el usuario y el operador, en cuanto a las condiciones de prestación del servicio, la Superintendencia resolverá las diferencias mediante una resolución fundada.


Los servicios sanitarios deberán prestarse a los Usuarios, en la cantidad que corresponda, y en la calidad exigible conforme a las normas respectivas, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio de Salud y de la Superintendencia.


b) Garantizar la continuidad del servicio entregado, en el sentido que éste sea prestado durante la cantidad de horas diarias que se determine por la Superintendecia, conforme a las características técnicas exigibles a cada segmento; salvo, las interrupciones que se produzcan por fuerza mayor o por necesidad indispensable para la prestación del servicio, debidamente programadas y comunicadas con anticipación a los usuarios, según lo establecido en el Reglamento.


c) Mantener el nivel de calidad en la atención de usuarios y prestación del servicio que defina el Reglamento.


d) Prestar y operar los servicios sanitarios rurales, dando estricto cumplimiento a las obligaciones, restricciones y prohibiciones establecidas en esta Ley y su Reglamento, en la normativa sanitaria y ambiental, y en las demás normas y disposiciones legales, reglamentarias y administrativas vigentes; así como a las instrucciones que impartan las autoridades competentes en el ejercicio de sus atribuciones. 


En discusión este artículo la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros, suprimir en el párrafo segundo de la letra a) la frase “en la cantidad que corresponda y”.


Este acuerdo se adoptó en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - - - - - -

ARTÍCULO NUEVO

Indicación Nº 12 C



12 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del artículo 46, el siguiente, nuevo:


“Artículo ….- Actualización del Plan de Inversiones. Las licenciatarias deberán actualizar su Plan de Inversiones cada cinco años. Asimismo, deberán actualizarlo en caso que el subsidio o inversión pública efectivamente recibida difiera del considerado al haberse determinado el nivel tarifario.


La actualización del Plan de Inversiones se hará conforme al procedimiento que se establezca en el reglamento.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - - - -

ARTÍCULO 48


El artículo 48 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece el Fondo de reposición y reinversión. Los operadores que conforme a la clasificación del artículo 78 de esta Ley, pertenezcan a los segmentos medio y alto, deberán constituir e incrementar, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes, un fondo de reserva legal, destinado a la reposición y ampliación de largo plazo, según se defina en el reglamento.


Este fondo del inciso anterior no podrán ser destinados a fines distintos a la reposición y ampliación de la infraestructura, y deberá ser mantenido en instrumentos de inversión de emisores inscritos en el registro de valores, cuya clasificación de riesgo y tipo de instrumento serán definidos en el Reglamento.

A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 13 y 13 A.
Indicación Nº 13

13.- Del Honorable Senador señor Longueira, para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “alto” por “grande”.


Esta indicación está recogida en la Indicación presentada por el Ejecutivo.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 13 A


13 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso primero, la expresión “medio y alto” por “AAA y AA”.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó modificar el orden de la nueva clasificación por el siguiente: “AA y AAA”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 50


El artículo 50 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que el uso de instalaciones y equipos corresponderá siempre a los operadores el uso y goce exclusivo de los bienes indispensables regulados en el artículo 12 de esta ley; y sólo podrán destinar dichas instalaciones a la realización de las actividades indicadas en el artículo 46.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 14.

Indicación Nº 14

14.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregarle el siguiente inciso segundo:


“Sin perjuicio de lo anterior, la Asamblea General o la Junta General, según corresponda, en sesión extraordinaria y por mayoría simple de los miembros presentes, podrá autorizar el uso y goce de los citados bienes para el desarrollo de otras actividades, siempre que no se limite, entorpezca o afecte de modo alguno la provisión de los servicios sanitarios rurales, y se cumpla con la normativa vigente. Para estos efectos, la Asamblea General o la Junta General deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de sus miembros.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - - - -

ARTÍCULO 51, NUEVO

Indicación Nº 32 C

32 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación, el siguiente artículo, nuevo:


Consultar, a continuación del artículo 50, el siguiente artículo 51, nuevo:


Artículo 51.- Vertimiento de aguas tratadas en canales de regadío. Los operadores de tratamiento y disposición podrán solicitar a la organización de usuarios respectiva, autorización para el vertimiento y evacuación de las aguas tratadas en un canal, conviniendo el precio y demás condiciones del acuerdo. 


En caso que la organización de usuarios negare la autorización, o no se llegue a acuerdo respecto del precio u otras condiciones, el operador podrá recurrir al juzgado de letras en lo civil de la comuna correspondiente al punto de descarga propuesto, para que éste, conforme al procedimiento sumario establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, lo autorice a verter y evacuar las aguas tratadas en el canal, estableciendo la compensación que deberá pagar periódicamente a la organización de usuarios por la recepción y evacuación de las aguas. 


El juez sólo podrá autorizar al operador a verter y evacuar las aguas tratadas en un canal en caso que se trate de la solución de tratamiento y disposición más adecuada desde el punto de vista técnico y económico, que no se afecten actividades económicas que para su desarrollo utilicen las aguas del canal, que las aguas tratadas cumplan con las exigencias que establece la normativa vigente aplicable, y que el operador cuente con un sistema que le permita retener las aguas tratadas sin descargarlas al canal en los períodos en que éste, por razones de mantención o de cualquier tipo, esté fuera de servicio.”.

En discusión este artículo, nuevo, que se propone agregar como artículo 51 contenido en la indicación Nº 32 C, el Honorable Senador señor Letelier consultó la razón por la cual se deberá pagar por verter y evacuar las aguas en un canal de regadío. Agregó que se trata de aguas tratadas, no aguas servidas, y el hecho de no querer recibir las aguas implica un gasto para el Estado por la construcción de cañerías para tener que evacuar las aguas en otro cauce.


Señaló que es absurdo que los canalistas encarezcan los costos de los APR.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que se deberán constituir derechos para usar esas aguas, una vez que las aguas son abandonadas se tienen que constituir derechos para que las usen los canalistas, que en estos casos actúan como transportistas.


No se puede obligar a los canalistas a recibir aguas ajenas. Esta situación se ha presentado con las aguas lluvias que no se han podido verter en canales porque no se ha dado la autorización.


Los canales tienen un costo de operación y mantención que puede verse afectado por el vertimiento de aguas.


Como consecuencia del debate anterior, se acordó eliminar la referencia a convenir un precio y dejarlo entregado a la autonomía de la voluntad para llegar a un acuerdo.


Asimismo, se acordó en el inciso primero, eliminar los términos “conviniendo el precio y demás condiciones del acuerdo”.


En el inciso segundo, se propuso eliminar la expresión “evacuar” y reemplazar la frase “la compensación que deberá pagar periódicamente a la organización de usuarios por la recepción y evacuación de las aguas” por “las contraprestaciones correspondientes”.


En el inciso final se elimina la expresión “y evacuar” y la oración final “y que el operador cuente con un sistema que le permita retener las aguas tratadas sin descargarlas al canal en los períodos en que éste, por razones de mantención o de cualquier tipo, éste fuera de servicio.”.  


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide. 
- - - - - - - - - -

ARTÍCULO 52


El artículo 52 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece que los derechos del operador son los siguientes:

a) Cobrar por las etapas del servicio sanitario rural prestadas, las tarifas a que se refiere el Título V de esta Ley. Para estos efectos, las boletas o facturas deberán permitir la fácil comprensión de cada cobro efectuado.


b) Cobrar reajustes e intereses corrientes, por las cuentas que no sean canceladas dentro de los plazos señalados en el Reglamento;


c) Cobrar los costos de cobranza extrajudicial en que haya incurrido el operador;


d) Suspender, previo aviso de 15 días, los servicios a Usuarios que adeuden el pago de una o más boletas o facturas y cobrar el costo de la suspensión y de la reposición correspondiente;


e) Suspender el servicio a los usuarios de servicio sanitario rural primario que destinen el agua a un fin distinto del establecido en el artículo 5 de esta Ley;


f) Suspender el servicio a los usuarios respecto de los cuales se compruebe que han causado daño a las instalaciones, equipos o bienes del Operador.


g) Cobrar el costo de las reparaciones de daños y desperfectos causados en los arranques de agua potable y uniones domiciliarias de alcantarillado, redes de distribución y redes de recolección, a causa del mal uso o destrucción de las mismas por el usuario.


h) Proponer y postular, cuando corresponda, en representación de los usuarios, a subsidios a la inversión en los sistemas rurales de agua potable, en particular al establecido en la Ley Nº 18.778 de 1989 y su reglamento.


i) Exigir al usuario de la propiedad servida la conexión a las instalaciones de agua potable y/o alcantarillado, según fuere el caso, cuando existan causas debidamente calificadas por la autoridad sanitaria.


Los derechos anteriormente señalados se ejercerán sin perjuicio de las atribuciones que el Código Sanitario le entrega al Ministerio de Salud.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 14 A.

Indicación Nº 14 A


14 A.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar, en la letra d), la frase “una o más boletas o facturas” por “dos o más boletas o facturas”.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, expresó que esta proposición va a significar que, en la práctica, la suspensión del suministro se va a producir cuando existan tres boletas impagas, con lo cual se puede acumular una deuda compleja para el usuario. En la actualidad, el corte del suministro se produce cuando existen dos boletas impagas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, señaló que la aprobación de este tipo de normas implica un debilitamiento del pago. 


El Honorable Senador señor Letelier se mostró partidario de aprobar esta indicación porque en las zonas rurales en los meses de invierno, cuando no hay trabajo, los recursos son muy distintos a las zonas urbanas.


El Honorable Senador señor Romero propuso mantener las dos boletas o facturas impagas pero aumentar el plazo del aviso previo a 30 días.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 53


El artículo 53 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece que las boletas o facturas que se emitan por la prestación de los servicios sanitarios rurales o por los trabajos en los arranques de agua potable rural o uniones domiciliarias de alcantarillado rural, incluidos sus reajustes e intereses, tendrán mérito ejecutivo solo en cuanto al cobro de aquéllas prestaciones.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 14 B.

Indicación Nº 14 B



14 B.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazarlo, por el siguiente: 


“Artículo 53.- Juicios de cobro. Las acciones que se hagan efectivas ante los tribunales de justicia para el cobro de obligaciones derivadas de la prestación de servicios sanitarios rurales, se someterán a las reglas del procedimiento sumario regulado en el Código de Procedimiento Civil. Asimismo, los recursos que se interpongan en contra de las sentencias dictadas en tales juicios tendrán preferencia para su vista y fallo.”.


La Comisión estimó preferible mantener la norma vigente puesto que los juicios de cobro significarán la demora en el proceso de cobro de las deudas impagas.



En la actualidad, la boleta de cobro tiene mérito ejecutivo y habilita para iniciar el cobro ejecutivo, como sucede en el resto de los servicios.



- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 54


El artículo 54 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que se podrán modificar los niveles de servicio de los operadores, a proposición de la Superintendencia, mediante decreto supremo que deberá llevar la firma del Ministro de Obras Públicas. Dicho decreto supremo deberá ser fundado y basado en criterios de carácter objetivo. Los niveles de servicio podrán diferenciarse entre segmentos de operadores.


En caso que por modificaciones de los Planes Reguladores, el área de servicio de una Licenciataria quede total o parcialmente incorporada en el área urbana, el Ministerio podrá modificar los niveles de servicio de la licencia, a proposición de la Superintendencia. En este caso, la Licenciataria deberá modificar su Plan de Inversiones para incorporar las nuevas exigencias. La modificación de los niveles de servicio y la aprobación de las del Plan de Inversiones se harán conforme al procedimiento que establezca el Reglamento.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 14 C y 14 D

Indicación Nº 14 C


14 C.- Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 54.- Modificaciones de niveles de servicio. A proposición de la Superintendencia, con consulta previa al afectado, y mediante decreto supremo que deberá llevar la firma del Ministro de Obras Públicas, se podrán modificar los niveles de servicio de los operadores. Para tal efecto, la propuesta de la Superintendencia deberá ser comunicada al operador afectado a fin de que dé su opinión fundada, dentro de un término de noventa días. Concluido dicho plazo, haya o no informado el afectado, el Ministro de Obras Públicas podrá rechazar la propuesta de la Superintendencia o dictar el referido decreto supremo de modificación, el cual deberá ser fundado y basado en criterios de carácter objetivo. Los niveles de servicio podrán diferenciarse entre segmentos de operadores.”.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que esta indicación pretende evitar que las modificaciones de los niveles de servicio sean perjudiciales para el operador y por consiguiente se requiere su aprobación. Sin embargo, la norma propuesta en el proyecto de ley, en estudio, regula el caso de un operador que no puede cumplir con las condiciones de la normativa general para lo cual la Superintendencia contará con las facultades para eximirlo.


El Honorable Senador señor Romero propuso modificar esta indicación en el sentido de agregar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “Superintendencia” la frase “previo conocimiento de éstos”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide. 

Indicación Nº 14 D

14 D.- Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “Superintendecia”, la frase “, y habiendo consultado previamente la opinión del afectado”.



La idea contenida en esta indicación está recogida en la anterior.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Kuschel, Romero y Ruiz Esquide.
- - - - - - - -

Indicación Nº 15

15.-  Del Honorable Senador señor Longueira, para intercalar, a continuación del artículo 56, el siguiente, artículo nuevo:


“Artículo 56 bis.- Subsidio especial. Establécese un subsidio especial y universal en favor de los operadores de servicios de agua potable rural en el caso de la ocurrencia de una catástrofe natural en el lugar donde operan. El valor del subsidio será fijado por el Presidente de la Republica para cada caso.


Los subsidios se pagarán con cargo al ítem respectivo considerado en la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público mediante uno o más decretos del Ministerio de Hacienda y con la firma del Ministro del Interior y bajo la fórmula "Por Orden del Presidente de la República.


Deberá dictarse dentro del plazo de noventa días desde la publicación de la presente ley un reglamento para la aplicación de este subsidio.”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

- - - - - - - -

ARTÍCULO 55


El artículo 55 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece que el usuario deberá permitir el acceso al inmueble del personal del operador, identificado como tal, para el ejercicio de las funciones que dicen relación con la prestación de los servicios.

En discusión este artículo la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros, reemplazar las palabras “al inmueble” por “a su inmueble”.


Este acuerdo se adoptó en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado.

ARTÍCULO 57


El artículo 57 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, prescribe que serán incompatibles los cargos de Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales con los cargos directivos o pertenecientes a los órganos de administración o de fiscalización de los Comités y Cooperativas de servicios sanitarios rurales.


Las demás incompatibilidades y las causales de inhabilidad y cesación en el cargo, aplicables a la organización de las Cooperativas de servicios sanitarios rurales, se regirán por la Ley General de Cooperativas, y su legislación complementaria.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 15 A y 15 B.


Durante la discusión de este artículo El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, propuso establecer una norma que señale que la sola presentación de la candidatura al cargo de Alcalde signifique la caducidad del cargo de dirigente de un Comité. De este modo, el cargo queda vacante de inmediato, con lo cual se evita la conflictividad y politización al interior de los Comités.

Indicación Nº 15 A



15 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso primero, la frase “Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales” por “alcalde y consejero regional”.


El Honorable Senador señor Romero propuso modificar el título de este artículo por el siguiente: “Incompatibilidades e inhabilidades”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 15 B

15 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Desde la inscripción de su candidatura, cesará en sus funciones cualquier dirigente de comité o cooperativa de los indicados en el inciso anterior que postule al cargo de alcalde.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 58


El artículo 58 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, indica las causales de cesación en el cargo de los dirigentes de los Comités:



a) Por el cumplimiento del período para el cual fueran elegidos.


Los estatutos del Comité podrán establecer períodos diferenciados de tiempo para cada cargo, a fin de permitir la renovación del directorio por parcialidades;


b) Por renuncia presentada por escrito al directorio, cesando en sus funciones y responsabilidades al momento en que éste tome conocimiento de aquélla;


c) Por inhabilidad sobreviniente, calificada en conformidad con los estatutos;


d) Por censura acordada por mayoría simple de los miembros presentes o representados en asamblea extraordinaria especialmente convocada al efecto. Para estos efectos la Asamblea extraordinaria deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros del Comité;


e) Por pérdida de la calidad de afiliado a la respectiva organización; 


f) Por pérdida de la calidad de ciudadano;


g) Por condena por alguno de los crímenes o simples delitos contra la propiedad establecidos en el Código Penal.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 15 C.

Indicación Nº 15 C


15 C.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar, en la letra g), la expresión “el Código Penal” por “la legislación penal vigente”.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó su disconformidad con la norma contenida en la letra g) del artículo 58 y propuso eliminarla porque es reiterativo con la letra anterior puesto que una persona que es condenada por un crimen pierde la calidad de ciudadano. No es lógico que una persona que es condenada por violencia intrafamiliar no cesa en el cargo de dirigente de un Comité porque no será condenado por delito que merezca pena aflictiva, aún cuando le haya causado lesiones a una persona, sin embargo, si una persona atropella a un ciclista perderá su condición de dirigente, por lo que no se entiende el sentido de esta letra g).


Se propuso agregar por delitos que merezca pena aflictiva.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.
- - - - - - - - -

Capítulo 3, “Remuneraciones de dirigentes de los Comités”
Indicaciones Nos 16 y 16 A


16. Del Honorable Senador señor Longueira, y 16 A.- de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el epígrafe del Capítulo 3, del Título IV, por el siguiente: “Viáticos para dirigentes de los Comités”.

- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - - - - - - -

ARTÍCULO 61


El artículo 61 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que la Asamblea General extraordinaria de un Comité de Servicio Sanitario Rural, podrá acordar por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella, las remuneraciones y asignaciones en dinero de sus dirigentes y su reajustabilidad, para que rija por los periodos anuales que ella determine.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Asamblea extraordinaria deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros del Comité.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 16 B y 17.

Indicación Nº 16 B


16 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 61.- Viáticos para dirigentes de Comités. La asamblea general extraordinaria de un comité de servicio sanitario rural, podrá acordar por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella, viáticos en dinero para sus dirigentes. Estos viáticos, debidamente respaldados, deberán ser rendidos a la asamblea general y serán destinados a gastos de traslado, alimentación, alojamiento y otros similares necesarios para el ejercicio del cargo y su capacitación como dirigentes.”.


El Honorable Senador señor Romero propuso reemplazar la expresión “debidamente respaldados” por “con el debido respaldo”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 17

17.- Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 61.- Viáticos para dirigentes de Comités. La Asamblea General extraordinaria de un Comité de Servicio Sanitario Rural, podrá acordar por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella, viáticos en dinero para sus dirigentes. Estos viáticos deberán ser rendidos a la Asamblea General y serán destinados en gastos propios del ejercicio del cargo y en capacitación.”. 


La Comisión estimó que la idea contenida en esta indicación está recogida en la Indicación presentada por el Ejecutivo, por lo que se acordó aprobarla con modificaciones.



- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

TÍTULO V

DE LAS TARIFAS

ARTÍCULO 62


El artículo 62 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su Reglamento.


Las tarifas a cobrar a los usuarios, de cada servicio sanitario rural específico serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


A este artículo se presentó una indicación signada con el No 17 A.

Indicación Nº 17 A



17 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 62.- Reglas y principios generales. Los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su reglamento.


Las tarifas siempre deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación y mantenimiento. Adicionalmente, las tarifas podrán establecer distintos niveles de recuperación de los costos de inversión y reposición.


Se calcularán separadamente las tarifas correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.


Las fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico. 


El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los Usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.


Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia, conforme al procedimiento establecido en este Título.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 63


El artículo 63 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que las tarifas de autofinanciamiento deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición. En el caso de los costos de inversión y de reposición, el procedimiento de tarifas podrá establecer distintos niveles de recuperación.


El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los Usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.


A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 17 B, 17 C y 18.

Indicación Nº 17 B



17 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 63.- Determinación de la tarifa de autofinanciamiento. La tarifa de autofinanciamiento, compuesta por un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico, es aquella que permite recuperar la totalidad de los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición.


La tarifa de autofinanciamiento se calcula a partir del Costo Total de Largo Plazo, entendiéndose éste como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación y mantenimiento eficientes como los de reposición e inversión eficientes, de un proyecto de inversión optimizado.


Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte congruente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.


La tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el reglamento.


El procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar, corresponderá al que se establezca en el reglamento.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 17 C


17 C.- Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso primero, a continuación de la expresión “permitir recuperar”, la frase “, en lo posible,”.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 18

18.- Del Honorable Senador señor Longueira, para  intercalar, en su inciso primero, entre la palabra “recuperar” y la expresión “los costos”, la frase “a lo menos dos tercios de”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 64


El artículo 64 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a la autoridad encargada del cálculo de las tarifas, señala que cada cinco años, y en el mismo período en que el Ministerio efectúe la clasificación conforme a lo dispuesto en el artículo 78 de esta ley, la Superintendencia determinará las tarifas para los operadores.


Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo siguiente, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 18 A.

Indicación Nº 18 A



18 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 64.- Procedimiento de determinación del nivel tarifario. El nivel tarifario es aquel calculado por la Superintendencia rebajando de la tarifa de autofinanciamiento el subsidio o la inversión pública a que se refiere el Capítulo IV del Título VI.


La Superintendencia podrá agrupar distintos servicios, bajo la denominación de sistemas tipo, considerando su tamaño y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento. 


Asimismo, definirá los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas o de otra especie, que lo justifiquen. 


La Superintendencia calculará mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 65


El artículo 65 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece el procedimiento de determinación tarifaria señalando que calculada la tarifa de autofinanciamiento y considerando el subsidio definido por la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, la Superintendencia determinará para cada Región mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.


Una vez comunicado por la Superintendencia el nivel tarifario que le corresponde, el Operador lo pondrá en conocimiento de la Asamblea, la que en el plazo de treinta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta en un 5%. En estos casos el nivel tarifario aceptado o ajustado por la Asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios por el operador.


En caso que la Asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de treinta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos, para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el Reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.


Vencido el plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, sin un pronunciamiento de la Asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 18 B.

Indicación Nº 18 B



18 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 65.- Procedimiento de determinación de la tarifa a cobrar al usuario. La tarifa a cobrar al usuario se determina para cada servicio sanitario rural, y es aquella que debe pagar efectivamente el usuario, sin perjuicio de los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778.


Una vez comunicado el nivel tarifario al operador, en la forma que determine el reglamento, éste lo pondrá en conocimiento de la asamblea, la que en el plazo de sesenta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta un 5%. En estos casos, el nivel tarifario aceptado o ajustado por la asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios.


En caso que la asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de sesenta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos, para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.


Vencido el plazo indicado en el inciso segundo sin un pronunciamiento de la asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.


Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación de la tarifa a cobrar al usuario de los sistemas de tarificación individual se establecerán en el reglamento. 


Las tarifas a cobrar a los usuarios, serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 66


El artículo 66 del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, consigna la fórmula tarifaria indicando que los sistemas tipo a tarificar serán definidos por la Superintendencia para cada región, considerando el tamaño del servicio y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento.


La Superintendencia definirá además los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas, o de otro tipo que lo justifique. Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación tarifaria individual se establecerán en el reglamento.


Para los sistemas tipo o de tarificación individual definidos, se determinará el costo total de largo plazo, entendiéndose como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación eficiente como los de inversión eficiente de un proyecto de inversión optimizado.


Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte consistente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.


Para determinar las tarifas que establece este Título, se calcularán separadamente las correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 18 C.

Indicación Nº 18 C



18 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 67.- Período tarifario. Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia cada cinco años.


Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo 64, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 67


El artículo 67 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que la tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el Reglamento.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 18 D.

Indicación Nº 18 D


18 D.- De S.E. la Presidenta de la República, para suprimirlo.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 68


El artículo 68 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a los cargos tarifarios establece que las fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico. El procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar, corresponderá al que se establezca en el Reglamento.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 18 E.

Indicación Nº 18 E


18 E.- De S.E. la Presidenta de la República, para suprimirlo.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 69


El artículo 69 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala en relación a la reajustabilidad de la tarifa que las tarifas a cobrar a los usuarios, se reajustarán cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, un 5%, del IPC informado por el Instituto Nacional de Estadísticas. El operador deberá informar del reajuste a los usuarios en la forma y oportunidad definida en el Reglamento.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 18 F.

Indicación Nº 18 F


18 F.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 66.- Reajustabilidad de la tarifa. Las tarifas a cobrar a los usuarios, se reajustarán cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, 5% del Índice de Precios al Consumidor informado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o en caso que alguna de las variables de costos definidas como relevantes por el reglamento experimente un aumento de al menos 3%. El operador deberá informar del reajuste a los usuarios en la forma y oportunidad definida en el reglamento.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 70


El artículo 70 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a la no discriminación de la tarifa, señala que no existirá gratuidad o rebaja parcial del cobro por la prestación de los servicios o discriminación alguna, salvo las excepciones otorgadas por los operadores a usuarios, y a sus expensas. No obstante, los operadores no podrán establecer diferencias en sus tarifas, cargos o cualquier otro concepto, dentro de un mismo sistema, salvo en los casos que esta ley los autorice.

En discusión este artículo la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros, agregar, a continuación de la palabra “salvo”, la siguiente frase: “entre el servicio sanitario rural primario y secundario y, en los demás”.


Este acuerdo se adoptó en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado.

ARTÍCULO 71


El artículo 71 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que la tarifa deberá ser pagada por el ocupante de la propiedad, ya sea usufructuario, arrendatario o mero tenedor, sin perjuicio que en el inmueble que recibe el servicio quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio para con el operador

A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 18 G.

Indicación Nº 18 G


18 G.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la frase “ya sea usufructuario” por “ya sea propietario, usufructuario”.


La Comisión hizo presente que lo importante es que el ocupante de la propiedad, a cualquier título, esté obligado al pago de la tarifa, sin que sea necesario establecer una diferencia por la calidad del ocupante de la misma. 



- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

TÍTULO VI

INSTITUCIONALIDAD

Capítulo 1

Política de servicios sanitarios rurales

ARTÍCULO 73


El artículo 73 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece la política de asistencia y promoción, señalando que el Ministerio de Obras Públicas, con la información técnica que recabe de los Ministerios de Salud, Vivienda y Urbanismo, Planificación y de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, determinará la política para la asistencia técnica y financiera, supervisión y promoción para la organización de los operadores de servicios sanitarios rurales. Dicha política se ejecutará mediante programas acordados con los gobiernos regionales.


La política de asistencia y promoción deberá considerar, además, a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los operadores.


La política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales se definirá y ejecutará por el Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de las atribuciones y competencias que correspondan a otros organismos públicos.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 18 H y 18 I.


El Honorable Senador señor Letelier consultó la razón por la cual se incluye en este artículo la existencia de un programa y cuál es el alcance de la última oración del primer inciso.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que la idea contenida en esta norma es la existencia de una política explícita de promoción y de asistencia técnica. En la actualidad, existe el Programa de Agua Potable Rural, que desaparecerá con la aprobación de esta iniciativa legal, que implica la existencia de una institucionalidad que define una política que será aplicada por los organismos ejecutores y la definición de esta política se radicará en el Ministerio de Obras Públicas.

Agregó que la idea del cofinanciamiento es juntar fondos sectoriales y recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que manejan los Gobiernos Regionales.


El señor Senador recordó que durante la discusión de la Ley de Presupuestos de la Nación del año 2009, se aprobó que el financiamiento del Programa de Asistencia y Promoción sea financiado en forma exclusiva por el Gobierno Central, por lo que sería conveniente conocer en detalle cuál es el alcance de este cofinanciamiento. En la actualidad, hay regiones en que se desempeñan funcionarios de la Dirección de Obras Hidráulicas, en otros lugares no los hay y se realizan convenios con las empresas sanitarias para estos fines.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que actualmente existe un instrumento denominado “Convenio de Programación” que suscriben los Gobiernos Regionales con el Gobierno Central para la ejecución de las inversiones.


Como consecuencia de la explicación anterior, el Honorable Senador señor Letelier propuso modificar esta norma con la finalidad de que las políticas de inversión se ejecuten mediante programas acordados por los Gobiernos Regionales.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, propuso dividir el artículo haciendo presente que la intención del Ejecutivo es considerar tanto la política de promoción, la asistencia técnica y los programas acordados con los Gobiernos Regionales que se refieren a la inversión. 

Indicación Nº 18 H


18 H.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero, la coma (,), que figura entre las palabras “Urbanismo” y “Planificación”, por la conjunción copulativa “y”; las palabras “para la”, que aparecen entre los vocablos “política” y “asistencia”, por “de inversión,”, y el punto seguido (.) por un punto aparte (.), pasando la oración que lo sucede a convertirse en inciso segundo.



El Honorable Senador señor Letelier propuso modificar el orden de los Ministerios, ubicando el Ministerio de Planificación a continuación del Ministerio de Salud.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 18 I


18 I.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la frase del “área rural” por “rurales”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 76


El artículo 76 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que existirá un Consejo Consultivo para la orientación de la política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, el Ministerio deberá oír a un Consejo Consultivo, el que estará compuesto por los siguientes integrantes:


a) un representante del Ministerio de Obras Públicas, quien lo presidirá; 


b) un representante del Ministerio de Hacienda;


c) un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción;


d) un representante del Ministerio de Salud;


e) un representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo;


f) un representante del Ministerio de Planificación;


g) un representante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


h) un representante de la Subsecretaría de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior;


i) tres representantes de los socios de las Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales;


j) tres representantes de los socios de los Comités; y,


k) tres representantes de federaciones o confederaciones de operadores de servicios sanitarios rurales, sean de carácter nacional, regional o provincial.


El Consejo sesionará, al menos, dos veces al año. El Reglamento determinará el procedimiento de funcionamiento del Consejo. Los integrantes del Consejo a que se refieren las letras i), j) y k) del inciso primero de este artículo, percibirán una asignación para gastos de traslado, alojamiento y alimentación por cada sesión a la que asistan, con cargo al presupuesto del Ministerio.


El mecanismo de elección de los integrantes del consejo consultivo establecidos en las letras i), j) y k) de este artículo, será fijado en el Reglamento. Para el caso de la elección de los representantes de las letras i) y j), dicho mecanismo deberá respetar la adecuada representación de los estratos, las regiones y los Comités y Cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación. Del mismo modo, dicho mecanismo asegurará la no discriminación de las personas representantes por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


El Secretario Ejecutivo del Consejo será el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas. Sus funciones serán citar a las sesiones, levantar acta de éstas, el seguimiento de los acuerdos adoptados y las demás que el Consejo o el Reglamento le encomienden.

A este artículo se presentaron siete indicaciones signadas con los Nos 19, 19 A, 19 B, 20, 21, 21 A y 22.

Durante la discusión de este artículo el Honorable Senador señor Letelier se manifestó en contra de la participación de un representante de la Asociación de Municipalidades en el Consejo Consultivo haciendo presente que los municipios no participan en los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural, jamás han aportado recursos y no se entiende la lógica para que participen en este organismo.


El Honorable Senador señor Sabag señaló que, en general, los alcaldes están muy interesados en la solución del Programa de Agua Potable Rural, tienen conocimiento de lo que sucede en sus respectivas comunas, por lo que en su opinión, puede ser muy importante su participación en este Consejo.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, expresó que la idea de este Consejo es asesorar sobre la política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales. En la actualidad, se han adoptado decisiones que significan que las inversiones en el Sistema de Agua Potable Rural se realicen en zonas rurales concentradas, excepcionalmente en las zonas rurales desconcentradas.


Cuando el Ejecutivo se refiere a la promoción significa que son decisiones de políticas de avanzar a través de soluciones técnicas compatibles, las decisiones de política para invertir en alcantarillado, en tratamiento de las aguas servidas, el tiempo en que se realizarán, son trascendentes, y lo importante es que exista una institución en que se genere la coordinación y en lo posible se obtenga una sola opinión. De esta forma, los integrantes de este Consejo son entidades relacionadas con las políticas de este sector para los próximos 20 años.


Este Consejo sesionará sólo dos veces en el año para la orientación de la política, no es ejecutor, no autoriza, no otorga permisos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, señaló que la participación de un representante de la Asociación de Municipalidades será un aporte para este Consejo, sin embargo, hizo presente que debe modificarse la expresión “socios” contenida en las letras i) y j), debiendo indicarse que serán dirigentes de las Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales y de los Comités, puesto que la participación en este Consejo supone que es para aportar en una política de promoción y no se entiende cuál podría ser el aporte de un socio. 


En seguida, propuso agregar que estos representantes no sean de la misma región, para garantizar la representación de la experiencia en esta materia de las distintas regiones del país.

Indicación Nº 19

19. De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar en su inciso primero, la siguiente letra i), pasando las actuales letras i), j) y k) a ser letras j), k) y l) , respectivamente:


“i) Un representante de la Asociación de Municipalidades que reúna la mayor cantidad de municipios asociados a nivel nacional.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 19 A


19 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en los literales j) y k) del inciso primero, la expresión “socios” por “dirigentes”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 19 B


19 B.- Del Honorable Senador señor Horvath, para incorporar, en el inciso primero, una letra nueva, del siguiente tenor:


“….) un representante del Ministerio de Agricultura.”.


La Comisión acordó rechazar esta indicación porque este proyecto de ley se refiere a las aguas y esa materia no es de competencia del Ministerio de Agricultura. Además, la integración de este Consejo es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.



- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 20

20. De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en su inciso segundo, la referencia a las letras “i), j) y k)”, por “j), k) y l)”, respectivamente.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 21


21. De S.E. la Presidenta de la República, sustituir, en su inciso tercero, las referencias a las letras “i), j) y k)”, por “j), k) y l)”; y a las letras “i) y j)” por “j) y k)”, respectivamente.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 21 A


21 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en el inciso tercero, a continuación de “Reglamento”, la frase “, y deberá considerar la renovación periódica de los representantes”, y reemplazar las palabras “respetar la adecuada representación de los estratos, las regiones y los Comités y Cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación” por “asegurar que cada dirigente que se elija corresponda a una Región distinta, que se respete la adecuada representación de los segmentos, y que estén representados comités y cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 22

22. Del Honorable Senador señor Longueira, para reemplazar en su inciso final, la expresión “Subdirector” por “Director Nacional”.


Esta indicación fue retirada por su autor.

Capítulo 2

Del Registro y Clasificación de Operadores

ARTÍCULO 77



El artículo 77 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que el Ministerio tendrá a su cargo un registro público de los operadores de servicios sanitarios rurales, de los permisos y licencias otorgadas, y de los demás antecedentes que el Reglamento establezca.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 22 A.



Indicación Nº 22 A

22 A.- Del Honorable Senador señor Horvath, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El registro establecido en el inciso anterior deberá encontrarse actualizado y para su libre consulta en la pagina web del Ministerio.”.


La Comisión precisó que de acuerdo a la Ley de Transparencia el Ministerio de Obras Públicas estará obligado a efectuar esta publicación en la página web.


Se sustituyó “página web” por “sitio electrónico del Ministerio”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 78


El artículo 78 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece la clasificación de los operadores en tres segmentos: (a) alto, (b) medio, y (c) bajo.


El Reglamento definirá un procedimiento para la clasificación en los distintos segmentos.


Para la clasificación de los Operadores se considerarán, además de la calidad de la gestión técnica, administrativa y financiera del operador, las siguientes características del sistema servido:


(a) población abastecida;


(b) cercanía al área urbana;


(c) condiciones económicas y sociales de la población abastecida;


(d) condiciones de aislamiento;


(e) en caso que corresponda, el carácter de comunidad indígena conforme a la Ley 19.253 y sus disposiciones reglamentarias; y,


(f) la oferta hídrica y las condiciones geográficas y topográficas.


A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 22 B, 23 y 24.
Indicación Nº 22 B


22 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 76.- Clasificación de los operadores. Para los efectos de esta ley, los operadores se clasificarán en tres segmentos: (a) AAA; (b) AA, y (c) A.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 23

23. Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir, en su inciso primero, las expresiones: “(a) alto; (b) medio y (c) bajo”, por “(a) Operador Grande, (b) Operador medio, y (c) Operador bajo.”.

La idea contenida en esta indicación se entiende recogida en la indicación formulada por el Ejecutivo.



- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 24

24. Del Honorable Senador señor Longueira, para reemplazar en la denominación del Capítulo 3, que antecede al artículo 80, la expresión “Subdirección” por “Dirección”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Capítulo 3

Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales

ARTÍCULO 80


El artículo 80 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, crea en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, que estará a cargo de un funcionario que tendrá el título de Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 25.

Indicación Nº 25


25.- Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 80.- Dirección de Servicios Sanitarios Rurales. Créase en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, la Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales, que estará a cargo de un funcionario que tendrá el título de Director Nacional de Servicios Sanitarios Rurales.”


- Esta indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 81


El artículo 81 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, indica las funciones de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales:


a) Ejecutar la política de asistencia y promoción conforme lo instruido por el Ministro de Obras Públicas.


En el ejercicio de esta función podrá implementar programas y proyectos dirigidos especialmente a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los Operadores;


b) Administrar el Registro de Operadores;


c) Proponer al Ministro de Obras Públicas la clasificación de los Operadores, y el aporte financiero del Estado a que se refieren los artículos 85 y 86, para cada segmento;


d) Asesorar a los Operadores, directamente o a través de terceros;


e) Formular proyectos de servicios sanitarios rurales y evaluarlos económica, técnica y socialmente.


f) Contratar la inversión sectorial y actuar como unidad técnica para la contratación de la inversión de los gobiernos regionales u otras instituciones públicas en materias relacionadas con servicios sanitarios rurales.


g) Revisar, previa consulta a la Superintendencia, el Plan de Inversión;


h) Pedir informes y auditar la contabilidad de las Licenciatarias y Permisionarios


Para estos efectos podrá encargar la revisión del funcionamiento administrativo, contable, y financiero a personas naturales o jurídicas inscritas en alguno de los Registros públicos que el Reglamento determine.


La Subdirección determinará las facultades con que estas entidades podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; dictará las normas relativas al cumplimiento de éstas, y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


i) Aprobar, directamente o a través de terceros, la puesta en operación de las obras de cada Operador.


j) Solicitar el ejercicio de las facultades de supervisión o de fiscalización al Departamento de Cooperativas, a la Superintendencia, o al Ministerio de Salud, cuando correspondiere.


k) Visar técnicamente los proyectos.


l) Las demás que la ley le asigne.


A este artículo se presentó una indicación signada con el No 26.
Indicación Nº 26

26. Del Honorable Senador señor Longueira, para introducir las siguientes modificaciones:


uno) Reemplazar, en el encabezamiento del inciso primero, la expresión “Subdirección” por “Dirección Nacional”, y


dos) Sustituir, en el inciso párrafo tercero de la letra h), la palabra “Subdirección” por “Dirección”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 82


El artículo 82 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que los funcionarios de la Subdirección tendrán libre acceso a las obras, a sus dependencias, y en general a todo inmueble o instalación de los operadores, destinadas a la prestación del servicio sanitario rural, a objeto de realizar las funciones que les son propias.


A este artículo se presentó una indicación signada con el No 27.
Indicación Nº 27

27. Del Honorable Senador señor Longueira, para reemplazar la voz “Subdirección” las dos veces que aparece, por “Dirección Nacional”, respectivamente.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 83


El artículo 83 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, regula la designación de los administradores temporales, estableciendo que el Ministro podrá designar como administrador temporal, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 34 de esta ley, a alguno de los profesionales que cumpliendo los requisitos que se establezcan en el Reglamento, esté inscrito en un Registro Especial que será administrado por la Subdirección. La Subdirección podrá eliminar del registro a estas personas o no renovar su inscripción, cuando no cumplan sus funciones y los requisitos establecidos.


El Reglamento determinará las facultades con que éstos profesionales podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; fijará las normas relativas al cumplimiento de éstas y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


A este artículo se presentó una indicación signada con el No 28.
Indicación Nº 28

28. Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir, en su inciso primero, la voz “Subdirección” las dos veces que aparece, por “Dirección”, respectivamente.

- Esta indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 84


El artículo 84 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, prescribe que la Subdirección podrá requerir a los operadores la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.


Los operadores deberán informar a la Subdirección de cualquier hecho esencial relativo a la operación del servicio sanitario rural, inmediatamente después de ocurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso que se trate de hechos que afecten las condiciones sanitarias de la prestación del servicio, el operador deberá informar además a la Autoridad Sanitaria.


Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad y seguridad del servicio sanitario rural, para un número de Usuarios igual o superior al porcentaje que indique el Reglamento.


A este artículo se presentó una indicación signada con el No 29.
Indicación Nº 29

29. Del Honorable Senador señor Longueira, para reemplazar, en sus incisos primero y segundo, el término "Subdirección” por “Dirección”, respectivamente. 

- Esta indicación fue retirada por su autor.

Capítulo 4

Inversión pública y subsidios en los servicios sanitarios rurales

ARTÍCULO 85


El artículo 85 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que la inversión en obras de servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio mediante el sistema de concurso público establecido en los artículos 87, 88 y 89 de esta ley, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.


El Ministerio de Obras Públicas podrá decidir, por razones de emergencia, inversiones en ejecución de obras para servicios sanitarios rurales existentes o nuevos, sin sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior.



A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 29 A.


Durante el estudio de este artículo, el Honorable Senador señor Letelier solicitó eliminar el término “nuevo” puesto que se presta para confusiones, en el sentido de que se puede tratar de obras nuevas o de nuevos servicios, con lo cual se eliminaría la posibilidad de hacer inversiones en mejoramiento.


Si el subsidio se otorgara sólo a los proyectos nuevos se obligaría a autofinanciarse a todos los sistemas de agua potable rural.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, señaló que la expresión “nuevos” puede tener varias interpretaciones, por lo que no resulta muy adecuada.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que el término “nuevo” apunta a resolver un problema de subsidio contenido en la ley Nº 18.778, puesto que el subsidio regulado en el artículo 10 sólo se aplica a servicios sanitarios existentes, con lo cual no se puede aplicar a la inversión en un sistema nuevo, es decir, en una localidad que no tiene servicio de agua potable rural no se podría aplicar este subsidio, por lo que este artículo pretende crear un subsidio para el sistema nuevo.


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide hizo presente que en la actualidad no existe el servicio sanitario rural, por cuanto sólo se aplica un Programa de Agua Potable Rural, por lo que no se justifica establecer el término “nuevo”.


En base a las explicaciones anteriores, la Comisión concluyó que es preferible modificar el artículo 10 de la ley Nº 18.778. El subsidio a la inversión que se aplica a los sistemas de agua potable rural y de alcantarillado, que estén en operación, no se aplica a los nuevos, de acuerdo a dicha ley. En ese escenario de servicio existente podrán competir por fondos, aportes, gestión y nivel social, que son parámetros importantes a considerar en una evaluación de asignación de recursos para sistemas que están en operación.  


Se hace la distinción con los nuevos porque el artículo 87 del proyecto de ley establece que se podrán considerar requisitos diferenciados para cada segmento. Si se realiza un mejoramiento para los pequeños sistemas es muy difícil que puedan tener ingresos para poder concursar y a esos segmentos el artículo 87 les otorga la posibilidad de obtener un financiamiento diferenciado.


La interpretación que se ha otorgado al artículo 10 de la ley Nº 18.778 es que los sistemas de agua potable rural tienen que existir para que haya inversión, es por ello que se pretende corregir para que se pueda hacer inversión a través de un subsidio de ese artículo en un nuevo proyecto en una localidad en que no existe provisión de agua potable.


El Honorable Senador señor Kuschel propuso mantener el espíritu para que las comunidades que no tienen capacidad de gestión puedan obtener colaboración para obtener el servicio sanitario rural, algunas comunidades no saben cómo postular. Esta situación se presenta en muchas islas de la región que representa.


La Comisión solicitó mejorar estas redacciones incluyendo las diversas situaciones en un solo artículo. 
Indicación Nº 29 A


29 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 85.- Inversión pública. La inversión para promover, formar e instalar servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio conforme a lo establecido en los artículos 85, 86 y 87, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 86


El artículo 86 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, prescribe que el subsidio a la inversión a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 18.778, podrá destinarse a cualquiera de las etapas de los servicios sanitarios rurales existentes.


El citado subsidio tendrá el carácter de reserva legal, y formará parte de los bienes indispensables establecidos en el artículo 12 de la presente ley, y se denominará Fondo de Reserva Subsidio Estatal.


La selección de los estudios, proyectos y obras subsidiables se hará mediante concurso público de conformidad a lo dispuesto en los tres artículos siguientes.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 29 B y 29 C.


Durante la discusión de este artículo, el Honorable Senador señor Sabag señaló que este artículo se refiere al subsidio que se puede otorgar a los Comités o Cooperativas que están funcionando. Respecto de los Comités y Cooperativas nuevas no se entiende la forma cómo podrían participar en un concurso puesto que es necesario instalarles el agua para que puedan funcionar.


Como se trata de un sistema nuevo debe existir una planificación, el Estado tiene la obligación de llegar con el agua potable rural hasta el lugar más apartado del país.

Indicación Nº 29 B


29 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso segundo, la frase “El citado subsidio” por “La infraestructura financiada total o parcialmente con el subsidio a la inversión”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 29 C


29 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar, en el inciso tercero, la expresión “mediante concurso público”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 87


El artículo 87 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que el Ministerio, con consulta al Gobierno Regional respectivo, definirá para cada región, las características de los proyectos a financiar para el año siguiente y los criterios de elegibilidad. Entre los criterios de elegibilidad se podrán considerar requisitos diferenciados para cada segmento de operadores indicado en el artículo 78 de esta ley; sin embargo no se podrán establecer distinciones entre operadores de un mismo segmento.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 29 D.

Indicación Nº 29 D


29 D.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de “diferenciados para cada”, la frase “uno de los”; reemplazar la voz “segmento” por “segmentos”, la primera vez que figura, y suprimir el punto y coma y la frase que le sigue.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 88


El artículo 88 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo al concurso público, señala que los operadores podrán presentar a la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales solicitudes de financiamiento total o parcial de proyectos de servicios sanitarios rurales.


El Ministerio de Obras Públicas, a través de la Secretaría Regional Ministerial respectiva, presentará cada año al Gobierno Regional, un listado de proyectos de servicios sanitarios rurales ya evaluados que cumplan los criterios de elegibilidad definidos conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.


El Gobierno Regional respectivo seleccionará, fundadamente, los proyectos beneficiados con los recursos asignados a la Región, entre los proyectos incluidos en el listado que le entregue el Ministerio conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.


Los proyectos seleccionados por el Gobierno regional serán financiados hasta su plena ejecución aunque aquello comprometa presupuestos de ejercicios posteriores.


Los demás aspectos relacionados con la distribución del subsidio, con la elaboración del programa bianual y con el sistema de postulación, concursabilidad y de priorización de los estudios, proyectos u obras a ejecutar se establecerán en el Reglamento. En éste se podrán considerar además, para casos excepcionales, los requisitos y condiciones necesarios para la entrega del subsidio al operador previo a la ejecución completa de las obras.


En caso que otras entidades aporten recursos para el financiamiento de los estudios, proyectos u obras a que se refieren los artículos 85 y 86 de esta ley, sus aportes se aplicarán en las mismas condiciones establecidas en este artículo.


A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 29 E, 30, 30 A, 30 B y 30 C.

El Honorable Senador señor Letelier señaló que no es partidario de la existencia de un concurso de proyectos, actualmente sólo existe una cartera de proyectos y los Secretarios Regionales Ministeriales elaboran la prioridad que se somete al Gobierno Regional respectivo, por lo que manifestó sus dudas respecto del sistema de puntajes.


Se explicó que la Subdirección Nacional futura contará con direcciones regionales, con un Director Regional y efectuará la proposición al Gobierno Regional, es decir, se trata de un filtro técnico ex ante. En la actualidad, los proyectos se presentan en las regiones y se ejecutan en las regiones y se seguirá con el mismo procedimiento.


El Honorable Senador señor Sabag señaló que los concursos podrían ser posibles cuando se trate de servicios que están funcionando y pretenden ampliarse, mejorar, sin embargo, cuando se trata de servicios nuevos estos requieren agua y antes existía una metodología para determinar la elegibilidad.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó su inquietud por la ponderación que pueda efectuar Mideplan respecto de los proyectos por cuanto puede tener un determinado criterio en un concurso. En seguida, relató la experiencia de una extensión de red de agua potable en Pumanque que beneficiará a pocas personas, con lo cual de acuerdo a la tasa de retorno de Mideplan esas personas nunca tendrían agua. 


Se explicó que la pobreza de un determinado grupo debería ser una variable a considerar en un concurso, a menor condición socio económica debe otorgarse un mayor puntaje y también la gestión debe mejorarse. En las comunidades nuevas se debe contar con algún mecanismo para asignar recursos porque es lógico invertir en los lugares de mayor pobreza.


El Honorable Senador señor Sabag señaló que debería ser una prioridad del Gobierno otorgar servicio a todas las personas porque el agua potable es elemental, por lo que no corresponde hacer concursar a las personas que carecen de este servicio.


El suministro de agua potable es un asunto social y se requiere contar en forma urgente con este servicio.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, expresó que es necesario hacerse cargo de un fenómeno en el sentido de que la ruralidad está cambiando, el país tiene una gran distribución de viviendas aisladas por los campos y no se puede pretender otorgarles el servicio de agua potable rural, esta situación debe considerarse. No obstante, señaló que existe una cobertura razonable en las zonas rurales concentradas, se avanzará en los semi concentrados y como los recursos no son ilimitados debe existir un mecanismo de postulación, de obtención de recursos.


Esta iniciativa legal representa un importante esfuerzo de expansión.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, informó que según las estimaciones 800.000 personas no cuentan con abastecimiento de agua potable a través de redes, un porcentaje ínfimo de 2% se encuentra en el sector rural concentrado, la mayoría está en la ruralidad desconcentrada, que es un criterio metodológico, en virtud del cual se considera a menos de 15 casas por kilómetro lineal, con lo cual la política debería apuntar a que exista un abastecimiento más eficiente a través de una red sanitaria y casos en que no se podrá construir una red, por lo que el Estado deberá buscar una solución de otra naturaleza.


El artículo 88 considera un proceso ordenado al cual se someten los proyectos para obtener el financiamiento, que se ha denominado concurso y se establecen las normas para que sea posible.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, solicitó que la antigüedad de un proyecto que postula debería considerarse dentro del puntaje para un concurso próximo.


Se deja constancia que el Ejecutivo recogerá en el Reglamento la consideración de la antigüedad de un proyecto para un concurso posterior.
Indicación Nº 29 E



29 E.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el epígrafe del inciso primero por “Procedimiento de selección de proyectos”.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 30

30. Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir, la expresión “Subdirección” por “Dirección Nacional”.

- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación Nº 30 A


30 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Los recursos destinados a la financiación de estudios de prefactibilidad, factibilidad y diseño, como etapa previa a los proyectos definitivos, se distribuirán por el Ministerio a nivel regional conforme a criterios técnicos y al programa bianual. La resolución que dicte el Ministerio para dicho efecto deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.”.

El Honorable Senador señor Letelier señaló que esta norma es propia de la Ley de Presupuestos y no se entiende la razón por la cual se incluye en una ley permanente, por lo que propuso su rechazo.


Agregó que la Indicación 30 B permite que se trate de un acto expropiatorio o de un compromiso de compraventa, porque no todos serán expropiaciones, lo que se quiere es contar con un mecanismo que no entorpezca las inversiones.


La redacción propuesta no es la más adecuada, es restrictiva, por otra parte, debe indicarse que la evaluación la realiza Mideplan. 

Debe pensarse en la aplicación que tendrá en el tiempo esta ley. La expropiación es una de las formas de obtener el título, pero también puede haber un compromiso de compraventa que es suficiente para evaluar el proyecto, por ello propone una redacción más amplia. 


Se explicó que se ha reiterado en las últimas cuatro discusiones presupuestarias la lentitud para llegar con la resolución a las personas. El principal problema es la obtención de terrenos, antes se efectuaban donaciones, actualmente, los Comités tardan un año y medio en conseguir un terreno.


El acto expropiatorio implica aproximadamente un año y medio, por ello es necesario buscar un procedimiento más ágil. Por regla general, los Comités no tienen los recursos para comprar los terrenos y se debe recurrir a la expropiación, cuando se dificultan las compras los propietarios exceden los valores de mercado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, señaló que la expropiación es para la situación actual, no se puede en el futuro expropiar algo que no tiene una infraestructura.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, aclaró que existe un problema administrativo para seleccionar proyectos para ser financiados porque se requiere que el Comité tenga el dominio del bien, sea un proyecto nuevo o una ampliación.


Con el artículo propuesto se pretende que para los efectos de ser seleccionado no sea necesario esperar el término del proceso de expropiación, sino que basta con el acto inicial del proceso administrativo. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, precisó que actualmente existen muchas de estas infraestructuras con dificultad de saneamiento y se ha considerado la necesidad de contar con la facultad para declarar bien de utilidad pública, expropiar y pagar de acuerdo al precio de mercado, posibilidad que no existe en la actualidad, sin embargo, en el futuro no se podrá expropiar una propiedad que no cuenta con infraestructura.


El Subsecretario de Obras Públicas señaló que el artículo propuesto se puede aplicar en ambos casos.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó su inquietud en relación a este artículo en el sentido de que para el proceso de selección uno de los requisitos es que tienen que estar todos los títulos regularizados. En esta norma se propone una de las excepciones, en el sentido de que basta con un decreto de expropiación.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, propuso considerar una norma que permita al Estado aportar recursos para el saneamiento. Con esta indicación se busca solucionar la situación de los Comités que no pueden concursar porque no tienen saneamiento y el Estado tiene que expropiar y luego efectuar las donaciones.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, precisó que el Estado compra a través del proceso de expropiación. Agregó que el Ejecutivo entiende que la facultad de expropiar, de declarar de utilidad pública para la prestación del servicio no sólo dice relación con la infraestructura existente sino con la que el Comité pueda desarrollar en el futuro, como puede ser la construcción de una Planta de Agua Servida.


Por ley se faculta al Ministerio para declarar de utilidad pública y expropiar.


En seguida, propuso modificar la norma en el sentido de establecer que no será necesario acreditar el saneamiento de los títulos para la evaluación de los proyectos.


- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 30 B


30 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “Para la evaluación de los proyectos por parte del organismo público competente bastará que esté dictado el acto expropiatorio respectivo.”.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 30 C


30 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso quinto, la palabra “concursabilidad” por “de selección”.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 89


El artículo 89 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece que todo programa de inversión cuyos fondos sean aplicables al servicio sanitario rural, deberá ser contratado a través de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, en las condiciones que fije el Reglamento, ya sea que se financie con recursos sectoriales o con recursos regionales, en cuyo caso actuará como unidad técnica. Los demás programas de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales que el Estado promueva, cualquiera sea su naturaleza, deberán ser informados al Consejo Consultivo, para facilitar la coordinación y unidad de acción entre organismos del Estado.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 31 y 32.

Durante la discusión de este artículo el Honorable Senador señor Letelier consultó si los Programas de Mejoramiento de Barrios y los proyectos de saneamiento de la Subsecretaría de Desarrollo Regional se tramitarán de acuerdo a estas normas, que en su opinión son muy restrictivas. En la actualidad, los Gobiernos Regionales hacen las veces de ventanilla única y no se entiende la razón por la que tendrían que entrar también a este sistema, toda vez que se pretende entregarle mayores recursos, poderes de decisión y más autonomía a las regiones.


En seguida, manifestó su preocupación por el uso que se hace de las empresas sanitarias como unidades técnicas, por lo cual la DOH opera en algunas regiones con el monopolio de algunas empresas sanitarias que son muy caras y existiendo una ventanilla única los recursos de los Gobiernos Regionales se usarán para pagar a la DOH por la ejecución de los proyectos.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que esta norma tiene por objetivo la unidad de criterio para la ejecución y aprobación de los proyectos y que exista una validación técnica confiable de los proyectos que se ejecutarán con recursos públicos.


De esta forma, el organismo técnico del MOP, que será la Subdirección de Servicios Sanitarios contará con la habilitación por ley para contratar todos los proyectos que se ejecuten por el Estado, sin perjuicio de que provengan del Gobierno Regional, de la Subdere o del Ministerio de Vivienda.


El Ejecutivo considera preferible generar en una sola entidad pública las competencias en lugar de tenerlas diseminadas en diferentes que contraten directamente la construcción u operación. En la actualidad, las redes de alcantarillado y las plantas de tratamiento de aguas servidas pasan por unidades técnicas que no tienen las competencias, las municipalidades en la mayoría de los casos, carecen de la competencia para renovar o ejecutar técnicamente un proyecto de esta naturaleza.


En seguida, señaló que esta iniciativa legal establece una norma que permite contratar la asistencia técnica con otros Comités o Cooperativas para que cuando la DOH, en los casos que contrata la asistencia técnica no recurra sólo a las sanitarias.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, consideró positiva la existencia de una entidad pública que se encargue de la contratación de las obras, independientemente del origen de los recursos. De esta forma, existe más orden, se tiene una historia de los especialistas en ciertos tipos de obra, con lo cual se puede evitar que aquellos que han fracasado sean nuevamente contratados y sigan con las mismas prácticas. 

Indicación Nº 31

31. Del Honorable Senador señor Longueira, para reemplazar la expresión “Subdirección” por “Dirección Nacional”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Indicación Nº 32

32. De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La Subdirección podrá suscribir convenios con otros organismos públicos, para la contratación por parte de ellos de los programas de inversión aplicables al servicio sanitario rural. En todo caso la Subdirección, mantendrá la función de visar técnicamente los proyectos.”


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 90


El artículo 90 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que por decreto supremo suscrito por el Ministro de Obras Públicas bajo la formula “por orden del Presidente de la República”, las obras o proyectos financiados o ejecutados por el Estado que integren un sistema sanitario rural, podrán ser cedidos o transferidos a cualquier título a los Operadores. Dichos bienes serán considerados para fines tarifarios como bienes aportados por terceros y, desde la fecha de su transferencia serán considerados indispensables, para los efectos del artículo 12 de esta Ley.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 32 A y 32 B.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó modificar la expresión “podrán ser cedidos o transferidos” por “deberán ser cedidos o transferidos”.


Indicación Nº 32 A

32 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para suprimir, en el inciso primero, la oración que comienza con las palabras “Dichos bienes”.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 32 B


32 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar los siguientes incisos segundo a cuarto, nuevos:


“Serán transferidos a los operadores los derechos de aprovechamiento de aguas que, siendo de propiedad fiscal, sean necesarios para la prestación de servicios sanitarios rurales. Dichos derechos se mantendrán bajo el dominio de los operadores en tanto sean usados para la prestación del servicio sanitario rural, pasando de pleno derecho al dominio del Ministerio en cuanto cese dicha condición. Se entenderá que cesa la condición en caso de haberse declarado desierta la licitación del permiso o licencia. La transferencia a los operadores se hará mediante resolución de la autoridad correspondiente, debiendo ajustarse a lo dispuesto en el artículo 150 del Código de Aguas. 


En caso de cambio de operador, los derechos se transferirán gratuitamente y de pleno derecho a quien detente la calidad de tal, desde el otorgamiento de su licencia o permiso.


Los bienes a que se refiere este artículo serán considerados como aportados por terceros para fines tarifarios, e indispensables para los efectos del artículo 12.”.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que el Fisco es una persona jurídica específica y la CORFO es otra persona jurídica.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, expresó que en el caso de CORFO en parte es efectivo porque CORFO tiene personalidad jurídica propia con patrimonio propio, por lo tanto, puede tener inscritos bienes a su nombre. No obstante, agregó que la CORFO no debe tener muchos derechos de aprovechamiento de agua inscritos a su nombre, porque los que se recibieron fue como continuadora del SENDOS y no la CORFO, sino que las empresas sanitarias. La CORFO podrá tener derechos de agua porque en el Gobierno del ex Presidente Eduardo Frei Montalba se realizó una gran campaña de construcción de pozos para combatir la sequía del año 1968.


Por último, señaló que los derechos de aprovechamiento de agua de la CORFO no son derechos que están destinados a la captación de agua potable rural.


El Honorable Senador señor Letelier informó que es necesario establecer que se trata de todas las propiedades públicas. Hay un porcentaje de acciones que están en la CORFO y en el Fisco o MOP, por lo que solicitó que esta norma se establezca en términos amplios, en el sentido de comprender los derechos de propiedad pública o fiscal para que sean traspasados sólo para el servicio sanitario rural. 


En seguida, expresó que las Cooperativas que tengan inscritos sus derechos de agua son de los actuales dueños de la Cooperativa y consultó si esos derechos fiscales no tendrán el mismo régimen jurídico que una Cooperativa pudiera tener, porque los actuales derechos de aprovechamiento en caso que cese la Cooperativa no pasan al MOP.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, respondió que en este caso particular existirán dos regímenes para los derechos de aprovechamiento. Los derechos de aprovechamiento que les transfirió el Fisco en forma gratuita, tienen que volver al Fisco, los demás derechos están regulados por el artículo 19 Nº 24 de la Constitución Política de la República.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - -

Indicación Nº 32 C


32 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación, los siguientes artículos, nuevos, que se agregaron como artículos 90 y 91.


“Artículo 90.- Expropiaciones y donaciones. Los bienes inmuebles necesarios para la prestación de los servicios sanitarios rurales se declaran de utilidad pública y su expropiación se efectuará por intermedio del Ministerio, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.186, de 1978. 


La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales podrá aceptar donaciones o erogaciones consistentes en dinero o en dación de cosas, sean éstas muebles o inmuebles, para la ejecución de obras o el financiamiento total o parcial de expropiaciones, destinadas a la prestación de los servicios sanitarios rurales. En caso de recibir donaciones o erogaciones para el financiamiento parcial de expropiaciones, el Estado financiará la diferencia con fondos sectoriales o regionales.


Una vez aceptada y materializada la entrega de las donaciones o erogaciones a que se refiere el inciso precedente, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales la aprobará por orden interna para los efectos de la contabilización correspondiente en la Dirección de Contabilidad y Finanzas de la Dirección General de Obras Públicas. Copia de esta orden se enviará a la Contraloría General de la República. Para estas donaciones no se requerirá el trámite de insinuación judicial.


Artículo 91.- Regularización de bienes. En caso de que un operador solicite que se le reconozca la calidad de poseedor regular de bienes inmuebles necesarios para la prestación de su servicio sanitario rural, conforme al procedimiento establecido en el decreto ley N° 2.695, de 1978, servirá como plena prueba de su posesión material la existencia en el inmueble de alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h), i) y j) del artículo 12, siempre que el bien haya estado en uso al menos durante los cinco años anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de regularización.

Durante la discusión del artículo 91, nuevo, que se propone agregar contenido en esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, solicitó dejar constancia, para la historia de la ley, que para el saneamiento de estas propiedades destinadas a prestar el servicio sanitario rural no es aplicable la limitación de que la propiedad no puede tener menos de media hectárea o 5.000 metros cuadrados. 


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que esa exigencia está excepcionada para las organizaciones comunitarias.

A su vez, el decreto ley Nº 2.695, de 1979 establece que las divisiones que deban efectuarse para las regularizaciones de la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ellas no se aplicará la limitante establecida en relación a la exigencia de media hectárea, es decir, se pueden regularizar retazos de terrenos más pequeños.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que lo importante para este tema es el decreto ley Nº 2.695, de 1979, que establece dos requisitos y propuso consignar que para poder regularizar es necesario estar en posesión del inmueble y acreditar que no existe juicio pendiente en su contra en que se discuta el dominio o posesión del inmueble.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide, en los que dice relación con los artículos nuevos signados con los Nos 90 y 91 y respecto del artículo nuevo signado con el Nº 51, fue aprobado con modificaciones.
Capítulo 5

De la Regulación y Fiscalización

ARTÍCULO 93


El artículo 93 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, consigna que el Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro del ámbito de sus competencias, dictará las normas que estime necesarias para facilitar la aplicación de la presente ley.


A este artículo se presentó una indicación signada con el No 33.
Indicación Nº 33

33. Del Honorable Senador señor Longueira, para intercalar entre la expresión ley y el punto a parte (.) que le sigue la siguiente frase “, previa consulta a los organismos públicos integrantes del Consejo Consultivo regulado en el artículo 76 de esta ley.”.

- Esta indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 95


El artículo 95 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que sin perjuicio de las demás sanciones que corresponda aplicar a la Superintendencia o a otros organismos públicos de conformidad a ésta u otras leyes, los operadores podrán ser objeto de la aplicación de multas a beneficio Fiscal por parte de la Superintendencia, en los siguientes casos:


a) De una a veinte unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones que importen deficiencias en la calidad, continuidad u obligatoriedad de los servicios, cobros indebidos, trato económico discriminatorio a los usuarios, deficiencias en la atención de los reclamos de los usuarios, daño a las redes u obras generales de los servicios, o incumplimiento de la obligación de entregar información requerida por la Superintendencia en conformidad a la ley.


b) De diez a cien unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente la salud de la población, o que afecten a la generalidad de los Usuarios de los servicios.


c) De una a veinte unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones cometidas por los Operadores, que importen el no acatamiento de las obligaciones y plazos establecidos en esta Ley, así como de las órdenes escritas y requerimientos, debidamente notificados, y plazos fijados por la Superintendencia, en ejercicio de las atribuciones que la ley le encomiende, en relación con materias de su competencia.


d) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea, a cualquiera de las autoridades que esta Ley faculta para requerirla.


e) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate del incumplimiento del Plan de Inversiones.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 34 y 34 A.

Durante el estudio de este artículo, el Honorable Senador señor Letelier manifestó sus dudas respecto de la conveniencia de establecer multas a beneficio fiscal cuando se trata de Comités y Cooperativas sin fines de lucro.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, hizo presente que es necesario considerar que estas entidades sin fines de lucro están prestando un servicio de utilidad pública.


En seguida, recordó que la FENAPRU solicitó que se estableciera una gradualidad en las sanciones, en consideración a las categorías de Comités o Cooperativas que prestan el servicio.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, informó que la Superintendencia de Servicios Sanitarios aplica las sanciones en función de ciertos criterios objetivos, tales como gravedad de la falta, tamaño de la entidad, capacidad de pago de la infractora y atenuantes de responsabilidad.


La Comisión solicitó establecer una referencia en el sentido de que para la determinación del monto de la multa, la Superintendencia de Servicios Sanitarios deberá tener en consideración el rango en el cual se encuentra el servicio sancionado.

Indicación Nº 34

34. De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El afectado podrá reclamar de la aplicación de la multa, conforme a lo dispuesto  en el artículo 13  de la ley N°18.902.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 34 A


34 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Para la determinación del monto de las multas antes señaladas se debe considerar el segmento en que está clasificado, conforme al artículo 76, el operador sancionado.”.



- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 97


El artículo 97 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, relativo a las modificaciones Ley Subsidio Agua Potable, señala que deroga el inciso 3º del artículo 10 de la Ley Nº 18.778 la frase “entre sistemas rurales de agua potable específicos que cumplan los criterios de elegibilidad establecidos en el Reglamento”.

En discusión este artículo la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros, intercalar entre las palabras “Derógase” y “el”, la preposición “en”.

Este acuerdo se adoptó en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado.

ARTÍCULO 98


El artículo 98 del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, modifica el decreto con fuerza de ley Nº 143, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1991, incorporando en la planta de directivos el cargo denominado Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales, y asígnesele el grado número 2 de la Escala Única de remuneraciones.


A este artículo se presentó una indicación signada con el No 35.
Indicación Nº 35

35. Del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir, la expresión “Subdirector” por “Director Nacional”.

- Esta indicación fue retirada por su autor.

.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO


El artículo segundo transitorio del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural existentes deberán solicitar su inscripción en el Registro de operadores de Servicios Sanitarios Rurales, para lo cual deberán acreditar la vigencia de su personalidad jurídica y la efectividad de estar prestando el servicio. Además, deberán especificar el área que sirven.


Dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta Ley, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, que acredite el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para obtener licencia o permiso de servicio sanitario rural, podrá solicitarla conforme a los establecido en los artículos 20 y 41 y por los plazos establecidos en los artículos 17 y 42, según corresponda. En estos casos, no se requerirá la presentación de la garantía de seriedad del artículo 20 de esta ley.


Dentro del plazo de dos años establecido en el inciso anterior, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, podrá solicitar el otorgamiento de un permiso de servicio sanitario rural provisorio. El permiso de servicio sanitario rural provisorio tendrá una vigencia de 5 años, y para su otorgamiento solo será necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 1, 2, 3, 4 y 6 del artículo 41 de esta ley.


Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero precedentes, sólo se publicaran en la página web del Ministerio.


Dentro del plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, no podrán otorgarse concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 en las áreas que estén siendo servidas por Comités o Cooperativas al momento de entrada en vigencia de esta ley.


En caso de no darse cumplimiento oportuno a lo indicado en los incisos primero y segundo o tercero de este artículo, el Ministerio de Obras Públicas llamará a licitación del permiso o licencia.


A este artículo se presentaron seis indicaciones signadas con los Nos 35 A, 35 B, 35 C, 35 D, 35 E y 35 F.


Durante el estudio de esta disposición, el Honorable Senador señor Letelier, recordó que la FENAPRU manifestó su inquietud por la forma en que se notifican cuando se otorgan los permisos, en el sentido de que debe existir una constancia de la respuesta y además, solicitaron que antes de aplicar la norma contenida en el inciso final de este artículo se realice un informe previo.


La inquietud de la FENAPRE dice relación con el hecho de que no todos los Comités funcionan de la misma forma, en algunos, un grupo se apodera de la directiva y la comunidad no sabe la forma cómo se administra, por lo que sería importante generar un espacio para fundar la licitación y existiendo este informe dejar constancia de la situación.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Longueira, señaló que es muy fácil solicitar el permiso provisorio por lo que no sería necesario.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, anunció que el Ejecutivo presentará una indicación para eliminar algunos de los requisitos indicados en el inciso primero de este artículo, manteniendo la idea de que en la inscripción participe un ministro de fe. 
Indicación Nº 35 A


35 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en el inciso segundo, a continuación de la frase “del artículo 20 de esta ley”, lo siguiente: “, ni se aplicará lo dispuesto en los artículos 23, 24, 25 y 27”.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 35 B


35 B.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso tercero nuevo:


“La licenciataria deberá presentar su Plan de Inversiones en el plazo que el Ministerio determine en el decreto de otorgamiento, el que en todo caso no podrá ser inferior a noventa días.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 35 C


35 C.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso sexto, nuevo:


“Presentada la solicitud de permiso o licencia para la etapa de distribución de agua potable, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección de aguas servidas. Sin perjuicio de lo anterior, la operación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 35 D


35 D.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el actual inciso cuarto, por el siguiente:


“Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto precedentes, sólo se publicaran en el sitio electrónico del Ministerio, y se notificará por carta certificada al operador.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 35 E


35 E.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir, en el actual inciso sexto, la palabra “tercero” por “cuarto”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 35 F


35 F.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso final, nuevo: 


“El reglamento fijará el procedimiento para el otorgamiento de permisos o licencias, para la aprobación y presentación del Plan de Inversiones, y para la inscripción de los operadores en el Registro.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO


El artículo tercero transitorio del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, dispone que los Municipios que al momento de entrar en vigencia esta ley, operen servicios sanitarios rurales, podrán traspasarlos a un Comité o Cooperativa. En caso que un Comité o Cooperativa le requiera el traspaso del servicio sanitario rural, el Municipio respectivo deberá pronunciarse dentro de un plazo de 2 años contados desde el requerimiento.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 35 G.


Durante el estudio de esta disposición se informó que esta situación se presenta sólo en 4 casos en el país, uno de ellos se ubica en la VIII Región.


El Honorable Senador señor Letelier consultó si actualmente un municipio que está operando un servicio sanitario rural deberá deshacerse para que lo opere un Comité o Cooperativa.


La respuesta fue afirmativa, el municipio tiene un plazo de dos años para pronunciarse desde el requerimiento. Transcurrido ese plazo deberá hacerse cargo de los costos operacionales que ello implica sin recuperarlos a través de cobro, tendrá que hacerlo a través de sus recursos.


La Comisión solicitó establecer esta situación en forma expresa en la ley, porque de otro modo, será letra muerta. Debe dejarse establecido claramente que esta norma se refiere a etapas y no a servicios.

Indicación Nº 35 G


35 G.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar “sanitarios rurales” por “de agua potable o saneamiento”, y “2 años” por “noventa días”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO


El artículo cuarto transitorio del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse, de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento, dentro del plazo de 5 años contados desde el otorgamiento.


Con todo, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, en tanto no entre en vigencia la primera fijación tarifaria referida, los precios que podrán cobrar los servicios de agua potable y saneamiento rural y demás cobros sujetos a fijación de precios, de acuerdo a lo señalado en esta ley, serán los vigentes a dicha fecha con sus respectivas indexaciones.


En todo caso, cada vez que se reajusten las tarifas, los prestadores deberán comunicar previamente los nuevos valores a la Superintendencia, e informarlos a los usuarios respectivos por algún medio idóneo que dicha Entidad autorice.


Para la primera fijación tarifaria, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, deberá entregar toda la información necesaria, sin perjuicio de aquella que se deba recabar directamente de los operadores rurales para tales fines, identificando claramente los bienes considerados como aportes de terceros.

A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 35 H y 36.
Indicación Nº 35 H


35 H.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“ARTICULO CUARTO TRANSITORIO.- Para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento. La primera fijación tarifaria será efectuada por la Superintendencia dentro del período de 5 años contados desde el término del plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio. En todo caso, las tarifas de las licenciatarias deberán fijarse dentro de los primeros dos años de dicho período. Para efectos de lo indicado anteriormente, la Superintendencia definirá, mediante resolución dictada en el plazo indicado en el artículo primero transitorio, un calendario regional de fijación tarifaria.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 36

36. De S.E. la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes enmiendas:
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uno) Suprimir, en su inciso primero, la frase “, dentro del plazo de 5 años contados desde el otorgamiento”, y


dos) Intercalar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser incisos cuarto, quinto y sexto, respectivamente: 


“La primera fijación tarifaria será efectuada por la Superintendencia dentro del período de 5 años contados desde el término del plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio. Para estos efectos la Superintendencia definirá mediante resolución dictada en el plazo indicado en el artículo primero transitorio de esta ley, un calendario regional de fijación tarifaria. 


Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso en el período intermedio, se aplicará  el nivel tarifario que les corresponda, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.”.

- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO


El artículo sexto transitorio del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que los Comités de Agua Potable Rural que se conviertan a Cooperativas, las existentes y las nuevas que se constituyan para la prestación del servicio sanitario rural, que realicen la respectiva conversión, adecuación o constitución dentro del plazo de dos años, contados desde la fecha de entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, pagarán hasta el diez por ciento de los aranceles notariales, del Conservador de Bienes Raíces correspondiente y de los costos de publicación en el Diario Oficial.

A este artículo se presentó una indicación signada con el No 37.
Indicación Nº 37

37. De S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la siguiente frase: “dentro del plazo de dos años, contados desde la fecha de entrada en vigencia del Reglamento de esta ley”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - - -

Indicación Nº 38

38. De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del Artículo Séptimo Transitorio, el siguiente Artículo Octavo Transitorio, nuevo:



ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO.- Los derechos de aprovechamiento de aguas y los demás bienes, sean muebles o inmuebles, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, y que pertenezcan a alguna concesionaria de servicios sanitarios, podrán ser donados al Ministerio de Obras Públicas.


La escritura pública de donación, en la que se individualicen los bienes inmuebles y derechos de aprovechamiento de aguas donados, suscrita entre el donante y el Director General de Obras Públicas, el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales o el Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, en su caso, bastará como título suficiente para su inscripción a favor del Ministerio de Obras Públicas, en el Registro de Propiedades y en el de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo, así como para su anotación en el Registro Público de derechos de aprovechamiento de aguas a que se refiere el artículo 122 del Código de Aguas.


Estas donaciones estarán exentas del trámite de insinuación y del pago de todo tipo de tributos. Para proceder a la inscripción de los inmuebles no será necesario que se acredite el pago del impuesto territorial.


No se requerirá respecto de estas donaciones la autorización del Ministerio de Hacienda a que se refiere el  inciso segundo del artículo 4° de la ley N° 19.896.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - - - -

ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO


El artículo noveno transitorio del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, establece que los bienes de propiedad de los Comités que se transformen en Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales, se considerarán como aporte inicial en carácter de reserva legal de conformidad con lo establecido en la Ley General de Cooperativas.


A este artículo se presentó una indicación signada con el No 39.
Indicación Nº 39

39. De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar las siguientes enmiendas:


uno) Añadir, a su inciso primero, la siguiente oración final: "En los casos que corresponda, según lo dispuesto en el artículo 12 de esta ley, los bienes que conforman la citada reserva legal tendrán el carácter de bienes indispensables.”.


dos) Agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Los derechos en las cooperativas de servicios sanitarios rurales cuyo titular era el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, se traspasarán por el sólo efecto de esta ley a los demás socios de la cooperativa, a prorrata de sus aportes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, los bienes aportados o cedidos por el Servicio Nacional de Obras Sanitarias o sus antecesores a las cooperativas de servicios sanitario rurales, a cualquier título, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, conformarán una reserva técnica de bienes fiscales, y se les aplicará lo dispuesto en el artículo 90 de esta ley.”.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO


El artículo décimo transitorio del proyecto aprobado en general por el Honorable Senado, prescribe que las Cooperativas que se transformaron en concesionarias de servicios sanitarios por aplicación del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, podrán en el plazo de seis meses contados desde la entrada vigencia de esta Ley, renunciar a esta calidad, ante el Ministerio, renuncia que será sancionada por el decreto respectivo, debiendo en tal caso adecuarse a las normas establecidas en la presente ley.


Para los efectos del inciso anterior, junto con la renuncia, deberán presentar la solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, conjuntamente con los antecedentes indicados en los numerales 1 y 2 del artículo 25 de esta Ley. En caso de aprobarse su solicitud de licencia, estas cooperativas quedarán clasificadas para los efectos del artículo 78, en el segmento alto.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 39 A.

Indicación Nº 39 A


39 A.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “alto” por “AAA”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

- - - - - - - 

MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

TITULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artículo 1º



--- Eliminar, en el inciso primero, la palabra “material”, que figura en su epígrafe, y la expresión “en el ámbito”.



(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 A)



--- Sustituir, en su inciso segundo la frase “al que se ha otorgado” por “al que se le haya otorgado”.



(Unanimidad 5x0. Inciso final del  artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Artículo 2°

Letra b)


--- Suprimirla.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 B)

Letra c)


--- Pasó a ser letra b), sin enmiendas.

- - - - - - -

Letra c), nueva


Contemplar, como letra c), nueva, la siguiente:


“c) “Concesión sanitaria”: La otorgada conforme al decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 C).

- - - - - - -

Letra g)


--- Intercalar, a continuación de la frase “Licencia de servicio sanitario rural”, la expresión “o “Licencia””, y suprimir “y operación”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 D).

Letra j)


--- Reemplazar el verbo “operar” por “prestar”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 E).

Letra l)


--- Intercalar, a continuación de ““Permiso de servicio sanitario rural””, la expresión “o “Permiso””, y suprimir los vocablos “operación y”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 F)

Letra m)


--- Reemplazar la referencia al “artículo 77” por “artículo 76”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Letra o)


--- Pasó a ser letra ñ), sin enmiendas.

- - - - - - -

Letra o), nueva


--- Contemplar, como letra o), nueva, la siguiente:


“o) “Servicio Sanitario Rural”: Provisión de agua potable y saneamiento, conforme a lo dispuesto en esta ley.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 G).

- - - - - - - 

Letra p)


--- Reemplazarla por la siguiente:


“p) “Soluciones Descentralizadas de Saneamiento”: Son aquellas que, no estando conectadas con una red de alcantarillado primario, permiten la recolección, tratamiento y vertimiento o reutilización de las aguas residuales de sistemas comunitarios, conjuntos residenciales y residencias individuales, según el caso.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 H)
Artículo 3º


--- Sustituir la referencia al “artículo 76” por “artículo 75”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.) 
Artículo 5°


--- Intercalar, a continuación de “y saneamiento”, la frase “, en su caso,”.



(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 I)


--- Incorporar, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Se entenderá por uso doméstico el destinado al consumo familiar o a pequeñas actividades comerciales o artesanales, u otros que el reglamento determine, en atención a los volúmenes de consumo.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 J)

Artículo 7°


--- Eliminar, en las letras a), b), c) y d), del inciso primero y en los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, la palabra “rural”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 K y 2)


--- Reemplazar, en el inciso cuarto, la expresión “individuales” por “descentralizadas”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 L y 2)


--- Sustituir, en el inciso quinto, la frase “la evacuación” por “la remoción de los contaminantes presentes para la posterior evacuación”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 M y 2)

--- Reemplazar el inciso sexto, por el siguiente:


“Solicitada la etapa de distribución, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 1 N y 2)

--- Incorporar los siguientes incisos séptimo y octavo, nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, la prestación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.


La producción de agua potable y el tratamiento y disposición de aguas servidas, podrán ser contratados a terceros por el operador.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 2 y 2 A)
Artículo 10


--- Intercalar, a continuación de la expresión “de otra”, la frase “licencia o permiso”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 2 C)

Artículo 11


--- Reemplazar el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 11.- Obligación de cobro conjunto. El operador de distribución cobrará en una cuenta única y recaudará de los usuarios el valor de las prestaciones correspondientes a los servicios de producción, distribución, recolección, y tratamiento y disposición.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 2 D)

Artículo 12

--- Agregar las siguientes letras j) y k), nuevas:


“j) plantas de producción de agua potable y plantas de tratamiento de agua servida.


k) inmuebles en que estén adheridos alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h) y j) anteriores.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 2 E) 


--- Sustituir en el inciso cuarto la referencia al “artículo 90” por “artículo 89”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.)


--- Reemplazar, en el inciso cuarto, la frase “de la Superintendencia de Servicios Sanitarios” por “de la Subdirección”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 2 F)


--- Intercalar, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “mejora”, la frase “, los que, en todo caso, deberán ser informados de manera documentada y previa a su realización a la Subdirección”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 2 G)
Artículo 13


--- Sustituir la palabra “discrecionalmente” por “arbitrariamente”.


(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 3 y 4)

Artículo 14


--- Sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 14.- Transferencia. Los operadores podrán transferir a otros Comités o Cooperativas sus permisos o licencias, debiendo: 


a) Acordar la transferencia por al menos los dos tercios de los miembros o socios presentes o representados en Asamblea General extraordinaria o Junta General de Socios, especialmente convocada al efecto. Con este fin la Asamblea extraordinaria o la Junta General de Socios deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros o socios.


b) Solicitar autorización al Ministerio, el que tendrá un plazo de 30 días para pronunciarse contados desde la presentación de la solicitud de autorización. En caso que no se pronuncie dentro del plazo señalado, se entenderá que aprueba la transferencia.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 5 A y 5)


--- Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Perfeccionada la transferencia, se deberá dejar constancia en el Registro.”


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 6 A)
Artículo 15


--- Sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 15.- Objeto. La licencia autoriza a una cooperativa para prestar un servicio sanitario rural.


Otorgada la licencia de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio de la licenciataria, permisos o licencias de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.


Sin perjuicio de lo anterior, podrán otorgarse concesiones sanitarias en dicha área, en caso que, publicado el llamado a licitación, conforme a lo dispuesto en el artículo 22, en al menos dos oportunidades, no se presente ninguna cooperativa interesada en la licencia dentro del plazo establecido en el artículo 23.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 6 C)
Artículo 16


--- Reemplazar, en el inciso primero, la frase “establecer, construir y explotar” por “prestar”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 6  D)
Artículo 18


--- Sustituir el inciso segundo, por los siguientes:


“Si el área de ampliación solicitada está total o parcialmente ubicada dentro de un área urbana o de extensión urbana, la Superintendencia deberá informar si se ha solicitado u otorgado en dicha área una concesión sanitaria. 


Si se hubiere solicitado u otorgado, la concesionaria de servicios sanitarios será notificada por la Superintendencia, a fin, de que en un plazo de 60 días, solicite la ampliación de su territorio operacional incorporando el área solicitada por la licenciataria. Si respondiere negativamente o no respondiere dentro de plazo, se tramitará la solicitud de ampliación de la licencia.


No habiéndose solicitado u otorgado una concesión sanitaria, se tramitará la solicitud de ampliación presentada por la licenciataria.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 6 E)
Artículo 19


--- Reemplazar, en el inciso segundo, la frase “medio de avisos repetidos por lo menos dos veces, en un diario de circulación en la región donde ésta se encuentre” por “dos veces en un diario de circulación en la provincia o en la comuna respectiva. Adicionalmente, se difundirá a través de un medio de radiodifusión sonora provincial o comunal y se notificará por medio de carta certificada a la respectiva licenciataria, y por otros medios idóneos que determine el reglamento.”.


(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 7 y 7 A)
Artículo 20


--- Intercalar, en el encabezamiento, a continuación  de  la  palabra  “presentación”,  la  frase  “, cuyo valor no podrá exceder de cien unidades tributarias mensuales, y cuyas características se determinarán en el reglamento.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 8 B)
Artículo 21


--- Reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 21.- Incorporación de nuevas zonas al área de servicio. Presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia podrá ampliar los límites del área de servicio sólo con el objeto de incorporar zonas que desde el punto de vista técnico, económico y social, hagan conveniente la constitución de un sistema único, con incidencia en un menor costo para la provisión del servicio. 


Para estos efectos, la Superintendencia consultará al Ministerio de Vivienda y Urbanismo y a las respectivas municipalidades, para que en un plazo de 45 días informen si consideran suficiente el área de servicio solicitada para satisfacer demandas habitacionales no cubiertas.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 8 C)
Artículo 22


--- Suprimirlo.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 8 D)
Artículo 23

Pasó a ser artículo 22, con las siguientes enmiendas:

--- Remplazar la frase “en la región en que se encuentre el área de servicio solicitada” por “provincial o comunal”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 8 E)

--- Sustituir la expresión “comunicación radial” por “radiodifusión sonora provincial o comunal”.



(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 9 y 9 A)
Artículo 24


--- Pasó a ser artículo 23,  con la sola enmienda de intercalar a continuación de la palabra “seriedad,” la frase “cuyo valor no podrá exceder a cien unidades tributarias mensuales, y”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 9 B)

Artículo 25


--- Pasó a ser artículo 24, reemplazando la referencia al “artículo 23” por “artículo 22”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 21 del Reglamento del Senado.)

Artículo 26


--- Pasó a ser artículo 25, con la sola modificación de reemplazar, en el inciso primero, la forma verbal “recomendará” por “propondrá al Ministerio”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 9 C)
Artículos 27


--- Pasó a ser artículo 26, con la sola enmienda de reemplazar la referencia al “artículo 25” por “artículo 24”, en sus incisos primero y tercero.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 21 del Reglamento del Senado.)

Artículos  28 y 29


--- Pasaron a ser 27 y 28, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 30


--- Pasó a ser artículo 29, con la sola enmienda de agregar, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Con todo, el monto de la garantía no podrá exceder del total de los costos de operación correspondientes a tres meses.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 9 E)

Artículo 31


--- Pasó a ser artículo 30 con las siguientes enmiendas:


--- Intercalar, en el inciso primero, a continuación de “se ejecutaren”, la palabra “oportunamente”.


(Unanimidad 5x0.  Indicación Nº 10 A)


--- Sustituir, en el inciso tercero, la expresión “treinta días” por “noventa días”.


(Unanimidad 5x0 Indicación Nº 10 B,10 y 11)


---  Incorporar el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Caducada la licencia, el monto de la garantía a que se refiere el artículo 30 quedará a beneficio fiscal.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 11 A)

Artículo 32


--- Pasó a ser artículo 31, con la sola modificación de sustituir, en el inciso primero, la frase inicial “En los casos de caducidad previstos” por “En el caso de caducidad previsto”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 21 del Reglamento del Senado.)

Artículo 33


--- Pasó a ser artículo 32, con las siguientes modificaciones:


--- Intercalar, en el encabezamiento del inciso primero, a continuación de “operación”, las palabras “la licenciataria”, y sustituir la conjunción “y” por “o” y la frase “cuando se incumplan o infrinjan disposiciones normativas de su competencia” por “en el ámbito de sus respectivas competencias”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 11 B)


--- Reemplazar, en el literal a) del inciso primero, las expresiones “sus reglamentos” por “la reglamentación vigente” y “de la licencia respectiva” por “respectivo”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 11 C)

--- Sustituir, en el inciso segundo, la frase “en su caso” por “según corresponda”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 11 D)


--- Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, la licenciataria deberá ser oída en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación 11 E)

Artículo 34


--- Pasó a ser artículo 33, sin enmiendas.

Artículo 35


--- Pasó a ser artículo 34, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 34.- Cobro de garantía. En el caso regulado en el artículo 32, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía del artículo 29, y su monto será puesto a disposición del Administrador temporal designado conforme al artículo anterior, para garantizar la continuidad del servicio.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 11 F) 

Artículo 36


--- Pasó a ser artículo 35, con la siguiente enmienda:


--- Reemplazar en sus incisos primero y tercero, las referencias al “artículo 34” por “artículo 33”


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Artículo 37


--- Pasó a ser artículo 36, con la sola enmienda de reemplazar la referencia al “artículo 34” por “artículo 33”.


(Unanimidad  5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Artículo 38


--- Pasó a ser artículo 37.


--- Reemplazar, en el inciso primero, la frase inicial “Pronunciada la declaración de quiebra” por “Declarada la quiebra,”. 


(Unanimidad  5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)


--- Sustituir, en el inciso segundo, la referencia al “artículo 34” por “artículo 33”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Artículo 39

--- Pasó a ser artículo 38, reemplazando las referencias a los artículos 23, 24 y 25 y 27, 28, 29 y 30 por los artículos 19, 23 y 24 y 25, 26, 27 y 28, respectivamente.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Artículo 40


--- Pasó a ser artículo 39, con las siguientes enmiendas:


--- Sustituir, en el inciso primero, la frase “establecer, construir y explotar” por “la prestación de”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 11 I)


--- Incorporar los siguientes incisos segundo a sexto, nuevos:


“Otorgado el Permiso de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio del permisionario, permisos o licencias de distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.


Habiendo entrado en operación el permisionario, el Ministerio podrá declarar en riesgo el servicio en caso que las condiciones del servicio suministrado no correspondan a las exigencias establecidas en la normativa legal o reglamentaria vigente, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento respectivo.


Declarado en riesgo el servicio, cesarán en sus funciones el directorio del comité o el gerente y el consejo de administración de la cooperativa, según el caso.


El Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para asegurar la continuidad del servicio, mientras la asamblea o la junta general designan un nuevo directorio o consejo de administración, según el caso.


Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, el permisionario deberá ser oído en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 11 J)

Artículos  41, 42 y 43


--- Pasaron a ser artículos 40, 41 y 42, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 44


--- Pasó a ser artículo 43, con las siguientes enmiendas:


--- En su inciso primero reemplazar la referencia “artículo 45” por “artículo 44”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.)

--- En su inciso segundo sustituir el vocablo “alto” por “AAA”, y la referencia “artículo 78” por “artículo 77.


(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 12 y 12 A)

Artículo 45


--- Pasó a ser artículo 44, sustituyéndose las referencias en su inciso primero “artículo 23” por “artículo 19” y en su inciso segundo “artículo 41” por “artículo 40”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.) 

Artículo 46


--- Pasó a ser artículo 45, con la sola enmienda de suprimir en el párrafo segundo de la letra a) la frase “en la cantidad que corresponda y”


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.) 

- - - - - - - - - -


Consultar, a continuación del artículo 46, que pasó a ser artículo 45, el siguiente:


“Artículo 46.- Actualización del Plan de Inversiones. Las licenciatarias deberán actualizar su Plan de Inversiones cada cinco años. Asimismo, deberán actualizarlo en caso que el subsidio o inversión pública efectivamente recibida difiera del considerado al haberse determinado el nivel tarifario.


La actualización del Plan de Inversiones se hará conforme al procedimiento que se establezca en el reglamento.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 12 C)

- - - - - - - - - -

Artículo 48


--- Reemplazar, en su inciso primero, la expresión “medio y alto” por “AA y AAA” y sustituir la referencia al “artículo 78” por “artículo 77”.


(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 13 y 13 A)

Artículo 50


--- En su inciso primero reemplazar la referencia al “artículo 46”  por “artículo 45”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.) 


--- Agregar, como inciso segundo, el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, la Asamblea General o la Junta General, según corresponda, en sesión extraordinaria y por mayoría simple de los miembros presentes, podrá autorizar el uso y goce de los citados bienes para el desarrollo de otras actividades, siempre que no se limite, entorpezca o afecte de modo alguno la provisión de los servicios sanitarios rurales, y se cumpla con la normativa vigente. Para estos efectos, la Asamblea General o la Junta General deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de sus miembros.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 14)

- - - - - - - - - -


Consultar, a continuación del artículo 50, el siguiente artículo 51, nuevo:


“Artículo 51.- Vertimiento de aguas tratadas en canales de regadío. Los operadores de tratamiento y disposición podrán solicitar a la organización de usuarios respectiva, autorización para el vertimiento de las aguas tratadas en un canal. 


En caso que la organización de usuarios negare la autorización, o no se llegue a acuerdo, el operador podrá recurrir al juzgado de letras en lo civil de la comuna correspondiente al punto de descarga propuesto, para que éste, conforme al procedimiento sumario establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, lo autorice a verter las aguas tratadas en el canal, estableciendo las contraprestaciones correspondientes. 


El juez sólo podrá autorizar al operador a verter las aguas tratadas en un canal en caso que se trate de la solución de tratamiento y disposición más adecuada desde el punto de vista técnico y económico, que no se afecten actividades económicas que para su desarrollo utilicen las aguas del canal, que las aguas tratadas cumplan con las exigencias que establece la normativa vigente aplicable.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 32 C)

- - - - - - - - - -

Artículo 51


--- Pasó a ser artículo 52, sin enmiendas.

Artículo 52


--- Pasó a ser artículo  53, sustituyendo en la letra d), la cifra “15” por “30”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 14 A)

Artículo 53


--- Pasó a ser artículo 54, sin enmiendas.

Artículo 54


--- Pasó a ser artículo 55,  con la sola modificación de agregar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “Superintendencia,”, la frase “previo conocimiento de éstos,”.



(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 14 C y 14 D)

Artículo 55


--- Pasó a ser artículo 56, reemplazando las palabras “al inmueble” por “a su inmueble”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Artículo 56


--- Pasó a ser artículo 57, sin enmiendas.

Artículo 57


--- Pasó a ser artículo 58, con las siguientes modificaciones:


--- Reemplazar, en su inciso primero, el epígrafe “Incompatibilidad” por “Incompatibilidades e inhabilidades”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)


--- Sustituir, en el inciso primero, la frase “Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales” por “alcalde y consejero regional”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 15 A)


--- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su inciso segundo a ser inciso tercero:

“Desde la inscripción de su candidatura, cesará en sus funciones cualquier dirigente de comité o cooperativa de los indicados en el inciso anterior que postule al cargo de alcalde.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 15 B)
Artículo 58


--- Pasó a ser artículo 59, reemplazando su letra g), por la siguiente:


“g) Por delitos que merezcan pena aflictiva.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 15 C)

Artículo 59 y 60


--- Pasaron a ser artículos 60 y 61, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 61


--- Pasó a ser artículo 62, con las siguientes enmiendas.


--- Reemplazar el epígrafe del Capítulo 3 del Título IV, por el siguiente: “Viáticos para dirigentes de los Comités”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nos 16 y16 A)


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 62.- Viáticos para dirigentes de Comités. La asamblea general extraordinaria de un comité de servicio sanitario rural, podrá acordar por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella, viáticos en dinero para sus dirigentes. Estos viáticos, debidamente respaldados, deberán ser rendidos a la asamblea general y serán destinados a gastos de traslado, alimentación, alojamiento y otros similares necesarios para el ejercicio del cargo y su capacitación como dirigentes.”.


(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 16 B y 17)

Artículo 62


--- Pasó a ser artículo 63, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 63.- Reglas y principios generales. Los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su reglamento.


Las tarifas siempre deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación y mantenimiento. Adicionalmente, las tarifas podrán establecer distintos niveles de recuperación de los costos de inversión y reposición.


Se calcularán separadamente las tarifas correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.


Las fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico. 


El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los Usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.


Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia, conforme al procedimiento establecido en este Título.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 17 A)

Artículo 63


--- Pasó a ser artículo 64, reemplazado por el siguiente:

“Artículo 64.- Determinación de la tarifa de autofinanciamiento. La tarifa de autofinanciamiento, compuesta por un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico, es aquella que permite recuperar la totalidad de los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición.


La tarifa de autofinanciamiento se calcula a partir del Costo Total de Largo Plazo, entendiéndose éste como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación y mantenimiento eficientes como los de reposición e inversión eficientes, de un proyecto de inversión optimizado.


22Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte congruente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.


La tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el reglamento.


El procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar, corresponderá al que se establezca en el reglamento.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 17 B)

Artículo 64


--- Pasó a ser artículo 65, sustituido por el siguiente:


“Artículo 65.- Procedimiento de determinación del nivel tarifario. El nivel tarifario es aquel calculado por la Superintendencia rebajando de la tarifa de autofinanciamiento el subsidio o la inversión pública a que se refiere el Capítulo IV del Título VI.


La Superintendencia podrá agrupar distintos servicios, bajo la denominación de sistemas tipo, considerando su tamaño y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento. 


Asimismo, definirá los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas o de otra especie, que lo justifiquen. 


La Superintendencia calculará mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 18 A)
Artículo 65


--- Pasó a ser artículo 66, sustituido por el siguiente:


“Artículo 66.- Procedimiento de determinación de la tarifa a cobrar al usuario. La tarifa a cobrar al usuario se determina para cada servicio sanitario rural, y es aquella que debe pagar efectivamente el usuario, sin perjuicio de los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778.


Una vez comunicado el nivel tarifario al operador, en la forma que determine el reglamento, éste lo pondrá en conocimiento de la asamblea, la que en el plazo de sesenta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta un 5%. En estos casos, el nivel tarifario aceptado o ajustado por la asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios.


En caso que la asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de sesenta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos, para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.


Vencido el plazo indicado en el inciso segundo sin un pronunciamiento de la asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.


Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación de la tarifa a cobrar al usuario de los sistemas de tarificación individual se establecerán en el reglamento. 


Las tarifas a cobrar a los usuarios, serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 18 B)
Artículo 66


--- Pasó a ser artículo 67, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 67.- Período tarifario. Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia cada cinco años.


Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo 65, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 18 C)

Artículo 67


--- Suprimirlo.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 18 D)

Artículo 68


--- Suprimirlo.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 18 E)

Artículo 69


--- Pasó a ser artículo 68, reemplazado por el siguiente:

“Artículo 68.- Reajustabilidad de la tarifa. Las tarifas a cobrar a los usuarios, se reajustarán cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, 5% del Índice de Precios al Consumidor informado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o en caso que alguna de las variables de costos definidas como relevantes por el reglamento experimente un aumento de al menos 3%. El operador deberá informar del reajuste a los usuarios en la forma y oportunidad definida en el reglamento.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 18 F)

Artículo 70


--- Pasó a ser artículo 69, agregando, a continuación de la palabra “salvo”, la siguiente frase: “entre el servicio sanitario rural primario y secundario y, en los demás”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.)

Artículos 71 y 72


--- Pasaron a ser artículos 70 y 71, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 73


--- Pasó a ser artículo 72, con las siguientes enmiendas:


--- Reemplazar, en el inciso primero, la frase “Ministerios de Salud, Vivienda y Urbanismo, Planificación” por “Ministerios de Salud, Planificación, Vivienda y Urbanismo”; las palabras “para la”, que aparecen entre los vocablos “política” y “asistencia”, por “de inversión,”, y el punto seguido (.) por un punto aparte (.), pasando la oración que lo sucede a convertirse en inciso segundo.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 18 H)


--- Sustituir, en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la frase “del área rural” por “rurales”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 18 I)

Artículo 74 y 75


--- Pasaron a ser artículos 73 y 74, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 76


--- Pasó a ser artículo 75, con las siguientes enmiendas:


--- Incorporar en su inciso primero, la siguiente letra i), pasando las actuales letras i), j) y k) a ser letras j), k) y l) , respectivamente:


“i) Un representante de la Asociación de Municipalidades que reúna la mayor cantidad de municipios asociados a nivel nacional.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 19)


--- Reemplazar, en los literales j) y k) del inciso primero, la expresión “socios” por “dirigentes”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 19 A)

--- Reemplazar, en su inciso segundo la referencia a las letras “i), j) y k)”, por “j), k) y l)”, respectivamente.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 20)


--- Sustituir, en su inciso tercero, las referencias a las letras “i), j) y k)” por “j), k) y l)”; y a las letras “i) y j) por “j) y k)”, respectivamente.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 21)


--- Intercalar, en el inciso tercero, a continuación de “Reglamento”, la frase “ y deberá considerar la renovación periódica de los representantes”; reemplazar las referencias a las letras “i) y j)” por “j) y k)” y sustituir las palabras “respetar la adecuada representación de los estratos, las regiones y los Comités y Cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación” por “asegurar que cada dirigente que se elija corresponda a una Región distinta, que se respete la adecuada representación de los segmentos, y que estén representados comités y cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 21 A)

Artículo 77


--- Pasó a ser artículo 76, incorporándole  el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El registro establecido en el inciso anterior deberá encontrarse actualizado y para su libre consulta en el sitio electrónico del Ministerio.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 22 A)

Artículo 78


--- Pasó a ser artículo 77, con la siguiente enmienda:


--- Sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 77.- Clasificación de los operadores. Para los efectos de esta ley, los operadores se clasificarán en tres segmentos: (a) AAA; (b) AA, y (c) A.”.



(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 22 B y 23)

Artículos 79 y 80


--- Pasaron a ser artículo 78 y 79, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 81


--- Pasó a ser artículo 80, reemplazando, en la letra c),  la referencia a los “artículos 85 y 86” por “artículos 84 y 85”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Artículos  82


--- Pasó a ser artículo 81, sin enmiendas.

Artículo 83


--- Pasó a ser artículo 82, reemplazándose la referencia al “artículo 34” por “artículos 33”


(Unanimidad  5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Artículo 84


--- Pasó a ser artículo 83, sin enmiendas.

Artículo 85

--- Pasó a ser artículo 84, sustituyendo su inciso primero,  por el siguiente:


“Artículo 84.- Inversión pública. La inversión para promover, formar e instalar servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio conforme a lo establecido en los artículos 85, 86 y 87, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 29 A)
Artículo 86


--- Pasó a ser artículo 85, con las siguientes enmiendas:


--- Sustituir, en el inciso segundo, la frase “El citado subsidio” por “La infraestructura financiada total o parcialmente con el subsidio a la inversión”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 29 B)


--- Eliminar, en el inciso tercero, la expresión “mediante concurso público”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 29 C) 

Artículo 87


--- Pasó a ser artículo 86, con las siguientes modificaciones:


--- Intercalar, a continuación de “diferenciados para cada”, la frase “uno de los”; reemplazar la voz “segmento” por “segmentos”, la primera vez que figura; reemplazar  la referencia al “artículo 78” por “artículo 77” y suprimir el punto y coma y la frase que le sigue.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 29 D)

Artículo 88


--- Pasó a ser artículo 87, con las siguientes enmiendas:


--- Reemplazar el epígrafe del inciso primero por “Procedimiento de selección de proyectos”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 29 E)


--- Agregar, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “Para la evaluación de los proyectos por parte del organismo público competente bastará que esté dictado el acto expropiatorio respectivo.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 30 B)


--- Sustituir, en el inciso quinto, la palabra “concursabilidad” por “de selección”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 30 C)


--- Reemplazar en el inciso sexto la referencia a los “artículos 85 y 86” por “artículos 84 y 85”.

           (Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Artículo 89


--- Pasó a ser artículo 88, agregándole el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La Subdirección podrá suscribir convenios con otros organismos públicos, para la contratación por parte de ellos de los programas de inversión aplicables al servicio sanitario rural. En todo caso la Subdirección, mantendrá la función de visar técnicamente los proyectos.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 32)

Artículo 90


--- Pasó a ser artículo 89, con las siguientes enmiendas:


--- Sustituir, en su inciso primero, la palabra “podrán” por “deberán”


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)


--- Suprimir, en el inciso primero, la oración que comienza con las palabras “Dichos bienes”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 32 A)


--- Incorporar los siguientes incisos segundo a cuarto, nuevos:


“Serán transferidos a los operadores los derechos de aprovechamiento de aguas que, siendo de propiedad fiscal, sean necesarios para la prestación de servicios sanitarios rurales. Dichos derechos se mantendrán bajo el dominio de los operadores en tanto sean usados para la prestación del servicio sanitario rural, pasando de pleno derecho al dominio del Ministerio en cuanto cese dicha condición. Se entenderá que cesa la condición en caso de haberse declarado desierta la licitación del permiso o licencia. La transferencia a los operadores se hará mediante resolución de la autoridad correspondiente, debiendo ajustarse a lo dispuesto en el artículo 150 del Código de Aguas. 


En caso de cambio de operador, los derechos se transferirán gratuitamente y de pleno derecho a quien detente la calidad de tal, desde el otorgamiento de su licencia o permiso.


Los bienes a que se refiere este artículo serán considerados como aportados por terceros para fines tarifarios, e indispensables para los efectos del artículo 12.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 32 B)

- - - - - - -


Consultar, a continuación del artículo 90, que pasó a ser artículo 89, como artículos 90 y 91, los siguientes, nuevos:



“Artículo 90.- Expropiaciones y donaciones. Los bienes inmuebles necesarios para la prestación de los servicios sanitarios rurales se declaran de utilidad pública y su expropiación se efectuará por intermedio del Ministerio, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.186, de 1978. 


La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales podrá aceptar donaciones o erogaciones consistentes en dinero o en dación de cosas, sean éstas muebles o inmuebles, para la ejecución de obras o el financiamiento total o parcial de expropiaciones, destinadas a la prestación de los servicios sanitarios rurales. En caso de recibir donaciones o erogaciones para el financiamiento parcial de expropiaciones, el Estado financiará la diferencia con fondos sectoriales o regionales.


Una vez aceptada y materializada la entrega de las donaciones o erogaciones a que se refiere el inciso precedente, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales la aprobará por orden interna para los efectos de la contabilización correspondiente en la Dirección de Contabilidad y Finanzas de la Dirección General de Obras Públicas. Copia de esta orden se enviará a la Contraloría General de la República. Para estas donaciones no se requerirá el trámite de insinuación judicial.


Artículo 91.- Regularización de bienes. En caso de que un operador solicite que se le reconozca la calidad de poseedor regular de bienes inmuebles necesarios para la prestación de su servicio sanitario rural, conforme al procedimiento establecido en el decreto ley N° 2.695, de 1979, servirá como plena prueba de su posesión material la existencia en el inmueble de alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h), i) y j) del artículo 12, siempre que el bien haya estado en uso al menos durante los cinco años anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de regularización.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 32 C)

- - - - - - -

Artículos 91, 92, 93 y 94


--- Pasaron a ser artículos 92, 93, 94 y 95, sin enmiendas.

Artículo 95


--- Pasó a ser artículo 96, con las siguientes enmiendas:


--- Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Para la determinación del monto de las multas antes señaladas se debe considerar el segmento en que está clasificado, conforme al artículo 77, el operador sancionado.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 34 A)


--- Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El afectado podrá reclamar de la aplicación de la multa, conforme a lo dispuesto  en el artículo 13 de la ley N° 18.902.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 34)

Artículo 96


--- Pasó a ser artículo 97, sin enmiendas.
Artículo 97


--- Pasó a ser artículo 98, con la modificación de intercalar entre las palabras “Derógase” y “el”, la preposición “en”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.)

Artículo 98


--- Pasó a ser artículo 99, sin enmiendas.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO


--- Intercalar, en el inciso segundo, a continuación de la frase “del artículo 20 de esta ley”, lo siguiente: “, ni se aplicará lo dispuesto en los artículos 22, 23, 25, 26 y 27.” y sustituir las referencias “artículos 20 y 41” y “artículos 17 y 42”, por “artículos 20 y 40” y “artículos 17 y 41”, respectivamente. 


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 35 A)


--- Intercalar el siguiente inciso tercero nuevo:


“La licenciataria deberá presentar su Plan de Inversiones en el plazo que el Ministerio determine en el decreto de otorgamiento, el que en todo caso no podrá ser inferior a noventa días.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 35 B)


--- Sustituir la referencia al “artículo 41”, en el inciso tercero que pasó a ser cuarto, por “artículo 40”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

--- Sustituir el actual inciso cuarto, por el siguiente:


“Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto precedentes, sólo se publicarán en el sitio electrónico del Ministerio, y se notificará por carta certificada al operador.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 35 D)


--- Intercalar el siguiente inciso sexto, nuevo:


“Presentada la solicitud de permiso o licencia para la etapa de distribución de agua potable, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección de aguas servidas. Sin perjuicio de lo anterior, la operación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 35 C)


--- Sustituir, en el actual inciso sexto, la palabra “tercero” por “cuarto”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 35 E)


--- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo: 


“El reglamento fijará el procedimiento para el otorgamiento de permisos o licencias, para la aprobación y presentación del Plan de Inversiones, y para la inscripción de los operadores en el Registro.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 35 F)

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO


--- Reemplazar “sanitarios rurales” por “de agua potable o saneamiento”, y “2 años” por “noventa días”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 35 G)

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO


--- Sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“ARTICULO CUARTO TRANSITORIO.- Para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento. La primera fijación tarifaria será efectuada por la Superintendencia dentro del período de 5 años contados desde el término del plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio. En todo caso, las tarifas de las licenciatarias deberán fijarse dentro de los primeros dos años de dicho período. Para efectos de lo indicado anteriormente, la Superintendencia definirá, mediante resolución dictada en el plazo indicado en el artículo primero transitorio, un calendario regional de fijación tarifaria.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 35 H)

--- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando sus incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente, sin enmiendas.


“Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso en el período intermedio, se aplicará  el nivel tarifario que les corresponda, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 36)
ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO


--- Suprimir la siguiente frase: “dentro del plazo de dos años, contados desde la fecha de entrada en vigencia del Reglamento de esta ley”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 37)

- - - - - - -


--- Intercalar, a continuación del Artículo Séptimo Transitorio, el siguiente Artículo Octavo Transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO.- Los derechos de aprovechamiento de aguas y los demás bienes, sean muebles o inmuebles, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, y que pertenezcan a alguna concesionaria de servicios sanitarios, podrán ser donados al Ministerio de Obras Públicas.


La escritura pública de donación, en la que se individualicen los bienes inmuebles y derechos de aprovechamiento de aguas donados, suscrita entre el donante y el Director General de Obras Públicas, el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales o el Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, en su caso, bastará como título suficiente para su inscripción a favor del Ministerio de Obras Públicas, en el Registro de Propiedades y en el de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo, así como para su anotación en el Registro Público de derechos de aprovechamiento de aguas a que se refiere el artículo 122 del Código de Aguas.


Estas donaciones estarán exentas del trámite de insinuación y del pago de todo tipo de tributos. Para proceder a la inscripción de los inmuebles no será necesario que se acredite el pago del impuesto territorial.


No se requerirá respecto de estas donaciones la autorización del Ministerio de Hacienda a que se refiere el  inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 19.896.”.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 38)

- - - - - - -

ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO


--- Pasó a ser Artículo Noveno Transitorio, sin enmiendas.

ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO


--- Pasó a ser Artículo Décimo Transitorio, con las siguientes enmiendas:


--- Añadir, a su inciso primero, la siguiente oración final: "En los casos que corresponda, según lo dispuesto en el artículo 12 de esta ley, los bienes que conforman la citada reserva legal tendrán el carácter de bienes indispensables.”.


--- Agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Los derechos en las cooperativas de servicios sanitarios rurales cuyo titular era el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, se traspasarán por el solo efecto de esta ley a los demás socios de la cooperativa, a prorrata de sus aportes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, los bienes aportados o cedidos por el Servicio Nacional de Obras Sanitarias o sus antecesores a las cooperativas de servicios sanitarios rurales, a cualquier título, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, conformarán una reserva técnica de bienes fiscales, y se les aplicará lo dispuesto en el artículo 89 de esta ley.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 39)

ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO


--- Pasó a ser Artículo Undécimo Transitorio, reemplazando en el inciso segundo, la expresión “alto” por “AAA” y las referencias al “artículo 25” y “artículo 78” por “artículo 24” y “artículo 77”, respectivamente.


(Unanimidad 5x0. Indicación Nº 39 A)

ARTÍCULOS UNDÉCIMO, DUODÉCIMO Y DÉCIMO TERCERO TRANSITORIOS



--- Pasaron a ser Artículos Duodécimo, Décimo Tercero y Décimo Cuarto Transitorios, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO TRANSITORIO



--- Pasó a ser artículo Décimo Quinto Transitorio, sustituyendo la referencia al “artículo 76” por “artículo 75”.

(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)
- - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Obras Públicas queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES


“Artículo 1º.- Ámbito de vigencia . La presente ley regula la prestación del servicio sanitario rural.


El servicio sanitario rural podrá ser operado por un Comité o una Cooperativa, al que se le haya otorgado un permiso o licencia por el Ministerio de Obras Públicas. Excepcionalmente, conforme se establezca en el Reglamento, el servicio podrá ser operado por otra persona natural o jurídica autorizada por el Ministerio de Obras Públicas, previo informe favorable de la Autoridad Sanitaria regional. 


Artículo 2º.- Definiciones. Para efectos de la aplicación de esta ley, se entiende por:


a) “Área de servicio”: Aquélla cuyos límites geográficos constituyen la superficie territorial en que un operador presta servicios sanitarios rurales, como permisionario o licenciatario.


b) “Comité de Servicio Sanitario Rural”: Organización comunitaria funcional, constituida y organizada conforme a lo dispuesto en la ley Nº 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias, a la que se le otorgue permiso para operar un servicio sanitario rural.


c) “Concesión sanitaria”: La otorgada conforme al decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988.


d) “Concesionarias de servicios sanitarios”: Aquellas personas jurídicas titulares de concesiones otorgadas conforme al Decreto con Fuerza de Ley Nº 382 del Ministerio de Obras Públicas del año 1988.


e) “Cooperativa de Servicio Sanitario Rural”: Persona jurídica constituida y regida por la Ley General de Cooperativas, a la que se le otorgue licencia o permiso para operar un servicio sanitario rural.


f) “Departamento de Cooperativas”: El perteneciente al Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción.


g) “Licencia de servicio sanitario rural” o “Licencia”: La que se otorga por el Ministerio a las Cooperativas de Servicio Sanitario Rural, por un plazo máximo de 30 años, para la prestación de un servicio sanitario rural en un área de servicio determinada.


h) “Licenciataria”: Cooperativa a la que se ha otorgado licencia para operar servicios sanitarios rurales.


i) “Ministerio”: El Ministerio de Obras Públicas.


j) “Operador”: La Cooperativa o Comité al que se ha otorgado, por el Ministerio, licencia o permiso para prestar un servicio sanitario rural.


k) “Permisionario”: Es el titular del permiso otorgado en conformidad a esta ley.


l) “Permiso de servicio sanitario rural” o “Permiso”: El que se otorga por el Ministerio a un Comité o Cooperativa, por un plazo máximo de 10 años, para la prestación de un servicio sanitario rural, en un área de servicio determinada.


m) “Registro”: El Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales regulado en el artículo 76 de esta ley.


n) “Reglamento”: El que se dicte para la ejecución de las normas contenidas en esta ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3.


ñ) “Saneamiento”: Recolectar, tratar y disponer las aguas servidas.


o) “Servicio Sanitario Rural”: Provisión de agua potable y saneamiento, conforme a lo dispuesto en esta ley.


p) “Soluciones Descentralizadas de Saneamiento”: Son aquellas que, no estando conectadas con una red de alcantarillado primario, permiten la recolección, tratamiento y vertimiento o reutilización de las aguas residuales de sistemas comunitarios, conjuntos residenciales y residencias individuales, según el caso.


q) “Subdirección”: La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas, que se crea por esta ley.


r) “Superintendencia”: La Superintendencia de Servicios Sanitarios.


s) “Usuario”: la persona que recibe algún servicio sanitario rural, pudiendo o no tener la calidad de socio del Operador.


Artículo 3º.- Reglamento. Para la aplicación de esta ley, se dictará un Reglamento elaborado por el Ministerio de Obras Públicas, previa consulta a los organismos públicos integrantes del Consejo Consultivo regulado en el artículo 75 de esta ley.

TITULO II

DEL SERVICIO SANITARIO RURAL


Artículo 4º.- Tipos de servicios sanitarios rurales. El servicio sanitario rural podrá ser primario o secundario.


Artículo 5º.- Servicio sanitario rural primario. Corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento, en su caso, a las comunidades rurales para uso doméstico, y requiere el abastecimiento de agua de calidad, en cantidad y con continuidad; y en forma universal para todos aquellos usuarios que se ubiquen dentro del área de servicio.


Se entenderá por uso doméstico el destinado al consumo familiar o a pequeñas actividades comerciales o artesanales, u otros que el reglamento determine, en atención a los volúmenes de consumo.


Artículo 6º.- Servicio sanitario rural secundario. Corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento que exceden del uso doméstico, y cuya prestación sólo procede cuando el operador garantiza la cobertura del servicio sanitario rural primario.


El usuario del servicio sanitario rural secundario podrá comprar agua potable o solicitar su disposición a un operador de producción de agua potable o de disposición rural de aguas servidas, o a un concesionario de servicios sanitarios. En este caso, el operador o concesionario que preste este servicio deberá compensar al operador de la red de distribución o recolección, según sea el caso, mediante el pago de una tarifa de peaje calculada por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el Reglamento. En caso de existir diferencias entre las partes, será la Superintendencia quien resolverá a través de una resolución fundada.


Artículo 7º.- Etapas de los servicios. Los servicios sanitarios rurales comprenden las siguientes etapas: 


(a) producción de agua potable;


(b) distribución de agua potable;


(c) recolección de aguas servidas; y,


(d) tratamiento y disposición final de aguas servidas.


La etapa de producción de agua potable consiste en la captación y tratamiento de agua cruda, para su posterior distribución en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente.


La etapa de distribución de agua potable consiste en el almacenamiento en su caso, y la conducción del agua producida hasta su entrega en el inmueble del usuario.


La etapa de recolección de aguas servidas consiste en la conducción de dichas aguas desde el inmueble hasta la entrega para su tratamiento y disposición final. Alternativamente esta etapa podrá consistir en soluciones descentralizadas de saneamiento para su posterior disposición.


La etapa de tratamiento y disposición de aguas servidas consiste en la remoción de los contaminantes presentes para la posterior evacuación de éstas en cuerpos receptores, en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente, o en sistemas de tratamiento.


Solicitada la etapa de distribución, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, la prestación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.

La producción de agua potable y el tratamiento y disposición de aguas servidas, podrán ser contratados a terceros por el operador.

TITULO III

LICENCIAS Y PERMISOS

Capítulo 1

Normas comunes


Artículo 8º.- Área de servicio. El operador prestará el servicio dentro del territorio delimitado en el respectivo permiso o licencia.


Artículo 9º.- Derecho a usar bienes nacionales de uso público e imponer servidumbres. Las licencias y permisos otorgan el derecho a usar a título gratuito bienes nacionales de uso público para construir o instalar infraestructura de servicios sanitarios rurales, siempre que no se altere, en forma permanente, la naturaleza y finalidad de éstos. El uso deberá sujetarse a las condiciones dispuestas por las respectivas municipalidades u otros órganos públicos encargados de su administración, cuando estas instalaciones pudieran afectar el normal uso del bien nacional de uso público. En todo caso, el uso temporal de cualquier bien nacional de uso público requerido para ejercer este derecho estará exento de cualquier tipo de cobro.


Asimismo, las licencias y permisos otorgan el derecho a imponer la constitución de servidumbres, en conformidad con lo establecido en el Código de Aguas.


Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los trabajos de exploración para la captación de aguas subterráneas y se considerarán también obras de infraestructura sanitaria rural, cuando ellos sean claramente identificables con una obra de aprovechamiento para el servicio sanitario rural.


En caso que la conexión de una instalación domiciliaria de alcantarillado a una red de recolección para permitir el desagüe gravitacional, obligue a atravesar el predio de otro propietario, se constituirá una servidumbre legal de alcantarillado domiciliario.


El largo y ancho de la faja de terreno sujeta a servidumbre, corresponderá a la factibilidad técnica del proyecto de conexión otorgada por la licenciataria o el permisionario, obligándose el interesado a indemnizar los perjuicios.


Artículo 10.- Licencias o permisos vinculados. Para otorgar una licencia o permiso que requiera de otra licencia o permiso para la prestación integral del servicio sanitario rural, la Superintendencia deberá exigir la existencia de la licencia o permiso que condiciona a la solicitada o su tramitación simultánea.


Artículo 11.- Obligación de cobro conjunto. El operador de distribución cobrará en una cuenta única y recaudará de los usuarios el valor de las prestaciones correspondientes a los servicios de producción, distribución, recolección, y tratamiento y disposición.”.


El incumplimiento de las obligaciones que se deriven de lo señalado en el inciso anterior no podrá afectar la prestación de los servicios a los usuarios.


Artículo 12.- Bienes indispensables. Se entienden destinados a finalidades de utilidad y salubridad pública, los bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales.


Los bienes se considerarán indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, desde el otorgamiento de la licencia o permiso, desde su adquisición o regularización, o desde su puesta en operación, según corresponda.


Serán bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, entre otros, los siguientes:


a) arranques de agua potable


b) uniones domiciliarias de alcantarillado 


c) redes de distribución


d) redes de recolección


e) derechos de agua


f) captaciones


g) sondajes


h) estanques de regulación


i) servidumbres de paso


j) plantas de producción de agua potable y plantas de tratamiento de agua servida.


k) inmuebles en que estén adheridos alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h) y j) anteriores.


En caso que los bienes indispensables aportados por el Estado conforme a lo dispuesto en el artículo 89 de esta ley, pierdan tal calidad, el Operador deberá contar con la autorización de la Subdirección para enajenarlos. No se requerirá dicha autorización cuando la enajenación sea resultado de un reemplazo o mejora, los que, en todo caso, deberán ser informados de manera documentada y previa a su realización a la Subdirección.

Los bienes indispensables tendrán el carácter de inembargables, siéndole aplicable lo establecido en el número 17 del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 13.- Licitación de nuevas licencias o permisos. El Ministerio de Obras Públicas podrá llamar a licitación pública para el otorgamiento de nuevas licencias o permisos, y no podrá denegarlos arbitrariamente.


Artículo 14.- Transferencia. Los operadores podrán transferir a otros Comités o Cooperativas, sus permisos o licencias, debiendo: 


a) Acordar la transferencia por al menos los dos tercios de los miembros o socios presentes o representados en Asamblea General extraordinaria o Junta General de Socios, especialmente convocada al efecto. Con este fin la Asamblea extraordinaria o la Junta General de Socios deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros o socios.


b) Solicitar autorización al Ministerio, el que tendrá un plazo de 30 días para pronunciarse contados desde la presentación de la solicitud de autorización. En caso que no se pronuncie dentro del plazo señalado, se entenderá que aprueba la transferencia.


En cualquier caso de transferencia de una licencia o permiso, el adquirente deberá cumplir con todas las condiciones que esta ley y que su Reglamento fijen.


Perfeccionada la transferencia, se deberá dejar constancia en el Registro.


Si la licenciataria está operando en área urbana, podrá transferir total o parcialmente la licencia a una concesionaria de servicio sanitario, la que en todo caso deberá operar el área de servicio de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 y sus normas complementarias, entendiéndose ampliada su concesión sanitaria de pleno derecho, una vez que la transferencia haya sido autorizada por el Ministerio mediante Decreto Supremo, previo informe favorable de la Superintendencia.

Capítulo 2

De la licencia de servicio sanitario rural


Artículo 15.- Objeto. La licencia autoriza a una cooperativa para prestar un servicio sanitario rural.


Otorgada la licencia de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio de la licenciataria, permisos o licencias de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.


Sin perjuicio de lo anterior, podrán otorgarse concesiones sanitarias en dicha área, en caso que, publicado el llamado a licitación, conforme a lo dispuesto en el artículo 22, en al menos dos oportunidades, no se presente ninguna cooperativa interesada en la licencia dentro del plazo establecido en el artículo 23.


Artículo 16.- Licenciatarias. Las licencias para prestar servicios sanitarios rurales, sólo serán otorgadas a Cooperativas, las que se regirán por las normas de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio de las normas que establece esta ley y las demás propias de su giro.


Artículo 17.- Plazo. El plazo máximo de vigencia de la licencia será de 30 años. Durante este lapso, el Estado no podrá otorgar nuevas licencias de distribución rural de agua potable y de recolección rural de aguas servidas, en la misma área de servicio.


Artículo 18.- Ampliaciones. La licenciataria podrá solicitar ampliaciones de su área de servicio conforme al procedimiento establecido en los artículos 20 y siguientes de esta ley.


Si el área de ampliación solicitada está total o parcialmente ubicada dentro de un área urbana o de extensión urbana, la Superintendencia deberá informar si se ha solicitado u otorgado en dicha área una concesión sanitaria. 


Si se hubiere solicitado u otorgado, la concesionaria de servicios sanitarios será notificada por la Superintendencia, a fin, de que en un plazo de 60 días, solicite la ampliación de su territorio operacional incorporando el área solicitada por la licenciataria. Si respondiere negativamente o no respondiere dentro de plazo, se tramitará la solicitud de ampliación de la licencia.


No habiéndose solicitado u otorgado una concesión sanitaria, se tramitará la solicitud de ampliación presentada por la licenciataria.


Artículo 19.- Licitación de la Licencia. La Superintendencia deberá llamar a licitación de la licencia y de sus bienes indispensables, un año antes del término del plazo de vigencia.


El llamado a licitación de la licencia pronta a extinguirse, se publicará por la Superintendencia por una vez en el Diario Oficial y, por dos veces en un diario de circulación en la provincia o en la comuna respectiva. Adicionalmente, se difundirá a través de un medio de radiodifusión sonora provincial o comunal y se notificará por medio de carta certificada a la respectiva licenciataria, y por otros medios idóneos que determine el reglamento.


Las bases de licitación deberán señalar el nivel de subsidio a la inversión que se considerará para los efectos de evaluar las solicitudes de licencia que se presenten.


Las bases de licitación deberán contener una valorización actualizada de las inversiones necesarias para la prestación del servicio efectivamente realizadas por el anterior operador, sólo en la parte que hubieren sido financiadas con su patrimonio propio. En el evento que la licencia no le sea renovada, la nueva Licenciataria deberá pagar al anterior Operador dicho valor en la forma que lo hayan determinado las bases.


La avaluación actualizada de las inversiones que señala el inciso anterior, se efectuará de común acuerdo entre la Licenciataria y la Superintendencia y, en caso de desacuerdo, se hará por un perito tasador, que será nombrado conforme lo establezca el Reglamento.


Tanto la licencia como los bienes indispensables, se entenderán transferidos de pleno derecho desde la fecha del decreto de adjudicación.


En caso que la licitación no se resuelva antes del término del plazo de vigencia de la licencia, se entenderá ésta prorrogada automáticamente hasta la fecha del decreto de adjudicación a la nueva licenciataria.


Artículo 20.- Solicitud. La solicitud de licencia se presentará ante la Superintendencia, acompañando una garantía de seriedad de la presentación, cuyo valor no podrá exceder de cien unidades tributarias mensuales, y cuyas características se determinarán en el reglamento. La solicitud, cuyas características se determinarán en un reglamento, contendrá, a lo menos, lo siguiente:


1) La identificación de la Cooperativa peticionaria.


2) Un Certificado de vigencia de la Cooperativa, emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.


3) La identificación de la etapa del servicio sanitario rural que se solicita, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7º de esta ley.


4) La identificación de las fuentes de agua y sus respectivos derechos, en el caso de la licencia de producción rural de agua potable.


La Licenciataria deberá tener la propiedad o el uso de estos derechos, circunstancia que deberá acreditarse en la forma y plazos que defina el Reglamento.


5) La identificación de las demás Licenciatarias, Concesionarias de servicios sanitarios o Permisionarios con las cuales se relacionará.


6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales. 


7) Las características de las aguas servidas a tratar, del efluente y del cuerpo receptor, en el caso de la licencia de tratamiento y disposición rural de aguas servidas.


8) Un Inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones, y un estado de situación con una antigüedad no superior a 30 días a la fecha de su presentación, que deberá contener el análisis correspondiente a cada una de sus cuentas.


Artículo 21.- Incorporación de nuevas zonas al área de servicio. Presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia podrá ampliar los límites del área de servicio sólo con el objeto de incorporar zonas que desde el punto de vista técnico, económico y social, hagan conveniente la constitución de un sistema único, con incidencia en un menor costo para la provisión del servicio. 


Para estos efectos, la Superintendencia consultará al Ministerio de Vivienda y Urbanismo y a las respectivas municipalidades, para que en un plazo de 45 días informen si consideran suficiente el área de servicio solicitada para satisfacer demandas habitacionales no cubiertas.


Artículo 22.- Publicación. El solicitante deberá publicar, a su cargo, un extracto de la solicitud de licencia por una vez en un diario de circulación provincial o comunal, y deberá difundirlo a través de un medio de radiodifusión sonora provincial o comunal, u otro medio idóneo, por dos veces a lo menos. El extracto contendrá las menciones que se establezcan en el Reglamento.


Artículo 23.- Plazo para otras interesadas. Si hubiera otras Cooperativas interesadas en la licencia, deberán presentar a la Superintendencia, dentro del plazo de cuarenta y cinco días contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el artículo anterior, una solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, la que deberá ser acompañada de una garantía de seriedad, cuyo valor no podrá exceder a cien unidades tributarias mensuales, y cuyas características se determinarán en el Reglamento.


Artículo 24.- Plan de inversión. Todos los que hubieren presentado solicitud de licencia entregarán a la Superintendencia, dentro del plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el artículo 22, lo siguiente:


1.- Un Plan de Inversiones que deberá contener, a lo menos:


a) descripción técnica general y un cronograma de las obras proyectadas para un horizonte de cinco años;


b) estimaciones de beneficios, costos, valor actualizado neto; y


c) tarifas propuestas.


2.- Los demás antecedentes requeridos de conformidad al Reglamento.


Artículo 25.- Criterios de recomendación para la adjudicación. La Superintendencia propondrá al Ministerio la adjudicación de la licencia a la solicitante que, cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas y sociales más ventajosas para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Cuando el interés general lo haga necesario se considerará el plazo de puesta en explotación de los servicios, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará la licencia al que tenga en ese momento la calidad de titular de la misma.


Con todo, la tarifa ofrecida por el solicitante al que se proponga adjudicar, no podrá ser superior a la determinada por la Superintendecia de conformidad al Título V de esta ley.


Artículo 26.- Informe. La Superintendencia, dentro de un plazo de 90 días contados desde el vencimiento del plazo de entrega de antecedentes a que se refiere el artículo 24, informará al Ministerio sobre las solicitudes presentadas.


El informe se pronunciará sobre el Plan de Inversiones y los demás antecedentes presentados por el solicitante, y propondrá la dictación del decreto de otorgamiento de la licencia, si se estima procedente.


El plazo a que se refiere este artículo se interrumpirá cuando el interesado esté en mora de cumplir con los antecedentes exigidos en el artículo 24 de esta ley, que le hubieren sido solicitados por carta certificada de la Superintendencia.


En todo caso, el plazo para evacuar el informe de la Superintendencia al Ministerio no podrá exceder de ciento ochenta días contados desde el vencimiento del plazo de entrega de antecedentes a que se refiere el artículo 24.


Artículo 27.- Adjudicación. El Ministerio, considerando el informe de la Superintendencia, resolverá fundadamente acerca de la solicitud de licencia, en un plazo máximo de treinta días de recibido dicho informe, dictando el respectivo decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República".


Artículo 28.- Decreto de otorgamiento. El decreto de otorgamiento de la licencia considerará, entre otros, los siguientes aspectos:


1. La identificación de la Licenciataria.


2. Las etapas del servicio sanitario rural que se prestarán, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


3. Las condiciones de prestación de los servicios, aprobadas por la Superintendencia.


4. La normativa general aplicable a la licencia que se otorga.


5. El Plan de Inversiones de la licenciataria respecto del cual se ha pronunciado la Superintendencia.


6. La tarifa a cobrar a los usuarios


7. La garantía involucrada.


8. El plazo de vigencia de la licencia.



Artículo 29.- Garantía. Al otorgarse la licencia, la Superintendencia exigirá a la licenciataria, en los términos que se establezcan en el Reglamento, una garantía que resguarde la adecuada prestación del servicio, cuyo monto se calculará considerando el número de usuarios y sus condiciones socioeconómicas. Con todo, el monto de la garantía no podrá exceder del total de los costos de operación correspondientes a tres meses.


Los instrumentos en virtud de los cuales se otorguen las garantías serán elegidos por la Licenciataria de entre aquellos que la Superintendencia defina para tal efecto. Las cláusulas del contrato respectivo deberán ser aprobadas por la Superintendencia.

Capítulo 3

Caducidad, continuidad de la prestación del servicio y quiebra de la licencia


Artículo 30.- Caducidad. Las licencias caducarán, antes de entrar en operación, si no se ejecutaren oportunamente las obras correspondientes al Plan de Inversión necesarias para poner en explotación el servicio, indicadas en el decreto de otorgamiento de la licencia.


La caducidad será declarada mediante un decreto dictado por el Ministro de Obras Pública bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Caducada una licencia, la Superintendencia podrá, mediante resolución fundada de carácter técnico, declarar que la falta de ella afecta la prestación integral del servicio en otra, que indicará. En dicho caso, el operador tendrá el plazo de noventa días para demostrar técnica y económicamente que puede mantener el servicio. De no poder hacerlo, la Superintendencia licitará la licencia de conformidad con las reglas del Capítulo anterior.


Caducada la licencia, el monto de la garantía a que se refiere el artículo 29 quedará a beneficio fiscal.


Artículo 31.- Retiro de instalaciones. En el caso de caducidad previsto en el artículo anterior, la Cooperativa podrá disponer de las instalaciones ejecutadas, salvo los bienes indispensables. Cuando estas instalaciones ocupen bienes nacionales de uso público, terrenos fiscales o de particulares, el retiro deberá hacerse dentro del plazo y en las condiciones que fije la Superintendencia.


Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará, cuando corresponda, sin perjuicio del cumplimiento de las condiciones, exigencias y requisitos establecidos para ese evento, en la respectiva resolución de calificación ambiental.


Artículo 32.- Declaratoria de riesgo en la prestación del servicio. Habiendo entrado en operación la licenciataria, el Ministro de Obras Públicas, en base a un informe técnico elaborado por la Superintendencia o por la Autoridad Sanitaria, en el ámbito de sus respectivas competencias,  podrá declarar en riesgo la prestación del servicio de una licenciataria, en los siguientes casos:


a) si las condiciones del servicio suministrado no corresponden a las exigencias establecidas en la ley o en la reglamentación vigente, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento respectivo, y


b) si la licenciataria no cumple el Plan de Inversiones.


Para la calificación de dichas causales, la Superintendencia y la Autoridad Sanitaria según corresponda, deberán considerar la gravedad de sus consecuencias y la reiteración de su ocurrencia.


Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, la licenciataria deberá ser oída en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.


Artículo 33.- Administrador temporal. Declarada por el Ministro de Obras Públicas la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo anterior, cesarán en sus funciones el gerente y el consejo de administración de la Cooperativa, y el Ministerio designará un administrador temporal, por un plazo no superior a seis meses, prorrogables por una sola vez por igual período, cuyas funciones y requisitos serán las establecidas en esta ley y su Reglamento.


El administrador temporal ejercerá las funciones del Consejo de Administración, y será considerado como consejero para todos los efectos de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio que en materias técnicas vinculadas al servicio sanitario rural, estará supeditado al Ministerio de Obras Públicas.


La declaración de riesgo en la prestación del servicio y la designación de un administrador temporal, no obsta a la aplicación de las sanciones que procedan de conformidad a la normativa legal y reglamentaria vigente.


Artículo 34.- Cobro de garantía. En el caso regulado en el artículo 32, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía del artículo 29, y su monto será puesto a disposición del Administrador temporal designado conforme al artículo anterior, para garantizar la continuidad del servicio.


Artículo 35.- Facultades del administrador temporal. El administrador temporal del servicio tendrá todas las facultades del giro de la Cooperativa, que la ley y su estatuto otorgan al Consejo de administración y gerente. Su función principal será promover la designación, de un nuevo gerente y consejo de administración, dentro del plazo establecido en el artículo 33.


El administrador temporal responderá hasta de culpa leve en el ejercicio de sus funciones.


En caso que, después de cumplida la prórroga del inciso primero del artículo 33 de esta ley, no haya sido posible la designación de un nuevo gerente y consejo de administración, el Ministerio llamará a licitación de la licencia, conforme a las reglas del Capítulo anterior.


Artículo 36.- Causal de inhabilidad. El gerente y los miembros del consejo de administración que cesen en sus cargos conforme al artículo 33, quedarán inhabilitados para ejercerlos, en cualquier Cooperativa, por un plazo de cinco años, contados desde la fecha del decreto respectivo.


Artículo 37.- Quiebra de la Licenciataria. Declarada la quiebra, la fallida quedará inhibida, de pleno derecho, de la administración de la licencia y de sus bienes indispensables.


En el caso de quiebra de una Licenciataria cuya licencia esté en explotación, el síndico velará por la adecuada provisión del servicio hasta su licitación. Para tales efectos se aplicará respecto del síndico lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 33.


Los gastos en que se incurra con ocasión de la Quiebra quedarán incluidos dentro de los créditos señalados en el Nº 1 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 38.- Licitación por quiebra. El Ministerio dispondrá la licitación de la licencia y los bienes indispensables, dentro del plazo de un año contado desde que quede a firme la sentencia que declare la quiebra. El llamado a licitación se publicará en la forma establecida en el artículo 19, y los interesados deberán presentar sus ofertas en los plazos y con los antecedentes indicados en los artículos 23 y 24 de esta ley. Se aplicará además para la licitación lo dispuesto en los artículos 25, 26, 27 y 28 de esta ley.


La adjudicación de la licencia recaerá, cumpliendo las condiciones técnicas y la tarifa vigente, en la interesada que ofrezca el mayor valor por la licencia y por los bienes indispensables.

Capítulo 4

Del permiso de servicio sanitario rural


Artículo 39.- Objeto. El permiso de servicio sanitario rural se otorga por el Ministerio a un Comité o Cooperativa, para la prestación de Servicios Sanitarios Rurales, en un área de servicio determinada.


Otorgado el Permiso de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio del permisionario, permisos o licencias de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.


Habiendo entrado en operación el permisionario, el Ministerio podrá declarar en riesgo el servicio en caso que las condiciones del servicio suministrado no correspondan a las exigencias establecidas en la normativa legal o reglamentaria vigente, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento respectivo.


Declarado en riesgo el servicio, cesarán en sus funciones el directorio del comité o el gerente y el consejo de administración de la cooperativa, según el caso.


El Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para asegurar la continuidad del servicio, mientras la asamblea o la junta general designan un nuevo directorio o consejo de administración, según el caso.


Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, el permisionario deberá ser oído en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.


Artículo 40.- Solicitud del permiso. Para solicitar un permiso, el interesado deberá presentar al Ministerio, a lo menos, lo siguiente:


1) La identificación del Comité o la Cooperativa peticionaria, y una breve descripción de las características más relevantes del servicio que se solicita prestar.


2) En caso que el solicitante sea Cooperativa, un certificado de vigencia emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.


3) La identificación de las etapas del servicio sanitario rural que se solicitan, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


4) La identificación de las fuentes de agua que utilizará en calidad de propietario o a cualquier otro título.


5) El título en virtud del cual el solicitante utilizará las fuentes de agua identificadas conforme al numeral anterior, lo que deberá acreditarse en la forma que defina el Reglamento.


6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales.


7) Un Inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones. Si el peticionario fuere una Cooperativa, deberá acompañar además un estado de situación.


Artículo 41.- Plazo del permiso. El plazo máximo por el que se otorgará el permiso será de 10 años.


Artículo 42.- Decreto de otorgamiento. El Ministerio resolverá fundadamente acerca de la solicitud de permiso, en un plazo máximo de 30 días, dictando el respectivo decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República".


El decreto de otorgamiento del permiso considerará, entre otros, los siguientes aspectos:


1. La identificación del permisionario.


2. Las etapas del servicio sanitario rural que se prestarán, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7º de esta ley.


3. Las condiciones de prestación de los servicios.


4. La normativa general aplicable al permiso que se otorga.


5. La tarifa a cobrar a los usuarios.


6. El Plazo de vigencia del permiso.


Artículo 43.- Renovación y solicitud de licitación. El permisionario goza de derecho preferente para que se le renueve su permiso, para lo cual deberá solicitar su renovación con a lo menos seis meses de anticipación antes de la fecha de extinción. En su defecto, el Ministerio deberá llamar a licitación conforme al artículo 44 de esta ley.


En caso que el permisionario esté clasificado en el segmento AAA conforme a lo dispuesto en el artículo 77, deberá presentar junto a su solicitud de renovación un Plan de Inversiones, respecto del que la Superintendencia deberá pronunciarse en un plazo de cuarenta y cinco días.


Cualquier interesado distinto del Permisionario podrá solicitar al Ministerio, dentro de los seis meses antes del término del plazo de vigencia del permiso, que llame a su licitación. Para estos efectos, deberá acompañar a su solicitud un proyecto técnica y económicamente viable para la prestación del servicio.


Artículo 44.- Licitación del permiso. El llamado a licitación del permiso pronto a extinguirse y sus bienes indispensables, se publicará por el Ministerio en la forma establecida en el artículo 19 de esta ley.


Si hubiera otros interesados en el permiso, éstos deberán presentar al Ministerio, dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el inciso primero, una solicitud de permiso en los términos establecidos en el artículo 40 de esta ley.


Vencido el término anterior, el Ministerio adjudicará, en un plazo máximo de 60 días, el permiso al solicitante que cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas y sociales más ventajosas para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Se podrá considerar, entre otros, el plazo de puesta en explotación de los servicios ofrecidos, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará el permiso al que tenga en ese momento la calidad de titular del mismo.


Se aplicará para la licitación del permiso, lo dispuesto en los cinco incisos finales del artículo 19 de esta ley.

TITULO IV

DE LOS OPERADORES

Capítulo 1

Derechos y obligaciones de los operadores y usuarios


Artículo 45.- Obligaciones de los operadores. Los operadores de servicios sanitarios rurales tendrán las siguientes obligaciones:


a) Prestar los servicios sanitarios a los usuarios, en la medida que sea técnica y económicamente factible. Esta obligación comprende la certificación de la factibilidad de servicio. En caso que existan discrepancias entre el usuario y el operador, en cuanto a las condiciones de prestación del servicio, la Superintendencia resolverá las diferencias mediante una resolución fundada.


Los servicios sanitarios deberán prestarse a los Usuarios, en la calidad exigible conforme a las normas respectivas, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio de Salud y de la Superintendencia.


b) Garantizar la continuidad del servicio entregado, en el sentido que éste sea prestado durante la cantidad de horas diarias que se determine por la Superintendecia, conforme a las características técnicas exigibles a cada segmento; salvo, las interrupciones que se produzcan por fuerza mayor o por necesidad indispensable para la prestación del servicio, debidamente programadas y comunicadas con anticipación a los usuarios, según lo establecido en el Reglamento.


c) Mantener el nivel de calidad en la atención de usuarios y prestación del servicio que defina el Reglamento.


d) Prestar y operar los servicios sanitarios rurales, dando estricto cumplimiento a las obligaciones, restricciones y prohibiciones establecidas en esta ley y su Reglamento, en la normativa sanitaria y ambiental, y en las demás normas y disposiciones legales, reglamentarias y administrativas vigentes; así como a las instrucciones que impartan las autoridades competentes en el ejercicio de sus atribuciones.


Artículo 46.- Actualización del Plan de Inversiones. Las licenciatarias deberán actualizar su Plan de Inversiones cada cinco años. Asimismo, deberán actualizarlo en caso que el subsidio o inversión pública efectivamente recibida difiera del considerado al haberse determinado el nivel tarifario.


La actualización del Plan de Inversiones se hará conforme al procedimiento que se establezca en el reglamento.


Artículo 47.- Obligación de conservación de instalaciones y equipos. Para el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo anterior, los operadores deberán conservar en perfecto estado de funcionamiento las instalaciones y equipos que conforman la infraestructura del servicio, debiendo para estos efectos proceder a su reparación y mantención, y a la reposición en su caso.


Artículo 48.- Fondo de reposición y reinversión. Los operadores que conforme a la clasificación del artículo 77 de esta ley, pertenezcan a los segmentos AA y AAA, deberán constituir e incrementar, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes, un fondo de reserva legal, destinado a la reposición y ampliación de largo plazo, según se defina en el reglamento.


Este fondo del inciso anterior no podrá ser destinado a fines distintos a la reposición y ampliación de la infraestructura, y deberá ser mantenido en instrumentos de inversión de emisores inscritos en el registro de valores, cuya clasificación de riesgo y tipo de instrumento serán definidos en el Reglamento.


Artículo 49.- Responsabilidad por mantenimiento y reposición. Los costos de mantenimiento y reposición del arranque de agua potable y la unión domiciliaria, del sistema de agua potable y saneamiento rural respectivamente, serán de cargo del operador.


El mantenimiento y reposición de las instalaciones interiores domiciliarias de agua potable y de saneamiento serán de exclusiva responsabilidad y cargo del propietario del inmueble.


Artículo 50.- Uso de instalaciones y equipos. Corresponderá siempre a los operadores el uso y goce exclusivo de los bienes indispensables regulados en el artículo 12 de esta ley; y sólo podrán destinar dichas instalaciones a la realización de las actividades indicadas en el artículo 45.

                                         Sin perjuicio de lo anterior, la Asamblea General o la Junta General, según corresponda, en sesión extraordinaria y por mayoría simple de los miembros presentes, podrá autorizar el uso y goce de los citados bienes para el desarrollo de otras actividades, siempre que no se limite, entorpezca o afecte de modo alguno la provisión de los servicios sanitarios rurales, y se cumpla con la normativa vigente. Para estos efectos, la Asamblea General o la Junta General deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de sus miembros.


Artículo 51.- Vertimiento de aguas tratadas en canales de regadío. Los operadores de tratamiento y disposición podrán solicitar a la organización de usuarios respectiva, autorización para el vertimiento de las aguas tratadas en un canal. 


En caso que la organización de usuarios negare la autorización, o no se llegue a acuerdo, el operador podrá recurrir al juzgado de letras en lo civil de la comuna correspondiente al punto de descarga propuesto, para que éste, conforme al procedimiento sumario establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, lo autorice a verter las aguas tratadas en el canal, estableciendo las contraprestaciones correspondientes. 


El juez sólo podrá autorizar al operador a verter las aguas tratadas en un canal en caso que se trate de la solución de tratamiento y disposición más adecuada desde el punto de vista técnico y económico, que no se afecten actividades económicas que para su desarrollo utilicen las aguas del canal, que las aguas tratadas cumplan con las exigencias que establece la normativa vigente aplicable.


Artículo 52.- Derechos de los usuarios. Las prestaciones en que se traduzca el cumplimiento de las obligaciones de los operadores establecidas en esta ley, serán sin perjuicio de los demás derechos establecidos en otras normas relacionadas con los servicios sanitarios rurales, todos los cuales constituyen el estatuto mínimo de los derechos que amparan a los usuarios.


Artículo 53.- Derechos del operador. Son derechos del Operador:


a) Cobrar por las etapas del servicio sanitario rural prestadas, las tarifas a que se refiere el Título V de esta ley. Para estos efectos, las boletas o facturas deberán permitir la fácil comprensión de cada cobro efectuado.


b) Cobrar reajustes e intereses corrientes, por las cuentas que no sean canceladas dentro de los plazos señalados en el Reglamento;


c) Cobrar los costos de cobranza extrajudicial en que haya incurrido el operador;


d) Suspender, previo aviso de 30 días, los servicios a Usuarios que adeuden el pago de una o más boletas o facturas y cobrar el costo de la suspensión y de la reposición correspondiente;


e) Suspender el servicio a los usuarios de servicio sanitario rural primario que destinen el agua a un fin distinto del establecido en el artículo 5 de esta ley;


f) Suspender el servicio a los usuarios respecto de los cuales se compruebe que han causado daño a las instalaciones, equipos o bienes del Operador.


g) Cobrar el costo de las reparaciones de daños y desperfectos causados en los arranques de agua potable y uniones domiciliarias de alcantarillado, redes de distribución y redes de recolección, a causa del mal uso o destrucción de las mismas por el usuario.


h) Proponer y postular, cuando corresponda, en representación de los usuarios, a subsidios a la inversión en los sistemas rurales de agua potable, en particular al establecido en la ley Nº 18.778 de 1989 y su reglamento.


i) Exigir al usuario de la propiedad servida la conexión a las instalaciones de agua potable y/o alcantarillado, según fuere el caso, cuando existan causas debidamente calificadas por la autoridad sanitaria.


Los derechos anteriormente señalados se ejercerán sin perjuicio de las atribuciones que el Código Sanitario le entrega al Ministerio de Salud.


Artículo 54.- Mérito ejecutivo. Las boletas o facturas que se emitan por la prestación de los servicios sanitarios rurales o por los trabajos en los arranques de agua potable rural o uniones domiciliarias de alcantarillado rural, incluidos sus reajustes e intereses, tendrán mérito ejecutivo sólo en cuanto al cobro de aquellas prestaciones.


Artículo 55.- Modificaciones de niveles de servicio. Se podrán modificar los niveles de servicio de los operadores, a proposición de la Superintendencia, previo conocimiento de éstos, mediante decreto supremo que deberá llevar la firma del Ministro de Obras Públicas. Dicho decreto supremo deberá ser fundado y basado en criterios de carácter objetivo. Los niveles de servicio podrán diferenciarse entre segmentos de operadores.


En caso que por modificaciones de los Planes Reguladores, el área de servicio de una Licenciataria quede total o parcialmente incorporada en el área urbana, el Ministerio podrá modificar los niveles de servicio de la licencia, a proposición de la Superintendencia. En este caso, la Licenciataria deberá modificar su Plan de Inversiones para incorporar las nuevas exigencias. La modificación de los niveles de servicio y la aprobación de las del Plan de Inversiones se harán conforme al procedimiento que establezca el Reglamento.


Artículo 56.- Facultad de acceso del operador. El usuario deberá permitir el acceso a su inmueble del personal del operador, identificado como tal, para el ejercicio de las funciones que dicen relación con la prestación de los servicios.


Artículo 57.- Inmueble que recibe el servicio. En el inmueble que recibe el servicio de agua potable o de alcantarillado de aguas servidas, quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio sanitario rural, para con el operador.

Capítulo 2

Causales de incompatibilidad, de cesación en los cargos y censura de dirigentes de operadores


Artículo 58.- Incompatibilidades e inhabilidades. Serán incompatibles los cargos de alcalde y consejero regional con los cargos directivos o pertenecientes a los órganos de administración o de fiscalización de los Comités y Cooperativas de servicios sanitarios rurales.


Desde la inscripción de su candidatura, cesará en sus funciones cualquier dirigente de comité o cooperativa de los indicados en el inciso anterior que postule al cargo de alcalde.


Las demás incompatibilidades y las causales de inhabilidad y cesación en el cargo, aplicables a la organización de las Cooperativas de servicios sanitarios rurales, se regirán por la Ley General de Cooperativas, y su legislación complementaria.


Artículo 59.- Cesación en el cargo de los dirigentes de los Comités. Los dirigentes de los Comités de Servicio Sanitario Rural, cesarán en sus cargos:


a) Por el cumplimiento del período para el cual fueran elegidos.


Los estatutos del Comité podrán establecer períodos diferenciados de tiempo para cada cargo, a fin de permitir la renovación del directorio por parcialidades;


b) Por renuncia presentada por escrito al directorio, cesando en sus funciones y responsabilidades al momento en que éste tome conocimiento de aquélla;


c) Por inhabilidad sobreviniente, calificada en conformidad con los estatutos;


d) Por censura acordada por mayoría simple de los miembros presentes o representados en asamblea extraordinaria especialmente convocada al efecto. Para estos efectos la Asamblea extraordinaria deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros del Comité;


e) Por pérdida de la calidad de afiliado a la respectiva organización; 


f) Por pérdida de la calidad de ciudadano;


g) Por delitos que merezcan pena aflictiva.


Artículo 60.- Censura de los dirigentes de los Comités. Será motivo de censura la trasgresión por los dirigentes de cualesquiera de sus deberes legales, o de algún derecho de un miembro de un Comité de Servicio Sanitario Rural.


Artículo 61.- Censura al directorio del Comité. Los Comités de servicio sanitario rural deberán confeccionar anualmente un balance o una cuenta de resultados, según el sistema contable con que operen, y someterlos a la aprobación de la asamblea. El incumplimiento de esta obligación será causal de censura para todo el directorio de la organización. Asimismo, será causal de censura para el directorio, el rechazo del balance o cuenta de resultados anual, en dos oportunidades sucesivas por a lo menos dos tercios de la asamblea.

Capítulo 3

Viáticos para dirigentes de los Comités


Artículo 62.- Viáticos para dirigentes de Comités. La asamblea general extraordinaria de un comité de servicio sanitario rural, podrá acordar por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella, viáticos en dinero para sus dirigentes. Estos viáticos, con el debido respaldo, deberán ser rendidos a la asamblea general y serán destinados a gastos de traslado, alimentación, alojamiento y otros similares necesarios para el ejercicio del cargo y su capacitación como dirigentes.
TITULO V

DE LAS TARIFAS


Artículo 63.- Reglas y principios generales. Los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su reglamento.


Las tarifas siempre deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación y mantenimiento. Adicionalmente, las tarifas podrán establecer distintos niveles de recuperación de los costos de inversión y reposición.


Se calcularán separadamente las tarifas correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.


Las fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico. 


El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los Usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.


Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia, conforme al procedimiento establecido en este Título.

Artículo 64.- Determinación de la tarifa de autofinanciamiento. La tarifa de autofinanciamiento, compuesta por un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico, es aquella que permite recuperar la totalidad de los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición.


La tarifa de autofinanciamiento se calcula a partir del Costo Total de Largo Plazo, entendiéndose éste como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación y mantenimiento eficientes como los de reposición e inversión eficientes, de un proyecto de inversión optimizado.


Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte congruente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.


La tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el reglamento.


El procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar, corresponderá al que se establezca en el reglamento.


Artículo 65.- Procedimiento de determinación del nivel tarifario. El nivel tarifario es aquel calculado por la Superintendencia rebajando de la tarifa de autofinanciamiento el subsidio o la inversión pública a que se refiere el Capítulo IV del Título VI.


La Superintendencia podrá agrupar distintos servicios, bajo la denominación de sistemas tipo, considerando su tamaño y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento. 


Asimismo, definirá los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas o de otra especie, que lo justifiquen. 


La Superintendencia calculará mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.


Artículo 66.- Procedimiento de determinación de la tarifa a cobrar al usuario. La tarifa a cobrar al usuario se determina para cada servicio sanitario rural, y es aquella que debe pagar efectivamente el usuario, sin perjuicio de los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778.


Una vez comunicado el nivel tarifario al operador, en la forma que determine el reglamento, éste lo pondrá en conocimiento de la asamblea, la que en el plazo de sesenta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta un 5%. En estos casos, el nivel tarifario aceptado o ajustado por la asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios.


En caso que la asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de sesenta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos, para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.


Vencido el plazo indicado en el inciso segundo sin un pronunciamiento de la asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.


Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación de la tarifa a cobrar al usuario de los sistemas de tarificación individual se establecerán en el reglamento. 


Las tarifas a cobrar a los usuarios, serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República.


Artículo 67.- Período tarifario. Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia cada cinco años.


Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo 65, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.


Artículo 68.- Reajustabilidad de la tarifa. Las tarifas a cobrar a los usuarios, se reajustarán cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, 5% del Índice de Precios al Consumidor informado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o en caso que alguna de las variables de costos definidas como relevantes por el reglamento experimente un aumento de al menos 3%. El operador deberá informar del reajuste a los usuarios en la forma y oportunidad definida en el reglamento.


Artículo 69.- No discriminación de la tarifa. No existirá gratuidad o rebaja parcial del cobro por la prestación de los servicios ni discriminación alguna, salvo las excepciones otorgadas por los operadores a usuarios, y a sus expensas. No obstante, los operadores no podrán establecer diferencias en sus tarifas, cargos o cualquier otro concepto, dentro de un mismo sistema, salvo entre el servicio sanitario rural primario y secundario, y en los demás casos que esta ley los autorice.


Artículo 70.- Obligado al pago. La tarifa deberá ser pagada por el ocupante de la propiedad, a cualquier título, sin perjuicio que en el inmueble que recibe el servicio quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio para con el operador.


Artículo 71.- Prestación regulada. Todas aquellas prestaciones de carácter sanitario efectuadas por el operador que no se encuentren reguladas en esta ley y se presten con características monopólicas, serán tarificadas de conformidad con este Título.

TITULO VI

INSTITUCIONALIDAD

Capítulo 1

Política nacional de servicios sanitarios rurales


Artículo 72.- Política de asistencia y promoción. El Ministerio de Obras Públicas, con la información técnica que recabe de los Ministerios de Salud, Planificación, Vivienda y Urbanismo y de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, determinará la política de inversión, asistencia técnica y financiera, supervisión y promoción para la organización de los operadores de servicios sanitarios rurales.


Dicha política se ejecutará mediante programas acordados con los gobiernos regionales.


La política de asistencia y promoción deberá considerar, además, a los habitantes rurales que residan fuera del área de servicio de los operadores.


La política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales se definirá y ejecutará por el Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de las atribuciones y competencias que correspondan a otros organismos públicos.


Artículo 73.- Reconocimiento. La política para la asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, reconoce la función social y el rol integrador de los grupos intermedios que desarrollan sus actividades basados en los principios de participación comunitaria y de ayuda mutua, garantizando su ejercicio a toda persona sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


Del mismo modo, cada uno de los miembros de las organizaciones comunitarias y de las fundadas en el principio de ayuda mutua a que esta ley atribuye el derecho a ser titulares de permisos y licencias, tienen derecho a elegir y a ser elegidos para la dirección, administración y control de la gestión de las respectivas organizaciones; sin perjuicio de los demás derechos que otras leyes les confieren para la protección de su calidad de usuarios o consumidores.


Artículo 74.- Principios. La política sobre los servicios sanitarios rurales, estará fundada en los siguientes principios:


a) De protección de la ayuda mutua, para el caso de los derechos inherentes de los servicios sanitarios rurales;


b) De igualdad de participación y de decisión de los integrantes de los órganos administradores y ejecutores de los operadores de los servicios sanitarios rurales, bajo la condición de que dichos integrantes den oportuno cumplimiento a sus obligaciones;


c) De no discriminación respecto del servicio sanitario rural;


d) De eficiencia económica en la disposición y administración de los recursos, de modo que propenda a la autosustentabilidad económica del servicio;


e) De transparencia en la gestión y administración del servicio, para con sus socios, usuarios y la comunidad en general; y,


f) De promoción del uso sostenible del agua y de los demás componentes ambientales involucrados.


Artículo 75.- Consejo consultivo. Para la orientación de la política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, el Ministerio deberá oír a un Consejo Consultivo, el que estará compuesto por los siguientes integrantes:


a) un representante del Ministerio de Obras Públicas, quien lo presidirá; 


b) un representante del Ministerio de Hacienda;


c) un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción;


d) un representante del Ministerio de Salud;


e) un representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo;


f) un representante del Ministerio de Planificación;


g) un representante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


h) un representante de la Subsecretaría de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior;


i) Un representante de la Asociación de Municipalidades que reúna la mayor cantidad de municipios asociados a nivel nacional.


j) tres representantes de los dirigentes de las Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales;


k) tres representantes de los dirigentes de los Comités; y,


l) tres representantes de federaciones o confederaciones de operadores de servicios sanitarios rurales, sean de carácter nacional, regional o provincial.


El Consejo sesionará, al menos, dos veces al año. El Reglamento determinará el procedimiento de funcionamiento del Consejo. Los integrantes del Consejo a que se refieren las letras j), k) y l) del inciso primero de este artículo, percibirán una asignación para gastos de traslado, alojamiento y alimentación por cada sesión a la que asistan, con cargo al presupuesto del Ministerio.


El mecanismo de elección de los integrantes del consejo consultivo establecidos en las letras j), k) y l) de este artículo, será fijado en el Reglamento y deberá considerar la renovación periódica de los representantes. Para el caso de la elección de los representantes de las letras j) y k), dicho mecanismo deberá asegurar que cada dirigente que se elija corresponda a una Región distinta, que se respete la adecuada representación de los segmentos, y que estén representados comités y cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación. Del mismo modo, dicho mecanismo asegurará la no discriminación de las personas representantes por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


El Secretario Ejecutivo del Consejo será el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas. Sus funciones serán citar a las sesiones, levantar acta de éstas, el seguimiento de los acuerdos adoptados y las demás que el Consejo o el Reglamento le encomienden.

Capítulo 2

Del registro y clasificación de operadores


Artículo 76.- Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales. El Ministerio tendrá a su cargo un registro público de los operadores de servicios sanitarios rurales, de los permisos y licencias otorgadas, y de los demás antecedentes que el Reglamento establezca.


El registro establecido en el inciso anterior deberá encontrarse actualizado y para su libre consulta en el sitio electrónico del Ministerio.


Artículo 77.- Clasificación de los operadores. Para los efectos de esta ley, los operadores se clasificarán en tres segmentos: (a) AAA; (b) AA, y (c) A.


El Reglamento definirá un procedimiento para la clasificación en los distintos segmentos.


Para la clasificación de los Operadores se considerarán, además de la calidad de la gestión técnica, administrativa y financiera del operador, las siguientes características del sistema servido:


(a) población abastecida;


(b) cercanía al área urbana;


(c) condiciones económicas y sociales de la población abastecida;


(d) condiciones de aislamiento;


(e) en caso que corresponda, el carácter de comunidad indígena conforme a la ley Nº 19.253 y sus disposiciones reglamentarias; y,


(f) la oferta hídrica y las condiciones geográficas y topográficas.


Artículo 78.- Autoridad encargada de clasificar a los Operadores. El Ministro de Obras Públicas clasificará en distintos segmentos a los operadores, en conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior y en el Reglamento.


La clasificación tendrá una vigencia de 5 años, pudiendo el operador, la Superintendencia o el Departamento de Cooperativas, solicitar su reclasificación en cualquier momento, por razones fundadas.


La clasificación deberá constar en el Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales.

Capítulo 3

Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales


Artículo 79.- Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales. Créase en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, que estará a cargo de un funcionario que tendrá el título de Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales.


Artículo 80.- Funciones. Serán funciones de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales:


a) Ejecutar la política de asistencia y promoción conforme lo instruido por el Ministro de Obras Públicas.


En el ejercicio de esta función podrá implementar programas y proyectos dirigidos especialmente a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los Operadores;


b) Administrar el Registro de Operadores;


c) Proponer al Ministro de Obras Públicas la clasificación de los Operadores, y el aporte financiero del Estado a que se refieren los artículos 84 y 85, para cada segmento;


d) Asesorar a los Operadores, directamente o a través de terceros;


e) Formular proyectos de servicios sanitarios rurales y evaluarlos económica, técnica y socialmente.


f) Contratar la inversión sectorial y actuar como unidad técnica para la contratación de la inversión de los gobiernos regionales u otras instituciones públicas en materias relacionadas con servicios sanitarios rurales.


g) Revisar, previa consulta a la Superintendencia, el Plan de Inversión;


h) Pedir informes y auditar la contabilidad de las Licenciatarias y Permisionarios


Para estos efectos podrá encargar la revisión del funcionamiento administrativo, contable, y financiero a personas naturales o jurídicas inscritas en alguno de los Registros públicos que el Reglamento determine.


La Subdirección determinará las facultades con que estas entidades podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; dictará las normas relativas al cumplimiento de éstas, y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


i) Aprobar, directamente o a través de terceros, la puesta en operación de las obras de cada Operador.


j) Solicitar el ejercicio de las facultades de supervisión o de fiscalización al Departamento de Cooperativas, a la Superintendencia, o al Ministerio de Salud, cuando correspondiere.


k) Visar técnicamente los proyectos.


l) Las demás que la ley le asigne.


Artículo 81.- Facultad de acceso de los funcionarios de la Subdirección. Los funcionarios de la Subdirección tendrán libre acceso a las obras, a sus dependencias, y en general a todo inmueble o instalación de los operadores, destinadas a la prestación del servicio sanitario rural, a objeto de realizar las funciones que les son propias.


Artículo 82.- Designación de Administradores temporales. El Ministro podrá designar como administrador temporal, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 33 de esta ley, a alguno de los profesionales que cumpliendo los requisitos que se establezcan en el Reglamento, esté inscrito en un Registro Especial que será administrado por la Subdirección. La Subdirección podrá eliminar del registro a estas personas o no renovar su inscripción, cuando no cumplan sus funciones y los requisitos establecidos.


El Reglamento determinará las facultades con que éstos profesionales podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; fijará las normas relativas al cumplimiento de éstas y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


Artículo 83.- Información. La Subdirección podrá requerir a los operadores la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.


Los operadores deberán informar a la Subdirección de cualquier hecho esencial relativo a la operación del servicio sanitario rural, inmediatamente después de ocurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso que se trate de hechos que afecten las condiciones sanitarias de la prestación del servicio, el operador deberá informar además a la Autoridad Sanitaria.


Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad y seguridad del servicio sanitario rural, para un número de Usuarios igual o superior al porcentaje que indique el Reglamento.

Capítulo 4

Inversión pública y subsidios en los servicios sanitarios rurales


Artículo 84.- Inversión pública. La inversión para promover, formar e instalar servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio conforme a lo establecido en los artículos 85, 86 y 87, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.

El Ministerio de Obras Públicas podrá decidir, por razones de emergencia, inversiones en ejecución de obras para servicios sanitarios rurales existentes o nuevos, sin sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior.


Artículo 85.- Subsidio a la inversión. El subsidio a la inversión a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 18.778, podrá destinarse a cualquiera de las etapas de los servicios sanitarios rurales existentes.


La infraestructura financiada total o parcialmente con el subsidio a la inversión tendrá el carácter de reserva legal, y formará parte de los bienes indispensables establecidos en el artículo 12 de la presente ley, y se denominará Fondo de Reserva Subsidio Estatal.


La selección de los estudios, proyectos y obras subsidiables se hará de conformidad a lo dispuesto en los tres artículos siguientes.


Artículo 86.- Criterios de elegibilidad. El Ministerio, con consulta al Gobierno Regional respectivo, definirá para cada región, las características de los proyectos a financiar para el año siguiente y los criterios de elegibilidad. Entre los criterios de elegibilidad se podrán considerar requisitos diferenciados para cada uno de los segmentos de operadores indicado en el artículo 77 de esta ley.


Artículo 87.- Procedimiento de selección de proyectos. Los operadores podrán presentar a la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales solicitudes de financiamiento total o parcial de proyectos de servicios sanitarios rurales.


El Ministerio de Obras Públicas, a través de la Secretaría Regional Ministerial respectiva, presentará cada año al Gobierno Regional, un listado de proyectos de servicios sanitarios rurales ya evaluados que cumplan los criterios de elegibilidad definidos conforme a lo dispuesto en el artículo anterior. Para la evaluación de los proyectos por parte del organismo público competente bastará que esté dictado el acto expropiatorio respectivo.


El Gobierno Regional respectivo seleccionará, fundadamente, los proyectos beneficiados con los recursos asignados a la Región, entre los proyectos incluidos en el listado que le entregue el Ministerio conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.


Los proyectos seleccionados por el Gobierno regional serán financiados hasta su plena ejecución aunque aquello comprometa presupuestos de ejercicios posteriores.


Los demás aspectos relacionados con la distribución del subsidio, con la elaboración del programa bianual y con el sistema de postulación, de selección y de priorización de los estudios, proyectos u obras a ejecutar se establecerán en el Reglamento. En éste se podrán considerar además, para casos excepcionales, los requisitos y condiciones necesarios para la entrega del subsidio al operador previo a la ejecución completa de las obras.


En caso que otras entidades aporten recursos para el financiamiento de los estudios, proyectos u obras a que se refieren los artículos 84 y 85 de esta ley, sus aportes se aplicarán en las mismas condiciones establecidas en este artículo.


Artículo 88.- Ventanilla Única. Todo programa de inversión cuyos fondos sean aplicables al servicio sanitario rural, deberá ser contratado a través de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, en las condiciones que fije el Reglamento, ya sea que se financie con recursos sectoriales o con recursos regionales, en cuyo caso actuará como unidad técnica. Los demás programas de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales que el Estado promueva, cualquiera sea su naturaleza, deberán ser informados al Consejo Consultivo, para facilitar la coordinación y unidad de acción entre organismos del Estado.


La Subdirección podrá suscribir convenios con otros organismos públicos, para la contratación por parte de ellos de los programas de inversión aplicables al servicio sanitario rural. En todo caso la Subdirección, mantendrá la función de visar técnicamente los proyectos.


Artículo 89.- Bienes aportados por el Estado. Por decreto supremo suscrito por el Ministro de Obras Públicas bajo la formula “por orden del Presidente de la República”, las obras o proyectos financiados o ejecutados por el Estado que integren un sistema sanitario rural, deberán ser cedidos o transferidos a cualquier título a los Operadores. 


Serán transferidos a los operadores los derechos de aprovechamiento de aguas que, siendo de propiedad fiscal, sean necesarios para la prestación de servicios sanitarios rurales. Dichos derechos se mantendrán bajo el dominio de los operadores en tanto sean usados para la prestación del servicio sanitario rural, pasando de pleno derecho al dominio del Ministerio en cuanto cese dicha condición. Se entenderá que cesa la condición en caso de haberse declarado desierta la licitación del permiso o licencia. La transferencia a los operadores se hará mediante resolución de la autoridad correspondiente, debiendo ajustarse a lo dispuesto en el artículo 150 del Código de Aguas. 


En caso de cambio de operador, los derechos se transferirán gratuitamente y de pleno derecho a quien detente la calidad de tal, desde el otorgamiento de su licencia o permiso.


Los bienes a que se refiere este artículo serán considerados como aportados por terceros para fines tarifarios, e indispensables para los efectos del artículo 12.


Artículo 90.- Expropiaciones y donaciones. Los bienes inmuebles necesarios para la prestación de los servicios sanitarios rurales se declaran de utilidad pública y su expropiación se efectuará por intermedio del Ministerio, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.186, de 1978. 


La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales podrá aceptar donaciones o erogaciones consistentes en dinero o en dación de cosas, sean éstas muebles o inmuebles, para la ejecución de obras o el financiamiento total o parcial de expropiaciones, destinadas a la prestación de los servicios sanitarios rurales. En caso de recibir donaciones o erogaciones para el financiamiento parcial de expropiaciones, el Estado financiará la diferencia con fondos sectoriales o regionales.


Una vez aceptada y materializada la entrega de las donaciones o erogaciones a que se refiere el inciso precedente, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales la aprobará por orden interna para los efectos de la contabilización correspondiente en la Dirección de Contabilidad y Finanzas de la Dirección General de Obras Públicas. Copia de esta orden se enviará a la Contraloría General de la República. Para estas donaciones no se requerirá el trámite de insinuación judicial.


Artículo 91.- Regularización de bienes. En caso de que un operador solicite que se le reconozca la calidad de poseedor regular de bienes inmuebles necesarios para la prestación de su servicio sanitario rural, conforme al procedimiento establecido en el decreto ley N° 2.695, de 1979, servirá como plena prueba de su posesión material, la existencia en el inmueble de alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h), i) y j) del artículo 12, siempre que el bien haya estado en uso al menos durante los cinco años anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de regularización.

Capitulo 5

De la Regulación y Fiscalización


Artículo 92.- Superintendencia de Servicios Sanitarios. La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá ejercer las atribuciones y facultades regulatorias y fiscalizadoras, respecto de todo operador de un servicio sanitario rural.


Para efectos de su fiscalización, la Superintendencia ejercerá respecto de las entidades fiscalizadas las mismas facultades que le confiere la ley Nº 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


La fiscalización se realizará directamente en forma prioritaria por las oficinas que la Superintendencia tenga destacadas en las distintas regiones del País o las que se creen en el futuro, según se consideren los recursos humanos y financieros necesarios.


Artículo 93.- Condiciones Especiales de servicio. Las instrucciones y órdenes que dicte la Superintendencia en ejercicio de sus facultades normativas y de control, podrá considerar condiciones especiales de servicio respecto de operadores.


Artículo 94.- Rol del Departamento de Cooperativas. El Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro del ámbito de sus competencias, dictará las normas que estime necesarias para facilitar la aplicación de la presente ley.


Artículo 95.- Mecanismos de autorregulación y transparencia. El Reglamento establecerá mecanismos de autorregulación y de transparencia de la gestión y resultados de los Comités y Cooperativas de Servicio Sanitario Rural; asimismo, incentivará la libre iniciativa de los Comités y Cooperativas para cumplir los objetivos de autorregulación y transparencia.


Artículo 96.- Sanciones. Sin perjuicio de las demás sanciones que corresponda aplicar a la Superintendencia o a otros organismos públicos de conformidad a ésta u otras leyes, los operadores podrán ser objeto de la aplicación de multas a beneficio Fiscal por parte de la Superintendencia, en los siguientes casos:


a) De una a veinte unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones que importen deficiencias en la calidad, continuidad u obligatoriedad de los servicios, cobros indebidos, trato económico discriminatorio a los usuarios, deficiencias en la atención de los reclamos de los usuarios, daño a las redes u obras generales de los servicios, o incumplimiento de la obligación de entregar información requerida por la Superintendencia en conformidad a la ley.


b) De diez a cien unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente la salud de la población, o que afecten a la generalidad de los Usuarios de los servicios.


c) De una a veinte unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones cometidas por los Operadores, que importen el no acatamiento de las obligaciones y plazos establecidos en esta ley, así como de las órdenes escritas y requerimientos, debidamente notificados, y plazos fijados por la Superintendencia, en ejercicio de las atribuciones que la ley le encomiende, en relación con materias de su competencia.


d) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea, a cualquiera de las autoridades que esta ley faculta para requerirla.


e) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate del incumplimiento del Plan de Inversiones.


Para la determinación del monto de las multas antes señaladas se debe considerar el segmento en que está clasificado, conforme al artículo 77, el operador sancionado.


El afectado podrá reclamar de la aplicación de la multa, conforme a lo dispuesto  en el artículo 13 de la ley N° 18.902.


Artículo 97.- Modificaciones Ley de Cooperativas. Modifícase el artículo 68 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, del año 2004, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, en el siguiente sentido:


1.- Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 68, los términos “y de agua potable”, por los vocablos “, de servicios sanitarios rurales”.


2.- Reemplázase en el epígrafe del capítulo 2 del Título III, los términos “agua potable”, por los vocablos “y de las cooperativas de servicios sanitarios rurales”.


3.- Reemplázanse en el artículo 73, los términos “de abastecimiento y distribución de agua potable”, por los vocablos “de servicios sanitarios rurales”.


Artículo 98.- Modificaciones Ley Subsidio Agua Potable. Derógase en el inciso tercero del artículo 10 de la ley Nº 18.778 la frase “entre sistemas rurales de agua potable específicos que cumplan los criterios de elegibilidad establecidos en el Reglamento”.


Artículo 99.- Modificaciones a Planta. Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 143, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1991, incorporando en la planta de directivos el cargo denominado Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales, y asígnesele el grado número 2 de la Escala Única de remuneraciones.

ARTICULOS TRANSITORIOS


ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO. El Reglamento de esta ley será dictado dentro de los 180 días siguientes a la fecha de su entrada en vigencia.


ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO. Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural existentes deberán solicitar su inscripción en el Registro de operadores de Servicios Sanitarios Rurales, para lo cual deberán acreditar la vigencia de su personalidad jurídica y la efectividad de estar prestando el servicio. Además, deberán especificar el área que sirven.


Dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, que acredite el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para obtener licencia o permiso de servicio sanitario rural, podrá solicitarla conforme a lo establecido en los artículos 20 y 40 y por los plazos establecidos en los artículos 17 y 41, según corresponda. En estos casos, no se requerirá la presentación de la garantía de seriedad del artículo 20 de esta ley, ni se aplicará lo dispuesto en los artículos 22, 23, 25, 26 y 27.


La licenciataria deberá presentar su Plan de Inversiones en el plazo que el Ministerio determine en el decreto de otorgamiento, el que en todo caso no podrá ser inferior a noventa días.


Dentro del plazo de dos años establecido en el inciso anterior, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, podrá solicitar el otorgamiento de un permiso de servicio sanitario rural provisorio. El permiso de servicio sanitario rural provisorio tendrá una vigencia de 5 años, y para su otorgamiento sólo será necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 1, 2, 3, 4 y 6 del artículo 40 de esta ley.


Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto, en los incisos segundo y cuarto precedentes, sólo se publicarán en el sitio electrónico del Ministerio, y se notificará por carta certificada al operador.


Presentada la solicitud de permiso o licencia para la etapa de distribución de agua potable, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección de aguas servidas. Sin perjuicio de lo anterior, la operación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.


Dentro del plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, no podrán otorgarse concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 en las áreas que estén siendo servidas por Comités o Cooperativas al momento de entrada en vigencia de esta ley.


En caso de no darse cumplimiento oportuno a lo indicado en los incisos primero y segundo o cuarto de este artículo, el Ministerio de Obras Públicas llamará a licitación del permiso o licencia.


El reglamento fijará el procedimiento para el otorgamiento de permisos o licencias, para la aprobación y presentación del Plan de Inversiones, y para la inscripción de los operadores en el Registro.


ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO. Los Municipios que al momento de entrar en vigencia esta ley, operen servicios de agua potable o saneamiento, podrán traspasarlos a un Comité o Cooperativa. En caso que un Comité o Cooperativa le requiera el traspaso del servicio sanitario rural, el Municipio respectivo deberá pronunciarse dentro de un plazo de noventa días contados desde el requerimiento.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO. Para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento. La primera fijación tarifaria será efectuada por la Superintendencia dentro del período de 5 años contados desde el término del plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio. En todo caso, las tarifas de las licenciatarias deberán fijarse dentro de los primeros dos años de dicho período. Para efectos de lo indicado anteriormente, la Superintendencia definirá, mediante resolución dictada en el plazo indicado en el artículo primero transitorio, un calendario regional de fijación tarifaria.



Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso en el período intermedio, se aplicará  el nivel tarifario que les corresponda, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.


Con todo, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, en tanto no entre en vigencia la primera fijación tarifaria referida, los precios que podrán cobrar los servicios de agua potable y saneamiento rural y demás cobros sujetos a fijación de precios, de acuerdo a lo señalado en esta ley, serán los vigentes a dicha fecha con sus respectivas indexaciones.


En todo caso, cada vez que se reajusten las tarifas, los prestadores deberán comunicar previamente los nuevos valores a la Superintendencia, e informarlos a los usuarios respectivos por algún medio idóneo que dicha Entidad autorice.


Para la primera fijación tarifaria, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, deberá entregar toda la información necesaria, sin perjuicio de aquella que se deba recabar directamente de los operadores rurales para tales fines, identificando claramente los bienes considerados como aportes de terceros.


ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO. Los Comités de Agua Potable Rural que se transformen a Cooperativas y las Cooperativas constituidas para la prestación de servicios sanitarios regulados en esta ley, cuando asuman o se adecuen al nuevo estatuto cooperativo del servicio sanitario rural, ante terceros, permanecerán responsables de todas las obligaciones y titulares de todos los derechos adquiridos durante su operación anterior, como una misma e idéntica persona jurídica. Sin que esta enumeración sea taxativa y sólo a vía enunciativa, entre tales obligaciones y derechos se comprenden los de carácter laboral, previsional, tributario, sanitario y medioambiental.


ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO. Los Comités de Agua Potable Rural que se conviertan a Cooperativas, las existentes y las nuevas que se constituyan para la prestación del servicio sanitario rural, que realicen la respectiva conversión, adecuación o constitución, pagarán hasta el diez por ciento de los aranceles notariales, del Conservador de Bienes Raíces correspondiente y de los costos de publicación en el Diario Oficial.


ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO. En el mismo plazo indicado en   el inciso segundo del artículo segundo transitorio, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales implementará un programa de regularización de obras y derechos de agua, de asistencia para la obtención de licencias o permisos, y de valoración técnica de los activos de los Comités y Cooperativas.


En el mismo plazo, la Subdirección podrá asistir a los Comités en el proceso de transferencia de los bienes y derechos que les traspasen las concesionarias de servicios sanitarios, en cumplimiento de los compromisos y acuerdos anteriores.



ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO.- Los derechos de aprovechamiento de aguas y los demás bienes, sean muebles o inmuebles, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, y que pertenezcan a alguna concesionaria de servicios sanitarios, podrán ser donados al Ministerio de Obras Públicas.


La escritura pública de donación, en la que se individualicen los bienes inmuebles y derechos de aprovechamiento de aguas donados, suscrita entre el donante y el Director General de Obras Públicas, el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales o el Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, en su caso, bastará como título suficiente para su inscripción a favor del Ministerio de Obras Públicas, en el Registro de Propiedades y en el de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo, así como para su anotación en el Registro Público de derechos de aprovechamiento de aguas a que se refiere el artículo 122 del Código de Aguas.


Estas donaciones estarán exentas del trámite de insinuación y del pago de todo tipo de tributos. Para proceder a la inscripción de los inmuebles no será necesario que se acredite el pago del impuesto territorial.


No se requerirá respecto de estas donaciones la autorización del Ministerio de Hacienda a que se refiere el  inciso segundo del artículo 4° de la ley N° 19.896.


ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO. Termínase la obligación para las Concesionarias de servicios sanitarios a que se refiere el artículo 2º transitorio de la ley Nº 19.549.


Para los efectos del presente artículo, las Concesionarias deberán rendir cuenta de su gestión dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, en los términos que fije el Reglamento. Adicionalmente, y dentro del plazo de un mes contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán entregar a los operadores, con copia al Ministerio, toda la información técnica, financiera, administrativa y contable del Comité o Cooperativa asistido, que obre en su poder.


ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO. Los bienes de propiedad de los Comités que se transformen en Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales, se considerarán como aporte inicial en carácter de reserva legal de conformidad con lo establecido en la Ley General de Cooperativas. En los casos que corresponda, según lo dispuesto en el artículo 12 de esta ley, los bienes que conforman la citada reserva legal tendrán el carácter de bienes indispensables.

Los derechos en las cooperativas de servicios sanitarios rurales cuyo titular era el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, se traspasarán por el solo efecto de esta ley a los demás socios de la cooperativa, a prorrata de sus aportes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, los bienes aportados o cedidos por el Servicio Nacional de Obras Sanitarias o sus antecesores a las cooperativas de servicios sanitarios rurales, a cualquier título, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, conformarán una reserva técnica de bienes fiscales, y se les aplicará lo dispuesto en el artículo 89 de esta ley.


ARTÍCULO UNDÉCIMO TRANSITORIO. Las Cooperativas que se transformaron en concesionarias de servicios sanitarios por aplicación del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, podrán en el plazo de seis meses contados desde la entrada en vigencia de esta ley, renunciar a esta calidad, ante el Ministerio, renuncia que será sancionada por el decreto respectivo, debiendo en tal caso adecuarse a las normas establecidas en la presente ley.


Para los efectos del inciso anterior, junto con la renuncia, deberán presentar la solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, conjuntamente con los antecedentes indicados en los numerales 1 y 2 del artículo 24 de esta ley. En caso de aprobarse su solicitud de licencia, estas cooperativas quedarán clasificadas para los efectos del artículo 77, en el segmento AAA.


ARTÍCULO DUODÉCIMO TRANSITORIO. Para la aplicación a servicios sanitarios rurales, de recursos provenientes del Banco Mundial o del Banco Interamericano de Desarrollo, en virtud de convenios suscritos con el Estado de Chile , vigentes a la fecha de publicación de esta ley, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, ejercerá la función de visar técnicamente los proyectos.


ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO. La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, iniciará sus funciones a partir de la entrada en vigencia del reglamento de esta ley.


ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO TRANSITORIO. El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Publicas quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO TRANSITORIO. Créase el Consejo Consultivo para la Orientación de la Política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales integrada en la forma que se dispone en el artículo 75 de esta ley. El Consejo sesionará por primera vez dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de esta ley.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 30 de marzo; 5, 11, 12 y 19 de mayo; 2 y 16 de junio; 7, 14 y 28 de julio de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pablo Longueira Montes (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel, Sergio Romero Pizarro y Mariano Ruiz-Esquide Jara (Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Hosain Sabag Castillo).


Sala de la Comisión, a 4 de agosto de 2009.

(Fdo.): Ana María Jaramillo, Abogado Secretario

6

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE REGULA SERVICIOS SANITARIOS RURALES

(6252-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en un Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”. 
A las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Obras Públicas, el Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia; el Jefe del Departamento de Programas Sanitarios de la Dirección de Obras Hidráulicas, señor Reinaldo Fuentealba; la Asesora de la Subsecretaría de Obras Públicas, señora Paola Navarro; el Asesor de la Subsecretaría de Obras Públicas, señor Enrique Canales; el Asesor del Subsecretario de Obras Públicas, señor Flavio Tapia; el Asesor del Ministro de Obras Públicas, señor Domingo Sánchez; y el ingeniero asesor de la Dirección de Obras Hidráulicas, señor Eric Figueroa; del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, la Fiscal del Departamento de Cooperativas, señora Raquel Cerda; y el Coordinador de Fiscalización del mismo Departamento, señor Luciano Achurra; de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el Abogado, señor Fuad Rumié.
Asimismo, concurrieron, especialmente invitados, de la Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU), el Presidente, señor Oscar Beltrán; el Presidente electo, señor Manuel Mundaca; la Vicepresidenta, señora Juana Beltrán; la Tesorera, señora Gloria Alvarado; el Secretario, señor Miguel Pizarro; y el Director, señor José Rivera.
- - - 
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.

- - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:




La Comisión aprobó las indicaciones números 2 G, 9 C, 13, 13 A, 15 C, 17 A, 18 A y 18 B, y los artículos 44, 45, 63 y 75 permanentes, y segundo y décimo quinto transitorios con modificaciones.
Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 12, 25, 30, inciso cuarto, 44, 45, 48, 59, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 72, 75 encabezamiento e inciso segundo, 76, 79, 84, 85, 89, 90, 96, 98 y 99 permanentes, y los artículos segundo, cuarto, sexto, séptimo, octavo, décimo, duodécimo y décimo quinto transitorios de la iniciativa legal, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Obras Públicas, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO

Establecer el estatuto jurídico de los servicios sanitarios rurales, identificando los siguientes objetivos en relación al diseño de la institucionalidad futura:

a) fortalecer la capacidad de gestión de las organizaciones comunitarias preservando su carácter participativo;

b) incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema APR, que pasará a ser el sistema de Servicios Sanitarios Rurales;

c) incorporar el saneamiento rural;

d) definir con claridad los diversos roles del Estado, y

e) considerar un período de transición que permita la gradual adaptación de las organizaciones comunitarias y los órganos de la administración, a las nuevas condiciones.
- - -

         DISCUSIÓN 

Previo al análisis específico de los artículos y de las indicaciones de competencia de la Comisión, el Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, efectuó una exposición en que comenzó señalando que el contexto del proyecto de institucionalidad de Servicios Sanitarios Rurales es el siguiente:
- 1.504 Comités de APR, 320 mil arranques, abastecen de agua potable a prácticamente 1.500.000 habitantes de zonas rurales concentradas.  (Cobertura de  AP, 98%; cobertura alcantarillado, 12%, aproximadamente 180.000 habitantes). 

- Gran diversidad de situaciones que coexisten en términos de tamaño, capacidad de gestión técnica, administrativa y financiera.
· 75% de estos comités poseen menos de 260 arranques, un 13% (194) posee más de 400 arranques; 
· Tan solo 23 servicios operan más de 1.000 arranques. 

- Su éxito y maduración plantean nuevos desafíos de sustentabilidad, considerando la gran diversidad de situaciones que coexisten. 

- Proceso participativo de elaboración del proyecto de ley: concurrieron, además de los representantes de organismos públicos, los propios dirigentes (FENAPRU y 1.800 dirigentes y dirigentas en jornadas de difusión).
A continuación, indicó que el proyecto de ley recoge, reconoce, valora y protege el capital social, constituido por organizaciones que nacen de la misma comunidad rural para facilitar su acceso a servicios básicos y vitales: agua y saneamiento.

Agregó que sus objetivos son institucionalizar el sector con el propósito de:  
·  Fortalecer la capacidad de gestión de las organizaciones comunitarias preservando su carácter participativo.
·  Incentivar la eficiencia económica y la sustentabilidad financiera del sistema APR.

·  Incorporar el Saneamiento Rural.

·  Abordar el tratamiento del sector rural disperso (aproximadamente 400 mil habitantes).

·  Definir con claridad los diversos roles del Estado.

·  Considerar gradualidad en el período de transición.

Explicó que los SSR específicamente permiten:

- Distribución de agua potable y recolección de aguas servidas. (Recolección será exigible una vez que esté aprobada la operación de las redes por la Subdirección).
- La existencia de soluciones para la disposición de las aguas servidas de carácter colectivo (Redes y PTAS) o descentralizadas (sistemas comunitarios, conjuntos residenciales y residencias individuales). 

- La producción de agua potable y el tratamiento y disposición de aguas servidas, podrán ser contratados a terceros por el operador.
Expresó que sus tipos de servicio serán:
- Servicio sanitario rural primario (consumo familiar,  pequeñas actividades comerciales o artesanales, u otros); y secundario (no puede afectar al primario).

Sistemas de APR sólo pueden ser operados por comités o cooperativas por medio de licencias o permisos:
- Permisos: Comité o Cooperativa, 10 años, renovables. 

- Licencias: sólo Cooperativas; Plan de Inversión, garantías de prestación del servicio, 30 años, renovables.  

Expuso que las herramientas para fortalecer la capacidad de gestión de las organizaciones comunitarias e incentivar la eficiencia económica serán las siguientes:

·  Catalogo de derechos y obligaciones de los operadores (cobro del servicio  y facultad de cortar el servicio; y exigencias en cuanto a calidad y universalidad del servicio).
·  Se establece catálogo de sanciones: aplicación debe considerar segmento del operador y establece procedimiento de reclamo.
·  Se establece un estatuto básico de responsabilidades de los dirigentes de los Comités: causales de censura y de incompatibilidad (con cargos de alcalde, consejero regional), y posibilidad de viáticos.

·  Tarifas fijadas cada 5 años, con intervención de  la SISS y participación de la comunidad. 

·  Principales instrumentos de apoyo del Estado: subsidio a la inversión e  inversión pública; asistencia y asesoría técnica a los operadores; subsidio a la demanda (ley N° 18.778). 
Expresó que la institucionalidad del  Estado está conformada por:

- Ministerio de Obras Públicas:

1) Determina Política Nacional.
Con información técnica de MINSAL, MINVU, MIDEPLAN, y CONAMA y orientación del Consejo Consultivo (integra entes públicos vinculados con el sector de dirigentes de Cooperativas, Comités, y Federaciones).

2) Ejecuta Política.
Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales: ejecutar programas de inversión; visación técnica de los proyectos y la puesta en operación de las obras; prestar asesoría a operadores; registro y clasificación de operadores.

- Superintendencia de Servicios Sanitarios: interviene entre otras materias, en la fiscalización técnica, y en la fijación de tarifas. 

- Ministerio de Salud: actúa en su ámbito de competencia.
- CONAMA: actúa en su ámbito de competencia.
- DECOOP (Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción): actúa en relación a las Cooperativas.

Sobre la etapa de transición señaló que comprende normas comunes para todos los operadores y materias como:

- Asistencia Subdirección SSR.
- Protección de exclusividad durante período de 2 años.
- Seis meses para registrarse (acreditar personalidad jurídica vigente y prestación de servicio).
- Tarifas: 5 años para la primera tarificación. Para licenciatarias dos años.
- Pueden solicitar permiso definitivo por 10 años o provisorio por 5 años (2 años para tramitarlo).
- Licenciatarios: 2 años para tramitar Licencia Definitiva.
- Se facilita transformación de los Comités que quieran pasar a Cooperativas.
El Subsecretario, señor Saldivia, destacó que en la primera etapa del primer trámite constitucional del proyecto de ley, la Comisión de Obras Públicas aprobó por unanimidad, tanto en general como en particular, la iniciativa legal.
El Honorable Senador señor Sabag manifestó que se trata de un muy buen proyecto, que se preocupa del saneamiento de aguas rurales. Consultó qué parte del mundo rural abarca, considerando los porcentajes de cobertura concentrada y desconcentrada de dicha población.
El Jefe del Departamento de Programas Sanitarios de la Dirección de Obras Hidráulicas (DOH), señor Fuentealba, informó que el sector denominado concentrado sobrepasa de 1.500.000 personas, lo que demuestra el gran avance que ha experimentado; el sector llamado desconcentrado alcanza aproximadamente a 400.000 personas, y existe un universo intermedio de población, definido como semiconcentrado, que se crea para ir focalizando las inversiones donde la rentabilidad socioeconómica de ellas sea mayor, cuyo parámetro de densidad es de un promedio de 80 habitantes y 8 viviendas por kilómetro cuadrado. Agregó que bajo el parámetro señalado anteriormente se considera un sector como desconcentrado, que hoy se aborda mediante un Programa y una glosa presupuestaria, y que con el proyecto pasa a ser una Subdirección la encargada del mismo.

El Honorable Senador señor Sabag planteó que se cubre el 98% del sector rural concentrado, debiendo focalizarse la inversión en el sector semiconcentrado y en el desconcentrado, y debe mejorarse la capacidad de gestión de los comités, porque muchos de ellos comenzaron con 30 beneficiarios, pero al crecer la población y aumentar los arranques y ampliaciones de los servicios se ha dificultado la administración.

Asimismo, propuso que, debido a lo costoso de las obras que se ejecutan, sean los propios entes los que puedan realizar las obras menores, traspasándoles directamente los recursos, dado que pueden lograr un gran ahorro para los usuarios y el Fisco, y se evita que los dineros no alcancen para la obra completa como ocurre actualmente.

Señaló que se trata de personas de escasos recursos, por lo que debe tenerse cuidado con la fijación de gastos y tarifas, y sería necesario escuchar a los representantes de los Comités.

Sostuvo que los Servicios de Salud deben encargarse de velar por la calidad del agua, pero no llegar al punto de revisar y visar la calidad de los materiales para construir, demorando varios meses la aprobación de los proyectos.
El Honorable Senador señor García expresó que las organizaciones de agua potable rural representan un sector muy grande de la población, por lo que hay experiencias muy buenas y otras malas, en que la inversión que se realiza por medio de los Gobiernos Regionales a veces se destina a sistemas de APR que nunca llegaron a funcionar, principalmente por fallas en la organización social que debe hacerse cargo de la administración del mismo. 

Manifestó compartir lo expresado por el Honorable Senador señor Sabag en orden a invitar a los representantes de la Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU), quienes plantearon ante la Comisión de Obras Públicas cuestiones problemáticas como la fijación de tarifas en las asambleas, lo que hace que no se relacionen con los costos efectivos que se deben solventar; que la distribución de subsidios entre zonas urbanas y rurales es desproporcionada a favor del área urbana, por lo que debiera garantizarse un cierto nivel de subsidio.

Indicó que la situación es más grave debido al cambio climático, lo que ha llevado a que comunidades rurales e indígenas pasen de febrero a mayo sin acceso al agua por falta de lluvia. Reiteró que se trata de un tema sensible que afecta a muchísimas personas, y que es la falla de la organización comunitaria para gestionar la que provoca el que los sistemas muchas veces no funcionen. 

El Subsecretario, señor Saldivia, expuso que el proyecto fue trabajado, discutido y acordado con las comunidades y sus dirigentes, y la iniciativa recoge los planteamientos de los representantes de FENAPRU, a excepción del que pedía la creación adicional de una Dirección en el MOP.

Observó que conocen la realidad del sector y se hacen cargo de sus deficiencias, algunas atribuibles al Estado como es la falta de una institucionalidad adecuada, cuestión que se aborda en el proyecto de ley, así como prácticamente todas las cuestiones problemáticas que afectan al sector, entre ellas, la fijación de tarifas que se regula en detalle en el Título V.

En la siguiente sesión, la Comisión recibió a los representantes de la Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU), cuyo Presidente electo, señor Mundaca, expresó su agradecimiento por la invitación de la Comisión, y señaló que el Presidente en ejercicio daría a conocer la opinión de la Federación.

El Presidente en ejercicio, señor Beltrán, indicó que la mesa de trabajo constituida para la elaboración del proyecto de ley comenzó en el año 2004, y la Federación participó desde esa época, por lo que se trata de una iniciativa elaborada en conjunto, donde contaron con todas las posibilidades de presentar observaciones y proponer cambios, los que fueron recogidos casi en su totalidad, dado lo cual esperan que se apruebe el proyecto cuanto antes.

El Presidente electo, señor Mundaca, manifestó que esperaban quedar exentos del pago por trámites antes los municipios como se dispone en el artículo 28 de la ley que regula las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias. 

El Subsecretario, señor Saldivia, planteó que la preocupación señalada precedentemente es válida, sin perjuicio de lo cual debe tenerse presente que el proyecto de ley establece que la única autoridad competente para otorgar permisos será la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales que se crea, la que no puede cobrar por los trámites.

La Tesorera de FENAPRU, señora Alvarado, destacó el trabajo que en forma gratuita realizan los comités de agua potable rural, y manifestó que resulta fundamental el lograr un marco legal que establezca la institucionalidad del sector.

La Vicepresidenta de FENAPRU, señora Beltrán, expresó su agradecimiento por el trabajo de la Comisión y de las autoridades, y solicitó que se legisle sobre la nacionalización del agua.
Posteriormente, el Subsecretario, señor Saldivia, realizó la siguiente exposición en formato power point, explicando los artículos del proyecto, a fin de que la Comisión tuviera un conocimiento general y completo de la iniciativa legal:

Título I. Disposiciones preliminares.

Artículo 1: Ámbito de vigencia.
Establece que la ley regulará la prestación del servicio sanitario rural.
- SSR será operado por Comités o Cooperativas a través de permisos o licencias otorgados por MOP.
- Excepcionalmente conforme al reglamento, servicio podrá ser operado por otra persona autorizada por el MOP previo informe favorable de la Autoridad Sanitaria Regional.
Artículo 2: Definiciones.
Incorpora definiciones relevantes para efectos de la aplicación de la ley.

Artículo 3: Reglamento.
Considera dictación del reglamento elaborado por el MOP previa consulta a organismos públicos que integran el Consejo Consultivo.

Título II. Del Servicio Sanitario Rural (SSR).
Artículo 4: Tipos de SSR.
Primario y secundario.
Artículo 5: SSR primario.
Aquel para uso doméstico (uso familiar, pequeñas actividades comerciales o artesanales, y otras que determine el reglamento).

Artículo 6: SSR secundario.
Aquella prestación de SSR que excede el uso doméstico; procede cuando está garantizada cobertura del SSR primario.

Artículo 7: Etapas de los servicios.
Define las cuatro etapas de los SSR: de producción rural de agua potable, de distribución, de recolección rural de aguas servidas y de tratamiento y disposición final.

Solicitada la distribución, el Ministerio la otorgará conjuntamente con la de recolección, la que será exigible una vez aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.
Título III. Licencias y Permisos.

Capítulo 1. Normas Comunes.

Artículo 8: Área de servicio.
El operador prestará el servicio dentro del territorio delimitado en el respectivo permiso o licencia.

Artículo 9: Derecho a usar bienes nacionales de uso público e imponer servidumbres. 

Regula el derecho que otorga la licencia o permiso para usar a título gratuito bienes nacionales de uso público para construir o instalar infraestructura de SSR.

Regula derecho a imponer servidumbres conforme a lo establecido en el Código de Aguas.
Artículo 10: Licencias o permisos vinculados.
Para el otorgamiento de una licencia o permiso que requiera de otra para la prestación integral del servicio, la SISS deberá exigir su existencia o la tramitación simultánea de ambas.

Artículo 11: Obligación de cobro conjunto. 

El operador de distribución debe cobrar y recaudar los valores correspondientes a producción, recolección y disposición.

Incumplimiento de estas obligaciones no puede afectar el servicio a los usuarios.
Artículo 12: Bienes indispensables. 

Regula los bienes indispensables para la prestación de los SSR, los que se entienden destinados a finalidad de utilidad y salubridad pública.

Enumeración - ejemplar - de bienes indispensables:

a) arranques de agua potable; b) uniones domiciliarias de alcantarillado; c) redes de distribución; d) redes de recolección; e) derechos de agua; f) captaciones; g) sondajes; h) estanques de regulación; e i) servidumbres de paso.

Son inembargables.
Tienen esta calidad todos los bienes aportados por el Fisco.
La Honorable Senadora señora Matthei observó que se declaran ciertos bienes como indispensables, los que en caso de perder dicha calidad y haber sido aportados por el Estado, pueden ser vendidos contando con la autorización del referido aportante, pero no se establece genéricamente que no se pueden vender los bienes indispensables.

El Subsecretario, señor Saldivia, señaló que el artículo 50 dispone que el uso y goce de bienes indispensables sólo pueden recaer en un operador, además de ser inembargables.

La Honorable Senadora señora Matthei indicó que lo central es que los bienes indispensables no se puedan vender, por lo que debiera ser indiferente si fue aportado por el Estado o no.

El Honorable Senador señor Sabag sostuvo que es frecuente que un bien indispensable deje de serlo y se traspase a otro comité, como puede ocurrir con un estanque de 10.000 litros que es reemplazado por uno de 30.000 litros.

Artículo 13: Licitación de nuevas licencias o permisos. 

MOP puede llamar a licitación pública para  nuevas licencias o permisos, y no podrá  denegarlos arbitrariamente.
Artículo 14: Transferencia.
Operadores podrán transferir a otros Comités o Cooperativas sus permisos o licencias, acordándolo por los 2/3 de la asamblea y debiendo solicitar autorización al MOP. 

Si la licenciataria opera en área urbana, puede transferir a la Empresa de Servicios Sanitarios (ESS) con autorización del MOP e informe de SISS, entendiéndose ampliada la concesión sanitaria.
Capítulo 2. De la licencia de SSR.

Artículos 15 a 17: Licencias.

- La licencia autoriza a una cooperativa para prestar un SSR.
- La licencia de distribución impide otorgar en su área de servicio otros permisos, licencias, o concesiones sanitarias.
- Excepción: si al segundo llamado a licitación no se presentan cooperativas interesadas.
- Licencias sólo pueden ser otorgadas a cooperativas.
- Plazo de vigencia de licencias: 30 años.
Artículo 18: Ampliaciones de las licencias.

- Licenciataria puede solicitar ampliaciones de su área de servicio.

- Si el área de ampliación solicitada está ubicada dentro del área urbana, la SISS informará si existe concesión del decreto con fuerza de ley Nº 382 en dicha área.

- Si se ha otorgado o solicitado concesión sanitaria urbana, la concesionaria es notificada para ampliar su territorio operacional (plazo 60 días). Si no responde oportunamente o lo hace negativamente, se tramita solicitud de ampliación del licenciatario.

Artículos 19 a 28: Licitación de la licencia.

- SISS deberá llamar a licitación de la licencia un año antes del término de su vigencia. Llamado debe publicarse y difundirse. 

- Bases deben contener valorización actualizada de inversiones necesarias efectivamente realizadas por operador anterior, financiadas con su patrimonio. Si no se renueva licencia, nuevo operador debe pagar al anterior.
- Solicitud de licencia se presenta a SISS acompañando garantía de seriedad (no podrá exceder de 100 UTM), y extracto se publica y difunde por medios de comunicación radial. Se establecen contenidos de la solicitud. 

- Todos los solicitantes de licencia deben entregar un Plan de Inversiones a 5 años a la SISS, en plazo de 90 días desde publicación del extracto.
- SISS recomienda adjudicación de licencia a solicitante que cumpliendo condiciones técnicas ofrezca condiciones económicas y sociales más ventajosas.
- Plazo de puesta en explotación de servicios puede ser considerado como criterio adicional. En caso de igualdad de condiciones se adjudicará al licenciatario anterior.
- MOP resuelve por decreto previo informe de SISS.
Artículo 21: Incorporación de nuevas zonas al área de servicio.
- Solicitada la licencia, SISS puede ampliar límites de área de servicio para incorporar áreas que por razones técnicas, económicas y sociales hagan conveniente sistema unitario. 

- MINVU y Municipio deben pronunciarse a solicitud de la SISS sobre suficiencia de la ampliación para satisfacer demandas habitacionales no cubiertas.
Artículo 29: Garantía.
- SISS exigirá a licenciataria una garantía que resguarde adecuada prestación del servicio.
- Monto se calculará considerando número de usuarios y sus condiciones socioeconómicas, y no podrá exceder el equivalente de 3 meses de costos de operación. 

- Licenciataria elegirá instrumentos de garantía entre los definidos por la SISS.
Capítulo 3. Caducidad, continuidad de la prestación del servicio y quiebra de la licenciataria.

Artículo 30: Caducidad.
- Regula caducidad de licencias que aún no entran en operación, en caso que no ejecuten obras del Plan de Inversión.

- Caducidad se declara por el MOP.
- Caducada licencia SISS puede por resolución fundada declarar que falta de la licencia afecta prestación de servicio de otra. Operador tiene plazo de 90 días para demostrar que puede mantener el servicio.
- Caducada la licencia, monto de garantía de servicio queda a beneficio fiscal.
Artículo 31: Retiro instalaciones.
Caducada la licencia, la cooperativa puede retirar las instalaciones, salvo los bienes indispensables.
Artículos 32 a 36: Declaratoria de riesgo y administración temporal.
- Habiendo entrado en operación la licenciataria, el MOP puede declarar en riesgo la prestación en base a informe de la SISS o de la Autoridad Sanitaria, si:

1) Condiciones de servicio no corresponden a las establecidas en la ley, reglamentación o decreto de otorgamiento, o

2) Si no cumple con su plan de inversión.
- Declarada en riesgo, cesarán en sus funciones Gerente y Consejo de Administración, y MOP designará administrador temporal por un plazo no superior a 6 meses,  prorrogable por una sola vez.
- Administrador tiene facultades del Consejo de Administración y del Gerente. Su función principal es promover designación nueva administración. Si cumplido plazo y su prórroga, no ha sido posible designación de nueva administración, MOP llamará a nueva licitación.
- Garantía de servicio es puesto a disposición del administrador temporal para  garantizar continuidad del servicio.
- Gerente y Consejo “cesados”, quedan inhabilitados por 5 años para ejercer dichos cargos en cualquier cooperativa.
Artículos 37 y 38: Quiebra de la Licenciataria.
En caso de quiebra, el Síndico velará por la adecuada provisión del servicio hasta su licitación.
MOP licitará licencia y bienes indispensables, dentro del plazo de un año de declarada la quiebra.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que debiera estudiarse una solución en que el síndico se encargue de la liquidación y un administrador temporal vele por la provisión del servicio.

El Subsecretario, señor Saldivia, explicó que respecto de la provisión del servicio, el Ministerio licitará la licencia y los bienes indispensables dentro del plazo de un año de que quede firme la sentencia que declara la quiebra, y sólo durante ese lapso el síndico es el encargado de velar por la referida provisión.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que sería preferible que tanto los bienes indispensables como la cartera de usuarios pasaran inmediatamente a un administrador temporal, sin que respecto de ellos intervenga un síndico.

El Subsecretario, señor Saldivia, en virtud a lo precedentemente planteado, se comprometió a presentar una indicación en el referido sentido en el trámite correspondiente ante la Honorable Cámara de Diputados, debido a que es una materia compleja, se requiere un debate más prolongado y nos encontramos finalizando la etapa del segundo informe de Comisión.
Capítulo 4. Del Permiso de SSR.
Artículos 39 y 41: Permisos.

- Permiso se otorga por el MOP a un Comité o Cooperativa para prestar un SSR.
- Otorgamiento de permiso de distribución impide otorgar en su área de servicio otros permisos, licencias, o concesiones sanitarias.
- MOP puede declarar en riesgo la prestación en caso que las condiciones de servicio no corresponden a las establecidas en la ley, reglamentación o decreto de otorgamiento.
- Declarado en riesgo, cesarán los órganos de dirección y administración.
- El MOP puede adoptar las medidas necesarias para asegurar la continuidad del servicio, mientras la asamblea designe nuevos órganos de administración.
- Plazo del permiso: 10 años.
Artículos 40 a 44: Solicitud, renovación y licitación del permiso. 

- Solicitud de permiso se presenta al MOP. Se establecen contenidos de la solicitud. 

- MOP resuelve en 30 días mediante decreto. 

- Derecho preferente de renovación para actual permisionario: debe pedir renovación al menos 6 meses antes de la fecha de extinción. 

- Si no se solicita oportunamente la renovación, o un interesado solicita la licitación del permiso dentro del plazo ya indicado, el MOP debe llamar a licitación.
- Llamado a licitación debe publicarse por el MOP y  difundirse en el Diario Oficial y en diarios y radios locales, y otros medios idóneos.
- Se establecen criterios de adjudicación (iguales a los de licitación de licencia). En caso de igualdad de condiciones se adjudicará al permisionario anterior.

Respecto del artículo 44, la Honorable Senadora señora Matthei consultó a qué se refieren las condiciones sociales más ventajosas mencionadas en el inciso tercero, porque le parece un concepto vago, que se presta para la utilización de criterios poco objetivos.

El Subsecretario, señor Saldivia, señaló que se hace dicha referencia para hacerlo concordante con la evaluación de calidad económica y social de MIDEPLAN a la que se someten la inversiones del MOP.

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que debiera referirse a la rentabilidad social y no a condiciones sociales más ventajosas.

El Subsecretario, señor Saldivia, manifestó que estudiarían la posibilidad de proponer una nueva redacción para el texto discutido precedentemente.
Título IV. De los Operadores. 

Capítulo 1. Derechos y Obligaciones de Operadores y Usuarios.
Artículo 45 a 49: Obligaciones de los operadores.
- Prestar servicios en la calidad y continuidad exigible (cantidad de horas diarias determinadas por la SISS).
- Deben mantener calidad en atención de usuarios.
- Son responsables de conservación de instalaciones y equipos.
- Operadores clasificados en AAA y AA deben destinar al menos 20% de su remanente al fondo de inversión o reposición. Se regulan instrumentos en los que debe ser mantenido el fondo. 
- El operador es responsable del arranque de agua potable y la unión domiciliaria; las instalaciones interiores del propietario del inmueble.
- Plan de Inversiones se actualiza cada 5 años. Debe actualizarse además en el caso que el Subsidio o Inversión Pública efectivamente recibido difiera  de lo solicitado.
La Honorable Senadora señora Matthei inquirió qué significa remanente para efectos del artículo 48.

El Subsecretario, señor Saldivia, expresó que remanente se refiere a los recursos distintos de aquellos que se requieren para operar.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó a qué podría destinarse el 80% restante de remanentes, en el entendido que estamos ante una tarifa fijada por un organismo externo.
El Asesor del Subsecretario de Obras Públicas, señor Tapia, señaló que los remanentes se destinan a nuevos fondos de inversión, recursos que quedan una vez deducido lo que se utiliza en gasto y amortización de la inversión existente.
La Fiscal del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, señora Cerda, manifestó que las cooperativas ya no tienen que constituir un fondo de reserva legal, a excepción de dos casos, y en esta ley se incorpora la referida exigencia precisamente para la reposición de bienes necesarios. Agregó que en la ley de cooperativas el remanente es el saldo favorable del ejercicio económico, y esas utilidades, con la norma en discusión del proyecto, implicaría que el 20% se usaría para el fondo de reserva legal y el 80% restante podría utilizarse para constituir fondos de reserva voluntarios, para que el saldo que quede una vez verificados los pasos anteriores se entiendan como excedentes, que pueden repartirse o destinarse a otro giro, dado que no se trata de cooperativas de giro único.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que lo anteriormente planteado tiene sentido cuando se trata de una cooperativa no monopólica en el rubro, pero que en el caso de los servicios sanitarios, con una tarifa fijada, debe analizarse bien la posibilidad de que existan excedentes y cómo se establece la tarifa con relación a la disposición que se discute. Asimismo, sostuvo que al tratarse de un servicio básico y regulado por la autoridad parece complicado que las cooperativas puedan tener fines de lucro y dedicarse a otros negocios.  

El Subsecretario, señor Saldivia, planteó que en la próxima sesión se entregaría una propuesta de redacción que aclare el uso de los remanentes y otra sobre el giro único o no que tengan las cooperativas incluidas en el proyecto de ley.

El Honorable Senador señor García señaló que son distintos los conceptos de lucro y de excedentes, y probablemente sería deseable que las cooperativas generen excedentes o formen reservas. Agregó que debe precisarse si las cooperativas tendrán o no un giro único.

Asimismo, respecto de la letra a) del artículo 45 de la iniciativa, expuso que en la primera oración “Prestar los servicios sanitarios a los usuarios, en la medida que sea técnica y económicamente factible.” debería sacarse la parte que sigue a la coma (,), dado que si no es técnica y económicamente factible prestar el servicio no deberían ser operadores, y podrían ampararse en esta norma  para no entregar el servicio.

El Subsecretario, señor Saldivia, manifestó que debe conciliarse la obligación de prestar el servicio con la necesidad de que exista agua y de que su explotación sea razonable desde el punto de vista económico. Agregó que podría hacerse referencia a la letra b) del artículo para especificar el contenido de la primera oración.
Artículo 50: Uso de instalaciones y equipos.
Corresponde al operador el uso y goce exclusivo de los bienes indispensables.
Artículo 51: Vertimiento de aguas tratadas en canales de regadío. 

En caso de no haber acuerdo con la organización de usuarios respectiva, operador puede solicitar autorización judicial para verter aguas servidas tratadas, siempre que sea la solución técnica y económicamente más adecuada.  

No se podrá afectar las actividades económicas que utilicen las aguas del canal.

Se hizo presente que, con fecha 4 de septiembre de 2009, la Excelentísima Corte Suprema respondió oficio del Presidente de la Comisión de Obras Públicas del Senado en que se consultaba su opinión sobre el artículo 51 del proyecto de ley.
Artículo 52: Derechos de los usuarios.
Obligaciones establecidas para los operadores constituyen el estatuto básico de los derechos de los usuarios.
Artículo 53: Derechos del Operador.
Entre otros:
- Cobrar por el servicio, reajustes, intereses y costos de cobranza, en su caso.
- Cobrar costos de reparaciones por daños.
- Suspender por no pago, previo aviso de 30 días, mal uso del servicio y daño a las instalaciones.
Artículo 54: Mérito ejecutivo.
Boletas o facturas tiene mérito ejecutivo. 

Artículo 55: Modificaciones de niveles de servicio.
MOP puede modificar niveles de servicio fundadamente, a proposición de la SISS.
Si la licenciataria presta servicio en área urbana, MOP puede modificar niveles debiendo la licenciataria modificar su Plan de Inversión.
Artículo 56: Facultad de acceso del operador.
Usuario debe permitir acceso a su inmueble al personal del operador.
Artículo 57: Inmueble que recibe el servicio.
En dicho inmueble quedan radicadas obligaciones derivadas del SSR.
Capítulos 2 y 3.
Artículos 58 a 62: Normas sobre dirigentes.
- Establece incompatibilidad entre cargos de alcalde y consejero regional respecto de cargos directivos, de administración o fiscalización de los comités y cooperativas. 

- Entre causales de cesación, incorpora condena por delito que merezca pena aflictiva.
- Permite que comité contemple renovación del Directorio por parcialidades. 

- Establece como causal de censura de dirigentes, la trasgresión de cualquiera de sus deberes legales o de algún derecho de un miembro del comité.
- Establece como causal de censura del Directorio del comité la no presentación de la cuenta anual de resultados o balance y su rechazo en dos oportunidades sucesivas por al menos 2/3 de la asamblea.
- Contempla que asamblea puede acordar viáticos destinados a gastos necesarios para el ejercicio del cargo de dirigente y su capacitación.
Título V. De las Tarifas.
Artículo 63: Reglas y principios generales.
- Las tarifas deben permitir recuperar costos indispensables de operación y mantenimiento.
- Adicionalmente podrán establecer distintos niveles de recuperación de los costos de inversión y reposición.
- Tarifas incluyen cargo fijo y cargo por metro cúbico.
- Tarifas serán determinadas por la SISS.
La Honorable Senadora señora Matthei señaló que las tarifas son fijadas por la Superintendencia, la que no puede extenderse a ámbitos que no estén expresamente facultados por la ley, y en el inciso segundo del artículo 63 se autoriza exclusivamente a que se recuperen los costos de inversión y reposición, y no se dice nada sobre la posibilidad de generar excedentes.  

Artículo 64: Determinación de la Tarifa de Autofinanciamiento.
Aquella que permite recuperar la totalidad de los costos de mantenimiento, inversión y reposición.
Se calcula a partir del costo total de largo plazo.
El Honorable Senador señor García consultó si actualmente las tarifas del agua potable rural pagan IVA, y que sucederá respecto del mismo tema con la nueva ley.

El Jefe del Departamento de Programas Sanitarios de la Dirección de Obras Hidráulicas, señor Fuentealba, indicó que los usuarios de los comités están exentos del IVA siempre que sean socios del mismo.
Artículo 65: Procedimiento de determinación de nivel tarifario.
- Es aquel calculado por la SISS rebajando de la Tarifa de Autofinanciamiento el subsidio o la inversión pública.

- SISS podrá agrupar sistemas tipo. Asimismo, en atención al tamaño o singularidades técnicas, geográficas o de otra especie, definirá sistemas de tarificación individual.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que si el caso base respecto de las tarifas es la de autofinanciamiento del artículo 64, parece más lógico colocar las reglas de los incisos segundo y tercero dentro de las reglas y principios del artículo 63.  

El Subsecretario, señor Saldivia, expresó que estudiarían la situación precedentemente planteada, porque la intención es evitar tener tantos procedimientos de fijación tarifarios como casos existan, por lo que debe quedar claro que se pueden agrupar los casos desde el comienzo del proceso.

Artículo 66: Procedimiento de determinación de la tarifa a cobrar al usuario.
- Se determina para cada SSR y es aquella que debe pagar efectivamente el usuario.
- Comunicado el nivel tarifario al operador, lo pone en conocimiento de la asamblea, quien en un plazo de 60 días, podrá aceptar o acordar su variación hasta en un 5%, siendo ésta la Tarifa a Cobrar al usuario.
- Si solicita variación superior, deberá presentar a su costa una contrapropuesta a la SISS, quien resuelve en plazo de 60 días.
- Si Asamblea no se pronunció o no contestó en plazo, tarifa a cobrar al usuario corresponderá a la informada por la SISS.
- Las tarifas serán fijadas mediante decreto del MINECON.
Artículo 67: Período tarifario.
Tarifas serán determinadas cada 5 años.
Artículo 68: Reajustabilidad de la tarifa.
Cada vez que IPC acumule variación del 5%, o que alguna variable de costo relevante aumente 3%.
Artículo 69: No discriminación.
No se podrán hacer distinciones para el cobro, salvo entre servicios sanitarios rurales primarios y secundarios.

Artículo 70: Obligado al pago.
El ocupante de la propiedad a cualquier título.

Artículo 71: Prestación regulada.
Prestaciones de carácter sanitario efectuadas por el operador bajo condiciones monopólicas serán tarificadas de conformidad con este título.

Título VI. Institucionalidad.

Capítulo 1. Política Nacional de SSR.
Artículo 72: Política de asistencia y promoción.
- MOP, con información técnica de MINSAL, MIDEPLAN, MINVU, CONAMA, determinará política de inversión, asistencia técnica y  financiera, supervisión y promoción para los operadores de SSR.
- Deberá considerar habitantes rurales de zonas desconcentradas

- La política se definirá y ejecutará por el MOP.

Artículos 73 y 74: Reconocimiento y Principios.
Se reconoce la función social y rol integrador de las organizaciones sociales que conforman los SSR, y se establecen principios orientadores de la política.

Artículo 75: Consejo Consultivo.

- Orientará  la política y facilitará coordinación de los programas de asistencia y promoción que desarrollan los entes públicos.

- Está integrado por los servicios públicos vinculados con el sector: MOP, MINHA, MINECOM, MINSAL, MINVU, MIDEPLAN, CONAMA, SUBDERE, la Asociación de Municipios (9) y dirigentes  de Cooperativas, Comités, y Federaciones o Confederaciones (9). 

- En el inciso segundo se establecen disposiciones para facilitar la participación y funcionamiento efectivo: 

El Consejo sesionará al menos dos veces al año.
Los integrantes del Consejo que representen a las organizaciones (9) percibirán una asignación para gastos de traslado, alojamiento y alimentación, por cada sesión a la que asistan, con cargo al MOP.
Capítulo 2. Del registro y clasificación de los Operadores.
Artículo 76: Registro de los Operadores de SSR.
- MOP tendrá a su cargo el Registro Público de Operadores, de permisos y licencias otorgadas, y demás antecedentes que el reglamento establezca.
- El Registro debe estar actualizado y disponible para consulta en el sitio electrónico del MOP.
Artículos 77 y 78: Clasificación de los Operadores.
- Operadores se clasifican en tres segmentos: AAA, AA y A (MOP clasifica).
- Criterios de clasificación: calidad de la gestión técnica, administrativa y financiera y características del sistema servido. (Por ejemplo: población abastecida, condiciones socio económicas de la población, grado de aislamiento, entre otras).
- Vigencia clasificación: cinco años. Operador, SISS o DECOOP pueden solicitar reclasificación. 

Capítulo 3. Subdirección de SSR.
Artículo 79: Subdirección de SSR.
Se crea en la Dirección de Obras Hidráulicas del MOP la Subdirección de SSR, a cargo de un funcionario que tendrá el título de Subdirector.

Artículo 80: Funciones.
- Órgano especializado responsable de ejecutar la política de SSR.
- Formular y evaluar proyectos de SSR.
- Contratar la inversión sectorial y actuar como unidad técnica para la contratación de la inversión de los GORE u otras instituciones públicas en materias relacionadas con SSR.
- Le corresponde la visación técnica de los proyectos. 

- Encargado de prestar asesoría a operadores, directamente o por medio de terceros. 

- Revisar, previa consulta a la Superintendencia, el Plan de Inversión.
- Aprobar, directamente o por medio de terceros, la puesta en operación de las obras de cada operador.
- Pedir informes y auditar la contabilidad de operadores.
Artículo 81: Facultad de acceso de los funcionarios de la Subdirección.
Se regula el acceso por parte de los funcionarios a las instalaciones de los operadores.

Artículo 82: Designación de administrador temporal.
- MOP podrá designar administradores temporales, que integren un registro especial, administrado por la Subdirección.

- Reglamento establecerá requisitos para ingresar, permanecer o ser eliminados del registro.
Artículo 83: Información.
- Facultad de la Subdirección para requerir información  a los operadores.

- Obligación del Operador de informar del hecho esencial a la Subdirección; y a la autoridad sanitaria si afecta las condiciones sanitarias.

Capítulo 4. Inversión pública y subsidios en los SSR.
Artículo 84: Inversión pública.
- La inversión para promover, formar e instalar SSR nuevos, la define el MOP conforme al proceso de selección.
- Se puede considerar el aporte de los beneficiarios.
- Por razones de emergencias MOP puede definir inversión sin sujeción al procedimiento de selección establecido en artículos siguientes.
Artículo 85: Subsidio a la inversión.
- Se amplía el subsidio a la inversión del artículo 10 de la ley N° 18.778 a la etapa de saneamiento.
- La infraestructura financiada tendrá carácter de reserva legal y bien indispensable y se denominará “Fondo de Reserva Subsidio Estatal”.
- La selección de los estudios, proyectos y obras se hará conforme al proceso de selección señalado.
Artículo 86: Criterios de elegibilidad.
MOP con consulta al GORE define criterios de elegibilidad y características de proyectos a financiar. Se podrán considerar requisitos diferenciados para cada uno de los segmentos de operadores.
Artículo 87: Procedimiento de selección de proyectos.
- Procedimiento de selección de proyectos aplicable a sistemas nuevos  (inversión) y existentes (subsidio).
- Operadores presentan solicitudes de financiamiento total o parcial de proyectos a la Subdirección.
- MOP presenta a GORE listado de proyectos evaluados que cumplan criterios de elegibilidad. GORE selecciona proyectos beneficiados.
- Se compromete financiamiento hasta plena ejecución, aun cuando comprometa posteriores ejercicios presupuestarios

- Otras entidades que aportan recursos para el financiamiento de los estudios, proyectos u obras de SSR se rigen por este mismo procedimiento.
Artículo 88: Ventanilla única.
- Subdirección único encargado de ejecutar programas de inversión en SSR. 

- Subdirección podrá suscribir convenios con otros organismos públicos para contratación de programas de inversión para SSR.
Artículo 89: Bienes aportados por el Estado.
- Estado transferirá a cualquier título a los operadores las obras o proyectos que integren un sistema sanitario rural construido con fondos públicos.
- Derechos de aprovechamiento de aguas fiscales se transferirán en tanto sean utilizados para la provisión de los servicios.

- Estos bienes tienen el carácter de indispensables, y se transfieren a título gratuito en caso de cambio de operador.

- Bienes se considerarán aportados por terceros para fines tarifarios.
Artículo 90: Expropiaciones y donaciones.
- Declaratoria de utilidad pública de inmuebles necesarios para la prestación de SSR.
- Se establece la facultad para el MOP de recibir donaciones para obras de SSR, incluyendo aportes parciales de los operadores para las expropiaciones.
Artículo 91: Regularización de bienes.
Se establece una presunción de posesión material a favor del operador de SSR.

Capítulo 5. De la regulación y fiscalización.
Artículo 92: Superintendencia de Servicios Sanitarios.
Ejercerá las mismas facultades de la ley N° 18.902, que la crea, respecto de todo operador de un SSR.
Artículo 93: Condiciones especiales de servicio.
SISS podrá considerar, a través de instrucciones y órdenes, condiciones especiales de servicio a los operadores.
Artículo 94: Rol del DECOOP.
El DECOOP dentro del ámbito de sus funciones dictará normas necesarias para facilitar aplicación de la ley.
Artículo 95: Mecanismos de autorregulación y transparencia.
El reglamento establecerá mecanismos de autorregulación y transparencia de gestión y resultados de los operadores de SSR.
Artículo 96: Sanciones.
- Se establece catálogo de sanciones (multas a beneficio fiscal) para aplicar por la SISS a los operadores; sin perjuicio de otras sanciones que corresponda aplicar a ésta o a otros organismos por otras leyes.
- Para la determinación del monto de las multas, se deberá considerar el segmento en el cual esté clasificado el Operador.

- Se hace extensivo el procedimiento de reclamación ante SISS de la ley N° 18.092.
Artículo 97: Modificaciones Ley de Cooperativas.
Se reemplazan las Cooperativas de Agua Potable por las Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales.
Artículo 98: Modificación Ley del Subsidio de Agua Potable.
Subsidio establecido en artículo 10 se amplía a todas las etapas de la prestación de SSR.

Artículo 99: Modificaciones a planta.
Se crea el cargo de Subdirector de SSR.
Artículos transitorios.
Artículo 1°.
Reglamento será dictado dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigencia.
Artículo 2°.
- Se establece sistema de ingreso para operadores existentes.
- Seis meses para registrarse (acreditar personalidad jurídica vigente y prestación de servicio).
- Protección de exclusividad para operadores durante período de 2 años, dentro del cual deberá formalizar solicitud de licencia o permiso.
- Licenciatarios: 

Deben tramitar licencia en plazo de 2 años;

No deben presentar garantía de seriedad;

No se aplica procedimiento licitatorio;

Presentan Plan de Inversión en plazo que fije decreto de otorgamiento.
- Permisionarios: pueden solicitar permiso definitivo por 10 años  o provisorio por 5 años (menores requisitos).
Artículo 3°.
- Posibilidad para que municipios traspasen a los operadores Servicios de Agua Potable o Saneamiento.
- Plazo de 90 días para responder en caso que el traspaso sea requerido  por un operador.
Artículo 4°.
- Plazo para la primera tarificación: 5 años. 

- Para licenciatarias la primera tarificación debe realizarse en dos años.

- SISS establecerá calendario regional de fijación tarifaria.

- A los operadores que ingresen en el período intermedio, se les aplica el nivel tarifario correspondiente por lo que reste.
- Mientras no se fije la tarifa se extiende la aplicación de las tarifas vigentes con sus indexaciones.
Artículo 5°.
Continuidad legal de derechos y obligaciones en caso de transformación de Comité a Cooperativa.
Artículo 6°.
- Rebajas para Comités que se transforman en Cooperativas, y Cooperativas nuevas y existentes, en aranceles notariales, conservador y gastos de publicación en el Diario Oficial.
Artículo 7°.
Subdirección SSR asistirá en regularización de obras y derechos de aguas, en valoración técnica de los activos y en obtención de licencias o permisos. También asistirá en el proceso de transferencia de bienes y derechos desde las sanitarias.
Artículo 8°.
Facilita traspaso de bienes y derechos utilizados para la prestación de SSR, desde concesionarias de servicios sanitarios al MOP.

Artículo 9°.
Termina la obligación de las concesionarias de servicios sanitarios del artículo 2° transitorio de la ley N° 19.549 (actuar como unidad técnica). Establece plazo para rendir cuenta (1 año) y para entrega de información a operadores y MOP (1 mes).
Artículo 10
- Bienes aportados en la transformación de Comités a Cooperativa constituyen reserva legal durante vigencia de la Cooperativa. Además constituyen bienes indispensables si corresponde.
- Derechos en Cooperativas que eran del SENDOS se traspasan al resto de los socios, a prorrata.
- Bienes aportados por SENDOS o antecesores a Cooperativas de SSR, que estén siendo utilizados para la prestación de SSR, forman parte de la reserva técnica de bienes fiscales y son bienes indispensables.
Artículo 11
Derecho de retracto para las Cooperativas que se hayan transformado en concesionarias de servicios sanitarios (artículo 6 del decreto con fuerza de ley 382, de 1988).

Artículo 12
Establece que para la aplicación de fondos del Banco Mundial o del BID, vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la ley, la Subdirección SSR visará técnicamente los proyectos.

Artículo 13
La Subdirección inicia sus funciones a la fecha de entrada en vigencia del reglamento.

Artículo 14
El Presidente nombrará transitoria y provisionalmente al Subdirector SSR, en tanto se efectúa el proceso de selección por la Alta Dirección Pública.
Artículo 15
- Crea el Consejo Consultivo.
- Establece plazo de un año, contado desde la entrada en vigencia de la ley, para su primera sesión.
En la siguiente sesión, el Subsecretario, señor Saldivia, manifestó que respecto de las materias e inquietudes planteadas en la anterior sesión de la Comisión, el Ejecutivo prefería dejar lo relativo al giro único de las cooperativas y los comités para el segundo trámite constitucional, dado que requería un estudio más extenso de las posibles modificaciones al proyecto de ley.
La Honorable Senadora señora Matthei señaló que lo importante es que no se dediquen a otras actividades productivas y no se efectúe una transferencia de precios y recursos desde el servicio sanitario a las otras actividades que desarrolle la cooperativa.
El Honorable Senador señor García planteó que, de acuerdo al artículo 28 de la ley 19.418 que establece normas sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, dichos entes están exentos de todas las contribuciones, impuestos y derechos fiscales y municipales con la sola excepción del IVA, por lo que para que los usuarios de los servicios de comités y cooperativas queden exentos de dicho tributo es necesario que se diga expresamente en la ley. 

El Subsecretario, señor Saldivia, indicó que el Servicio de Impuestos Internos ha interpretado hasta ahora que en la relación de los comités y cooperativas con sus socios no hay afectación al referido impuesto, pero el SII puede cambiar su interpretación y se requiere un trabajo conjunto con dicho Servicio a fin de excluir la posibilidad de que la relación quede gravada.
El Honorable Senador señor Sabag planteó que se requiere que quede establecido que los comités o cooperativas pueden transferir sus bienes que queden en desuso a otras comunidades que los necesiten.

El Subsecretario, señor Saldivia, expresó que los bienes financiados por el Fisco son transferidos al comité o cooperativa, y pasan a ser indispensables y a formar parte del fondo de reserva legal, por lo que para traspasarlos a cualquier título deben desafectarse con autorización del Fisco. Agregó que no está contemplado que el Fisco fije condiciones, como traspasar bienes a título gratuito, y el único bien que de desaparecer el comité o cooperativa debe regresar al Fisco son los derechos de agua.
La Honorable Senadora señora Matthei propuso a los representantes del Ejecutivo estudiar la posibilidad de que al transferir bienes del Estado a las organizaciones que prestan los servicios, se puedan poner condiciones respecto de su posterior transferencia a otros entes.

El Subsecretario, señor Saldivia, señaló que estudiarían lo anteriormente planteado.

- - -

Las disposiciones de competencia de la Comisión se reseñan de manera sumaria a continuación:

Artículo 12

Su texto es el siguiente:

“Artículo 12.- Bienes indispensables. Se entienden destinados a finalidades de utilidad y salubridad pública, los bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales.


Los bienes se considerarán indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, desde el otorgamiento de la licencia o permiso, desde su adquisición o regularización, o desde su puesta en operación, según corresponda.


Serán bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, entre otros, los siguientes:


a) arranques de agua potable


b) uniones domiciliarias de alcantarillado 


c) redes de distribución


d) redes de recolección


e) derechos de agua


f) captaciones


g) sondajes


h) estanques de regulación


i) servidumbres de paso


En caso que los bienes indispensables aportados por el Estado conforme a lo dispuesto en el artículo 90 de esta ley, pierdan tal calidad, el Operador deberá contar con la autorización de la Superintendencia de Servicios Sanitarios para enajenarlos. No se requerirá dicha autorización cuando la enajenación sea resultado de un reemplazo o mejora.


Los bienes indispensables tendrán el carácter de inembargables, siéndole aplicable lo establecido en el número 17 del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 2 E, 2 F y 2 G:

La indicación número 2 E de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar las siguientes letra j) y k), nuevas:


“j) plantas de producción de agua potable y plantas de tratamiento de agua servida.


k) inmuebles en que estén adheridos alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h) y j) anteriores.”.
La indicación número 2 F de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso cuarto, la frase “de la Superintendencia de Servicios Sanitarios” por “de la Subdirección”.
La indicación número 2 G del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “mejora”, las frases “, los que, en todo caso, deberán ser informados de manera documentada y previa a su realización a la Superintendencia de Servicios Sanitarios”.
- En votación, las indicaciones números 2 E y 2 F fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.
- En votación, la indicación número 2 G fue aprobada, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

Artículo 25

(Artículo 26 del texto aprobado en general por el Senado)

Es del siguiente tenor:

“Artículo 26.- Criterios de recomendación para la adjudicación. La Superintendencia recomendará la adjudicación de la licencia a la solicitante que, cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas y sociales más ventajosas para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Cuando el interés general lo haga necesario se considerará el plazo de puesta en explotación de los servicios, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará la licencia al que tenga en ese momento la calidad de titular de la misma.


Con todo, la tarifa ofrecida por el solicitante al que se proponga adjudicar, no podrá ser superior a la determinada por la Superintendecia de conformidad al Título V de esta Ley.”.
En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 9 C y 9 D:

La indicación número 9 C de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero, la forma verbal “recomendará” por “propondrá al Ministerio”.

La indicación número 9 D del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso primero, a continuación de “condiciones económicas”, la expresión “, ambientales”.
El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, manifestó que de conformidad a lo discutido en la sesión anterior, el Ejecutivo consideraba pertinente modificar la referencia del inciso primero a las condiciones sociales más ventajosas por “una evaluación social más favorable”, y agregó que la misma enmienda debiera hacerse en el artículo 44.
- En votación, la indicación número 9 C fue aprobada, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

- En votación, la indicación número 9 D fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

Artículo 30, inciso cuarto
(Artículo 31 del texto aprobado en general por el Senado)


El artículo 30 establece la caducidad de la licencia otorgada para la prestación de servicios sanitarios, si antes de entrar en operación no se ejecutaren las obras correspondientes al Plan de Inversión necesarias para poner el servicio en explotación.
En este artículo recayó la indicación número 11 A de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Caducada la licencia, el monto de la garantía a que se refiere el artículo 30 quedará a beneficio fiscal.”.
La Honorable Senadora señora Matthei consultó cuál es el monto de la garantía.

El Subsecretario, señor Saldivia, expresó que el artículo regula la pérdida de la licencia antes de que entre en operaciones el servicio por no realizar las inversiones comprometidas dentro del plazo individual que se le otorgó. 

El Honorable Senador señor Sabag inquirió a quién se le otorga la referida licencia.

El Subsecretario, señor Saldivia, señaló que las licencias sólo se pueden otorgar a cooperativas, y la caducidad se refiere sólo a nuevas licencias respecto de zonas en las que no existe servicio. Agregó que el Estado sigue cumpliendo su rol como hasta ahora, realizando las inversiones necesarias.

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó cómo debía operarse respecto de una comunidad que no tiene ningún servicio y quiere acceder al agua potable.
El Honorable Senador señor García solicitó que se explicara lo mismo que se planteó precedentemente partiendo del agua como recurso necesario, dado que muchos proyectos fracasan cuando descubren que no hay agua o no es suficiente para las necesidades a satisfacer.

El Honorable Senador señor Escalona manifestó que de acuerdo a letra g) del artículo 2º, las licencias corresponden sólo a las cooperativas, por lo que consultó si es así o también los comités pueden acceder a las licencias.

El Subsecretario, señor Saldivia, explicó que efectivamente las licencias son sólo para las cooperativas, y que el transformarse en cooperativa por parte de un comité es una opción, no una obligación. La diferencia entre licencia y permiso es que el primero dura 30 años renovables y el segundo 10 años renovables.

El Honorable Senador señor Escalona consultó si existe una renovación automática de los permisos y licencias existentes cuando se apruebe la ley en trámite.

El Subsecretario, señor Saldivia, sostuvo que existe un período de transición de 2 años en el que se otorga una protección, dentro del cual las cooperativas y comités deben formalizar sus licencias y permisos de conformidad al artículo segundo transitorio, donde lo clave es la determinación del territorio dentro del cual prestan servicios.

Asimismo, observó que actualmente una comunidad en primer lugar tiene que constituirse como comité, luego debe optar a los fondos públicos, y si no existe agua asegurada, la DOH pide un estudio de prefactibilidad que determine si hay agua, y cuáles serían los costos de extracción y producción, una vez definida la prefactibilidad el comité debe postular a la factibilidad y diseño, y en caso que el Gobierno Regional apruebe los fondos necesarios se pasa a la construcción.
El Honorable Senador señor Sabag inquirió  cuánto tiempo aproximado lleva cada etapa.

El Subsecretario, señor Saldivia, señaló que se requiere al menos un año.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó cuál será el procedimiento desde el inicio una vez que entre en vigencia la ley que se propone. 
El Subsecretario, señor Saldivia, expresó que el Estado tiene un rol de fomento y apoyo a las comunidades, y el comité que se constituye como tal, conforme a la normativa que regula a las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias funcionales, pide el permiso para prestar el servicio lo que lo habilita para postular a fondos públicos sin necesidad de tener un plan de inversión todavía. Observó que constituido un comité como tal, el Estado no puede denegar el permiso a menos que el territorio al que postula ya esté asignado a otro comité o cooperativa.

El Honorable Senador señor García indicó que en la Ley de Presupuestos el Programa de agua potable rural tiene asignado un total de 27.612 millones de pesos, y consultó si constituidos como comités la relación con el Estado para obtener financiamiento siempre será vía Gobierno Regional o no.

El Subsecretario, señor Saldivia, manifestó que actualmente la relación es así, vía Gobierno Regional, y en el último tiempo se han introducido modificaciones tendientes a que la asignación por regiones sea mediante organismos que aseguren una adecuada distribución entre las mismas según el número de proyectos que tenga cada una. Agregó que en el proyecto de ley el mecanismo de asignación no cambia en lo sustancial, sin perjuicio de que se introduce un mecanismo de concursabilidad de los fondos públicos.

La Honorable Senadora señora Matthei planteó que la norma en discusión discurre sobre la base de una licencia que ha sido otorgada, y las cooperativas se constituyen cuando existe un sistema organizado y con una cierta estructura, y consultó quién fiscalizará el correcto funcionamiento de los mencionados entes.

El Subsecretario, señor Saldivia, indicó que actualmente el 10%  de los sistemas están abastecidos por cooperativas, y que unos años atrás se realizó una modificación a la ley que regula las cooperativas con el objetivo de mejorar la fiscalización y el proyecto de ley establece facultades y recursos adicionales para el Departamento de Cooperativas en la materia. 

La Honorable Senadora señora Matthei señaló, respecto de la garantía, que el monto que pasa al Fisco ha sido aportado por todos los partícipes de la cooperativa, que además se quedan sin servicio.

El Honorable Senador señor Sabag inquirió por el monto de la garantía. 

El Subsecretario, señor Saldivia, explicó que el monto es una estimación que no puede exceder al costo de tres meses de operación del sistema. Respecto de los recursos para constituir la garantía, señaló que se estimó que los usuarios no pueden sólo recibir protección del Estado sino que deben asumir alguna responsabilidad.

El Honorable Senador señor Escalona consultó si existen comités con unos 25 ó 30 años de antigüedad, que presten servicios a un número elevado de usuarios en localidades que no son pequeñas.

El Jefe del Departamento de Programas Sanitarios de la DOH, señor Fuentealba, expresó que existen algunos comités con las características referidas, y otros con más de 500 arranques, pero que son más nuevos, y puso como ejemplos los comités de San Pedro de Atacama y Entre Lagos.

El Subsecretario, señor Saldivia, sostuvo que no existe una regla, porque en 40 años de historia se encuentran con cooperativas más grandes que empresas de servicios sanitarios con concesiones reguladas por la ley general respectiva. Agregó que existe una cierta tendencia a que las cooperativas se conviertan en empresas sanitarias, lo que no ha resultado muy exitoso, por lo que en el proyecto se les otorga la posibilidad de retornar a la forma jurídica de cooperativa, y que los comités se transformen en cooperativas, cuestión que ha ofrecido mejores resultados, por lo que la iniciativa tiende a facilitar la referida conversión.

El Honorable Senador señor Sabag consultó si el constituirse en cooperativa tenía alguna otra ventaja aparte del plazo de la licencia. 

El Subsecretario, señor Saldivia, expresó que desde el punto de vista estatal se tiende a que las exigencias sean mayores para las cooperativas, y por eso el beneficio del plazo de la licencia, además se considera que por su tamaño tienen más posibilidades de autofinanciar parte de los gastos, focalizando la inversión en los comités más pequeños.
- En votación, la indicación número 11 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

Artículo 44

(Artículo 45 del texto aprobado en general por el Senado)

Su texto es el siguiente:

“Artículo 45.- Licitación del permiso. El llamado a licitación del permiso pronto a extinguirse y sus bienes indispensables, se publicará por el Ministerio en la forma establecida en el artículo 23 de esta ley.


Si hubiera otros interesados en el permiso, éstos deberán presentar al Ministerio, dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el inciso primero, una solicitud de permiso en los términos establecidos en el artículo 41 de esta ley.


Vencido el término anterior, el Ministerio adjudicará, en un plazo máximo de 60 días, el permiso al solicitante que cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas y sociales más ventajosas para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Se podrá considerar, entre otros, el plazo de puesta en explotación de los servicios ofrecidos, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará el permiso al que tenga en ese momento la calidad de titular del mismo.


Se aplicará para la licitación del permiso, lo dispuesto en los cinco incisos finales del artículo 19 de esta ley.”.
En este artículo recayó la indicación número 12 B del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso tercero, a continuación de “condiciones económicas”, la expresión “,ambientales”.

- En votación, la indicación número 12 B fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, observó que en este artículo correspondía efectuar la misma enmienda realizada en el artículo 25 para cambiar la referencia a condiciones sociales más ventajosas por una evaluación social más favorable.

Puesto en votación el artículo fue aprobado, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

Artículo 45

(Artículo 46 del texto aprobado en general por el Senado)

Es del siguiente tenor:

“Artículo 46.- Obligaciones de los operadores. Los operadores de servicios sanitarios rurales tendrán las siguientes obligaciones:


a) Prestar los servicios sanitarios a los usuarios, en la medida que sea técnica y económicamente factible. Esta obligación comprende la certificación de la factibilidad de servicio. En caso que existan discrepancias entre el usuario y el operador, en cuanto a las condiciones de prestación del servicio, la Superintendencia resolverá las diferencias mediante una resolución fundada.


Los servicios sanitarios deberán prestarse a los Usuarios, en la cantidad que corresponda, y en la calidad exigible conforme a las normas respectivas, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio de Salud y de la Superintendencia.


b) Garantizar la continuidad del servicio entregado, en el sentido que éste sea prestado durante la cantidad de horas diarias que se determine por la Superintendecia, conforme a las características técnicas exigibles a cada segmento; salvo, las interrupciones que se produzcan por fuerza mayor o por necesidad indispensable para la prestación del servicio, debidamente programadas y comunicadas con anticipación a los usuarios, según lo establecido en el Reglamento.


c) Mantener el nivel de calidad en la atención de usuarios y prestación del servicio que defina el Reglamento.


d) Prestar y operar los servicios sanitarios rurales, dando estricto cumplimiento a las obligaciones, restricciones y prohibiciones establecidas en esta Ley y su Reglamento, en la normativa sanitaria y ambiental, y en las demás normas y disposiciones legales, reglamentarias y administrativas vigentes; así como a las instrucciones que impartan las autoridades competentes en el ejercicio de sus atribuciones.”.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, expuso que de acuerdo a lo discutido en la sesión pasada, sería conveniente precisar en la letra a) del artículo, que la prestación de los servicios en la medida que sea técnica y económicamente factible tiene como parámetros y límites los establecidos en la letra b) de la misma norma.

Puesto en votación el artículo fue aprobado, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

Artículo 48

Establece el fondo de reposición y reinversión. Los operadores que conforme a la clasificación de esta ley, pertenezcan a los segmentos medio y alto, deberán constituir e incrementar, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes, un fondo de reserva legal, destinado a la reposición y ampliación de largo plazo, según se defina en el reglamento.

Este fondo no podrá ser destinado a fines distintos a la reposición y ampliación de la infraestructura, y deberá ser mantenido en instrumentos de inversión de emisores inscritos en el registro de valores, cuya clasificación de riesgo y tipo de instrumento serán definidos en el reglamento.


En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 13 y 13 A:


La indicación número 13 del Honorable Senador señor Longueira, para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “alto” por “grande”.
La indicación número 13 A de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso primero, la expresión “medio y alto” por “AAA y AA”.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, manifestó que en la sesión anterior no habían explicado correctamente el contenido de la norma, y que se relaciona con el hecho de que conforme a lo dispuesto por el Servicio de Impuestos Internos las cooperativas no tienen utilidades del ejercicio, pero sí pueden tener remanentes, y sugirió modificar la redacción del inciso primero para que sea más clara su interpretación. 

La Honorable Senadora señora Matthei observó que lo anterior implica que efectivamente se está pensando en que las cooperativas tengan fines de lucro, lo que implicaría poder mezclar estos remanentes con los de otras actividades, otorgando un carácter de empresa a la organización, lo que implica tener un especial cuidado en lo relativo a la exclusión de los socios de la cooperativa, porque se presta para manejos tendientes a apoderarse de la administración y terminar con un número reducido de socios que se reparten los bienes al liquidar la cooperativa.

La Fiscal del Departamento de Cooperativas, señora Cerda, manifestó que en la actualidad existe la figura del fondo de reserva legal, que se mantiene en el actual proyecto, y que incluye los bienes indispensables que requerirán de la autorización del Ministerio para poder ser vendidos, además de las vías de defensa que tiene cada socio de la cooperativa.

El Subsecretario, señor Saldivia, reconoció que si es necesario se incorporarán normas que establezcan que ante una cooperativa que quiebra o que se transfiera, se deba considerar la situación de los socios que se hayan retirado con anterioridad respecto de lo que se obtenga con la venta de los bienes, cuestión que por ser compleja requiere de un tiempo mayor de estudio.

- En votación, las indicaciones números 13 y 13 A fueron aprobadas, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.
Artículo 59

(Artículo 58 del texto aprobado en general por el Senado)

Dispone lo siguiente:

“Artículo 58.- Cesación en el cargo de los dirigentes de los Comités. Los dirigentes de los Comités de Servicio Sanitario Rural, cesarán en sus cargos:


a) Por el cumplimiento del período para el cual fueran elegidos.


Los estatutos del Comité podrán establecer períodos diferenciados de tiempo para cada cargo, a fin de permitir la renovación del directorio por parcialidades;


b) Por renuncia presentada por escrito al directorio, cesando en sus funciones y responsabilidades al momento en que éste tome conocimiento de aquélla;


c) Por inhabilidad sobreviniente, calificada en conformidad con los estatutos;


d) Por censura acordada por mayoría simple de los miembros presentes o representados en asamblea extraordinaria especialmente convocada al efecto. Para estos efectos la Asamblea extraordinaria deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros del Comité;


e) Por pérdida de la calidad de afiliado a la respectiva organización; 


f) Por pérdida de la calidad de ciudadano;


g) Por condena por alguno de los crímenes o simples delitos contra la propiedad establecidos en el Código Penal.”.

En este artículo recayó la indicación número 15 C del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar, en la letra g), la expresión “el Código Penal” por “la legislación penal vigente”.

- En votación, la indicación número 15 C fue aprobada, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

Artículo 63

(Artículo 62 del texto aprobado en general por el Senado)

Su texto es el siguiente:

“Artículo 62.- Reglas generales. Los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su Reglamento.

Las tarifas a cobrar a los usuarios, de cada servicio sanitario rural específico serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República.”.


En este artículo recayó la indicación número 17 A de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 62.- Reglas y principios generales. Los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su reglamento.


Las tarifas siempre deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación y mantenimiento. Adicionalmente, las tarifas podrán establecer distintos niveles de recuperación de los costos de inversión y reposición.


Se calcularán separadamente las tarifas correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.


Las fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico. 


El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los Usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.


Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia, conforme al procedimiento establecido en este Título.”.
El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, señaló que de conformidad a lo discutido en sesiones anteriores, consideran que es mejor trasladar los incisos segundo y tercero del artículo 65 a esta disposición sobre reglas y principios generales como incisos séptimo y octavo, respectivamente.
El Honorable Senador señor Sabag indicó que se debe cuantificar y atender la situación de personas que no pueden pagar las tarifas, entendiendo que se trata de organizaciones sociales y no de verdaderas empresas.

El Subsecretario, señor Saldivia, sostuvo que el proyecto de ley se hace cargo de la heterogeneidad de las realidades de los distintos comités y usuarios, y en las normas tarifarias también se diferencia al disponer que pueden existir sistemas tipo y casos especiales por circunstancias que lo justifiquen. Asimismo, observó que con las normas de fijación tarifaria el Fisco podrá asignar los recursos que se requieran con mayor transparencia y eficacia, persistiendo en la consolidación del hecho que los usuarios deben pagar los costos de operación y mantenimiento.
La Honorable Senadora señora Matthei propuso que se especifique que los niveles de recuperación de los costos de inversión y reposición atenderán a los distintos tramos en que sean clasificados los operadores.

El Subsecretario, señor Saldivia, concordó con lo anteriormente señalado y planteó que podría utilizarse la clasificación de los operadores utilizada en el artículo 77 del proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Sabag manifestó que comparte la idea de dejar en la ley la distinción precedentemente planteada.

El Honorable Senador señor Escalona consultó si la segunda parte del inciso segundo se refiere a cubrir la depreciación de los activos de las organizaciones.

El Subsecretario, señor Saldivia, indicó que efectivamente esa es la finalidad de la segunda parte del referido inciso.

- En votación, la indicación número 17 A fue aprobada, con enmiendas, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Puesto en votación el resto del artículo fue aprobado, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

Artículo 64

(Artículo 63 del texto aprobado en general por el Senado)

Es del siguiente tenor:

“Artículo 63.- Objetivos. Las tarifas de autofinanciamiento deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición. En el caso de los costos de inversión y de reposición, el procedimiento de tarifas podrá establecer distintos niveles de recuperación.


El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los Usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.”.
En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 17 B, 17 C y 18:

La indicación número 17 B de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 63.- Determinación de la tarifa de autofinanciamiento. La tarifa de autofinanciamiento, compuesta por un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico, es aquella que permite recuperar la totalidad de los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición.


La tarifa de autofinanciamiento se calcula a partir del Costo Total de Largo Plazo, entendiéndose éste como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación y mantenimiento eficientes como los de reposición e inversión eficientes, de un proyecto de inversión optimizado.


Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte congruente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.


La tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el reglamento.

El procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar, corresponderá al que se establezca en el reglamento.”.
La indicación número 17 C del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso primero, a continuación de la expresión “permitir recuperar”, la frase “, en lo posible,”.
La indicación número 18 del Honorable Senador señor Longueira, para intercalar, en su inciso primero, entre la palabra “recuperar” y la expresión “los costos”, la frase “a lo menos dos tercios de”.
- En votación, la indicación número 17 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

- En votación, la indicación número 17 C fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

- La Comisión no se pronunció sobre la indicación número 18, por haber sido retirada por su autor en el trámite correspondiente ante la Comisión de Obras Públicas.
Artículo 65

(Artículo 64 del texto aprobado en general por el Senado)

Su texto es el siguiente:

“Artículo 64.- Autoridad encargada del cálculo de las tarifas. Cada cinco años, y en el mismo período en que el Ministerio efectúe la clasificación conforme a lo dispuesto en el artículo 78 de esta ley, la Superintendencia determinará las tarifas para los operadores.


Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo siguiente, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.”.
En este artículo recayó la indicación número 18 A de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 64.- Procedimiento de determinación del nivel tarifario. El nivel tarifario es aquel calculado por la Superintendencia rebajando de la tarifa de autofinanciamiento el subsidio o la inversión pública a que se refiere el Capítulo IV del Título VI.


La Superintendencia podrá agrupar distintos servicios, bajo la denominación de sistemas tipo, considerando su tamaño y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento. 


Asimismo, definirá los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas o de otra especie, que lo justifiquen. 


La Superintendencia calculará mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.”.

- En votación, la indicación número 18 A fue aprobada, con enmiendas, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Sabag.

Artículo 66

(Artículo 65 del texto aprobado en general por el Senado)

Es del siguiente tenor:

“Artículo 65.- Procedimiento de Determinación tarifaria. Calculada la tarifa de autofinanciamiento y considerando el subsidio definido por la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, la Superintendencia determinará para cada Región mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.


Una vez comunicado por la Superintendencia el nivel tarifario que le corresponde, el Operador lo pondrá en conocimiento de la Asamblea, la que en el plazo de treinta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta en un 5%. En estos casos el nivel tarifario aceptado o ajustado por la Asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios por el operador.


En caso que la Asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de treinta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos, para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el Reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.


Vencido el plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, sin un pronunciamiento de la Asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.”.

En este artículo recayó la indicación número 18 B de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 65.- Procedimiento de determinación de la tarifa a cobrar al usuario. La tarifa a cobrar al usuario se determina para cada servicio sanitario rural, y es aquella que debe pagar efectivamente el usuario, sin perjuicio de los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778.


Una vez comunicado el nivel tarifario al operador, en la forma que determine el reglamento, éste lo pondrá en conocimiento de la asamblea, la que en el plazo de sesenta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta un 5%. En estos casos, el nivel tarifario aceptado o ajustado por la asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios.


En caso que la asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de sesenta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos, para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.


Vencido el plazo indicado en el inciso segundo sin un pronunciamiento de la asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.


Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación de la tarifa a cobrar al usuario de los sistemas de tarificación individual se establecerán en el reglamento. 


Las tarifas a cobrar a los usuarios, serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.”.

El Honorable Senador señor García manifestó que debiera modificarse la redacción de los dos primeros incisos de forma que la parte referida al subsidio establecido en la ley Nº 18.778 vaya al final del inciso segundo, para que quede claro que el monto a cobrar traerá incluido el referido subsidio si es el caso, y que es independiente de la tarifa que se vaya a cobrar, por lo que el usuario pagará la tarifa determinada menos el subsidio que se le otorgue.

El Subsecretario, señor Saldivia, señaló que el inciso primero establece una  especie de definición de la tarifa a cobrar, y en el inciso segundo dispone el procedimiento relativo a dicha tarifa. Agregó que lo que se pretende es explicitar que existirá un subsidio a la demanda, y es posible separar las oraciones del inciso primero para que quede claro cuál es la tarifa a cobrar al usuario.

- En votación, la indicación número 18 B fue aprobada, con enmiendas, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo 67

(Artículo 66 del texto aprobado en general por el Senado)

Su texto es el siguiente:

“Artículo 66.- Fórmula tarifaria. Los sistemas tipo a tarificar serán definidos por la Superintendencia para cada región, considerando el tamaño del servicio y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento.


La Superintendencia definirá además los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas, o de otro tipo que lo justifique. Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación tarifaria individual se establecerán en el reglamento.


Para los sistemas tipo o de tarificación individual definidos, se determinará el costo total de largo plazo, entendiéndose como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación eficiente como los de inversión eficiente de un proyecto de inversión optimizado.


Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte consistente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.


Para determinar las tarifas que establece este Título, se calcularán separadamente las correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.”.

En este artículo recayó la indicación número 18 C de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo, por el siguiente:
“Artículo 67.- Período tarifario. Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia cada cinco años.

Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo 64, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.”.
El Honorable Senador señor García consultó si los períodos serían de 5 años para todo el país al mismo tiempo, porque lo conveniente es que exista un proceso que se verifique por etapas en que no coincida todo el país en un mismo año.
El Subsecretario, señor Saldivia, expresó que en el artículo cuarto transitorio se establece que existirá un escalonamiento por medio de la fijación de un calendario regional.

- En votación, la indicación número 18 C fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo 68

(Artículo 69 del texto aprobado en general por el Senado)

Dispone que las tarifas a cobrar a los usuarios, se reajustarán cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, un 5%, del IPC informado por el Instituto Nacional de Estadísticas, hecho que el operador deberá informar a los usuarios en la forma y oportunidad definida en el reglamento.
La Honorable Senadora señora Matthei inquirió quien se encarga de la reajustabilidad de las tarifas y quién se las comunica a los usuarios.

El Subsecretario, señor Saldivia, sostuvo que es la Superintendencia del ramo la que se encarga de la reajustabilidad de las tarifas y que son dicho organismo y el operador quienes deben comunicar a los usuarios el referido reajuste.
El Honorable Senador señor García manifestó que la norma en discusión o el reglamento debieran establecer que la Superintendencia deberá comunicar el reajuste de la tarifa.

El Subsecretario, señor Saldivia, señaló que lo anteriormente planteado se hará en el reglamento respectivo.

- En votación, la indicación número 18 F fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo 69

(Artículo 70 del texto aprobado en general por el Senado)

Establece que no existirá gratuidad o rebaja parcial del cobro por la prestación de los servicios o discriminación alguna, salvo las excepciones otorgadas por los operadores a usuarios, y a sus expensas, y no podrán establecer diferencias en sus tarifas, cargos o cualquier otro concepto, dentro de un mismo sistema, salvo en los casos que esta ley los autorice.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que no se entendía correctamente el contenido de la norma.

El Subsecretario, señor Saldivia, manifestó que se quería expresar que si los operadores quieren otorgar gratuidad o rebajas deben hacerlo a todos los usuarios que se encuentren en una misma situación sin efectuar discriminaciones.

El Jefe del Departamento de Programas Sanitarios de la Dirección de Obras Hidráulicas, señor Fuentealba, expuso que existen situaciones de vida que justifican la norma, como la muerte del dueño de casa o un incendio, y para controlar posibles abusos hay varios mecanismos de control como las auditorías.

Los representantes del Ejecutivo dejaron constancia del compromiso que en el reglamento de la ley se dispondrá que las excepciones otorgadas por los operadores a los usuarios, relativas a la gratuidad o rebaja en el cobro de la tarifa, requerirán de la aprobación del directorio de la cooperativa o comité.
Puesto en votación el artículo fue aprobado, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo 72

(Artículo 73 del texto aprobado en general por el Senado)

Es del siguiente tenor:

“Artículo 73.- Política de asistencia y promoción. El Ministerio de Obras Públicas, con la información técnica que recabe de los Ministerios de Salud, Vivienda y Urbanismo, Planificación y de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, determinará la política para la asistencia técnica y financiera, supervisión y promoción para la organización de los operadores de servicios sanitarios rurales. Dicha política se ejecutará mediante programas acordados con los gobiernos regionales.


La política de asistencia y promoción deberá considerar, además, a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los operadores.

La política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales se definirá y ejecutará por el Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de las atribuciones y competencias que correspondan a otros organismos públicos.”.


En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 18 H y 18 I:

 La indicación número 18 H de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero, la coma (,), que figura entre las palabras “Urbanismo” y “Planificación”, por la conjunción copulativa “y”; las palabras “para la”, que aparecen entre los vocablos “política” y “asistencia”, por “de inversión,”, y el punto seguido (.) por un punto aparte (.), pasando la oración que lo sucede a convertirse en inciso segundo.
La indicación número 18 I de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la frase del “área rural” por “rurales”.

- En votación, la indicación número 18 H fue aprobada, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

- En votación, la indicación número 18 I fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo 75, encabezamiento e inciso segundo
(Artículo 76 del texto aprobado en general por el Senado)


El artículo dispone que para la orientación de la política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios, el Ministerio deberá escuchar a un Consejo Consultivo integrado por 18 personas designadas de la forma que en la norma se indica y presidido por el representante del Ministerio de Obras Públicas.
El inciso segundo establece que el Consejo sesionará al menos dos veces al año y un reglamento determinará el procedimiento para su funcionamiento. Asimismo, prescribe que los consejeros que representen a los dirigentes de las Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales, a los dirigentes de los Comités y de las federaciones o confederaciones de los mismos servicios percibirán una asignación para gastos de traslado, alojamiento y alimentación por cada sesión a la que asistan, con cargo al presupuesto del Ministerio.

En el inciso segundo recayó la indicación número 20 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en su inciso segundo, la referencia a las letras “i), j) y k)”, por “j), k) y l)”, respectivamente.
- En votación, la indicación número 20 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

De conformidad a lo acordado por la Comisión con motivo de la discusión del artículo décimo quinto transitorio, lo relativo a la creación del Consejo se incorpora en el encabezamiento del presente artículo.

Puesto en votación el encabezamiento del artículo 75, fue aprobado con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 76

(Artículo 77 del texto aprobado en general por el Senado)

Prescribe que el Ministerio tendrá a su cargo un registro público de los operadores de servicios sanitarios rurales, de los permisos y licencias otorgadas, y de los demás antecedentes que el Reglamento establezca.

Se hizo presente que en el artículo 82 de la iniciativa legal, sobre designación de administradores temporales, se hace referencia a un registro especial, y se consultó si es el mismo registro de este artículo o uno nuevo que debiera crearse.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, expresó que se trata de un registro nuevo distinto al de esta norma, y que en el segundo trámite legislativo presentarán una indicación que no deje dudas sobre su creación y establecimiento. 
En este artículo recayó la indicación número 22 A del Honorable Senador señor Horvath, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El registro establecido en el inciso anterior deberá encontrarse actualizado y para su libre consulta en la pagina web del Ministerio.”.

- En votación, la indicación número 22 A fue aprobada, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo 79

(Artículo 80 del texto aprobado en general por el Senado)

Crea la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, que estará a cargo de un funcionario con el título de Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales.
En este artículo recayó la indicación número 25 del Honorable Senador señor Longueira, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 80.- Dirección de Servicios Sanitarios Rurales. Créase en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, la Dirección Nacional de Servicios Sanitarios Rurales, que estará a cargo de un funcionario que tendrá el título de Director Nacional de Servicios Sanitarios Rurales.”.
- La Comisión no se pronunció sobre la indicación número 25, por haber sido retirada por su autor en el trámite correspondiente ante la Comisión de Obras Públicas.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo 84

(Artículo 85 del texto aprobado en general por el Senado)

Su texto es el siguiente:

“Artículo 85.- Inversión en obras de servicios sanitarios rurales nuevos. La inversión en obras de servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio mediante el sistema de concurso público establecido en los artículos 87, 88 y 89 de esta ley, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.


El Ministerio de Obras Públicas podrá decidir, por razones de emergencia, inversiones en ejecución de obras para servicios sanitarios rurales existentes o nuevos, sin sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior.”.

La indicación número 29 A de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 85.- Inversión pública. La inversión para promover, formar e instalar servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio conforme a lo establecido en los artículos 85, 86 y 87, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.”.
La Honorable Senadora señora Matthei inquirió  a qué se refiere en el inciso primero que se propone, la frase “pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios”.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, manifestó que el objetivo es que el Ministerio pueda focalizar los recursos en función de la existencia de un aporte de los beneficiarios, considerándolo como un criterio de elegibilidad conforme al artículo 86.
- En votación, la indicación número 29 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo 85

(Artículo 86 del texto aprobado en general por el Senado)

Prescribe lo siguiente:

“Artículo 86.- Subsidio a la inversión. El subsidio a la inversión a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 18.778, podrá destinarse a cualquiera de las etapas de los servicios sanitarios rurales existentes.


El citado subsidio tendrá el carácter de reserva legal, y formará parte de los bienes indispensables establecidos en el artículo 12 de la presente ley, y se denominará Fondo de Reserva Subsidio Estatal.


La selección de los estudios, proyectos y obras subsidiables se hará mediante concurso público de conformidad a lo dispuesto en los tres artículos siguientes.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 29 B y 29 C:

La indicación número 29 B de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso segundo, la frase “El citado subsidio” por “La infraestructura financiada total o parcialmente con el subsidio a la inversión”.
La indicación número 29 C de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar, en el inciso tercero, la expresión “mediante concurso público”.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, señaló que el presente artículo es clave, dado que extiende el subsidio a la inversión en agua potable de la ley Nº 18.778 a cualquiera de las etapas de los servicios sanitarios rurales como el alcantarillado o el tratamiento de aguas servidas.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó en qué consiste exactamente el Fondo de Reserva Subsidio Estatal que contempla esta norma.

La Fiscal del Departamento de Cooperativas, señora Cerda, señaló que el referido Fondo de Reserva implica que durante toda la vigencia del ente no se puede transferir ninguno de los bienes que lo integran.

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó si en los casos que excepcionalmente la Superintendencia autoriza la transferencia de alguno de esos bienes, dicho órgano fiscalizador puede disponer que la transferencia se haga sólo a título gratuito y no oneroso.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, indicó que lo anteriormente planteado requiere ser estudiado para decidir la factibilidad de su inclusión en la ley.
- En votación, la indicación número 29 B fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

- En votación, la indicación número 29 C fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo 89

(Artículo 90 del texto aprobado en general por el Senado)

Dispone que por decreto supremo las obras o proyectos financiados o ejecutados por el Estado que integren un sistema sanitario rural, podrán ser cedidos o transferidos a cualquier título a los Operadores. Dichos bienes serán considerados para fines tarifarios como bienes aportados por terceros y, desde la fecha de su transferencia serán considerados indispensables, para los efectos del artículo 12 de esta ley.
En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 32 A y 32 B:

La indicación número 32 A de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir, en el inciso primero, la oración que comienza con las palabras “Dichos bienes”.

La indicación número 32 B de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar los siguientes incisos segundo a cuarto, nuevos:


“Serán transferidos a los operadores los derechos de aprovechamiento de aguas que, siendo de propiedad fiscal, sean necesarios para la prestación de servicios sanitarios rurales. Dichos derechos se mantendrán bajo el dominio de los operadores en tanto sean usados para la prestación del servicio sanitario rural, pasando de pleno derecho al dominio del Ministerio en cuanto cese dicha condición. Se entenderá que cesa la condición en caso de haberse declarado desierta la licitación del permiso o licencia. La transferencia a los operadores se hará mediante resolución de la autoridad correspondiente, debiendo ajustarse a lo dispuesto en el artículo 150 del Código de Aguas. 


En caso de cambio de operador, los derechos se transferirán gratuitamente y de pleno derecho a quien detente la calidad de tal, desde el otorgamiento de su licencia o permiso.


Los bienes a que se refiere este artículo serán considerados como aportados por terceros para fines tarifarios, e indispensables para los efectos del artículo 12.”.

- En votación, las indicaciones números 32 A y 32 B fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

---

Artículo 90

(Nuevo, introducido por la Comisión de Obras Públicas)

La indicación número 32 C de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar los siguientes artículos, nuevos, que se agregan como artículos 90 y 91:

“Artículo 90.- Expropiaciones y donaciones. Los bienes inmuebles necesarios para la prestación de los servicios sanitarios rurales se declaran de utilidad pública y su expropiación se efectuará por intermedio del Ministerio, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.186, de 1978. 


La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales podrá aceptar donaciones o erogaciones consistentes en dinero o en dación de cosas, sean éstas muebles o inmuebles, para la ejecución de obras o el financiamiento total o parcial de expropiaciones, destinadas a la prestación de los servicios sanitarios rurales. En caso de recibir donaciones o erogaciones para el financiamiento parcial de expropiaciones, el Estado financiará la diferencia con fondos sectoriales o regionales.


Una vez aceptada y materializada la entrega de las donaciones o erogaciones a que se refiere el inciso precedente, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales la aprobará por orden interna para los efectos de la contabilización correspondiente en la Dirección de Contabilidad y Finanzas de la Dirección General de Obras Públicas. Copia de esta orden se enviará a la Contraloría General de la República. Para estas donaciones no se requerirá el trámite de insinuación judicial.


Artículo 91.- Regularización de bienes. En caso de que un operador solicite que se le reconozca la calidad de poseedor regular de bienes inmuebles necesarios para la prestación de su servicio sanitario rural, conforme al procedimiento establecido en el decreto ley N° 2.695, de 1978, servirá como plena prueba de su posesión material la existencia en el inmueble de alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h), i) y j) del artículo 12, siempre que el bien haya estado en uso al menos durante los cinco años anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de regularización.”.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, manifestó que el Estado sólo puede expropiar para fines de utilidad pública, y se les da dicho carácter a los inmuebles necesarios para la prestación de los servicios.
- En votación, la indicación número 32 C, en la parte que se refiere al artículo 90, nuevo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
---

Artículo 96

(Artículo 95 del texto aprobado en general por el Senado)

Es del siguiente tenor:

“Artículo 95.- Sanciones. Sin perjuicio de las demás sanciones que corresponda aplicar a la Superintendencia o a otros organismos públicos de conformidad a ésta u otras leyes, los operadores podrán ser objeto de la aplicación de multas a beneficio Fiscal por parte de la Superintendencia, en los siguientes casos:


a) De una a veinte unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones que importen deficiencias en la calidad, continuidad u obligatoriedad de los servicios, cobros indebidos, trato económico discriminatorio a los usuarios, deficiencias en la atención de los reclamos de los usuarios, daño a las redes u obras generales de los servicios, o incumplimiento de la obligación de entregar información requerida por la Superintendencia en conformidad a la ley.


b) De diez a cien unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente la salud de la población, o que afecten a la generalidad de los Usuarios de los servicios.


c) De una a veinte unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones cometidas por los Operadores, que importen el no acatamiento de las obligaciones y plazos establecidos en esta Ley, así como de las órdenes escritas y requerimientos, debidamente notificados, y plazos fijados por la Superintendencia, en ejercicio de las atribuciones que la ley le encomiende, en relación con materias de su competencia.


d) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea, a cualquiera de las autoridades que esta Ley faculta para requerirla.


e) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate del incumplimiento del Plan de Inversiones.”.


En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 34 y 34 A:

 La indicación número 34 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El afectado podrá reclamar de la aplicación de la multa, conforme a lo dispuesto  en el artículo 13  de la ley N° 18.902.”.

La indicación número 34 A de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Para la determinación del monto de las multas antes señaladas se debe considerar el segmento en que está clasificado, conforme al artículo 76, el operador sancionado.”.

- En votación, la indicación número 34 fue aprobada, con enmiendas e igual texto con que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

- En votación, la indicación número 34 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo 98

(Artículo 97 del texto aprobado en general por el Senado)

Deroga en el inciso 3º del artículo 10 de la ley Nº 18.778, que establece subsidio al consumo de agua potable, la frase “entre sistemas rurales de agua potable específicos que cumplan los criterios de elegibilidad establecidos en el Reglamento”.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
Artículo 99

(Artículo 98 del texto aprobado en general por el Senado)

Modifica el decreto con fuerza de ley Nº 143, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, incorporando en la planta de directivos el cargo denominado Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales, asignándole  el grado número 2 de la Escala Única de Remuneraciones.

En este artículo recayó la indicación número 35 del Honorable Senador señor Longueira, para sustituir, la expresión “Subdirector” por “Director Nacional”.

- La Comisión no se pronunció sobre la indicación número 35, por haber sido retirada por su autor en el trámite correspondiente ante la Comisión de Obras Públicas.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO
Su texto es el siguiente:

“ARTICULO SEGUNDO TRANSITORIO. Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural existentes deberán solicitar su inscripción en el Registro de operadores de Servicios Sanitarios Rurales, para lo cual deberán acreditar la vigencia de su personalidad jurídica y la efectividad de estar prestando el servicio. Además, deberán especificar el área que sirven.


Dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta Ley, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, que acredite el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para obtener licencia o permiso de servicio sanitario rural, podrá solicitarla conforme a los establecido en los artículos 20 y 41 y por los plazos establecidos en los artículos 17 y 42, según corresponda. En estos casos, no se requerirá la presentación de la garantía de seriedad del artículo 20 de esta ley.


Dentro del plazo de dos años establecido en el inciso anterior, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, podrá solicitar el otorgamiento de un permiso de servicio sanitario rural provisorio. El permiso de servicio sanitario rural provisorio tendrá una vigencia de 5 años, y para su otorgamiento solo será necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 1, 2, 3, 4 y 6 del artículo 41 de esta ley.


Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero precedentes, sólo se publicaran en la página web del Ministerio.


Dentro del plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, no podrán otorgarse concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 en las áreas que estén siendo servidas por Comités o Cooperativas al momento de entrada en vigencia de esta ley.


En caso de no darse cumplimiento oportuno a lo indicado en los incisos primero y segundo o tercero de este artículo, el Ministerio de Obras Públicas llamará a licitación del permiso o licencia.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 35 A, 35 B, 35 C, 35 D, 35 E y 35 F:

 La indicación número 35 A de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, en el inciso segundo, a continuación de la frase “del artículo 20 de esta ley”, lo siguiente: “, ni se aplicará lo dispuesto en los artículos 23, 24, 25 y 27”.

La indicación número 35 B de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso tercero nuevo:


“La licenciataria deberá presentar su Plan de Inversiones en el plazo que el Ministerio determine en el decreto de otorgamiento, el que en todo caso no podrá ser inferior a noventa días.”.

La indicación número 35 C de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso sexto, nuevo:


“Presentada la solicitud de permiso o licencia para la etapa de distribución de agua potable, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección de aguas servidas. Sin perjuicio de lo anterior, la operación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.”.


La indicación número 35 D de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir el actual inciso cuarto, por el siguiente:


“Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto precedentes, sólo se publicaran en el sitio electrónico del Ministerio, y se notificará por carta certificada al operador.”.


La indicación número 35 E de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir, en el actual inciso sexto, la palabra “tercero” por “cuarto”.


La indicación número 35 F de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso final, nuevo: 


“El reglamento fijará el procedimiento para el otorgamiento de permisos o licencias, para la aprobación y presentación del Plan de Inversiones, y para la inscripción de los operadores en el Registro.”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó qué implicancias tiene el permiso provisorio del inciso cuarto.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, sostuvo que el referido permiso es el que se otorga en caso de faltar algún requisito exigido por la ley como no tener completamente tramitados los derechos de aguas o no tener regularizada una propiedad.
- En votación, la indicación número 35 A fue aprobada, con enmiendas e igual texto con que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

- En votación, las indicaciones números 35 B, 35 C, 35 D, 35 E y 35 F fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado, con una enmienda, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO

Es del siguiente tenor:

“ARTICULO CUARTO TRANSITORIO. Para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse, de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento, dentro del plazo de 5 años contados desde el otorgamiento.

Con todo, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, en tanto no entre en vigencia la primera fijación tarifaria referida, los precios que podrán cobrar los servicios de agua potable y saneamiento rural y demás cobros sujetos a fijación de precios, de acuerdo a lo señalado en esta ley, serán los vigentes a dicha fecha con sus respectivas indexaciones.

En todo caso, cada vez que se reajusten las tarifas, los prestadores deberán comunicar previamente los nuevos valores a la Superintendencia, e informarlos a los usuarios respectivos por algún medio idóneo que dicha Entidad autorice.

Para la primera fijación tarifaria, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, deberá entregar toda la información necesaria, sin perjuicio de aquella que se deba recabar directamente de los operadores rurales para tales fines, identificando claramente los bienes considerados como aportes de terceros.”.
En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 35 H y 36:

La indicación número 35 H, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir el inciso primero, por el siguiente:


“ARTICULO CUARTO TRANSITORIO.- Para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento. La primera fijación tarifaria será efectuada por la Superintendencia dentro del período de 5 años contados desde el término del plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio. En todo caso, las tarifas de las licenciatarias deberán fijarse dentro de los primeros dos años de dicho período. Para efectos de lo indicado anteriormente, la Superintendencia definirá, mediante resolución dictada en el plazo indicado en el artículo primero transitorio, un calendario regional de fijación tarifaria.”.


La indicación número 36, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducirle las siguientes enmiendas:


uno) Suprimir, en su inciso primero, la frase “, dentro del plazo de 5 años contados desde el otorgamiento”, y


dos) Intercalar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser incisos cuarto, quinto y sexto, respectivamente: 


“La primera fijación tarifaria será efectuada por la Superintendencia dentro del período de 5 años contados desde el término del plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio. Para estos efectos la Superintendencia definirá mediante resolución dictada en el plazo indicado en el artículo primero transitorio de esta ley, un calendario regional de fijación tarifaria. 


Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso en el período intermedio, se aplicará  el nivel tarifario que les corresponda, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.”.

- En votación, la indicación número 35 H fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

- En votación, la indicación número 36 fue aprobada, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO

Establece que los Comités de Agua Potable Rural que se conviertan a Cooperativas, las existentes y las nuevas que se constituyan para la prestación del servicio sanitario rural, que realicen la respectiva conversión, adecuación o constitución dentro del plazo de dos años, contados desde la fecha de entrada en vigencia del reglamento de esta ley, pagarán hasta el diez por ciento de los aranceles notariales, del Conservador de Bienes Raíces correspondiente y de los costos de publicación en el Diario Oficial.

En este artículo recayó la indicación número 37, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir la siguiente frase: “dentro del plazo de dos años, contados desde la fecha de entrada en vigencia del Reglamento de esta ley”.
- En votación, la indicación número 37 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO

Dispone que en el mismo plazo indicado en el inciso segundo del artículo segundo transitorio, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales implementará un programa de regularización de obras y derechos de agua, de asistencia para la obtención de licencias o permisos, y de valoración técnica de los activos de los Comités y Cooperativas.
El inciso segundo establece que en el referido plazo precedentemente indicado, la Subdirección podrá asistir a los Comités en el proceso de transferencia de los bienes y derechos que les traspasen las concesionarias de servicios sanitarios, en cumplimiento de los compromisos y acuerdos anteriores.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
---

ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO

(Nuevo, introducido por la Comisión de Obras Públicas)

La indicación número 38, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del Artículo Séptimo Transitorio, el siguiente Artículo Octavo Transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO. Los derechos de aprovechamiento de aguas y los demás bienes, sean muebles o inmuebles, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, y que pertenezcan a alguna concesionaria de servicios sanitarios, podrán ser donados al Ministerio de Obras Públicas.


La escritura pública de donación, en la que se individualicen los bienes inmuebles y derechos de aprovechamiento de aguas donados, suscrita entre el donante y el Director General de Obras Públicas, el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales o el Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, en su caso, bastará como título suficiente para su inscripción a favor del Ministerio de Obras Públicas, en el Registro de Propiedades y en el de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo, así como para su anotación en el Registro Público de derechos de aprovechamiento de aguas a que se refiere el artículo 122 del Código de Aguas.

Estas donaciones estarán exentas del trámite de insinuación y del pago de todo tipo de tributos. Para proceder a la inscripción de los inmuebles no será necesario que se acredite el pago del impuesto territorial.


No se requerirá respecto de estas donaciones la autorización del Ministerio de Hacienda a que se refiere el  inciso segundo del artículo 4° de la ley N° 19.896.”.
- En votación, la indicación número 38 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
---

ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO

(ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO del texto aprobado en general por el Senado)

Prescribe que los bienes de propiedad de los Comités que se transformen en Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales, se considerarán como aporte inicial en carácter de reserva legal de conformidad a la ley que rige dichos entes.

En este artículo recayó la indicación número 39, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar las siguientes enmiendas:


uno) Añadir, a su inciso primero, la siguiente oración final: "En los casos que corresponda, según lo dispuesto en el artículo 12 de esta ley, los bienes que conforman la citada reserva legal tendrán el carácter de bienes indispensables.”.


dos) Agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Los derechos en las cooperativas de servicios sanitarios rurales cuyo titular era el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, se traspasarán por el sólo efecto de esta ley a los demás socios de la cooperativa, a prorrata de sus aportes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, los bienes aportados o cedidos por el Servicio Nacional de Obras Sanitarias o sus antecesores a las cooperativas de servicios sanitario rurales, a cualquier título, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, conformarán una reserva técnica de bienes fiscales, y se les aplicará lo dispuesto en el artículo 90 de esta ley.”.

La Honorable Senadora señora Matthei requirió una explicación sobre los objetivos que persigue la norma.

El Subsecretario, señor Saldivia, explicó que todos los bienes de un comité que se transforme en cooperativa tendrán el carácter de reserva legal, y que los incisos segundo y tercero regularizan la situación de cooperativas que en sus estatutos todavía consideran al Servicio Nacional de Obras Sanitarias como socio.
- En votación, la indicación número 39 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

ARTÍCULO DUODÉCIMO TRANSITORIO

(ARTÍCULO UNDÉCIMO TRANSITORIO del texto aprobado en general por el Senado)

Establece que la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales ejercerá la función de visar técnicamente los proyectos, relativos a  la aplicación a servicios sanitarios rurales de recursos provenientes del Banco Mundial o del Banco Interamericano de Desarrollo, en virtud de convenios suscritos con el Estado de Chile, vigentes a la fecha de publicación de esta ley.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO TRANSITORIO

(ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO TRANSITORIO del texto aprobado en general por el Senado)

Crea el Consejo Consultivo para la Orientación de la Política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales integrada en la forma que se dispone en esta ley. El Consejo sesionará por primera vez dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de la presente ley.
La Comisión estimó que la parte de esta disposición referida a la creación del Consejo correspondía colocarla en el artículo permanente que se refiere a la materia.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
- - -
INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 9 de diciembre de 2008, señala lo siguiente:

“Esta iniciativa tiene por objeto establecer el estatuto jurídico de los servicios sanitarios rurales.

Con dicha finalidad, se dispone un conjunto de  materias que conforman el marco jurídico e institucional de carácter público, que permita regular desde la organización y funcionamiento de las entidades a cargo de los sistemas, las condiciones de prestación y mantención del servicio, y los mecanismos de asesoría y fiscalización sanitaria.

El proyecto de Ley dispone para  la construcción de esta institucionalidad, una transición gradual que permita a las actuales organizaciones transitar a su institucionalidad definitiva conforme a sus capacidades y potencialidades de su realidad actual e incentive su fortalecimiento. Ello mediante una gradualidad en las exigencias, derechos, y de procesos operativos como la definición de régimen tarifario.

Para cumplir con las funciones y atribuciones que de dicho objeto se derivan, el Ministerio de Obras Públicas las abordará a través de su actual unidad de Servicios de Agua Potable Rural, que pasará a constituirse en la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales que se crea, y de la Superintendencia de Servicios Sanitarios en lo que corresponda. Estas entidades deberán reforzar su dotación de personal y bienes que le permitan ejecutar las tareas que le encomiende la ley.

A esos efectos se estima que el total de gasto del nuevo régimen dispuesto, en su primer año de operación, no superaría un monto aproximado de $2.600.000 miles, para ambas entidades.

Se estima que parte de dicho gasto, y de aquellos necesarios para su operación y cumplimiento de sus fines podrá financiarse mediante los recursos contemplados en el Programa 12, Capítulo 02 de la Partida 12, y en el Programa 01 Capítulo 07 de la Partida 12 de la Ley de Presupuestos.
No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente, suplementar dicho presupuesto, en la parte del gasto que no pudiera financiarse con dichos recursos.”. 
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe, no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 
---

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene a honra proponeros que aprobéis el texto consignado en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas, con las siguientes modificaciones:
Artículo 12

Inciso cuarto

Eliminar la expresión “aportados por el Estado conforme a lo dispuesto en el artículo 89 de esta ley,”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 2 G)
Artículo 25

Inciso primero

Eliminar la expresión “y sociales” e intercalar entre las expresiones “más ventajosas” y “para la provisión del servicio” la frase “y cuente con la evaluación social más favorable”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 9 C)
Artículo 44

Inciso tercero

Eliminar la expresión “y sociales” e intercalar entre las expresiones “más ventajosas” y “para la provisión del servicio” la frase “y cuente con la evaluación social más favorable”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
Artículo 45

Letra a)

Incorporar antes del primer punto seguido (.) la frase “conforme a lo establecido en la letra b) de este artículo”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
Artículo 48
Inciso primero

Intercalar entre la palabra “remanentes” y la coma (,) que le sigue la frase “resultantes de cada ejercicio anual”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 13 y 13 A)
Artículo 59

Letra g)

Sustituir la expresión “Por delitos” por  la frase “Por condena por crimen o simple delito que merezca”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 15 C)
Artículo 63

Inciso segundo

Intercalar entre la palabra “reposición” y el punto aparte (.) la oración “, según el segmento en que sea clasificado el operador conforme a lo dispuesto en el artículo 77”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 17 A)
Incorporar los siguientes incisos séptimo y octavo, que corresponden a los incisos segundo y tercero del artículo 65:
“La Superintendencia podrá agrupar distintos servicios, bajo la denominación de sistemas tipo, considerando su tamaño y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento. 


Asimismo, definirá los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas o de otra especie, que lo justifiquen.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
Artículo 65

Incisos segundo y tercero

Trasladar los incisos segundo y tercero incorporándolos como incisos séptimo y octavo del artículo 63. (Unanimidad 3x0. Indicación número 18 A)
Artículo 66

Inciso primero 

Eliminar la oración “, sin perjuicio de los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 18 B)
ººº
Inciso segundo, nuevo

Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:
“En los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778, el usuario pagará la parte de la  tarifa a cobrar que no cubra dicho subsidio.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 18 B)
ººº
Artículo 75

Inciso primero

Sustituir en su encabezado la palabra “Para” por la frase “Créase el Consejo Consultivo para” y la frase “, el Ministerio deberá oír a un Consejo Consultivo, el que” por “.  El Consejo Consultivo deberá ser oído  por el Ministerio y”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO

Inciso cuarto

Sustituir la expresión “inciso anterior” por “inciso segundo”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO TRANSITORIO

Eliminar la frase “Créase el Consejo Consultivo para la Orientación de la Política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales integrada en la forma que se dispone en el artículo 75 de esta ley.”, e intercalar entre las palabras “Consejo” y “sesionará” la frase “Consultivo al que se refiere el artículo 75”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
- - -
TEXTO DEL PROYECTO




En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES


Artículo 1º.- Ámbito de vigencia. La presente ley regula la prestación del servicio sanitario rural.


El servicio sanitario rural podrá ser operado por un Comité o una Cooperativa, al que se le haya otorgado un permiso o licencia por el Ministerio de Obras Públicas. Excepcionalmente, conforme se establezca en el Reglamento, el servicio podrá ser operado por otra persona natural o jurídica autorizada por el Ministerio de Obras Públicas, previo informe favorable de la Autoridad Sanitaria regional. 


Artículo 2º.- Definiciones. Para efectos de la aplicación de esta ley, se entiende por:


a) “Área de servicio”: Aquélla cuyos límites geográficos constituyen la superficie territorial en que un operador presta servicios sanitarios rurales, como permisionario o licenciatario.


b) “Comité de Servicio Sanitario Rural”: Organización comunitaria funcional, constituida y organizada conforme a lo dispuesto en la ley Nº 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias, a la que se le otorgue permiso para operar un servicio sanitario rural.


c) “Concesión sanitaria”: La otorgada conforme al decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988.


d) “Concesionarias de servicios sanitarios”: Aquellas personas jurídicas titulares de concesiones otorgadas conforme al Decreto con Fuerza de Ley Nº 382 del Ministerio de Obras Públicas del año 1988.

e) “Cooperativa de Servicio Sanitario Rural”: Persona jurídica constituida y regida por la Ley General de Cooperativas, a la que se le otorgue licencia o permiso para operar un servicio sanitario rural.


f) “Departamento de Cooperativas”: El perteneciente al Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción.


g) “Licencia de servicio sanitario rural” o “Licencia”: La que se otorga por el Ministerio a las Cooperativas de Servicio Sanitario Rural, por un plazo máximo de 30 años, para la prestación de un servicio sanitario rural en un área de servicio determinada.


h) “Licenciataria”: Cooperativa a la que se ha otorgado licencia para operar servicios sanitarios rurales.


i) “Ministerio”: El Ministerio de Obras Públicas.


j) “Operador”: La Cooperativa o Comité al que se ha otorgado, por el Ministerio, licencia o permiso para prestar un servicio sanitario rural.


k) “Permisionario”: Es el titular del permiso otorgado en conformidad a esta ley.


l) “Permiso de servicio sanitario rural” o “Permiso”: El que se otorga por el Ministerio a un Comité o Cooperativa, por un plazo máximo de 10 años, para la prestación de un servicio sanitario rural, en un área de servicio determinada.


m) “Registro”: El Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales regulado en el artículo 76 de esta ley.


n) “Reglamento”: El que se dicte para la ejecución de las normas contenidas en esta ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3.


ñ) “Saneamiento”: Recolectar, tratar y disponer las aguas servidas.


o) “Servicio Sanitario Rural”: Provisión de agua potable y saneamiento, conforme a lo dispuesto en esta ley.


p) “Soluciones Descentralizadas de Saneamiento”: Son aquellas que, no estando conectadas con una red de alcantarillado primario, permiten la recolección, tratamiento y vertimiento o reutilización de las aguas residuales de sistemas comunitarios, conjuntos residenciales y residencias individuales, según el caso.


q) “Subdirección”: La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas, que se crea por esta ley.


r) “Superintendencia”: La Superintendencia de Servicios Sanitarios.


s) “Usuario”: la persona que recibe algún servicio sanitario rural, pudiendo o no tener la calidad de socio del Operador.


Artículo 3º.- Reglamento. Para la aplicación de esta ley, se dictará un Reglamento elaborado por el Ministerio de Obras Públicas, previa consulta a los organismos públicos integrantes del Consejo Consultivo regulado en el artículo 75 de esta ley.
TITULO II

DEL SERVICIO SANITARIO RURAL


Artículo 4º.- Tipos de servicios sanitarios rurales. El servicio sanitario rural podrá ser primario o secundario.

Artículo 5º.- Servicio sanitario rural primario. Corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento, en su caso, a las comunidades rurales para uso doméstico, y requiere el abastecimiento de agua de calidad, en cantidad y con continuidad; y en forma universal para todos aquellos usuarios que se ubiquen dentro del área de servicio.

Se entenderá por uso doméstico el destinado al consumo familiar o a pequeñas actividades comerciales o artesanales, u otros que el reglamento determine, en atención a los volúmenes de consumo.


Artículo 6º.- Servicio sanitario rural secundario. Corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento que exceden del uso doméstico, y cuya prestación sólo procede cuando el operador garantiza la cobertura del servicio sanitario rural primario.


El usuario del servicio sanitario rural secundario podrá comprar agua potable o solicitar su disposición a un operador de producción de agua potable o de disposición rural de aguas servidas, o a un concesionario de servicios sanitarios. En este caso, el operador o concesionario que preste este servicio deberá compensar al operador de la red de distribución o recolección, según sea el caso, mediante el pago de una tarifa de peaje calculada por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el Reglamento. En caso de existir diferencias entre las partes, será la Superintendencia quien resolverá a través de una resolución fundada.


Artículo 7º.- Etapas de los servicios. Los servicios sanitarios rurales comprenden las siguientes etapas: 


(a) producción de agua potable;


(b) distribución de agua potable;


(c) recolección de aguas servidas; y,


(d) tratamiento y disposición final de aguas servidas.


La etapa de producción de agua potable consiste en la captación y tratamiento de agua cruda, para su posterior distribución en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente.


La etapa de distribución de agua potable consiste en el almacenamiento en su caso, y la conducción del agua producida hasta su entrega en el inmueble del usuario.


La etapa de recolección de aguas servidas consiste en la conducción de dichas aguas desde el inmueble hasta la entrega para su tratamiento y disposición final. Alternativamente esta etapa podrá consistir en soluciones descentralizadas de saneamiento para su posterior disposición.


La etapa de tratamiento y disposición de aguas servidas consiste en la remoción de los contaminantes presentes para la posterior evacuación de éstas en cuerpos receptores, en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente, o en sistemas de tratamiento.


Solicitada la etapa de distribución, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, la prestación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.


La producción de agua potable y el tratamiento y disposición de aguas servidas, podrán ser contratados a terceros por el operador.

TITULO III

LICENCIAS Y PERMISOS

Capítulo 1

Normas comunes


Artículo 8º.- Área de servicio. El operador prestará el servicio dentro del territorio delimitado en el respectivo permiso o licencia.


Artículo 9º.- Derecho a usar bienes nacionales de uso público e imponer servidumbres. Las licencias y permisos otorgan el derecho a usar a título gratuito bienes nacionales de uso público para construir o instalar infraestructura de servicios sanitarios rurales, siempre que no se altere, en forma permanente, la naturaleza y finalidad de éstos. El uso deberá sujetarse a las condiciones dispuestas por las respectivas municipalidades u otros órganos públicos encargados de su administración, cuando estas instalaciones pudieran afectar el normal uso del bien nacional de uso público. En todo caso, el uso temporal de cualquier bien nacional de uso público requerido para ejercer este derecho estará exento de cualquier tipo de cobro.


Asimismo, las licencias y permisos otorgan el derecho a imponer la constitución de servidumbres, en conformidad con lo establecido en el Código de Aguas.


Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los trabajos de exploración para la captación de aguas subterráneas y se considerarán también obras de infraestructura sanitaria rural, cuando ellos sean claramente identificables con una obra de aprovechamiento para el servicio sanitario rural.


En caso que la conexión de una instalación domiciliaria de alcantarillado a una red de recolección para permitir el desagüe gravitacional, obligue a atravesar el predio de otro propietario, se constituirá una servidumbre legal de alcantarillado domiciliario.


El largo y ancho de la faja de terreno sujeta a servidumbre, corresponderá a la factibilidad técnica del proyecto de conexión otorgada por la licenciataria o el permisionario, obligándose el interesado a indemnizar los perjuicios.


Artículo 10.- Licencias o permisos vinculados. Para otorgar una licencia o permiso que requiera de otra licencia o permiso para la prestación integral del servicio sanitario rural, la Superintendencia deberá exigir la existencia de la licencia o permiso que condiciona a la solicitada o su tramitación simultánea.

Artículo 11.- Obligación de cobro conjunto. El operador de distribución cobrará en una cuenta única y recaudará de los usuarios el valor de las prestaciones correspondientes a los servicios de producción, distribución, recolección, y tratamiento y disposición.”.


El incumplimiento de las obligaciones que se deriven de lo señalado en el inciso anterior no podrá afectar la prestación de los servicios a los usuarios.


Artículo 12.- Bienes indispensables. Se entienden destinados a finalidades de utilidad y salubridad pública, los bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales.


Los bienes se considerarán indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, desde el otorgamiento de la licencia o permiso, desde su adquisición o regularización, o desde su puesta en operación, según corresponda.


Serán bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, entre otros, los siguientes:


a) arranques de agua potable;

b) uniones domiciliarias de alcantarillado; 


c) redes de distribución;

d) redes de recolección;

e) derechos de agua;

f) captaciones;

g) sondajes;

h) estanques de regulación;

i) servidumbres de paso;

j) plantas de producción de agua potable y plantas de tratamiento de agua servida; y

k) inmuebles en que estén adheridos alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h) y j) anteriores.


En caso que los bienes indispensables pierdan tal calidad, el Operador deberá contar con la autorización de la Subdirección para enajenarlos. No se requerirá dicha autorización cuando la enajenación sea resultado de un reemplazo o mejora, los que, en todo caso, deberán ser informados de manera documentada y previa a su realización a la Subdirección.

Los bienes indispensables tendrán el carácter de inembargables, siéndole aplicable lo establecido en el número 17 del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 13.- Licitación de nuevas licencias o permisos. El Ministerio de Obras Públicas podrá llamar a licitación pública para el otorgamiento de nuevas licencias o permisos, y no podrá denegarlos arbitrariamente.

Artículo 14.- Transferencia. Los operadores podrán transferir a otros Comités o Cooperativas, sus permisos o licencias, debiendo: 


a) Acordar la transferencia por al menos los dos tercios de los miembros o socios presentes o representados en Asamblea General extraordinaria o Junta General de Socios, especialmente convocada al efecto. Con este fin la Asamblea extraordinaria o la Junta General de Socios deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros o socios.


b) Solicitar autorización al Ministerio, el que tendrá un plazo de 30 días para pronunciarse contados desde la presentación de la solicitud de autorización. En caso que no se pronuncie dentro del plazo señalado, se entenderá que aprueba la transferencia.


En cualquier caso de transferencia de una licencia o permiso, el adquirente deberá cumplir con todas las condiciones que esta ley y que su Reglamento fijen.


Perfeccionada la transferencia, se deberá dejar constancia en el Registro.


Si la licenciataria está operando en área urbana, podrá transferir total o parcialmente la licencia a una concesionaria de servicio sanitario, la que en todo caso deberá operar el área de servicio de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988 y sus normas complementarias, entendiéndose ampliada su concesión sanitaria de pleno derecho, una vez que la transferencia haya sido autorizada por el Ministerio mediante Decreto Supremo, previo informe favorable de la Superintendencia.

Capítulo 2

De la licencia de servicio sanitario rural


Artículo 15.- Objeto. La licencia autoriza a una cooperativa para prestar un servicio sanitario rural.


Otorgada la licencia de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio de la licenciataria, permisos o licencias de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.


Sin perjuicio de lo anterior, podrán otorgarse concesiones sanitarias en dicha área, en caso que, publicado el llamado a licitación, conforme a lo dispuesto en el artículo 22, en al menos dos oportunidades, no se presente ninguna cooperativa interesada en la licencia dentro del plazo establecido en el artículo 23.


Artículo 16.- Licenciatarias. Las licencias para prestar servicios sanitarios rurales, sólo serán otorgadas a Cooperativas, las que se regirán por las normas de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio de las normas que establece esta ley y las demás propias de su giro.


Artículo 17.- Plazo. El plazo máximo de vigencia de la licencia será de 30 años. Durante este lapso, el Estado no podrá otorgar nuevas licencias de distribución rural de agua potable y de recolección rural de aguas servidas, en la misma área de servicio.

Artículo 18.- Ampliaciones. La licenciataria podrá solicitar ampliaciones de su área de servicio conforme al procedimiento establecido en los artículos 20 y siguientes de esta ley.

Si el área de ampliación solicitada está total o parcialmente ubicada dentro de un área urbana o de extensión urbana, la Superintendencia deberá informar si se ha solicitado u otorgado en dicha área una concesión sanitaria. 


Si se hubiere solicitado u otorgado, la concesionaria de servicios sanitarios será notificada por la Superintendencia, a fin, de que en un plazo de 60 días, solicite la ampliación de su territorio operacional incorporando el área solicitada por la licenciataria. Si respondiere negativamente o no respondiere dentro de plazo, se tramitará la solicitud de ampliación de la licencia.


No habiéndose solicitado u otorgado una concesión sanitaria, se tramitará la solicitud de ampliación presentada por la licenciataria.


Artículo 19.- Licitación de la Licencia. La Superintendencia deberá llamar a licitación de la licencia y de sus bienes indispensables, un año antes del término del plazo de vigencia.


El llamado a licitación de la licencia pronta a extinguirse, se publicará por la Superintendencia por una vez en el Diario Oficial y, por dos veces en un diario de circulación en la provincia o en la comuna respectiva. Adicionalmente, se difundirá a través de un medio de radiodifusión sonora provincial o comunal y se notificará por medio de carta certificada a la respectiva licenciataria, y por otros medios idóneos que determine el reglamento.

Las bases de licitación deberán señalar el nivel de subsidio a la inversión que se considerará para los efectos de evaluar las solicitudes de licencia que se presenten.


Las bases de licitación deberán contener una valorización actualizada de las inversiones necesarias para la prestación del servicio efectivamente realizadas por el anterior operador, sólo en la parte que hubieren sido financiadas con su patrimonio propio. En el evento que la licencia no le sea renovada, la nueva Licenciataria deberá pagar al anterior Operador dicho valor en la forma que lo hayan determinado las bases.


La avaluación actualizada de las inversiones que señala el inciso anterior, se efectuará de común acuerdo entre la Licenciataria y la Superintendencia y, en caso de desacuerdo, se hará por un perito tasador, que será nombrado conforme lo establezca el Reglamento.


Tanto la licencia como los bienes indispensables, se entenderán transferidos de pleno derecho desde la fecha del decreto de adjudicación.


En caso que la licitación no se resuelva antes del término del plazo de vigencia de la licencia, se entenderá ésta prorrogada automáticamente hasta la fecha del decreto de adjudicación a la nueva licenciataria.


Artículo 20.- Solicitud. La solicitud de licencia se presentará ante la Superintendencia, acompañando una garantía de seriedad de la presentación, cuyo valor no podrá exceder de cien unidades tributarias mensuales, y cuyas características se determinarán en el reglamento. La solicitud, cuyas características se determinarán en un reglamento, contendrá, a lo menos, lo siguiente:


1) La identificación de la Cooperativa peticionaria.


2) Un Certificado de vigencia de la Cooperativa, emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.


3) La identificación de la etapa del servicio sanitario rural que se solicita, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7º de esta ley.


4) La identificación de las fuentes de agua y sus respectivos derechos, en el caso de la licencia de producción rural de agua potable.


La Licenciataria deberá tener la propiedad o el uso de estos derechos, circunstancia que deberá acreditarse en la forma y plazos que defina el Reglamento.


5) La identificación de las demás Licenciatarias, Concesionarias de servicios sanitarios o Permisionarios con las cuales se relacionará.


6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales. 


7) Las características de las aguas servidas a tratar, del efluente y del cuerpo receptor, en el caso de la licencia de tratamiento y disposición rural de aguas servidas.


8) Un Inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones, y un estado de situación con una antigüedad no superior a 30 días a la fecha de su presentación, que deberá contener el análisis correspondiente a cada una de sus cuentas.


Artículo 21.- Incorporación de nuevas zonas al área de servicio. Presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia podrá ampliar los límites del área de servicio sólo con el objeto de incorporar zonas que desde el punto de vista técnico, económico y social, hagan conveniente la constitución de un sistema único, con incidencia en un menor costo para la provisión del servicio. 


Para estos efectos, la Superintendencia consultará al Ministerio de Vivienda y Urbanismo y a las respectivas municipalidades, para que en un plazo de 45 días informen si consideran suficiente el área de servicio solicitada para satisfacer demandas habitacionales no cubiertas.


Artículo 22.- Publicación. El solicitante deberá publicar, a su cargo, un extracto de la solicitud de licencia por una vez en un diario de circulación provincial o comunal, y deberá difundirlo a través de un medio de radiodifusión sonora provincial o comunal, u otro medio idóneo, por dos veces a lo menos. El extracto contendrá las menciones que se establezcan en el Reglamento.

Artículo 23.- Plazo para otras interesadas. Si hubiera otras Cooperativas interesadas en la licencia, deberán presentar a la Superintendencia, dentro del plazo de cuarenta y cinco días contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el artículo anterior, una solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, la que deberá ser acompañada de una garantía de seriedad, cuyo valor no podrá exceder a cien unidades tributarias mensuales, y cuyas características se determinarán en el Reglamento.

Artículo 24.- Plan de inversión. Todos los que hubieren presentado solicitud de licencia entregarán a la Superintendencia, dentro del plazo de 90 días contado desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el artículo 22, lo siguiente:


1.- Un Plan de Inversiones que deberá contener, a lo menos:


a) descripción técnica general y un cronograma de las obras proyectadas para un horizonte de cinco años;


b) estimaciones de beneficios, costos, valor actualizado neto; y


c) tarifas propuestas.


2.- Los demás antecedentes requeridos de conformidad al Reglamento.


Artículo 25.- Criterios de recomendación para la adjudicación. La Superintendencia propondrá al Ministerio la adjudicación de la licencia a la solicitante que, cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas más ventajosas y cuente con la evaluación social más favorable para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Cuando el interés general lo haga necesario se considerará el plazo de puesta en explotación de los servicios, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará la licencia al que tenga en ese momento la calidad de titular de la misma.


Con todo, la tarifa ofrecida por el solicitante al que se proponga adjudicar, no podrá ser superior a la determinada por la Superintendencia de conformidad al Título V de esta ley.


Artículo 26.- Informe. La Superintendencia, dentro de un plazo de 90 días contados desde el vencimiento del plazo de entrega de antecedentes a que se refiere el artículo 24, informará al Ministerio sobre las solicitudes presentadas.


El informe se pronunciará sobre el Plan de Inversiones y los demás antecedentes presentados por el solicitante, y propondrá la dictación del decreto de otorgamiento de la licencia, si se estima procedente.


El plazo a que se refiere este artículo se interrumpirá cuando el interesado esté en mora de cumplir con los antecedentes exigidos en el artículo 24 de esta ley, que le hubieren sido solicitados por carta certificada de la Superintendencia.


En todo caso, el plazo para evacuar el informe de la Superintendencia al Ministerio no podrá exceder de ciento ochenta días contados desde el vencimiento del plazo de entrega de antecedentes a que se refiere el artículo 24.


Artículo 27.- Adjudicación. El Ministerio, considerando el informe de la Superintendencia, resolverá fundadamente acerca de la solicitud de licencia, en un plazo máximo de treinta días de recibido dicho informe, dictando el respectivo decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República".

Artículo 28.- Decreto de otorgamiento. El decreto de otorgamiento de la licencia considerará, entre otros, los siguientes aspectos:


1. La identificación de la Licenciataria.


2. Las etapas del servicio sanitario rural que se prestarán, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


3. Las condiciones de prestación de los servicios, aprobadas por la Superintendencia.


4. La normativa general aplicable a la licencia que se otorga.


5. El Plan de Inversiones de la licenciataria respecto del cual se ha pronunciado la Superintendencia.


6. La tarifa a cobrar a los usuarios


7. La garantía involucrada.


8. El plazo de vigencia de la licencia.



Artículo 29.- Garantía. Al otorgarse la licencia, la Superintendencia exigirá a la licenciataria, en los términos que se establezcan en el Reglamento, una garantía que resguarde la adecuada prestación del servicio, cuyo monto se calculará considerando el número de usuarios y sus condiciones socioeconómicas. Con todo, el monto de la garantía no podrá exceder del total de los costos de operación correspondientes a tres meses.

Los instrumentos en virtud de los cuales se otorguen las garantías serán elegidos por la Licenciataria de entre aquellos que la Superintendencia defina para tal efecto. Las cláusulas del contrato respectivo deberán ser aprobadas por la Superintendencia.

Capítulo 3

Caducidad, continuidad de la prestación del servicio y quiebra de la licencia


Artículo 30.- Caducidad. Las licencias caducarán, antes de entrar en operación, si no se ejecutaren oportunamente las obras correspondientes al Plan de Inversión necesarias para poner en explotación el servicio, indicadas en el decreto de otorgamiento de la licencia.


La caducidad será declarada mediante un decreto dictado por el Ministro de Obras Públicas bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Caducada una licencia, la Superintendencia podrá, mediante resolución fundada de carácter técnico, declarar que la falta de ella afecta la prestación integral del servicio en otra, que indicará. En dicho caso, el operador tendrá el plazo de noventa días para demostrar técnica y económicamente que puede mantener el servicio. De no poder hacerlo, la Superintendencia licitará la licencia de conformidad con las reglas del Capítulo anterior.


Caducada la licencia, el monto de la garantía a que se refiere el artículo 29 quedará a beneficio fiscal.


Artículo 31.- Retiro de instalaciones. En el caso de caducidad previsto en el artículo anterior, la Cooperativa podrá disponer de las instalaciones ejecutadas, salvo los bienes indispensables. Cuando estas instalaciones ocupen bienes nacionales de uso público, terrenos fiscales o de particulares, el retiro deberá hacerse dentro del plazo y en las condiciones que fije la Superintendencia.


Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará, cuando corresponda, sin perjuicio del cumplimiento de las condiciones, exigencias y requisitos establecidos para ese evento, en la respectiva resolución de calificación ambiental.


Artículo 32.- Declaratoria de riesgo en la prestación del servicio. Habiendo entrado en operación la licenciataria, el Ministro de Obras Públicas, en base a un informe técnico elaborado por la Superintendencia o por la Autoridad Sanitaria, en el ámbito de sus respectivas competencias,  podrá declarar en riesgo la prestación del servicio de una licenciataria, en los siguientes casos:


a) si las condiciones del servicio suministrado no corresponden a las exigencias establecidas en la ley o en la reglamentación vigente, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento respectivo, y


b) si la licenciataria no cumple el Plan de Inversiones.


Para la calificación de dichas causales, la Superintendencia y la Autoridad Sanitaria según corresponda, deberán considerar la gravedad de sus consecuencias y la reiteración de su ocurrencia.


Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, la licenciataria deberá ser oída en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.


Artículo 33.- Administrador temporal. Declarada por el Ministro de Obras Públicas la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo anterior, cesarán en sus funciones el gerente y el consejo de administración de la Cooperativa, y el Ministerio designará un administrador temporal, por un plazo no superior a seis meses, prorrogables por una sola vez por igual período, cuyas funciones y requisitos serán las establecidas en esta ley y su Reglamento.


El administrador temporal ejercerá las funciones del Consejo de Administración, y será considerado como consejero para todos los efectos de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio que en materias técnicas vinculadas al servicio sanitario rural, estará supeditado al Ministerio de Obras Públicas.


La declaración de riesgo en la prestación del servicio y la designación de un administrador temporal, no obsta a la aplicación de las sanciones que procedan de conformidad a la normativa legal y reglamentaria vigente.


Artículo 34.- Cobro de garantía. En el caso regulado en el artículo 32, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía del artículo 29, y su monto será puesto a disposición del Administrador temporal designado conforme al artículo anterior, para garantizar la continuidad del servicio.


Artículo 35.- Facultades del administrador temporal. El administrador temporal del servicio tendrá todas las facultades del giro de la Cooperativa, que la ley y su estatuto otorgan al Consejo de administración y gerente. Su función principal será promover la designación, de un nuevo gerente y consejo de administración, dentro del plazo establecido en el artículo 33.


El administrador temporal responderá hasta de culpa leve en el ejercicio de sus funciones.


En caso que, después de cumplida la prórroga del inciso primero del artículo 33 de esta ley, no haya sido posible la designación de un nuevo gerente y consejo de administración, el Ministerio llamará a licitación de la licencia, conforme a las reglas del Capítulo anterior.


Artículo 36.- Causal de inhabilidad. El gerente y los miembros del consejo de administración que cesen en sus cargos conforme al artículo 33, quedarán inhabilitados para ejercerlos, en cualquier Cooperativa, por un plazo de cinco años, contados desde la fecha del decreto respectivo.

Artículo 37.- Quiebra de la Licenciataria. Declarada la quiebra, la fallida quedará inhibida, de pleno derecho, de la administración de la licencia y de sus bienes indispensables.


En el caso de quiebra de una Licenciataria cuya licencia esté en explotación, el síndico velará por la adecuada provisión del servicio hasta su licitación. Para tales efectos se aplicará respecto del síndico lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 33.


Los gastos en que se incurra con ocasión de la Quiebra quedarán incluidos dentro de los créditos señalados en el Nº 1 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 38.- Licitación por quiebra. El Ministerio dispondrá la licitación de la licencia y los bienes indispensables, dentro del plazo de un año contado desde que quede a firme la sentencia que declare la quiebra. El llamado a licitación se publicará en la forma establecida en el artículo 19, y los interesados deberán presentar sus ofertas en los plazos y con los antecedentes indicados en los artículos 23 y 24 de esta ley. Se aplicará además para la licitación lo dispuesto en los artículos 25, 26, 27 y 28 de esta ley.


La adjudicación de la licencia recaerá, cumpliendo las condiciones técnicas y la tarifa vigente, en la interesada que ofrezca el mayor valor por la licencia y por los bienes indispensables.

Capítulo 4

Del permiso de servicio sanitario rural


Artículo 39.- Objeto. El permiso de servicio sanitario rural se otorga por el Ministerio a un Comité o Cooperativa, para la prestación de Servicios Sanitarios Rurales, en un área de servicio determinada.


Otorgado el Permiso de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio del permisionario, permisos o licencias de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.


Habiendo entrado en operación el permisionario, el Ministerio podrá declarar en riesgo el servicio en caso que las condiciones del servicio suministrado no correspondan a las exigencias establecidas en la normativa legal o reglamentaria vigente, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento respectivo.


Declarado en riesgo el servicio, cesarán en sus funciones el directorio del comité o el gerente y el consejo de administración de la cooperativa, según el caso.


El Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para asegurar la continuidad del servicio, mientras la asamblea o la junta general designan un nuevo directorio o consejo de administración, según el caso.


Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, el permisionario deberá ser oído en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.


Artículo 40.- Solicitud del permiso. Para solicitar un permiso, el interesado deberá presentar al Ministerio, a lo menos, lo siguiente:


1) La identificación del Comité o la Cooperativa peticionaria, y una breve descripción de las características más relevantes del servicio que se solicita prestar.


2) En caso que el solicitante sea Cooperativa, un certificado de vigencia emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.


3) La identificación de las etapas del servicio sanitario rural que se solicitan, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7 de esta ley.


4) La identificación de las fuentes de agua que utilizará en calidad de propietario o a cualquier otro título.


5) El título en virtud del cual el solicitante utilizará las fuentes de agua identificadas conforme al numeral anterior, lo que deberá acreditarse en la forma que defina el Reglamento.


6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales.


7) Un Inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones. Si el peticionario fuere una Cooperativa, deberá acompañar además un estado de situación.


Artículo 41.- Plazo del permiso. El plazo máximo por el que se otorgará el permiso será de 10 años.

Artículo 42.- Decreto de otorgamiento. El Ministerio resolverá fundadamente acerca de la solicitud de permiso, en un plazo máximo de 30 días, dictando el respectivo decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República".


El decreto de otorgamiento del permiso considerará, entre otros, los siguientes aspectos:


1. La identificación del permisionario.


2. Las etapas del servicio sanitario rural que se prestarán, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7º de esta ley.


3. Las condiciones de prestación de los servicios.


4. La normativa general aplicable al permiso que se otorga.


5. La tarifa a cobrar a los usuarios.


6. El Plazo de vigencia del permiso.


Artículo 43.- Renovación y solicitud de licitación. El permisionario goza de derecho preferente para que se le renueve su permiso, para lo cual deberá solicitar su renovación con a lo menos seis meses de anticipación antes de la fecha de extinción. En su defecto, el Ministerio deberá llamar a licitación conforme al artículo 44 de esta ley.


En caso que el permisionario esté clasificado en el segmento AAA conforme a lo dispuesto en el artículo 77, deberá presentar junto a su solicitud de renovación un Plan de Inversiones, respecto del que la Superintendencia deberá pronunciarse en un plazo de cuarenta y cinco días.


Cualquier interesado distinto del Permisionario podrá solicitar al Ministerio, dentro de los seis meses antes del término del plazo de vigencia del permiso, que llame a su licitación. Para estos efectos, deberá acompañar a su solicitud un proyecto técnica y económicamente viable para la prestación del servicio.


Artículo 44.- Licitación del permiso. El llamado a licitación del permiso pronto a extinguirse y sus bienes indispensables, se publicará por el Ministerio en la forma establecida en el artículo 19 de esta ley.


Si hubiera otros interesados en el permiso, éstos deberán presentar al Ministerio, dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el inciso primero, una solicitud de permiso en los términos establecidos en el artículo 40 de esta ley.


Vencido el término anterior, el Ministerio adjudicará, en un plazo máximo de 60 días, el permiso al solicitante que cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas más ventajosas y cuente con la evaluación social más favorable para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el Reglamento. Se podrá considerar, entre otros, el plazo de puesta en explotación de los servicios ofrecidos, como criterio adicional de adjudicación.


En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará el permiso al que tenga en ese momento la calidad de titular del mismo.


Se aplicará para la licitación del permiso, lo dispuesto en los cinco incisos finales del artículo 19 de esta ley.

TITULO IV

DE LOS OPERADORES

Capítulo 1

Derechos y obligaciones de los operadores y usuarios


Artículo 45.- Obligaciones de los operadores. Los operadores de servicios sanitarios rurales tendrán las siguientes obligaciones:


a) Prestar los servicios sanitarios a los usuarios, en la medida que sea técnica y económicamente factible conforme a lo establecido en la letra b) de este artículo. Esta obligación comprende la certificación de la factibilidad de servicio. En caso que existan discrepancias entre el usuario y el operador, en cuanto a las condiciones de prestación del servicio, la Superintendencia resolverá las diferencias mediante una resolución fundada.


Los servicios sanitarios deberán prestarse a los Usuarios, en la calidad exigible conforme a las normas respectivas, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio de Salud y de la Superintendencia.


b) Garantizar la continuidad del servicio entregado, en el sentido que éste sea prestado durante la cantidad de horas diarias que se determine por la Superintendencia, conforme a las características técnicas exigibles a cada segmento; salvo, las interrupciones que se produzcan por fuerza mayor o por necesidad indispensable para la prestación del servicio, debidamente programadas y comunicadas con anticipación a los usuarios, según lo establecido en el Reglamento.


c) Mantener el nivel de calidad en la atención de usuarios y prestación del servicio que defina el Reglamento.


d) Prestar y operar los servicios sanitarios rurales, dando estricto cumplimiento a las obligaciones, restricciones y prohibiciones establecidas en esta ley y su Reglamento, en la normativa sanitaria y ambiental, y en las demás normas y disposiciones legales, reglamentarias y administrativas vigentes; así como a las instrucciones que impartan las autoridades competentes en el ejercicio de sus atribuciones.


Artículo 46.- Actualización del Plan de Inversiones. Las licenciatarias deberán actualizar su Plan de Inversiones cada cinco años. Asimismo, deberán actualizarlo en caso que el subsidio o inversión pública efectivamente recibida difiera del considerado al haberse determinado el nivel tarifario.


La actualización del Plan de Inversiones se hará conforme al procedimiento que se establezca en el reglamento.


Artículo 47.- Obligación de conservación de instalaciones y equipos. Para el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo anterior, los operadores deberán conservar en perfecto estado de funcionamiento las instalaciones y equipos que conforman la infraestructura del servicio, debiendo para estos efectos proceder a su reparación y mantención, y a la reposición en su caso.

Artículo 48.- Fondo de reposición y reinversión. Los operadores que conforme a la clasificación del artículo 77 de esta ley, pertenezcan a los segmentos AA y AAA, deberán constituir e incrementar, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes resultantes de cada ejercicio anual, un fondo de reserva legal, destinado a la reposición y ampliación de largo plazo, según se defina en el reglamento.


Este fondo del inciso anterior no podrá ser destinado a fines distintos a la reposición y ampliación de la infraestructura, y deberá ser mantenido en instrumentos de inversión de emisores inscritos en el registro de valores, cuya clasificación de riesgo y tipo de instrumento serán definidos en el Reglamento.


Artículo 49.- Responsabilidad por mantenimiento y reposición. Los costos de mantenimiento y reposición del arranque de agua potable y la unión domiciliaria, del sistema de agua potable y saneamiento rural respectivamente, serán de cargo del operador.


El mantenimiento y reposición de las instalaciones interiores domiciliarias de agua potable y de saneamiento serán de exclusiva responsabilidad y cargo del propietario del inmueble.


Artículo 50.- Uso de instalaciones y equipos. Corresponderá siempre a los operadores el uso y goce exclusivo de los bienes indispensables regulados en el artículo 12 de esta ley; y sólo podrán destinar dichas instalaciones a la realización de las actividades indicadas en el artículo 45.

                                         Sin perjuicio de lo anterior, la Asamblea General o la Junta General, según corresponda, en sesión extraordinaria y por mayoría simple de los miembros presentes, podrá autorizar el uso y goce de los citados bienes para el desarrollo de otras actividades, siempre que no se limite, entorpezca o afecte de modo alguno la provisión de los servicios sanitarios rurales, y se cumpla con la normativa vigente. Para estos efectos, la Asamblea General o la Junta General deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de sus miembros.


Artículo 51.- Vertimiento de aguas tratadas en canales de regadío. Los operadores de tratamiento y disposición podrán solicitar a la organización de usuarios respectiva, autorización para el vertimiento de las aguas tratadas en un canal. 


En caso que la organización de usuarios negare la autorización, o no se llegue a acuerdo, el operador podrá recurrir al juzgado de letras en lo civil de la comuna correspondiente al punto de descarga propuesto, para que éste, conforme al procedimiento sumario establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, lo autorice a verter las aguas tratadas en el canal, estableciendo las contraprestaciones correspondientes. 


El juez sólo podrá autorizar al operador a verter las aguas tratadas en un canal en caso que se trate de la solución de tratamiento y disposición más adecuada desde el punto de vista técnico y económico, que no se afecten actividades económicas que para su desarrollo utilicen las aguas del canal, que las aguas tratadas cumplan con las exigencias que establece la normativa vigente aplicable.


Artículo 52.- Derechos de los usuarios. Las prestaciones en que se traduzca el cumplimiento de las obligaciones de los operadores establecidas en esta ley, serán sin perjuicio de los demás derechos establecidos en otras normas relacionadas con los servicios sanitarios rurales, todos los cuales constituyen el estatuto mínimo de los derechos que amparan a los usuarios.

Artículo 53.- Derechos del operador. Son derechos del Operador:


a) Cobrar por las etapas del servicio sanitario rural prestadas, las tarifas a que se refiere el Título V de esta ley. Para estos efectos, las boletas o facturas deberán permitir la fácil comprensión de cada cobro efectuado.


b) Cobrar reajustes e intereses corrientes, por las cuentas que no sean canceladas dentro de los plazos señalados en el Reglamento;


c) Cobrar los costos de cobranza extrajudicial en que haya incurrido el operador;


d) Suspender, previo aviso de 30 días, los servicios a Usuarios que adeuden el pago de una o más boletas o facturas y cobrar el costo de la suspensión y de la reposición correspondiente;


e) Suspender el servicio a los usuarios de servicio sanitario rural primario que destinen el agua a un fin distinto del establecido en el artículo 5 de esta ley;


f) Suspender el servicio a los usuarios respecto de los cuales se compruebe que han causado daño a las instalaciones, equipos o bienes del Operador.


g) Cobrar el costo de las reparaciones de daños y desperfectos causados en los arranques de agua potable y uniones domiciliarias de alcantarillado, redes de distribución y redes de recolección, a causa del mal uso o destrucción de las mismas por el usuario.

h) Proponer y postular, cuando corresponda, en representación de los usuarios, a subsidios a la inversión en los sistemas rurales de agua potable, en particular al establecido en la ley Nº 18.778 de 1989 y su reglamento.

i) Exigir al usuario de la propiedad servida la conexión a las instalaciones de agua potable y/o alcantarillado, según fuere el caso, cuando existan causas debidamente calificadas por la autoridad sanitaria.


Los derechos anteriormente señalados se ejercerán sin perjuicio de las atribuciones que el Código Sanitario le entrega al Ministerio de Salud.


Artículo 54.- Mérito ejecutivo. Las boletas o facturas que se emitan por la prestación de los servicios sanitarios rurales o por los trabajos en los arranques de agua potable rural o uniones domiciliarias de alcantarillado rural, incluidos sus reajustes e intereses, tendrán mérito ejecutivo sólo en cuanto al cobro de aquellas prestaciones.

Artículo 55.- Modificaciones de niveles de servicio. Se podrán modificar los niveles de servicio de los operadores, a proposición de la Superintendencia, previo conocimiento de éstos, mediante decreto supremo que deberá llevar la firma del Ministro de Obras Públicas. Dicho decreto supremo deberá ser fundado y basado en criterios de carácter objetivo. Los niveles de servicio podrán diferenciarse entre segmentos de operadores.

En caso que por modificaciones de los Planes Reguladores, el área de servicio de una Licenciataria quede total o parcialmente incorporada en el área urbana, el Ministerio podrá modificar los niveles de servicio de la licencia, a proposición de la Superintendencia. En este caso, la Licenciataria deberá modificar su Plan de Inversiones para incorporar las nuevas exigencias. La modificación de los niveles de servicio y la aprobación de las del Plan de Inversiones se harán conforme al procedimiento que establezca el Reglamento.


Artículo 56.- Facultad de acceso del operador. El usuario deberá permitir el acceso a su inmueble del personal del operador, identificado como tal, para el ejercicio de las funciones que dicen relación con la prestación de los servicios.

Artículo 57.- Inmueble que recibe el servicio. En el inmueble que recibe el servicio de agua potable o de alcantarillado de aguas servidas, quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio sanitario rural, para con el operador.
Capítulo 2

Causales de incompatibilidad, de cesación en los cargos y censura de dirigentes de operadores


Artículo 58.- Incompatibilidades e inhabilidades. Serán incompatibles los cargos de alcalde y consejero regional con los cargos directivos o pertenecientes a los órganos de administración o de fiscalización de los Comités y Cooperativas de servicios sanitarios rurales.

Desde la inscripción de su candidatura, cesará en sus funciones cualquier dirigente de comité o cooperativa de los indicados en el inciso anterior que postule al cargo de alcalde.


Las demás incompatibilidades y las causales de inhabilidad y cesación en el cargo, aplicables a la organización de las Cooperativas de servicios sanitarios rurales, se regirán por la Ley General de Cooperativas, y su legislación complementaria.


Artículo 59.- Cesación en el cargo de los dirigentes de los Comités. Los dirigentes de los Comités de Servicio Sanitario Rural, cesarán en sus cargos:


a) Por el cumplimiento del período para el cual fueran elegidos.


Los estatutos del Comité podrán establecer períodos diferenciados de tiempo para cada cargo, a fin de permitir la renovación del directorio por parcialidades;


b) Por renuncia presentada por escrito al directorio, cesando en sus funciones y responsabilidades al momento en que éste tome conocimiento de aquélla;


c) Por inhabilidad sobreviniente, calificada en conformidad con los estatutos;


d) Por censura acordada por mayoría simple de los miembros presentes o representados en asamblea extraordinaria especialmente convocada al efecto. Para estos efectos la Asamblea extraordinaria deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros del Comité;


e) Por pérdida de la calidad de afiliado a la respectiva organización; 


f) Por pérdida de la calidad de ciudadano;


g) Por condena por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva.


Artículo 60.- Censura de los dirigentes de los Comités. Será motivo de censura la trasgresión por los dirigentes de cualesquiera de sus deberes legales, o de algún derecho de un miembro de un Comité de Servicio Sanitario Rural.


Artículo 61.- Censura al directorio del Comité. Los Comités de servicio sanitario rural deberán confeccionar anualmente un balance o una cuenta de resultados, según el sistema contable con que operen, y someterlos a la aprobación de la asamblea. El incumplimiento de esta obligación será causal de censura para todo el directorio de la organización. Asimismo, será causal de censura para el directorio, el rechazo del balance o cuenta de resultados anual, en dos oportunidades sucesivas por a lo menos dos tercios de la asamblea.
Capítulo 3

Viáticos para dirigentes de los Comités


Artículo 62.- Viáticos para dirigentes de Comités. La asamblea general extraordinaria de un comité de servicio sanitario rural, podrá acordar por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella, viáticos en dinero para sus dirigentes. Estos viáticos, con el debido respaldo, deberán ser rendidos a la asamblea general y serán destinados a gastos de traslado, alimentación, alojamiento y otros similares necesarios para el ejercicio del cargo y su capacitación como dirigentes.

TITULO V

DE LAS TARIFAS


Artículo 63.- Reglas y principios generales. Los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su reglamento.


Las tarifas siempre deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación y mantenimiento. Adicionalmente, las tarifas podrán establecer distintos niveles de recuperación de los costos de inversión y reposición, según el segmento en que sea clasificado el operador conforme a lo dispuesto en el artículo 77.


Se calcularán separadamente las tarifas correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.


Las fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico. 


El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los Usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.


Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia, conforme al procedimiento establecido en este Título.
La Superintendencia podrá agrupar distintos servicios, bajo la denominación de sistemas tipo, considerando su tamaño y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento. 

Asimismo, definirá los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas o de otra especie, que lo justifiquen.

Artículo 64.- Determinación de la tarifa de autofinanciamiento. La tarifa de autofinanciamiento, compuesta por un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico, es aquella que permite recuperar la totalidad de los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición.


La tarifa de autofinanciamiento se calcula a partir del Costo Total de Largo Plazo, entendiéndose éste como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación y mantenimiento eficientes como los de reposición e inversión eficientes, de un proyecto de inversión optimizado.


Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte congruente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.


La tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el reglamento.


El procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar, corresponderá al que se establezca en el reglamento.


Artículo 65.- Procedimiento de determinación del nivel tarifario. El nivel tarifario es aquel calculado por la Superintendencia rebajando de la tarifa de autofinanciamiento el subsidio o la inversión pública a que se refiere el Capítulo IV del Título VI.


La Superintendencia calculará mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.


Artículo 66.- Procedimiento de determinación de la tarifa a cobrar al usuario. La tarifa a cobrar al usuario se determina para cada servicio sanitario rural, y es aquella que debe pagar efectivamente el usuario.
En los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778, el usuario pagará la parte de la  tarifa a cobrar que no cubra dicho subsidio.

Una vez comunicado el nivel tarifario al operador, en la forma que determine el reglamento, éste lo pondrá en conocimiento de la asamblea, la que en el plazo de sesenta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta un 5%. En estos casos, el nivel tarifario aceptado o ajustado por la asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios.


En caso que la asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de sesenta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos, para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.


Vencido el plazo indicado en el inciso segundo sin un pronunciamiento de la asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.


Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación de la tarifa a cobrar al usuario de los sistemas de tarificación individual se establecerán en el reglamento. 


Las tarifas a cobrar a los usuarios, serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


Artículo 67.- Período tarifario. Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia cada cinco años.


Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo 65, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.


Artículo 68.- Reajustabilidad de la tarifa. Las tarifas a cobrar a los usuarios, se reajustarán cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, 5% del Índice de Precios al Consumidor informado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o en caso que alguna de las variables de costos definidas como relevantes por el reglamento experimente un aumento de al menos 3%. El operador deberá informar del reajuste a los usuarios en la forma y oportunidad definida en el reglamento.


Artículo 69.- No discriminación de la tarifa. No existirá gratuidad o rebaja parcial del cobro por la prestación de los servicios ni discriminación alguna, salvo las excepciones otorgadas por los operadores a usuarios, y a sus expensas. No obstante, los operadores no podrán establecer diferencias en sus tarifas, cargos o cualquier otro concepto, dentro de un mismo sistema, salvo entre el servicio sanitario rural primario y secundario, y en los demás casos que esta ley los autorice.


Artículo 70.- Obligado al pago. La tarifa deberá ser pagada por el ocupante de la propiedad, a cualquier título, sin perjuicio que en el inmueble que recibe el servicio quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio para con el operador.


Artículo 71.- Prestación regulada. Todas aquellas prestaciones de carácter sanitario efectuadas por el operador que no se encuentren reguladas en esta ley y se presten con características monopólicas, serán tarificadas de conformidad con este Título.
TITULO VI

INSTITUCIONALIDAD

Capítulo 1

Política nacional de servicios sanitarios rurales


Artículo 72.- Política de asistencia y promoción. El Ministerio de Obras Públicas, con la información técnica que recabe de los Ministerios de Salud, Planificación, Vivienda y Urbanismo y de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, determinará la política de inversión, asistencia técnica y financiera, supervisión y promoción para la organización de los operadores de servicios sanitarios rurales.


Dicha política se ejecutará mediante programas acordados con los gobiernos regionales.


La política de asistencia y promoción deberá considerar, además, a los habitantes rurales que residan fuera del área de servicio de los operadores.


La política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales se definirá y ejecutará por el Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de las atribuciones y competencias que correspondan a otros organismos públicos.


Artículo 73.- Reconocimiento. La política para la asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales, reconoce la función social y el rol integrador de los grupos intermedios que desarrollan sus actividades basados en los principios de participación comunitaria y de ayuda mutua, garantizando su ejercicio a toda persona sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


Del mismo modo, cada uno de los miembros de las organizaciones comunitarias y de las fundadas en el principio de ayuda mutua a que esta ley atribuye el derecho a ser titulares de permisos y licencias, tienen derecho a elegir y a ser elegidos para la dirección, administración y control de la gestión de las respectivas organizaciones; sin perjuicio de los demás derechos que otras leyes les confieren para la protección de su calidad de usuarios o consumidores.


Artículo 74.- Principios. La política sobre los servicios sanitarios rurales, estará fundada en los siguientes principios:


a) De protección de la ayuda mutua, para el caso de los derechos inherentes de los servicios sanitarios rurales;


b) De igualdad de participación y de decisión de los integrantes de los órganos administradores y ejecutores de los operadores de los servicios sanitarios rurales, bajo la condición de que dichos integrantes den oportuno cumplimiento a sus obligaciones;


c) De no discriminación respecto del servicio sanitario rural;


d) De eficiencia económica en la disposición y administración de los recursos, de modo que propenda a la autosustentabilidad económica del servicio;


e) De transparencia en la gestión y administración del servicio, para con sus socios, usuarios y la comunidad en general; y,


f) De promoción del uso sostenible del agua y de los demás componentes ambientales involucrados.


Artículo 75.- Consejo consultivo. Créase el Consejo Consultivo para la orientación de la política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales.  El Consejo Consultivo deberá ser oído por el Ministerio y estará compuesto por los siguientes integrantes:


a) un representante del Ministerio de Obras Públicas, quien lo presidirá; 


b) un representante del Ministerio de Hacienda;


c) un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción;


d) un representante del Ministerio de Salud;


e) un representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo;


f) un representante del Ministerio de Planificación;


g) un representante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


h) un representante de la Subsecretaría de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior;


i) Un representante de la Asociación de Municipalidades que reúna la mayor cantidad de municipios asociados a nivel nacional.


j) tres representantes de los dirigentes de las Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales;


k) tres representantes de los dirigentes de los Comités; y,


l) tres representantes de federaciones o confederaciones de operadores de servicios sanitarios rurales, sean de carácter nacional, regional o provincial.


El Consejo sesionará, al menos, dos veces al año. El Reglamento determinará el procedimiento de funcionamiento del Consejo. Los integrantes del Consejo a que se refieren las letras j), k) y l) del inciso primero de este artículo, percibirán una asignación para gastos de traslado, alojamiento y alimentación por cada sesión a la que asistan, con cargo al presupuesto del Ministerio.


El mecanismo de elección de los integrantes del consejo consultivo establecidos en las letras j), k) y l) de este artículo, será fijado en el Reglamento y deberá considerar la renovación periódica de los representantes. Para el caso de la elección de los representantes de las letras j) y k), dicho mecanismo deberá asegurar que cada dirigente que se elija corresponda a una Región distinta, que se respete la adecuada representación de los segmentos, y que estén representados comités y cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación. Del mismo modo, dicho mecanismo asegurará la no discriminación de las personas representantes por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


El Secretario Ejecutivo del Consejo será el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas. Sus funciones serán citar a las sesiones, levantar acta de éstas, el seguimiento de los acuerdos adoptados y las demás que el Consejo o el Reglamento le encomienden.

Capítulo 2

Del registro y clasificación de operadores


Artículo 76.- Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales. El Ministerio tendrá a su cargo un registro público de los operadores de servicios sanitarios rurales, de los permisos y licencias otorgadas, y de los demás antecedentes que el Reglamento establezca.


El registro establecido en el inciso anterior deberá encontrarse actualizado y para su libre consulta en el sitio electrónico del Ministerio.


Artículo 77.- Clasificación de los operadores. Para los efectos de esta ley, los operadores se clasificarán en tres segmentos: (a) AAA; (b) AA, y (c) A.


El Reglamento definirá un procedimiento para la clasificación en los distintos segmentos.


Para la clasificación de los Operadores se considerarán, además de la calidad de la gestión técnica, administrativa y financiera del operador, las siguientes características del sistema servido:


(a) población abastecida;


(b) cercanía al área urbana;


(c) condiciones económicas y sociales de la población abastecida;


(d) condiciones de aislamiento;


(e) en caso que corresponda, el carácter de comunidad indígena conforme a la ley Nº 19.253 y sus disposiciones reglamentarias; y,


(f) la oferta hídrica y las condiciones geográficas y topográficas.


Artículo 78.- Autoridad encargada de clasificar a los Operadores. El Ministro de Obras Públicas clasificará en distintos segmentos a los operadores, en conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior y en el Reglamento.


La clasificación tendrá una vigencia de 5 años, pudiendo el operador, la Superintendencia o el Departamento de Cooperativas, solicitar su reclasificación en cualquier momento, por razones fundadas.


La clasificación deberá constar en el Registro de Operadores de Servicios Sanitarios Rurales.

Capítulo 3

Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales


Artículo 79.- Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales. Créase en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, que estará a cargo de un funcionario que tendrá el título de Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales.

Artículo 80.- Funciones. Serán funciones de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales:


a) Ejecutar la política de asistencia y promoción conforme lo instruido por el Ministro de Obras Públicas.


En el ejercicio de esta función podrá implementar programas y proyectos dirigidos especialmente a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los Operadores;


b) Administrar el Registro de Operadores;


c) Proponer al Ministro de Obras Públicas la clasificación de los Operadores, y el aporte financiero del Estado a que se refieren los artículos 84 y 85, para cada segmento;


d) Asesorar a los Operadores, directamente o a través de terceros;


e) Formular proyectos de servicios sanitarios rurales y evaluarlos económica, técnica y socialmente.


f) Contratar la inversión sectorial y actuar como unidad técnica para la contratación de la inversión de los gobiernos regionales u otras instituciones públicas en materias relacionadas con servicios sanitarios rurales.


g) Revisar, previa consulta a la Superintendencia, el Plan de Inversión;


h) Pedir informes y auditar la contabilidad de las Licenciatarias y Permisionarios


Para estos efectos podrá encargar la revisión del funcionamiento administrativo, contable, y financiero a personas naturales o jurídicas inscritas en alguno de los Registros públicos que el Reglamento determine.


La Subdirección determinará las facultades con que estas entidades podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; dictará las normas relativas al cumplimiento de éstas, y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


i) Aprobar, directamente o a través de terceros, la puesta en operación de las obras de cada Operador.


j) Solicitar el ejercicio de las facultades de supervisión o de fiscalización al Departamento de Cooperativas, a la Superintendencia, o al Ministerio de Salud, cuando correspondiere.


k) Visar técnicamente los proyectos.


l) Las demás que la ley le asigne.


Artículo 81.- Facultad de acceso de los funcionarios de la Subdirección. Los funcionarios de la Subdirección tendrán libre acceso a las obras, a sus dependencias, y en general a todo inmueble o instalación de los operadores, destinadas a la prestación del servicio sanitario rural, a objeto de realizar las funciones que les son propias.


Artículo 82.- Designación de Administradores temporales. El Ministro podrá designar como administrador temporal, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 33 de esta ley, a alguno de los profesionales que cumpliendo los requisitos que se establezcan en el Reglamento, esté inscrito en un Registro Especial que será administrado por la Subdirección. La Subdirección podrá eliminar del registro a estas personas o no renovar su inscripción, cuando no cumplan sus funciones y los requisitos establecidos.


El Reglamento determinará las facultades con que éstos profesionales podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; fijará las normas relativas al cumplimiento de éstas y a los sistemas y procedimientos de trabajo; y, fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.


Artículo 83.- Información. La Subdirección podrá requerir a los operadores la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.


Los operadores deberán informar a la Subdirección de cualquier hecho esencial relativo a la operación del servicio sanitario rural, inmediatamente después de ocurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso que se trate de hechos que afecten las condiciones sanitarias de la prestación del servicio, el operador deberá informar además a la Autoridad Sanitaria.


Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad y seguridad del servicio sanitario rural, para un número de Usuarios igual o superior al porcentaje que indique el Reglamento.

Capítulo 4

Inversión pública y subsidios en los servicios sanitarios rurales


Artículo 84.- Inversión pública. La inversión para promover, formar e instalar servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio conforme a lo establecido en los artículos 85, 86 y 87, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.


El Ministerio de Obras Públicas podrá decidir, por razones de emergencia, inversiones en ejecución de obras para servicios sanitarios rurales existentes o nuevos, sin sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior.


Artículo 85.- Subsidio a la inversión. El subsidio a la inversión a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 18.778, podrá destinarse a cualquiera de las etapas de los servicios sanitarios rurales existentes.

La infraestructura financiada total o parcialmente con el subsidio a la inversión tendrá el carácter de reserva legal, y formará parte de los bienes indispensables establecidos en el artículo 12 de la presente ley, y se denominará Fondo de Reserva Subsidio Estatal.


La selección de los estudios, proyectos y obras subsidiables se hará de conformidad a lo dispuesto en los tres artículos siguientes.


Artículo 86.- Criterios de elegibilidad. El Ministerio, con consulta al Gobierno Regional respectivo, definirá para cada región, las características de los proyectos a financiar para el año siguiente y los criterios de elegibilidad. Entre los criterios de elegibilidad se podrán considerar requisitos diferenciados para cada uno de los segmentos de operadores indicado en el artículo 77 de esta ley.


Artículo 87.- Procedimiento de selección de proyectos. Los operadores podrán presentar a la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales solicitudes de financiamiento total o parcial de proyectos de servicios sanitarios rurales.


El Ministerio de Obras Públicas, a través de la Secretaría Regional Ministerial respectiva, presentará cada año al Gobierno Regional, un listado de proyectos de servicios sanitarios rurales ya evaluados que cumplan los criterios de elegibilidad definidos conforme a lo dispuesto en el artículo anterior. Para la evaluación de los proyectos por parte del organismo público competente bastará que esté dictado el acto expropiatorio respectivo.

El Gobierno Regional respectivo seleccionará, fundadamente, los proyectos beneficiados con los recursos asignados a la Región, entre los proyectos incluidos en el listado que le entregue el Ministerio conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.


Los proyectos seleccionados por el Gobierno regional serán financiados hasta su plena ejecución aunque aquello comprometa presupuestos de ejercicios posteriores.


Los demás aspectos relacionados con la distribución del subsidio, con la elaboración del programa bianual y con el sistema de postulación, de selección y de priorización de los estudios, proyectos u obras a ejecutar se establecerán en el Reglamento. En éste se podrán considerar además, para casos excepcionales, los requisitos y condiciones necesarios para la entrega del subsidio al operador previo a la ejecución completa de las obras.


En caso que otras entidades aporten recursos para el financiamiento de los estudios, proyectos u obras a que se refieren los artículos 84 y 85 de esta ley, sus aportes se aplicarán en las mismas condiciones establecidas en este artículo.


Artículo 88.- Ventanilla Única. Todo programa de inversión cuyos fondos sean aplicables al servicio sanitario rural, deberá ser contratado a través de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, en las condiciones que fije el Reglamento, ya sea que se financie con recursos sectoriales o con recursos regionales, en cuyo caso actuará como unidad técnica. Los demás programas de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales que el Estado promueva, cualquiera sea su naturaleza, deberán ser informados al Consejo Consultivo, para facilitar la coordinación y unidad de acción entre organismos del Estado.


La Subdirección podrá suscribir convenios con otros organismos públicos, para la contratación por parte de ellos de los programas de inversión aplicables al servicio sanitario rural. En todo caso la Subdirección, mantendrá la función de visar técnicamente los proyectos.


Artículo 89.- Bienes aportados por el Estado. Por decreto supremo suscrito por el Ministro de Obras Públicas bajo la formula “por orden del Presidente de la República”, las obras o proyectos financiados o ejecutados por el Estado que integren un sistema sanitario rural, deberán ser cedidos o transferidos a cualquier título a los Operadores. 

Serán transferidos a los operadores los derechos de aprovechamiento de aguas que, siendo de propiedad fiscal, sean necesarios para la prestación de servicios sanitarios rurales. Dichos derechos se mantendrán bajo el dominio de los operadores en tanto sean usados para la prestación del servicio sanitario rural, pasando de pleno derecho al dominio del Ministerio en cuanto cese dicha condición. Se entenderá que cesa la condición en caso de haberse declarado desierta la licitación del permiso o licencia. La transferencia a los operadores se hará mediante resolución de la autoridad correspondiente, debiendo ajustarse a lo dispuesto en el artículo 150 del Código de Aguas. 


En caso de cambio de operador, los derechos se transferirán gratuitamente y de pleno derecho a quien detente la calidad de tal, desde el otorgamiento de su licencia o permiso.


Los bienes a que se refiere este artículo serán considerados como aportados por terceros para fines tarifarios, e indispensables para los efectos del artículo 12.


Artículo 90.- Expropiaciones y donaciones. Los bienes inmuebles necesarios para la prestación de los servicios sanitarios rurales se declaran de utilidad pública y su expropiación se efectuará por intermedio del Ministerio, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.186, de 1978. 


La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales podrá aceptar donaciones o erogaciones consistentes en dinero o en dación de cosas, sean éstas muebles o inmuebles, para la ejecución de obras o el financiamiento total o parcial de expropiaciones, destinadas a la prestación de los servicios sanitarios rurales. En caso de recibir donaciones o erogaciones para el financiamiento parcial de expropiaciones, el Estado financiará la diferencia con fondos sectoriales o regionales.


Una vez aceptada y materializada la entrega de las donaciones o erogaciones a que se refiere el inciso precedente, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales la aprobará por orden interna para los efectos de la contabilización correspondiente en la Dirección de Contabilidad y Finanzas de la Dirección General de Obras Públicas. Copia de esta orden se enviará a la Contraloría General de la República. Para estas donaciones no se requerirá el trámite de insinuación judicial.


Artículo 91.- Regularización de bienes. En caso de que un operador solicite que se le reconozca la calidad de poseedor regular de bienes inmuebles necesarios para la prestación de su servicio sanitario rural, conforme al procedimiento establecido en el decreto ley N° 2.695, de 1979, servirá como plena prueba de su posesión material, la existencia en el inmueble de alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h), i) y j) del artículo 12, siempre que el bien haya estado en uso al menos durante los cinco años anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de regularización.

Capitulo 5

De la Regulación y Fiscalización


Artículo 92.- Superintendencia de Servicios Sanitarios. La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá ejercer las atribuciones y facultades regulatorias y fiscalizadoras, respecto de todo operador de un servicio sanitario rural.


Para efectos de su fiscalización, la Superintendencia ejercerá respecto de las entidades fiscalizadas las mismas facultades que le confiere la ley Nº 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


La fiscalización se realizará directamente en forma prioritaria por las oficinas que la Superintendencia tenga destacadas en las distintas regiones del País o las que se creen en el futuro, según se consideren los recursos humanos y financieros necesarios.


Artículo 93.- Condiciones Especiales de servicio. Las instrucciones y órdenes que dicte la Superintendencia en ejercicio de sus facultades normativas y de control, podrá considerar condiciones especiales de servicio respecto de operadores.

Artículo 94.- Rol del Departamento de Cooperativas. El Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro del ámbito de sus competencias, dictará las normas que estime necesarias para facilitar la aplicación de la presente ley.

Artículo 95.- Mecanismos de autorregulación y transparencia. El Reglamento establecerá mecanismos de autorregulación y de transparencia de la gestión y resultados de los Comités y Cooperativas de Servicio Sanitario Rural; asimismo, incentivará la libre iniciativa de los Comités y Cooperativas para cumplir los objetivos de autorregulación y transparencia.


Artículo 96.- Sanciones. Sin perjuicio de las demás sanciones que corresponda aplicar a la Superintendencia o a otros organismos públicos de conformidad a ésta u otras leyes, los operadores podrán ser objeto de la aplicación de multas a beneficio fiscal por parte de la Superintendencia, en los siguientes casos:


a) De una a veinte unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones que importen deficiencias en la calidad, continuidad u obligatoriedad de los servicios, cobros indebidos, trato económico discriminatorio a los usuarios, deficiencias en la atención de los reclamos de los usuarios, daño a las redes u obras generales de los servicios, o incumplimiento de la obligación de entregar información requerida por la Superintendencia en conformidad a la ley.


b) De diez a cien unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente la salud de la población, o que afecten a la generalidad de los Usuarios de los servicios.


c) De una a veinte unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones cometidas por los Operadores, que importen el no acatamiento de las obligaciones y plazos establecidos en esta ley, así como de las órdenes escritas y requerimientos, debidamente notificados, y plazos fijados por la Superintendencia, en ejercicio de las atribuciones que la ley le encomiende, en relación con materias de su competencia.


d) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea, a cualquiera de las autoridades que esta ley faculta para requerirla.


e) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate del incumplimiento del Plan de Inversiones.


Para la determinación del monto de las multas antes señaladas se debe considerar el segmento en que está clasificado, conforme al artículo 77, el operador sancionado.


El afectado podrá reclamar de la aplicación de la multa, conforme a lo dispuesto  en el artículo 13 de la ley N° 18.902.


Artículo 97.- Modificaciones Ley de Cooperativas. Modifícase el artículo 68 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, del año 2004, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, en el siguiente sentido:


1.- Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 68, los términos “y de agua potable”, por los vocablos “, de servicios sanitarios rurales”.


2.- Reemplázase en el epígrafe del capítulo 2 del Título III, los términos “agua potable”, por los vocablos “y de las cooperativas de servicios sanitarios rurales”.


3.- Reemplázanse en el artículo 73, los términos “de abastecimiento y distribución de agua potable”, por los vocablos “de servicios sanitarios rurales”.


Artículo 98.- Modificaciones Ley Subsidio Agua Potable. Derógase en el inciso tercero del artículo 10 de la ley Nº 18.778 la frase “entre sistemas rurales de agua potable específicos que cumplan los criterios de elegibilidad establecidos en el Reglamento”.

Artículo 99.- Modificaciones a Planta. Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 143, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1991, incorporando en la planta de directivos el cargo denominado Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales, y asígnesele el grado número 2 de la Escala Única de Remuneraciones.
ARTICULOS TRANSITORIOS


ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO. El Reglamento de esta ley será dictado dentro de los 180 días siguientes a la fecha de su entrada en vigencia.


ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO. Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural existentes deberán solicitar su inscripción en el Registro de operadores de Servicios Sanitarios Rurales, para lo cual deberán acreditar la vigencia de su personalidad jurídica y la efectividad de estar prestando el servicio. Además, deberán especificar el área que sirven.


Dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia del Reglamento de esta ley, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, que acredite el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para obtener licencia o permiso de servicio sanitario rural, podrá solicitarla conforme a lo establecido en los artículos 20 y 40 y por los plazos establecidos en los artículos 17 y 41, según corresponda. En estos casos, no se requerirá la presentación de la garantía de seriedad del artículo 20 de esta ley, ni se aplicará lo dispuesto en los artículos 22, 23, 25, 26 y 27.


La licenciataria deberá presentar su Plan de Inversiones en el plazo que el Ministerio determine en el decreto de otorgamiento, el que en todo caso no podrá ser inferior a noventa días.


Dentro del plazo de dos años establecido en el inciso segundo, todo Comité o Cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, podrá solicitar el otorgamiento de un permiso de servicio sanitario rural provisorio. El permiso de servicio sanitario rural provisorio tendrá una vigencia de 5 años, y para su otorgamiento sólo será necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 1, 2, 3, 4 y 6 del artículo 40 de esta ley.


Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto, en los incisos segundo y cuarto precedentes, sólo se publicarán en el sitio electrónico del Ministerio, y se notificará por carta certificada al operador.


Presentada la solicitud de permiso o licencia para la etapa de distribución de agua potable, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección de aguas servidas. Sin perjuicio de lo anterior, la operación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.


Dentro del plazo indicado en el inciso segundo de este artículo, no podrán otorgarse concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988, en las áreas que estén siendo servidas por Comités o Cooperativas al momento de entrada en vigencia de esta ley.


En caso de no darse cumplimiento oportuno a lo indicado en los incisos primero y segundo o cuarto de este artículo, el Ministerio de Obras Públicas llamará a licitación del permiso o licencia.


El reglamento fijará el procedimiento para el otorgamiento de permisos o licencias, para la aprobación y presentación del Plan de Inversiones, y para la inscripción de los operadores en el Registro.


ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO. Los Municipios que al momento de entrar en vigencia esta ley, operen servicios de agua potable o saneamiento, podrán traspasarlos a un Comité o Cooperativa. En caso que un Comité o Cooperativa le requiera el traspaso del servicio sanitario rural, el Municipio respectivo deberá pronunciarse dentro de un plazo de noventa días contados desde el requerimiento.
ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO. Para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento. La primera fijación tarifaria será efectuada por la Superintendencia dentro del período de 5 años contados desde el término del plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio. En todo caso, las tarifas de las licenciatarias deberán fijarse dentro de los primeros dos años de dicho período. Para efectos de lo indicado anteriormente, la Superintendencia definirá, mediante resolución dictada en el plazo indicado en el artículo primero transitorio, un calendario regional de fijación tarifaria.



Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso en el período intermedio, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.


Con todo, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, en tanto no entre en vigencia la primera fijación tarifaria referida, los precios que podrán cobrar los servicios de agua potable y saneamiento rural y demás cobros sujetos a fijación de precios, de acuerdo a lo señalado en esta ley, serán los vigentes a dicha fecha con sus respectivas indexaciones.


En todo caso, cada vez que se reajusten las tarifas, los prestadores deberán comunicar previamente los nuevos valores a la Superintendencia, e informarlos a los usuarios respectivos por algún medio idóneo que dicha Entidad autorice.


Para la primera fijación tarifaria, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, deberá entregar toda la información necesaria, sin perjuicio de aquella que se deba recabar directamente de los operadores rurales para tales fines, identificando claramente los bienes considerados como aportes de terceros.


ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO. Los Comités de Agua Potable Rural que se transformen a Cooperativas y las Cooperativas constituidas para la prestación de servicios sanitarios regulados en esta ley, cuando asuman o se adecuen al nuevo estatuto cooperativo del servicio sanitario rural, ante terceros, permanecerán responsables de todas las obligaciones y titulares de todos los derechos adquiridos durante su operación anterior, como una misma e idéntica persona jurídica. Sin que esta enumeración sea taxativa y sólo a vía enunciativa, entre tales obligaciones y derechos se comprenden los de carácter laboral, previsional, tributario, sanitario y medioambiental.


ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO. Los Comités de Agua Potable Rural que se conviertan a Cooperativas, las existentes y las nuevas que se constituyan para la prestación del servicio sanitario rural, que realicen la respectiva conversión, adecuación o constitución, pagarán hasta el diez por ciento de los aranceles notariales, del Conservador de Bienes Raíces correspondiente y de los costos de publicación en el Diario Oficial.

ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO. En el mismo plazo indicado en  el inciso segundo del artículo segundo transitorio, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales implementará un programa de regularización de obras y derechos de agua, de asistencia para la obtención de licencias o permisos, y de valoración técnica de los activos de los Comités y Cooperativas.


En el mismo plazo, la Subdirección podrá asistir a los Comités en el proceso de transferencia de los bienes y derechos que les traspasen las concesionarias de servicios sanitarios, en cumplimiento de los compromisos y acuerdos anteriores.



ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO. Los derechos de aprovechamiento de aguas y los demás bienes, sean muebles o inmuebles, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, y que pertenezcan a alguna concesionaria de servicios sanitarios, podrán ser donados al Ministerio de Obras Públicas.


La escritura pública de donación, en la que se individualicen los bienes inmuebles y derechos de aprovechamiento de aguas donados, suscrita entre el donante y el Director General de Obras Públicas, el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales o el Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, en su caso, bastará como título suficiente para su inscripción a favor del Ministerio de Obras Públicas, en el Registro de Propiedades y en el de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo, así como para su anotación en el Registro Público de derechos de aprovechamiento de aguas a que se refiere el artículo 122 del Código de Aguas.


Estas donaciones estarán exentas del trámite de insinuación y del pago de todo tipo de tributos. Para proceder a la inscripción de los inmuebles no será necesario que se acredite el pago del impuesto territorial.


No se requerirá respecto de estas donaciones la autorización del Ministerio de Hacienda a que se refiere el inciso segundo del artículo 4° de la ley N° 19.896.


ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO. Termínase la obligación para las Concesionarias de servicios sanitarios a que se refiere el artículo 2º transitorio de la ley Nº 19.549.


Para los efectos del presente artículo, las Concesionarias deberán rendir cuenta de su gestión dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, en los términos que fije el Reglamento. Adicionalmente, y dentro del plazo de un mes contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán entregar a los operadores, con copia al Ministerio, toda la información técnica, financiera, administrativa y contable del Comité o Cooperativa asistido, que obre en su poder.


ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO. Los bienes de propiedad de los Comités que se transformen en Cooperativas de Servicios Sanitarios Rurales, se considerarán como aporte inicial en carácter de reserva legal de conformidad con lo establecido en la Ley General de Cooperativas. En los casos que corresponda, según lo dispuesto en el artículo 12 de esta ley, los bienes que conforman la citada reserva legal tendrán el carácter de bienes indispensables.


Los derechos en las cooperativas de servicios sanitarios rurales cuyo titular era el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, se traspasarán por el solo efecto de esta ley a los demás socios de la cooperativa, a prorrata de sus aportes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, los bienes aportados o cedidos por el Servicio Nacional de Obras Sanitarias o sus antecesores a las cooperativas de servicios sanitarios rurales, a cualquier título, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, conformarán una reserva técnica de bienes fiscales, y se les aplicará lo dispuesto en el artículo 89 de esta ley.


ARTÍCULO UNDÉCIMO TRANSITORIO. Las Cooperativas que se transformaron en concesionarias de servicios sanitarios por aplicación del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, podrán en el plazo de seis meses contados desde la entrada en vigencia de esta ley, renunciar a esta calidad, ante el Ministerio, renuncia que será sancionada por el decreto respectivo, debiendo en tal caso adecuarse a las normas establecidas en la presente ley.

Para los efectos del inciso anterior, junto con la renuncia, deberán presentar la solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, conjuntamente con los antecedentes indicados en los numerales 1 y 2 del artículo 24 de esta ley. En caso de aprobarse su solicitud de licencia, estas cooperativas quedarán clasificadas para los efectos del artículo 77, en el segmento AAA.

ARTÍCULO DUODÉCIMO TRANSITORIO. Para la aplicación a servicios sanitarios rurales, de recursos provenientes del Banco Mundial o del Banco Interamericano de Desarrollo, en virtud de convenios suscritos con el Estado de Chile, vigentes a la fecha de publicación de esta ley, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, ejercerá la función de visar técnicamente los proyectos.

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO. La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, iniciará sus funciones a partir de la entrada en vigencia del reglamento de esta ley.

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO TRANSITORIO. El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Publicas quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO TRANSITORIO. El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 75 sesionará por primera vez dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de esta ley.”.
- - -
Acordado en sesiones celebradas los días 9, 14 y 16 de septiembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Carlos Ominami Pascual y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 29 de septiembre de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES ÁVILA, BIANCHI, ESCALONA, FREI, GAZMURI, LETELIER, MUÑOZ ABURTO, MUÑOZ BARRA, NARANJO, NÚÑEZ, PIZARRO, RUIZ-ESQUIDE Y SABAG, EN RELACIÓN CON LA SITUACIÓN POLÍTICA QUE VIVE LA REPÚBLICA DE HONDURAS

(S 1200-12)

Honorable Senado:

En relación con la delicada situación política que vive la República de Honduras, tras el regreso al país del Presidente Constitucional, Exmo. Señor José Manuel Zelaya R., el Senado de la República de Chile da su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo:

1.- Hacemos un imperioso llamado al actual régimen de facto instalado en Honduras a que en virtud de lo dispuesto en la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, garantice efectivamente la integridad física del Presidente de la República y de sus colaboradores así como el irrestricto respeto a los privilegios, inmunidad e integridad de la Sede de la Embajada de la República Federativa de Brasil en Tegucigalpa, de los funcionarios diplomáticos y personal administrativo de esa representación diplomática, de sus espacios físicos, instalaciones y servicios.
2.- En coincidencia con la declaración emitida por el Ministerio de Relaciones Exteriores de la República de Chile el 22 de septiembre pasado, manifestamos nuestro anhelo de que prevalezca la prudencia y sentido de la responsabilidad en todos los actores políticos y sociales de la sociedad hondureña, como una manera efectiva de evitar mayores trastornos que impidan la reconciliación nacional y el retorno al imperio de la razón y el derecho.
3.- Hacemos un llamado explícito a las autoridades de facto de la República de Honduras a asegurar la integridad física de los funcionarios y enviados especiales de los organismos internacionales facilitadotes del diálogo que actualmente se encuentran en territorio hondureño, así como a garantizar las libertades públicas establecidas en su texto constitucional, especialmente el derecho a la información.
4.- Instamos a las partes a instaurar urgentemente un diálogo político, asistido por representantes de organizaciones internacionales y terceros países y a suscribir en el más breve plazo el "Acuerdo de San José"
5.- Como una manera de contribuir a la facilitación de un diálogo fructífero, nos adherimos a la declaración de la Mesa Directiva del Parlamento Latinoamericano del 24 de septiembre, en el sentido manifestar la disponibilidad de los parlamentos del continente en orden a que una comisión especial de legisladores de diferentes países participe en las negociaciones que se requieran para alcanzar los acuerdos que permitan restituir el orden constitucional en la República de Honduras.
(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Jaime Gazmuri Mujica, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Roberto Muñoz Barra, Senador.- Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Ricardo Núñez Muñoz, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- 
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE FACULTA LA RENOVACIÓN DE BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO, CREADA POR LEY Nº 20.135, Y ESTABLECE BONIFICACIÓN ADICIONAL PARA FUNCIONARIOS MUNICIPALES QUE INDICA

(6541-05)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,
HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -

La Cámara de Diputados, cámara de origen, en sesión de fecha 29 de septiembre de 2009, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores Germán Becker Alvear, Enrique Jaramillo Becker, Carlos Abel Jarpa Wevar, José Miguel Ortiz Novoa y Gastón Von Mühlenbrock Zamora. 

El Senado, por su parte, en sesión celebrada en la misma fecha, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que integran la Comisión de Hacienda, señora Evelyn Matthei Fornet y señores Camilo Escalona Medina, Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Hosaín Sabag Castillo), José García Ruminot y Carlos Ominami Pascual.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 30 de septiembre de 2009, con la asistencia de sus miembros, ya indicados. En dicha oportunidad, por unanimidad eligió como Presidenta a la Honorable Senadora señora Evelyn Matthei Fornet, y de inmediato se abocó al cumplimiento de su cometido.


Cabe dejar constancia que los Honorable Senadores señores Camilo Escalona Medina y Eduardo Frei Ruiz-Tagle fueron reemplazados por los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto y Hosaín Sabag Castillo, respectivamente. 

- - -


En relación con esta iniciativa de ley se escucharon los planteamientos de los asesores de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos y señor Julio Valladares. 

- - -
A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo 1º

Enseguida se describe sólo aquella enmienda respecto de la cual, como se ha señalado, se ha producido discrepancia entre el Senado y la Cámara de Diputados:

La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 1º del proyecto, cuyo tenor literal es el siguiente:

“Artículo 1°.- Facúltase a los municipios para renovar, hasta por un total de 3.400 cupos, la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.135, para los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, y por la ley N° 18.883, que fija el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales que, tengan o cumplan sesenta o más años de edad, si son mujeres, y sesenta y cinco o más años de edad, si son hombres, entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive, y que cesen en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal.

Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso anterior podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio de este mismo decreto ley, según corresponda.

Igualmente, podrán acceder a la bonificación a que se refiere el inciso primero de este artículo, los funcionarios municipales que obtengan o hayan obtenido, entre el 1 de enero de 2009 y 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, o que hayan cesado o cesen en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas por el inciso primero de este artículo para impetrar el beneficio.”. 

El Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó el inciso primero de este artículo 1º por el siguiente:

“Artículo 1°.- Facúltase a los municipios para renovar, hasta por un total de 3.400 cupos, la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.135, para los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, y por la ley N° 18.883, que fija el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, que entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 65 años de edad, si son hombres, y en el caso de las mujeres, desde que cumplan 60 y hasta los 65 años de edad, y que cesen en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria, en los plazos a que se refiere el artículo 3° de la presente ley. Con todo, las edades referidas deberán cumplirse a más tardar el 31 de diciembre de 2010.”.

La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, como consta en el oficio Nº 8334, de 29 de septiembre de 2009, rechazó esta enmienda.

Los representantes de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda explicaron que con el objeto de permitir que las mujeres no estuvieran obligadas a retirarse a los 60 años para no perder la bonificación, restando importantes años de cotización que impactan positivamente en el monto final de su pensión, en la Comisión de Hacienda del Senado se modificó la redacción del artículo 1° del proyecto de ley en comento. En la indicación al efecto presentada por el Ejecutivo se eliminaron las expresiones “o más”, relativas a los 65 años en el caso de los hombres, y respecto de las mujeres se estableció que podían impetrar el beneficio desde que tuvieran 60 años y hasta los 65 años, siempre que dichas edades se cumplieran a más tardar el 31 de diciembre de 2010.

Tomando en consideración que la redacción del artículo 1° exige que las edades se cumplan a partir del 1 de enero de 2009, y que el artículo 3° establece el plazo para impetrar el beneficio para quienes a la fecha de publicación del reglamento tuvieran 65 o más años, ha surgido la interpretación que por esa vía sólo se cubriría a quienes tuvieran 65 años y 11 meses.

En este contexto, prosiguieron, y asumiendo que el objetivo de esta herramienta es permitir que el personal de mayor edad pueda tener una salida digna, es que, en conjunto con los gremios, el Ejecutivo ha estimado necesario precisar la redacción, a fin de evitar futuros problemas interpretativos que pudieran privar a dichos funcionarios del derecho  a la bonificación.


La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer una fórmula que implica volver a considerar lo propuesto por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, con la siguiente redacción para el inciso primero del artículo 1º:


“Artículo 1º.- Facúltase a los municipios para renovar, hasta por un total de 3.400 cupos, la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley Nº 20.135, para los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1980, y por la ley Nº 18.883, que fija el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, que entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años de edad si son mujeres, y que cesen en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria, en los plazos a que se refiere el artículo 3º de la presente ley.”.

Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Matthei y señores Muñoz Aburto y Sabag, y Honorables Diputados señores Becker, Jarpa y Ortiz.

Artículo 3°

Enseguida se describe sólo aquella enmienda respecto de la cual, como se ha señalado, se ha producido discrepancia entre el Senado y la Cámara de Diputados:

La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 3º: 

“Artículo 3°.- La bonificación a que se refiere el artículo primero se concederá sólo en la medida que el personal que cumpla los requisitos para acceder a ella haga efectiva su renuncia voluntaria al cargo o al total de horas que sirve, dentro de los 120 días siguientes al cumplimiento de las edades a que se refiere el inciso primero del artículo primero. Respecto de quienes a la fecha de publicación de la presente ley tuvieren cumplidos o cumplan 65 o más años de edad, en el caso de los hombres y 60 o más años de edad, en el caso de las mujeres, el plazo de 120 días se computará desde la referida publicación. 

El funcionario que  no cese en su cargo dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.”.

El Senado, en segundo trámite constitucional, sustituyó la segunda oración del inciso primero por la siguiente:

“Respecto de quienes a la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el artículo siguiente tengan 65 o más años de edad, el plazo de 120 días se computará desde la referida publicación.”.

La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda propuesta.

Los representantes de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señalaron que, en consonancia con lo expresado con ocasión del análisis del inciso primero del artículo 1º, y con el acuerdo allí adoptado, la redacción del artículo 3º requiere ser también ajustada.

La Comisión Mixta tuvo presente las razones expuestas al considerar la modificación al inciso primero del artículo 1º, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer la sustitución del artículo 3º del proyecto de ley por el siguiente:

“Artículo 3°.- La bonificación a que se refiere el artículo 1º se concederá sólo en la medida que el personal que cumpla los requisitos para acceder a ella haga efectiva su renuncia voluntaria al cargo o al total de horas que sirve, dentro de los 120 días siguientes al cumplimiento de las edades a que se refiere el inciso primero del referido artículo. Con todo, tratándose de las mujeres podrán impetrar el beneficio desde que cumplan 60 años y hasta los 120 días siguientes a que cumplan 65 años de edad, siempre que dichas edades se cumplan a más tardar el 31 de diciembre de 2010. 

Respecto de quienes a la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el artículo siguiente tengan 65 o más años de edad, el plazo de 120 días se computará desde la referida publicación.

El funcionario que  no cese en su cargo dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.”.

Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Matthei y señores Muñoz Aburto y Sabag, y Honorables Diputados señores Becker, Jarpa y Ortiz.

- - -


En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de efectuar la siguiente proposición como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional:

Artículo 1º

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 1º.- Facúltase a los municipios para renovar, hasta por un total de 3.400 cupos, la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley Nº 20.135, para los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1980, y por la ley Nº 18.883, que fija el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, que entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años de edad si son mujeres, y que cesen en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria, en los plazos a que se refiere el artículo 3º de la presente ley.”. (Unanimidad 6x0).
Artículo 3º

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 3°.- La bonificación a que se refiere el artículo 1º se concederá sólo en la medida que el personal que cumpla los requisitos para acceder a ella haga efectiva su renuncia voluntaria al cargo o al total de horas que sirve, dentro de los 120 días siguientes al cumplimiento de las edades a que se refiere el inciso primero del referido artículo. Con todo, tratándose de las mujeres podrán impetrar el beneficio desde que cumplan 60 años y hasta los 120 días siguientes a que cumplan 65 años de edad, siempre que dichas edades se cumplan a más tardar el 31 de diciembre de 2010. 

Respecto de quienes a la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el artículo siguiente tengan 65 o más años de edad, el plazo de 120 días se computará desde la referida publicación.

El funcionario que  no cese en su cargo dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.”. (Unanimidad 6x0).

- - -
A título meramente informativo, cabe hacer presente que con las proposiciones de la Comisión Mixta incorporadas, el texto de la iniciativa legal queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Facúltase a los municipios para renovar, hasta por un total de 3.400 cupos, la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley Nº 20.135, para los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley Nº 3.551, de 1980, y por la ley Nº 18.883, que fija el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, que entre el 1 de enero de 2009 y el 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 65 o más años de edad, si son hombres, y 60 o más años de edad si son mujeres, y que cesen en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria, en los plazos a que se refiere el artículo 3º de la presente ley.

Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso anterior podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio de este mismo decreto ley, según corresponda.

Igualmente, podrán acceder a la bonificación a que se refiere el inciso primero de este artículo, los funcionarios municipales que obtengan o hayan obtenido, entre el 1 de enero de 2009 y 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, o que hayan cesado o cesen en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas por el inciso primero de este artículo para impetrar el beneficio. 

Artículo 2°.- El departamento de personal o la unidad que desempeñe dichas tareas en el municipio respectivo, efectuará la verificación de los requisitos para acceder a la bonificación de retiro dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de presentación de la solicitud al beneficio.

Tratándose de los funcionarios a que se refiere el inciso cuarto del artículo anterior, la solicitud para impetrar el beneficio se deberá presentar al alcalde del municipio en el que hubieren cesado en funciones, en los plazos y condiciones que se señalan en el artículo siguiente.

En el curso del primer año de vigencia de la presente ley sólo se podrá conceder la bonificación hasta en un máximo de 1.600 cupos. Los restantes cupos así como los que no hubieren sido utilizados durante dicho período se podrán conceder el segundo año de vigencia de la presente ley. 

El monto, base de cálculo, complemento, características, exigencias, restricciones, modalidades y procedimiento previstos en la ley N° 20.135, se aplicarán, en cuanto fueren procedentes, para el otorgamiento de la  bonificación a que se refiere este artículo.

Artículo 3°.- La bonificación a que se refiere el artículo 1º se concederá sólo en la medida que el personal que cumpla los requisitos para acceder a ella haga efectiva su renuncia voluntaria al cargo o al total de horas que sirve, dentro de los 120 días siguientes al cumplimiento de las edades a que se refiere el inciso primero del referido artículo. Con todo, tratándose de las mujeres podrán impetrar el beneficio desde que cumplan 60 años y hasta los 120 días siguientes a que cumplan 65 años de edad, siempre que dichas edades se cumplan a más tardar el 31 de diciembre de 2010. 

Respecto de quienes a la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el artículo siguiente tengan 65 o más años de edad, el plazo de 120 días se computará desde la referida publicación.

El funcionario que  no cese en su cargo dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.

Artículo 4°.- Un reglamento expedido a través del Ministerio del Interior, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, establecerá el procedimiento y modalidades para la concesión de la bonificación, así como las normas de precedencia de las municipalidades para acceder a los anticipos a que se refiere el artículo tercero transitorio de esta ley y, en general, toda otra norma necesaria para la correcta aplicación del otorgamiento de la bonificación a que se refieren los artículos anteriores.

Artículo 5º.- Los funcionarios municipales a quienes se conceda la bonificación a que se refieren los artículos anteriores tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 527 Unidades de Fomento en el caso de los beneficiarios que pertenezcan o hayan pertenecido a las plantas de profesionales, directivos y jefaturas y de 395 Unidades de Fomento, para los beneficiarios que pertenezcan o hayan pertenecido a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. Para estos efectos se tomará la unidad de fomento vigente a la fecha del pago del beneficio.

Los montos a que se refiere el inciso anterior son para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté contratado cada trabajador si esta última fuere inferior.

Con todo, el máximo de horas semanales para calcular el valor de la bonificación adicional será de cuarenta y cuatro, y el personal que esté contratado por una jornada mayor o desempeñe funciones en más de un municipio con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrá derecho a una bonificación adicional correspondiente a las referidas cuarenta y cuatro horas semanales.

Esta bonificación adicional, será de cargo fiscal y se pagará conjuntamente con la bonificación a que se refieren los artículos anteriores, cuando corresponda. No será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. 

Igualmente, tendrán derecho a esta bonificación adicional los funcionarios municipales que se hayan acogido a la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.135. 

Los funcionarios a que se refiere el inciso anterior, para acceder a la bonificación adicional de este artículo, presentarán sus solicitudes ante el alcalde de la municipalidad en la cual hubieren cesado en funciones, a partir del día 1 del mes siguiente a la publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2010. Con todo, si dichos funcionarios no presentan las solicitudes para acceder a la bonificación dentro del plazo indicado, se entenderá que renuncian irrevocablemente a dicho beneficio. Respecto de estos funcionarios, la bonificación se devengará y pagará a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la concede.

Asimismo, podrán acceder a la bonificación a que se refiere este artículo, hasta por un total de 150 cupos, los funcionarios que, postulando al beneficio a que se refiere el artículo 1° de la presente ley, no accedan a él por falta de cupos, habiendo igualmente cesado en funciones. 

Para acceder a la bonificación los funcionarios a que se refiere el inciso anterior deberán presentar su solicitud ante el alcalde de la municipalidad en la que hayan cesado en funciones, entre el 2 y el 31 de enero del año 2011, acreditando haber postulado en tiempo y forma al beneficio a que se refiere el artículo 1º de esta ley sin poder acceder a él por falta de cupos. Respecto de estos funcionarios, la bonificación se devengará y pagará a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la concede.

Efectuada la verificación de requisitos a que se refiere el inciso anterior, el municipio respectivo deberá, en un plazo no superior a cinco días hábiles, remitir la nómina a la Subsecretaría de Desarrollo Regional, quien deberá determinar la disponibilidad de cupos en función del monto máximo consignado en el inciso séptimo del presente artículo.

Artículo 6°.- Tanto la bonificación a que se refiere el artículo 1° de la presente ley como la adicional contemplada en el artículo anterior serán incompatibles con toda indemnización que por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones pudiere corresponderle al funcionario, con la sola excepción del beneficio contemplado en la ley N° 20.305 y del desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio de la ley N° 18.883, respecto a quienes resulte actualmente aplicable.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- El mayor gasto que represente la aplicación del artículo 1° de esta ley será de cargo municipal. En tanto la bonificación adicional contemplada en el artículo 5° de la presente ley será de cargo fiscal. Para efectos de concurrir a dicho financiamiento, el Fisco aportará a las municipalidades, durante el primer año de vigencia de esta ley, la suma de 17 mil millones de pesos. En el segundo año de vigencia dicho aporte ascenderá a la suma de 17 mil quinientos millones de pesos. 

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, mediante resolución, que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipio le corresponda en dicha distribución, considerando el costo real de las personas que se acojan a la bonificación adicional que establece el artículo 5° de la presente ley. Para estos efectos, los municipios deberán acreditar, mediante certificación de los respectivos secretarios municipales, el número total de funcionarios que se acojan a dicha bonificación y el costo del referido beneficio. 

Las municipalidades sólo podrán destinar los fondos transferidos en virtud de este artículo al pago de la bonificación adicional a que se refiere el artículo 5° de la presente ley.

La no destinación de los fondos transferidos a los fines a que se refiere el inciso anterior será sancionada de acuerdo a la escala de penas establecida en el artículo 233 del Código Penal.

Artículo segundo.- El plazo establecido en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.305 para impetrar el beneficio contemplado en dicha norma, excepcionalmente, para el personal que tenga derecho a acceder a las bonificaciones a que se refieren los artículos 1° y 5° de la presente ley, se computará desde la entrada en vigencia de esta última.

Artículo tercero.- Extiéndese, durante la vigencia del artículo 1° de esta ley y con el fin de pagar la bonificación que en él se establece, la facultad concedida por el artículo 8° de la ley N° 20.198 a los municipios para solicitar anticipos de la participación que corresponda a las municipalidades en el Fondo Común Municipal.

Sin perjuicio de lo que establezcan los convenios que se celebren en virtud de la facultad a que se refiere el inciso anterior, el número de cuotas mensuales en las que deberá ser devuelto el anticipo otorgado no podrá ser inferior a cuarenta y ocho. Con todo, las municipalidades podrán solicitar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo  que la devolución de tal anticipo, pueda efectuarse en un plazo menor al señalado.".

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 30 de septiembre de 2009, con asistencia de sus miembros,  Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Pedro Muñoz Aburto y Hosaín Sabag Castillo, y Honorables Diputados señores Germán Becker Alvear, Carlos Abel Jarpa Wevar y José Miguel Ortiz Novoa.


Sala de la Comisión, a 30 de septiembre de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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